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Lo urbano entendido como una forma específica de organización 
socio-territorial, adquiere en la sociedad contemporánea una espe­
cial relevancia en tanto, a inicios del presente siglo, más de la mitad 
de la población mundial habita en las ciudades. Por su parte, las tenden­
cias en las que actualmente se enmarca el proceso urbano, en donde las 

lógicas de la globalización condicionadas, entre otros factores, por la con­
solidación de una nueva fase de acumulación territorial del capital, de una 
realidad mediatizada a través de cada vez más sofisticadas tecnologías de la 
comunicación, y de un paradigma cultural de impronta posmoderna 
estructurado alrededor de la dicotomía global-local, ha determinado que 
el sentido de lo urbano se redefina desde una noción de concentración, 
tanto demográfica como de urbanización, hacia la idea de estructuras 
socio-espaciales dispersas y fragmentadas.

Esta nueva concepción implica entender que, si bien la dinámica de las 
ciudades se genera a partir de un conjunto de Ínter relaciones de carácter 
endógeno entre los diferentes sistemas que la conforman, no es menos 
cierto que los flujos informacionales a los que es inherente la denomina­
da sociedad de la información, determina una serie de articulaciones 
externas que van configurando la emergencia de una organización supra- 
física, sobre la cual se redefinen los procesos sociales, políticos, económi­
cos y culturales donde converge y se reproduce lo urbano.

En esta perspectiva, se vuelve necesario identificar desde el debate aca­
démico las distintas entradas teóricas del campo disciplinar de los estudios 
de la ciudad, con el objeto de precisamente entender esta suerte de re-esca­ 7
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lamiento conceptual de la condición urbana, incorporando además una 
lectura transversal de carácter interdisciplinario que más allá del hecho 
espacial per se permita dar cuenta de la complejidad de estos procesos. El 
análisis de la problemática urbana, en otrora enmarcado en el aspecto mor- 
fológico-funcional de las ciudades, ha incorporado -tanto teórica como 
metodológicamente- temáticas relacionadas por ejemplo a la interacción 
Estado-sociedad en los procesos de democratización y sus consecuencias 
en el gobierno de la ciudad, la dialéctica cultural del espacio a través de la 
comprensión de los imaginarios urbanos, las implicaciones socio-políticas 
de la seguridad ciudadana frente a la violencia urbana, la movilidad susten- 
table y la gestión del riesgo como respuesta a los impactos ambientales en 
las estructuras urbanas, entre otros temas, cuya interpelación permiten 
sobre todo construir una visión de conjunto del fenómeno urbano.

Es en este contexto que la Organización Latinoamericana y del 
Caribe de Centros Históricos (OLACCHI), el Ilustre Municipio del 
Distrito Metropolitano de Quito (MDMQ) y la Empresa de Desarrollo 
Urbano de Quito (INNOVAR), presentan la colección Textos Urbanos, 
programa editorial cuyo objetivo es constituirse en un acervo bibliográ­
fico que contribuya al conocimiento y debate de la problemática urbana 
a nivel mundial, de América Latina y El Caribe, y contextos locales más 
específicos. Es importante señalar, además, el valioso aporte de la Facultad 
Latinoamericana de Ciencias Sociales (FLACSO-Ecuador) en la realiza­
ción de este proyecto.

Los 12 tomos que conforman la presente colección compilan -a  mane­
ra de antología- los trabajos de distintos autores y autoras internacionales de 
reconocida trayectoria en la investigación urbana. Se pretende que la colec­
ción en su conjunto permita, a partir de las distintas entradas de los autores 
seleccionados, ensayar una lectura interdisciplinar de los procesos urbanos 
contemporáneos, constituyéndose en una herramienta de consulta para la 
investigación académica, así como también en material de referencia para el 
desarrollo de políticas públicas en el contexto de las ciudades.

Paco Moncayo G. Fernando Carrión M.
Alcalde

I. M unicipio del Distrito 
M etropolotano de Q uito

Presidente
Organización Latinoamericana y 
del Caribe de Centros Históricos
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El peso de un concepto

La denominada “cuestión social” es una noción con un amplio poder 
semántico en tanto sintetiza un conjunto de elementos que tienen que 
ver con los llamados derechos sociales: empleo, salud, educación, segu­
ridad social, medio ambiente, vivienda, etc., es decir, con el bienestar 
de la población. De ahí que, esta categoría recupera el debate sobre el 
sentido del desarrollo urbano, en la medida en que sitúa en el centro 
de la discusión el componente social de las ciudades por encima de los 
elementos puramente espaciales o funcionales, permitiendo una mira­
da radiográfica que revela el interior mismo de la organización de la 
ciudad.

Desde la inauguración de las ciudades industriales en el siglo XIX 
el urbanismo moderno ha significado una serie de cambios sustancia­
les y continuos. A partir de la Revolución Industrial las ciudades se han 
convertido en el epicentro del modelo productivo y de acumulación 
de capital, lo que se ve reflejado en los grandes proyectos urbanísticos 
que caracterizan a las metrópolis actuales. Más aún con la transforma­
ción productiva reciente, la llamada “tercera revolución industrial” a 1
1 Sociólogo, Máster en Antropología Social. Profesor-Investigador Asociado del

Programa de Estudios de la Ciudad de FLACSO-Ecuador. Profesor Auxiliar Escuela de
Sociología Pontificia Universidad Católica del Ecuador.
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cargo de las tecnologías de la comunicación y la información que 
configuran las ciudades en este nuevo siglo.

El comercio electrónico, los procesos cada vez más virtuales, las 
comunidades trasnacionales de consumidores, son una pequeña mues­
tra de las nuevas rutinas cotidianas que experimentan las personas. En 
definitiva, las ciudades actuales representan con orgullo el nivel de 
desarrollo emblemático de nuestro tiempo, la dotación de servicios, el 
acceso al consumo, los tiempos y lugares para el ocio entre muchas 
otras facetas de la vida urbana; o como seduce la publicidad actual: 
“tener el m undo al alcance de la mano, con solo hacer un che” .

Sin embargo, las ciudades en todo el mundo —y en especial en 
América Latina- tienen varias deudas cruciales aún por resolver y que 
se arrastran históricamente. La síntesis de todos estos temas pendien­
tes caben dentro del paraguas de la “cuestión social”, que en definiti­
va dirige la mirada sobre los problemas ocasionados por la desigual 
distribución de la riqueza como una de las contradicciones principa­
les de las ciudades contemporáneas, y que induce a ubicar al bienes­
tar de la población como el fin último de las ciudades.

Este es justamente el eje de los escritos que Alicia Ziccardi nos 
muestra en el presente libro, pasar de la fotografía de la ciudad que 
nos ofrece el paisaje urbano a su radiografía, observando los obstácu­
los que presentan las ciudades para que sus habitantes puedan alcan­
zar un  nivel de vida que les permita desarrollar a plenitud sus capa­
cidades. De esta manera, los textos que aquí se presentan instalan la 
problemática social como el desafío más grande de las ciudades hacia 
el futuro y afrontar este desafío implica, no solamente insistir en los 
temas clásicos de la cuestión social como el empleo, la seguridad so­
cial, la salud y la educación, sino que a estos temas se añaden nuevas 
variables como las migraciones, los temas ambientales y la participa­
ción, como elementos de la “nueva cuestión social” , cuyo origen 
debe rastrearse en los cambios que dan lugar a la sociedad postindus­
trial. Esta nueva forma de sociedad no solo que trae problemáticas 
distintas sino que redefine aquellas irresueltas dentro de la sociedad 
industrial.
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El análisis de Ziccardi empieza por ubicar la distancia histórica en­
tre el gobierno de la ciudad y la cuestión social, destacando que las 
políticas sociales han sido tradicionalmente una competencia centrada 
en los Estados y que los gobiernos locales apenas en décadas recientes, 
han incluido políticas sociales en sus líneas de acción, en buena medi­
da por la presión de los y las habitantes ante la crisis de la política social 
estatal, producto del neoliberalismo implantado con fuerza en la 
región en el último cuarto de siglo.

El modelo neoliberal puso como principal actor económico al 
mercado, bajo el supuesto de que el crecimiento económico, impulsa­
do por la ley de oferta y demanda, llevaría a niveles óptimos de bie­
nestar social. Esto supuso el desmantelamiento del Estado de Bienestar, 
que como lo argumenta la autora, nunca se implantó plenamente en 
América Latina, pero que por lo menos se planteaba como promesa 
futura en construcción. Sin embargo, la retirada de la política social 
por parte del Estado volcó la mirada hacia nuevos actores, entre ellos 
los gobiernos locales que han implementado políticas sociales urbanas, 
como una forma de corregir en la medida de lo posible las inequida­
des del mercado.

En este escenario, Ziccardi señala que el reto de los gobiernos loca­
les en asumir políticas de bienestar social debe considerar los profun­
dos cambios de las sociedades contemporáneas como:

Los procesos de globalización de la economía: a través de los cuales no solo 
que la interdependencia entre las economías locales es mayor, sino que 
se acentúa la división internacional del trabajo con los problemas que 
esto genera en cuanto al intercambio desigual entre productos indus­
trializados y materias primas. La crisis financiera desatada en septiem­
bre del 2008 es el mejor ejemplo de los riesgos implícitos en la globa­
lización económica.

La reforma del Estado de Bienestar, bajo el esquema neoliberal el Estado 
debía comprimirse al mínimo para evitar distorsiones en la economía 
y como se señaló anteriormente, esto significó una progresiva reduc­
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ción de los servicios sociales en manos del Estado y consecuentemen­
te una directa o indirecta privatización. Com o alternativa, la política 
social del neoliberalismo se centró en la idealización a manera de res­
puesta a las inequidades del mercado. Ziccardi cuestiona frontalmen­
te esta concepción en tanto niega el principio fundamental de los 
derechos sociales que es la universalidad.

La revolución informacional: para muchos académicos las T IC ’s constitu­
yen el pilar de la tercera revolución industrial, no solo por su inciden­
cia en los procesos económicos sino porque han alcanzado todas las 
esferas de la sociedad, incluyendo las relaciones interpersonales y la 
vida cotidiana. Esto se refleja directamente en el acceso a la informa­
ción como un requisito indispensable de los habitantes de las ciuda­
des actuales, a tal punto que el acceso desigual a los bienes informa- 
cionales se convierte en un nuevo elemento constitutivo de las desi­
gualdades sociales contemporáneas.

A estos cambios a nivel global, la autora suma un elemento propio 
de América Latina, como es la profimdización de los procesos de 
democratización del sistema político a partir de la década de los 
ochenta y que prometían no solamente la recuperación del debate 
político y los procesos electorales sino fundamentalmente la represen­
tación y participación de la población en las decisiones de gobierno 
que influyen directamente en su calidad de vida.

U na de las mayores virtudes del trabajo de Ziccardi es no quedar­
se en los temas clásicos de la cuestión social, que si bien, aún no han 
sido resueltos satisfactoriamente para la mayoría de la población lati­
noamericana, no agotan todas las aristas que la problemática social 
encierra en las épocas actuales. Esto implica —como lo hace la autora- 
tomar en cuenta que la “nueva cuestión social” no solo añade nuevas 
problemáticas sino que estos elementos transforman radicalmente los 
componentes clásicos.
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La “nueva cuestión social”

Los artículos que presenta Ziccardi en el texto señalan una serie de 
nuevas problemáticas relacionadas con el bienestar que muestran los 
cambios descritos anteriormente.

En prim er lugar, está el problema de los desfases generacionales 
que provoca en la seguridad social la extensión de la esperanza de vida 
y en algunos casos la reducción de las tasas de natalidad, o lo que algu­
nos autores llaman el “envejecimiento de la población” . Este desequi­
librio afecta la transferencia económica entre generaciones y obliga a 
buscar mecanismos que hagan sostenible el aseguramiento social en las 
condiciones actuales. Si bien este fenómeno en América Latina no 
tiene la magnitud que en otros continentes, como Europa por ejem­
plo, es necesario considerarlo como una tendencia que se acentuará en 
el futuro inmediato.

En segundo lugar está el fenómeno de la migración. La transnacio­
nalización de los procesos productivos ha ido acompañada de una dis­
persión de la fuerza de trabajo. La búsqueda de empleo y salarios dig­
nos ha provocado desplazamientos sostenidos de las poblaciones al 
interior y fuera del continente, lo que ha cambiado el perfil de las so­
ciedades receptoras y se ha incrementado la demanda de inclusión 
plena de los y las migrantes. Este cambio es sustancial, en tanto la m i­
gración no es un fenómeno que se agota en lo económico, sino que 
despierta sobre todo el problema de la inserción plena en la sociedad 
receptora a través del acceso a la categoría de ciudadanía. Esto conden­
sa la lucha de los “sin papeles” pues lo que está en juego es el acceso 
a los derechos sociales garantizados por el Estado.

Pero sin duda el empleo se mantiene como el eje fundamental de 
la cuestión social. Ziccardi sostiene que los niveles de desempleo y 
subempleo han conducido a que la informalidad se convierta en el 
principal rasgo del mercado de trabajo urbano en las ciudades latino­
americanas. Así los datos recabados por la autora señalan que el empleo 
informal alcanza el 50% de las actividades económicas en el continen­
te, convirtiéndose en uno de los principales puntos del conflicto urba­ 17
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no, ya que el déficit de empleo obliga a las personas a buscarse el sus­
tento a través de la ocupación de los espacios públicos, lo que se con­
trapone frecuentemente con las políticas reguladoras de tales espacios.

Por otra parte, las ciudades a nivel mundial experimentan una mar­
cada desindustrialización de la economía, por lo que la producción de 
servicios se convierte en el principal m otor de la economía urbana. A 
esta tendencia se suma también el tema de la informalidad, en tanto, 
la flexibilidad y desregulación atraviesa todo el campo del sector ter­
ciario de la economía, desde los servicios de alta calificación hasta los 
servicios de baja calificación y remuneración.

La temática del empleo se complejiza aún más cuando se analizan 
las variables de género y generación. Por un lado, el género aparece 
como un tema fundamental al momento de pensar en la equidad, los 
datos de la región comprueban la tendencia mundial de la desventaja 
de las mujeres en el mercado laboral, en tanto experimentan mayores 
condiciones de precariedad laboral y sobre todo salarial. Por otro lado, 
está la presión de los jóvenes por entrar al mercado laboral. Las últi­
mas décadas han significado un aumento de la escolaridad a nivel de 
la población joven en general, con el consiguiente incremento en las 
expectativas de capitalizar el proceso de formación a través de mejo­
res remuneraciones, sin embargo, el déficit estructural en la genera­
ción de empleo de las economías de los países en desarrollo hace cada 
vez más difícil cumplir las expectativas laborales de los jóvenes.

Bajo esta panorámica del tema del empleo, el pensamiento de 
Ziccardi es agudo al mostrar la tensión entre el déficit de empleo en 
las zonas urbanas y la limitación de los municipios para generar plazas 
de trabajo. Esta tensión es crucial porque los efectos del empleo pre­
cario, el desempleo y el subempleo se sienten sobre todo a nivel local 
pero las causas estructurales sobrepasan ampliamente este ámbito. Esta 
problemática implica cambios significativos en las políticas públicas 
que puedan llevar a cabo los gobiernos locales, sobre todo en el 
fomento de actividades productivas orientadas a la población juvenil.

Considerando la magnitud de la precariedad laboral y el aumento 
de las expectativas de bienestar, sobre todo en los jóvenes, la autora su­
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giere que no debería sorprendernos el aumento de la violencia y la 
criminalidad en las ciudades latinoamericanas. La mirada hacia la cues­
tión social permite también recuperar el análisis de la desigualdad 
social como factor estructural determinante en los problemas de inse­
guridad ciudadana, que se han convertido en una de las principales 
preocupaciones de la población en los centros urbanos.

Bajo esta misma óptica, cabe mencionar la referencia de la autora 
a la distribución desigual de los riesgos como otra dimensión de las 
desigualdades sociales. Las amenazas de tipo natural terminan afectan­
do de manera severa a las clases más desposeídas que cuentan con 
menos recursos para evitar estos riesgos y que en la precariedad de 
condiciones materiales adoptan en muchos casos, patrones de urbanis­
mo poco técnicos que incrementan su vulnerabilidad ante eventos 
catastróficos. De esta manera, los temas ambientales son otra arista fun­
damental en el anáfisis de las condiciones sociales de las poblaciones 
urbanas, aunque no sea tratado con profundidad en los artículos que 
se presentan en esta compilación.

Finalmente, cabe añadir la referencia que hace la autora a la dimen­
sión cultural de la inclusión social, otro tema que es necesario enten­
der aunque no se lo examine con detenimiento en el libro. Ziccardi 
reconoce que las sociedades latinoamericanas se caracterizan por tener 
una importante diversidad étnica, sin embargo en los espacios urbanos 
se percibe una marcada segregación espacial, no solo en función de la 
clase social sino de la pertenencia étnica. El relacionamiento “entre 
iguales” no es un hecho casual sino que refleja los procesos sociales de 
discriminación también en el plano cultural y constituyen además las 
fronteras simbólicas sobre las que se recrean las ciudades contemporá­
neas, dificultando la construcción de una ciudad multicultural.

El reto de gobernar las ciudades

El otro eje estructurador de los artículos recogidos en esta compila­
ción es el tema del gobierno de la ciudad a través del diseño y ejecu­
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ción de políticas públicas. En gran parte de los artículos que compo­
nen el presente libro, la autora aborda frontalmente la dimensión polí­
tica del gobierno de la ciudad, para lo cual, a partir del caso mexica­
no plantea reflexiones que se adaptan en gran medida y son represen­
tativas en todos los países de América Latina. Así, la autora argumenta 
que uno de los principales retos para las ciudades latinoamericanas es 
la necesidad de “democratizar la democracia” lograda en el continen­
te a partir de los años ochentas, caracterizada por la incapacidad de 
generar ciudadanía en el plano social. Esto implica dar un salto cuali­
tativo de la democracia como sistema de designación de representan­
tes, a la democracia como forma de definición y resolución de los 
principales problemas sociales a través de la generación de consensos.

En este campo, Ziccardi presenta críticas sólidas a las políticas 
implementadas en las últimas décadas, conceptualizadas bajo el esque­
ma neoliberal. El prim er punto es la focalización de los servicios so­
ciales. Com o se señaló anteriormente, si bien el principio de la foca­
lización apunta a definir la población más necesitada, implica por otro 
lado negar la universalidad de los derechos sociales, más aún debido al 
reforzamiento de los criterios de clasificación -q u e  como lo mencio­
na la autora- llevados al extremo, conducen a la “focalización de la 
focalización”, es decir, definir los más pobres de entre los pobres. Este 
tipo de políticas han llevado al fetichismo en los instrumentos tecno­
máticos para priorizar las intervenciones y de una retórica cientificis- 
ta (índices, indicadores, proyecciones, etc.), vaciada de un com ponen­
te político como es la discusión sobre los derechos sociales.

El segundo punto tiene que ver con la participación de las pobla­
ciones que demandan un servicio en la consecución del mismo. Com o 
señala la autora, en México y en toda la región se ha incluido el m ode­
lo de “co-gestión” en la provisión de servicios, esto significa que gene­
ralmente las poblaciones más pobres deben aportar con trabajo comu­
nitario para la construcción de obras, mientras que el gobierno local 
aporta los recursos materiales. Sin embargo esta exigencia general­
mente no se pone como condición para la inversión en servicios bási­
cos en los barrios de las clases medias y altas. Este modelo de gestión20
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termina generando desigualdad social, en tanto implica para los pobres 
invertir recursos importantes como el tiempo para las obras, lo que 
representa generalmente una jornada de trabajo adicional.

Dentro del estudio del gobierno de la ciudad, uno de los aspectos 
en los que Ziccardi pone mayor énfasis es el tema de la participación 
de la población en las decisiones de gobierno que les atañen directa o 
indirectamente. En general, la preocupación por los temas vinculados 
con la democracia y la ciudadanía no son comunes en los trabajos clá­
sicos sobre la cuestión social. Por esta razón, otra virtud del trabajo de 
Ziccardi es pensar la relación entre las condiciones materiales de vida 
y una cultura política que en América Latina está marcada por el clien- 
telismo y el paternalismo. Estas prácticas políticas terminan minando 
el ejercicio pleno de los derechos, en tanto las políticas sociales son fre­
cuentemente condicionadas a la lealtad hacia los partidos políticos y 
por ende contradicen la condición de universalidad de los derechos 
sociales.

Frente a este escenario, la autora resalta la importancia de la parti­
cipación e identificación con la política en el ámbito de lo local, en 
tanto constituye un espacio privilegiado para el aprendizaje de la de­
mocracia como contrapeso a la debilidad de las democracias latinoa­
mericanas en el plano nacional. Ziccardi enfatiza el papel de la parti­
cipación ciudadana en la construcción de ciudadanía, pues sostienen 
que se convierte en el mecanismo más directo a través del cual se 
reclaman los derechos y se establecen las obligaciones ciudadanas. Ade­
más la participación civil en el gobierno les da identidad y legitimidad 
a las políticas implantadas.

En ese campo, la autora señala constantemente la importancia del 
fortalecimiento de la organización barrial como mecanismo de la 
población para transformar sus condiciones de vida, tales organizacio­
nes se vuelven los nuevos intermediarios de las demandas sociales urba­
nas y se constituyen en un actor clave dentro de las luchas y reivindi­
caciones sociales. U n ejemplo de la capacidad de agencia de estas orga­
nizaciones son por ejemplo las llamadas “ollas comunitarias” que se han 
evidenciado en todo el continente en los momentos de mayor agudi­
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zación de las crisis económicas durante las últimas décadas. Estas prác­
ticas muestran la capacidad de las organizaciones comunitarias para 
procurarse bienestar y abren una ventana para ver la importancia del 
capital social en las ciudades contemporáneas. Mientras buena parte de 
la literatura sobre el individuo en las ciudades actuales enfatiza el aisla­
miento, la individualidad y la fragmentación social, estos episodios de 
solidaridad recogidos por Ziccardi, muestran la creatividad e inventiva 
de los sectores populares en construir alternativas de sobrevivencia.

La autora aborda colateralmente algunos temas sobre la gestión de 
las políticas sociales y señala es necesario repensar la eficacia de las 
burocracias locales en la medida en que la mala gestión local no es un 
tema meramente técnico, sino que su mayor consecuencia es obstacu­
lizar el cumplimiento de los derechos sociales. En este sentido, la eva­
luación de la gestión local no puede remitirse únicamente a los aspec­
tos técnicos sino a una evaluación sobre todo en términos sociales y 
políticos. De esta manera, la tan ansiada “gobernabilidad” en el plano 
local debe entenderse -desde el argumento de Ziccardi- no única­
mente como una gestión eficiente del gobierno sino sobre todo como 
las condiciones que posibilitan la construcción efectiva de acuerdos 
que guíen el diseño e implementación de las políticas urbanas para 
una localidad.

Ziccardi cuestiona acertadamente el modelo personalista de la 
gran mayoría de gobiernos locales en América Latina, centrados en la 
figura fuerte del alcalde en contraste con la debilidad de los cabildos 
o concejalías. Esto muestra la necesidad de fortalecer la deliberación y 
el debate al interior de los gobiernos locales, dándole mayor capaci­
dad de decisión y protagonismo a los órganos deliberativos. Circuns­
tancia que implicaría “localizar” (en el sentido de trasladar al plano 
local) el debate sobre la representación como mecanismo articulador 
entre las demandas ciudadanas y las políticas de gobierno de la ciudad, 
un tema que como bien lo señala la autora, todavía se encuentra en 
ciernes en la región frente a otros debates como la descentralización 
de competencias y las autonomías de los gobiernos locales frente al 
gobierno nacional.



Prólogo

El tema de la descentralización y autonomías territoriales ha sido 
recurrente en la región en las últimas décadas, Ziccardi aporta a esta 
discusión desde el análisis del federalismo característico del caso mexi­
cano. La autora muestra los desfases entre el esquema teórico del fede­
ralismo, en el cual los tres niveles de gobierno: federal, estatal y muni­
cipal no implican una jerarquía entre sí. En la práctica, en México se 
ha producido un centralismo en el gobierno federal sobre todo en la 
gestión de recursos destinados a las políticas sociales. Este esquema ha 
sido muy funcional al dominio del PR I como partido único en 
México, en la medida en que le ha permitido sostener su legitimidad 
en base al clientelismo en la dotación de servicios sociales.

Sin embargo, la autora llama la atención sobre el hecho de que la 
derrota del P R I en las elecciones presidenciales del año 2000, tuvo 
como antecedente el fortalecimiento de los partidos opositores en las 
localidades, primero municipios y luego estados. Esto afectó decidida­
mente la distribución de competencias y presupuesto hacia las esferas 
locales que ahora claman mayor margen de acción. Tradicionalmente 
los gobiernos locales tenían a su cargo la dotación de infraestructura 
urbana, más ahora han incursionando mediante reformas constitucio­
nales en el plano de políticas sociales en temas de educación y salud. 
Si bien esta tendencia no ha sido exclusiva del caso mexicano, Ziccardi 
enfatiza que en este país, la disputa se orienta hacia una redefinición 
del mismo federalismo, que a partir del año 2000 se lo ha vuelto a pro­
clamar como pacto entre estados, que permita por un lado una mejor 
distribución regional de los recursos, y por otro, la autonomía en el 
diseño y planificación de políticas sociales innovadoras en áreas como 
vivienda, empleo y reducción de la pobreza.

Ziccardi muestra que los procesos de descentralización y sus resul­
tados tienen como trasfondo dimensiones políticas y económicas. En 
este sentido sostiene que no se puede analizar la eficacia o mejora en 
la dotación de servicios por fuera del análisis de las relaciones de fuer­
za que articulan los diferentes niveles de gobierno. En un contexto de 
disputas partidistas entre el gobierno federal y los gobiernos naciona­
les o municipales, las competencias y asignación de recursos se con­ 23
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vierten en un punto neural del conflicto político, en donde se juegan 
las lealtades partidistas de la población con los gobernantes.

A manera de cierre, cabe recalcar que los artículos recopilados en 
este texto abordan la problemática de la cuestión social en todas sus 
dimensiones, presentándonos un diagnóstico preciso del componente 
social de las ciudades latinoamericanas. Pero Ziccardi no se queda en 
el diagnóstico puramente descriptivo sino que muestra la relación 
indisociable que existe entre el com ponente socio-económico con el 
modelo de gobierno de la ciudad, es decir su arquitectura política. De 
esta forma, su mayor aporte analítico es demostrar que el camino para 
mejorar la condición de vida de quienes habitan en las ciudades, no 
es solo una cuestión tecnocrática sino que depende de la consolida­
ción de la participación democrática. Esto perm ite la construcción de 
consensos que viabilizan la gobernabilidad como principio político 
esencial para consensuar políticas sociales urbanas en las ciudades.

24
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Las ciudades
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La difusión de la tecnología de la información en la economía no 
induce directamente el desempleo y puede crear más puestos de 
trabajo a largo plazo. La transformación de la gestión y el trabajo 
mejora la estructura ocupacional en mayor medida que aumenta 
el número de puestos de trabajo de baja cualificación. El incre­
mento del comercio y la inversión globales no parece ser, por sí 
mismo, un factor causal importante en la eliminación de puestos 
de trabajo y la degradación de las condiciones laborales en el Nor­
te, mientras que contribuye a crear millones de puestos de trabajo 
en los países de reciente industrialización.Y, no obstante, el proce­
so de transición histórica hacia una sociedad informacional y una 
economía global se caracteriza por el deterioro extendido de las 
condiciones de vida y trabajo para la clase trabajadora.

Manuel Castells (1997).

La cuestión social al fin del m ilenio: una introducción

La cuestión social surge como tal a fines del siglo XIX, cuando 
el capitalismo comenzaba a ceder ante las luchas protagoniza­
das por las primeras organizaciones sindicales para mejorar su

* Publicado en Ziccardi, Alicia (comp.) (2001) Pobreza, desigualdad social y ciudadanía. Los lí­
mites de las políticas sociales en América Latina. Buenos Aires: CLACSO, AISDI, FLACSO.
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salario y las pésimas condiciones que prevalecían en el espacio de la 
producción (la fabrica), y de la habitación. El liberalismo había colo­
cado en los individuos la capacidad de resolver su propia superviven­
cia propugnando la abstención del Estado, y reservando la atención de 
la pobreza a las instituciones de beneficencia o caridad. Pero la cons­
titución de los Estados nacionales, la diferenciación de la sociedad en 
clases, la creación de una institucionalidad gubernamental burocráti­
ca, y el germen del Estado benefactor que asume la responsabilidad de 
proveer bienes y servicios básicos al conjunto de la población, serán 
los principales rasgos de la relación Estado-sociedad, que finalmente 
se consolida después de la segunda guerra mundial. Es entonces cuan­
do se desarrolla el Estado de Bienestar y la cuestión social, incluida en 
la agenda gubernamental, sustenta la necesidad de diseñar e imple- 
mentar políticas sociales.

Las políticas sociales son la garantía de que se busca la equidad so­
cial y la promoción de los derechos básicos de la ciudadanía. Por ello, 
es algo muy diferente la política de reducción de la pobreza, que lo que 
persigue es sacar de la condición de miseria a quienes aún no han al­
canzado el piso básico de la sobrevivencia (Abranches et al. 1994). Es­
tas últimas y algunas de las políticas sociales como educación, salud, e 
inclusive las urbanas, fueron en sus orígenes competencia del gobierno 
nacional, aunque los recientes procesos de descentralización tienden a 
traspasar su operación a los gobiernos locales (estatal o municipal).

Precisamente, las reflexiones contenidas en este trabajo observan la 
cuestión social desde la perspectiva del ámbito local. Aún reconocien­
do que en las ciudades actúan diferentes ámbitos de gobierno (nacio­
nal, regional, provincial o estatal), el principal objetivo de este trabajo 
es el abordar aquellas cuestiones sociales que están presentes en el di­
seño y en las actuaciones gubernamentales de las instituciones de go­
bierno local, las cuales forman parte de las llamadas “políticas sociales 
urbanas” .

Por otra parte, en la ciudad la cuestión social atiende diferentes 
clientelas o grupos sociales (asalariados, pobres, mujeres, niños, jóve­
nes, ancianos), e incide en muy variados procesos de la vida social, ta­
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les como el acceso diferencial a la educación y salud, las condiciones 
de precariedad e informalidad en el empleo, las formas de pertenencia 
a sistemas de seguridad social, la vulnerabilidad social y territorial, la 
violencia e inseguridad, la construcción y expansión de la ciudadanía, 
la sustentabilidad ambiental. Todas éstas son cuestiones que dan origen 
a formas de intervención o participación de instituciones guberna­
mentales, las cuales suelen cumplir una función redistributiva al garan­
tizar el acceso a bienes y servicios básicos independientemente de la 
capacidad de apropiación que tengan los individuos en el mercado.1

Dice la convocatoria al debate de la R ed  las Políticas Sociales U r­
banas que “para la definición de las políticas sociales urbanas, es im ­
prescindible identificar las nuevas desigualdades y pautas de diferencia­
ción socioeconómica en la ciudad” (Municipalidad de Montevideo 
1998:15), es decir, ¿qué es lo que caracteriza a la/s cuestión/es so­
cial/es de la ciudad del fin de milenio?

En prim er lugar, debe señalarse que al fin del milenio el mundo 
avanza inexorablemente hacia la urbanización. Pero se trata de una ur­
banización muy diferente a la experimentada a principios y mediados 
de este siglo, porque en estas dos últimas décadas las ciudades han si­
do confrontadas a intensos procesos que han modificado no sólo su fi­
sonomía sino su propia naturaleza, porque lo que se ha modificado es 
su sociedad. Por ello, puede decirse que estamos en el umbral de una 
nueva etapa caracterizada porque las relaciones entre sociedad y terri­
torio son cualitativamente diferentes a las que surgieron con el desa­
rrollo de la ciudad manufacturera (Ziccardi 1998b). Los procesos que 
han contribuido a esto y que enmarcan la transformación de las cues­
tiones sociales y políticas urbanas son:

• Los procesos de globalización de la economía que han disminuido
la importancia de la localización espacial para la realización de las 1

1 Estos bienes y servicios colectivos dieron origen a la teoría de los bienes y /o  medios 
de consumo colectivo desarrollados por diferentes corrientes marxistas de la sociología 
urbana francesa (Castells, Lojkine,Topalov) en los años setenta.
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actividades productivas en el territorio, ya que los flujos y redes de 
capital tienden a flexibilizar y a la vez desterritorializar el proceso 
productivo. La principal consecuencia para las grandes ciudades es 
el protagonizar un irreversible proceso de desindustrialización y 
terciarización de su economía. Esto se ha traducido en un núm e­
ro cada vez m enor de empleos estables y bien remunerados, y en 
la proliferación de actividades informales, de las cuales el comer­
cio ambulante en los centros y en las calles de las grandes ciuda­
des del mundo se halla a la vista de cualquier observador.2 Esta 
transformación económica ha modificado en su fisonomía y en su 
sustancia la cuestión social.

• La reforma del Estado de Bienestar, aunque sea como modelo 
nunca plenamente desarrollado en los países latinoamericanos, 
afecta principalmente los procesos de gestión gubernamental de 
bienes y servicios urbanos. Las ciudades deben reestructurar las po­
líticas sociales, entre éstas las políticas urbanas, puesto que dismi­
nuyen los recursos y acciones de los gobiernos nacionales sobre el 
territorio, lo cual obliga a los locales a generar más ingresos pro­
pios a través de expandir e incrementar los gravámenes fiscales y 
establecer nuevas formas de relación entre lo público y lo privado 
parael suministro de servicios urbanos. La cuestión social parece 
expandirse mientras la acción estatal se retrae y se transfieren cada 
vez más responsabilidades a la sociedad.

• La revolución informacional que ha creado nuevas tecnologías que 
acortan las distancias, desdibujan el rol que tradicionalmente asu­
mieron las ciudades, y transmiten una cultura globalizada a través 
de un sistema de comunicación internacionalmente operado. Esto 
contribuye a homogeneizar los gustos, preferencias, y el mismo 
paisaje urbano, pero paradójicamente ha reforzado la identidad de 
las sociedades locales.3 La cuestión social se internacionaliza en el

30 3

Véase entre otros: Castells (1997); Boija y Castells (1997); Coraggio (1998a); Ziccardi 
(1995a).
Véase García Candirli (1995 y 1998 ); Castells (1997); Safa (1998).
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imaginario colectivo, ya que las necesidades y conflictos tienden a 
compartirse no obstante las diferencias nacionales y regionales. Su 
atención se remite a las agencias gubernamentales, aunque cada vez 
más se amplía el espacio de actuación de las organizaciones de la 
sociedad civil.

A estas tres transformaciones de nivel internacional, se agregan en 
América Latina:

• La profundización de los procesos de democratización del sistema 
político cuyos efectos conllevan, entre otras cosas, a la transforma­
ción de la forma de gobierno de las ciudades y a la expansión de 
la ciudadanía política y social. La alternancia y el pluralismo polí­
tico hacen su aparición en las ciudades, las cuales poseen un cau­
dal electoral por el que compiten los diferentes partidos políticos,4 
pero a la vez renuevan y acrecientan las expectativas de los secto­
res populares respecto a la atención de sus postergadas demandas.

El gran desafío es ahora construir la democracia social en la cotidia- 
neidad, a través de nuevas relaciones entre gobierno y ciudadanía. Pa­
ra ello, un requisito fundamental es, sin duda, crear nuevas formas de 
participación ciudadana que garanticen la inclusión de los intereses de 
la sociedad en los procesos decisorios de las instituciones guberna­
mentales. Esto es, restituir el carácter público a la acción gubernamen­
tal creando nuevas formas de gestión para atender la cuestión social, 
que en las ciudades corresponden a las instituciones encargadas de for­
mular e implementar las políticas sociales. Es allí donde se instalan las 
principales bases para la construcción de una gobernabilidad demo­
crática, que sustente un nuevo estilo de gobierno y de gestión en las 
ciudades latinoamericanas (Ziccardi 1998b).
4 En las Capitales, en las que durante décadas sus ciudadanos no eligieron a sus gober­

nantes como son los casos de Buenos Aires y Ciudad de México, a pocos años de la 
culminación del siglo X X, sus habitantes han recuperado el más fundamental de sus de­
rechos: elegir a través del voto a su jefe de gobierno. En ambos casos triunfaron parti­
dos de oposición. 31



Las ciudades y la cuestión social

Ahora bien, la complejidad de la cuestión social en las ciudades, 
tanto latinoamericanas como europeas, obliga a seleccionar aquellos 
temas más relevantes para dar inicio a un debate, los cuales se presen­
tarán en cuatro apartados, siendo el primero el que analiza los rasgos 
más sobresalientes de la dinámica poblacional urbana, la cual permite 
aproximarnos al conocimiento del universo en el que se define la 
cuestión social.

La dinám ica poblacional urbana

Según la O N U  (1997) a mediados de 1996 la población mundial era 
de 5.770 millones de habitantes y el 80% vivía en las regiones menos 
desarrolladas, en las cuales se advierte en las últimas décadas un fuer­
te crecimiento urbano (Gilbert 1993).

El crecimiento demográfico actual es el más bajo desde la Segun­
da Guerra mundial. Así, mientras la tasa de crecimiento demográfico 
en Europa, entre 1950-1955, fue de 1,0 y la de América Latina y el 
Caribe de 2,7, en el último quinquenio (1990-1995) ambas se redu­
jeron a 0,2 y 1,7 respectivamente.5

Cabe destacar que Europa es la única gran zona cuya tasa de cre­
cimiento anual fue inferior al 1% en la segunda mitad de este siglo 
(1950-1995), descenso que se aprecia más en Luxemburgo, Bélgica y 
Dinamarca. En Europa Occidental se registran las tasas más elevadas 
como consecuencia de las crecientes migraciones (sobre todo en Ale­
mania), mientras que decrece en Europa Oriental como consecuencia 
de la emigración, los bruscos descensos de la fecundidad, y una cre­
ciente o estacionaria mortalidad, como consecuencia de las guerras 
que se han dado en esta área. En Europa M eridional se registra un 
fuerte descenso de la tasa de fecundidad y en Europa Septentrional es 
similar a la media (O N U  1997:22-23).
5 El total mundial pasó de 1,8 entre 1950-1955 a 1,5 entre 1990-1995. Esta tasa se elevó 

en Africa de 2,2 a 2,7. Se redujo, en cambio, en Asia de 1,9 a 1,5, en América del Nor­
te de 1,7 a 1,0 y en Oceanía de 2,2 a 1,4 en los mismos períodos.32
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La tasa de fecundidad más baja de Europa es la de Italia (1.2) y la 
más alta de Albania (2,9). La mortalidad tiende a decrecer en la mayo­
ría de los países pero tiene sus niveles más bajos en Europa.

Respecto a esto último, Pierre Rosanvallon (1995:41) haciendo 
referencia a la situación francesa (la cual tal vez puede extenderse va­
rios países de la Unión Europea), analiza los efectos que tuvo la llama­
da revolución demográfica sobre la seguridad social. En particular, el 
alargamiento de la duración de la vida y la reducción de la natalidad 
afectan uno de sus mecanismos básicos del seguro social, el cual es la 
transferencia entre generaciones, lo que provoca desequilibrios en la 
disponibilidad de recursos para los inactivos y para las prestaciones. Por 
ello, ésta es una de las principales temáticas que forman parte de la 
“nueva cuestión social” .

Una segunda cuestión poblacional es la vinculada a la migración 
internacional que, en 1990, acogió 24 millones de migrantes interna­
cionales que llegan a las ciudades y necesitan desarrollar alguna activi­
dad remunerada para garantizar su sobrevivencia, generando presiones 
sobre el mercado de trabajo, mayor informalidad y precariedad en el 
empleo (O N U  1997:30). Dos son los principales tipos de este signifi­
cativo crecimiento poblacional este-oeste:

• La migración económica en busca de empleo procedente de paí­
ses del entorno inmediato de la comunidad (Turquía en prim er lu­
gar y luego Túnez, Marruecos, Argelia), a los que se agregan los de 
la propia comunidad (Grecia, España, Italia, Portugal e Irlanda) que 
migran hacia regiones más industrializadas (Alemania, Francia, H o­
landa, Bélgica, y Reino Unido); estos últimos han sido particular­
mente importantes en los setenta y ochenta, siendo actualmente 
más moderados (Alburquerque 1993:64).

• Una migración política, que es producto de los cambios en el or­
den geopolítico mundial como consecuencia de los conflictos que 
suscitaron la desintegración de algunos Estados, en particular la an­
tigua Yugoslavia, cuya disolución ha desencadenado un conflicto 33



Las ciudades y la cuestión social

armado en Croacia,Bosnia y Herzegovina. Esto generó víctimas de 
guerra que buscaron protección, y que A C N U R  estimó, en 1994, 
en 3,8 millones. Ante esta nueva problemática social países como 
Alemania y Grecia crearon categorías de migrantes para recibir a 
quienes eran originarios de los mismos. Austria, Hungría, Suecia, 
Suiza y Turquía también ofrecieron asilo.

Todos estos movimientos de población generan efectos urbanos, que 
obligan a reconocer la presencia de un nuevo tipo de ciudadano, una 
fuerza de trabajo disponible que a la vez demanda bienes y servicios en 
la ciudad.

La dinámica poblacional en América Latina es muy diferente. A 
principio de los noventa, se estimaba que la población urbana en 
América Latina era del orden del 70% del total, sin embargo, el ritmo 
del crecimiento urbano tiende a bajar en la última década, así, entre 
1965 y 1980 la tasa de crecimiento urbano fue de 3,9, en tanto, entre 
1980 y 1990, fue del 3 % (Gilbert 1993:42-43). Esto es consecuencia 
de la caída de las tasas de fertilidad y la disminución del crecimiento 
natural. En el área existen tasas de fecundidad medias relativamente 
uniformes, y es América Central la zona que registra el mayor descen­
so ya que en los noventa, pasó de 4,5 a 3,4.

La esperanza de vida en América Latina es de 68,5, marcadamen­
te m enor que la de Europa que es de 72,7 (exceptuando a Europa 
Oriental) (O N U  1997), lo cual debe atribuirse principalmente a la 
pobreza, la desnutrición y el hambre, que son la principal causa de las 
enfermedades gastrointestinales propias de la falta de servicios sanita­
rios, drenaje, agua potable, etc. A ello, se agrega que el porcentaje de 
población con SIDA es de más del 9% del total de los 3 millones de 
casos, que registra a OMS a nivel mundial.

Mientras las ciudades latinoamericanas del sur M ontevideo o 
Buenos Aires (Capital) presentan una dinámica poblacional bastante 
más cercana a la europea, otras, como Ciudad de México o Sao Pau­
lo, muestran aún una elevada tasa de crecimiento y un predominio de 
población joven e infantil, lo cual, sumado al incremento de la espe­34
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ranza de vida, se traduce en un fuerte peso de la población inactiva 
sobre la activa.

En cuanto a la migración internacional, continúa el flujo de mi­
grantes de México a EUA, los cuales migran fundamentalmente bus­
cando oportunidades de empleo, la mayoría sin poseer la documenta­
ción que se requiere.6 En muchos casos sus familias permanecen en 
México, y esta migración permite que se transfiera un elevado m onto 
de dinero de manera periódica hacia los lugares de origen de los mi­
grantes. Sin embargo, esta migración no es suficiente para descompri­
mir la presión que ejerce la mano de obra joven que se incorpora 
anualmente al mercado de empleo. Por ello, las ciudades son para es­
tos trabajadores la principal fuente de empleo, aunque ofrezcan preca­
riedad e informalidad, y registren también elevadas tasas de desempleo.

En Centro América, la migración no sólo es producto de aspectos 
económicos, sino que es también consecuencia de los conflictos arma­
dos de las últimas décadas. La misma se dirige principalmente a Esta­
dos Unidos y México, y la mayoría de los migrantes lo hacen en situa­
ciones de absoluta precariedad e ilegalidad. En 1990, se registraban en 
EUA 20 millones, de los cuales 3 millones eran indocumentados. En 
América del Sur, en cambio, la migración es intrarregional y no se ad­
vierten cambios durante las últimas décadas (O N U  1997).

Esta situación poblacional impone nuevas características a la cues­
tión social, y genera diferentes problemas en las ciudades latinoameri­
canas tales como: (i) un fuerte peso de la población inactiva sobre la 
activa; (ii) una creciente demanda de empleos y de bienes y servicios 
colectivos (salud, educación, deportes, cultura) la cual debe ser atendi­
da por las instituciones gubernamentales, a pesar de las recientes ten­
dencias a la privatización, (iii) una carga mayor sobre la seguridad so­
cial en materia de jubilaciones en un contexto de descapitalización de 
los fondos, tras varias décadas de procesos inflacionarios graves y, (iv) 
un proceso de urbanización, feminización e infantilización de la po­

6 Se estima que en EUA viven 7.1 millones de migrantes nacidos en M éxico y 2.6 mi­
llones que son hijos de madre y /o  padre mexicanos. (Instituto Federal Electoral 1998). 35
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breza, los cuales son consecuencia no sólo de la dinámica demográfi­
ca, sino principalmente en las modalidades que posee el empleo urba­
no y que se expondrán seguidamente.

El em pleo urbano y la nueva cuestión social
El empleo y la informalidad
Desde la perspectiva de la cuestión social puede decirse que, en las 
ciudades europeas, el principal problema que afecta a la fuerza de tra­
bajo urbana es el desempleo. El paro, es la principal causa de la pobre­
za. Ya a comienzos de los ochenta el desempleo sobrepasaba el 10% en 
Francia, Bélgica y R eino Unido, y unos pocos años después se llegó a 
registrar un 25% en numerosas ciudades, e incluso, superó este por­
centaje en ciudades vecinas a las grandes aglomeraciones urbanas. Las 
ciudades españolas fueron las que más altos niveles de desempleo al­
canzaron en el sur de Europa, siguiendo las portuguesas y las griegas. 
En los noventa esta situación, aunque mejoró, persiste. Esto ha produ­
cido un conjunto social de “nuevos pobres” , que son aquellos desem­
pleados de larga duración, como consecuencia de los cambios estruc­
turales de la economía y de las migraciones de regiones periféricas de 
Europa, Africa, Asia, y Europa Oriental.7
Esta situación pone en cuestión el mecanismo del seguro de desem­
pleo, diseñado originalmente para una situación de excepción, con la 
idea de asegurar a los trabajadores temporalmente desempleados un 
mínimo de ingresos que garantice su sobrevivencia y la de su familia.

Además, en la última década, los procesos de globalización de la 
economía refuerzan la segmentación del mercado de trabajo urbano, 
entre quienes se integran a las actividades del sector m oderno de la 
economía y quienes deben aceptar una creciente precariedad e infor­
malidad (por ejemplo, el comercio informal en la vía pública), formas 
de inserción que deben aceptar principalmente los migrantes.

36 7 Véase: Ayuntamiento de Barcelona-Eurociudades (1991).
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En América Latina se registran en las ciudades elevadas tasas de de­
sempleo subempleo y un elevado grado de informalidad, que es el 
principal rasgo del mercado de trabajo urbano en la región. Este últi­
mo fenómeno es cuantitativamente importante en ciudades como Li­
ma, Ciudad de México, Sao Paulo, Buenos Aires, en las que sus eco­
nomías han experimentado un proceso de desalarización, al disminuir 
la actividad industrial. U n análisis reciente de la CEPAL corrobora es­
to al decir que:

El crecimiento registrado por América Latina y el Caribe en el pe­
ríodo de la posguerra implicó una creación dinámica de empleos y 
una radical transformación de la fuerza de trabajo que aumentaba a 
razón de un 2,5% anual. La rápida urbanización redujo la población 
activa empleada en el sector agrícola de un 55% del total en 1950, a 
un 32% en 1980. El empleo generado por el sector formal urbano se 
expandió a un 4% anual, pero este incremento resultó insuficiente pa­
ra absorber a los nuevos integrantes de la fuerza de trabajo urbana, 
cuyo nivel de subutilización (desocupación o empleo en actividades 
informales) se mantuvo en torno al 30% (Tokman 1991 citado en 
CEPAL 1996:33).

La misma fuente indica que existe una débil relación entre el creci­
miento económico y generación de empleo, y que, en 1994, sólo unos 
pocos países (Chile y Colombia) muestran mejoría respecto de 1980, 
tanto en el desempleo urbano como en los salarios reales. En Brasil, 
México y Costa Rica el desempleo se redujo, y los salarios de las ac­
tividades formales recuperaron el nivel anterior, solo Bolivia presentó 
declinación del desempleo urbano y del salario a la vez. En otros paí­
ses (Argentina, Ecuador, Nicaragua, Perú y Venezuela) se advierten ma­
yores niveles de desempleo y salarios más bajos, o en el mejor de los 
casos similares a 1980. Sólo Panamá presenta un aumento de salarios 
en el sector moderno en un contexto de mayor desempleo (CEPAL 
1996:39).

Pero si bien las tasas de desempleo continúan siendo preocupan­
tes, lo que ha crecido aun más en las ciudades es la informalidad y 37
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precariedad en el empleo, lo cual representa en promedio entre el 30 
y el 50% de las actividades económicas urbanas en América Latina.8 
En el presente decenio la mayor parte del empleo generado corres­
ponde al sector informal (de 100 empleos creados, 84 correspondie­
ron a ese sector) (O IT citado en CEPAL 1997:115). Sin duda, exis­
ten diferencias nacionales extremadamente importantes entre países, 
pero este es un dato revelador para quienes toman decisiones en ma­
teria de política social.

Se afirma que es la poca productividad e inversión en capital y la 
poca calificación de su mano de obra la principal causa. De hecho, el 
sector informal de la economía puede definirse como:

Todo aquel trabajo por cuenta propia (o microempresario) o asalaria­
do o aprendiz o familiar no remunerado en una unidad de produc­
ción, servicio o comercio con poca inversión de capital, que no em­
plea más de diez personas generalmente poco calificadas, totalmente 
o parcialmente fuera de las reglas administrativas vigentes, que utiliza 
el trabajo familiar no siempre remunerado y que tiene horarios de 
trabajos flexibles (Vandershuren 1995:231).

En las ciudades abarca una amplia variedad de actividades, construc­
ción informal, microempresas, parte de los servicios de reparación, ali­
mentación y doméstico, dueñas de casa vendedoras ocasionales de 
productos, etc. Todas estas son situaciones que dejan al trabajador al 
margen del cumplimiento de los derechos sociales pactados por las or­
ganizaciones sindicales y /o  establecidos en las leyes laborales. La con­
trapartida suele ser el transformarlos en un número mayor de deman­
dantes de servicios sociales públicos, y como al tiempo la tendencia es 
reducir el gasto social gubernamental, esto conlleva a un deterioro de 
la calidad de los mismos (ej. salud).

Frente a estas descripciones de las actividades informales que se 
desarrollan en la economía urbana, José Luis Coraggio (1998b) se ubi­
ca en una perspectiva diferente al introducir la noción de “economía

38 8 Entre 40 y 60% en Asia y más de 60% en África.
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popular” , analizando cuales son las potencialidades que ésta posee en 
el interior de la economía en su conjunto, para generar bienestar a 
quienes están insertos en la misma. Este autor afirma que para (que):

el conjunto de las actividades económicas populares supere los efectos 
económicos de la exclusión que caracteriza la transición dentro del ré­
gimen capitalista al modo de desarrollo informal, es necesario combi­
nar: a) el desarrollo de actividades colectivas de reproducción (de alto 
componente de voluntad), b) el desarrollo de la interdependencia 
mercantil (de alto componente de automaticidad), es decir de inter­
cambios mediados por el mercado entre unidades domésticas y c) el 
desarrollo de su capacidad sistemática para competir con unas y utili­
zar otras mercancías de las empresas capitalistas. (Coraggio 1998b:7).

En este párrafo Coraggio sintetiza la complejidad que encierra el de­
sarrollo de la “economía popular” como una forma de producción y 
consumo que puede ser una alternativa viable a desarrollar aun en el 
contexto de una economía globalizada.

Lo cierto es que la situación que prevalece en el mercado de tra­
bajo urbano es consecuencia de los procesos de desindustrialización y 
terciarización de la economía de las grandes ciudades, los cuales traje­
ron aparejados una disminución del número de empleos estables y 
bien remunerados que garantizaban al trabajador y a su familia el ac­
ceso a la seguridad social, a la salud, e inclusive, en algunos países, a la 
recreación (ej. clubes, hoteles para turismo, etc.).

En contrapartida, se expanden los servicios de la sociedad informa- 
cional que demandan alta calificación y ofrecen elevados salarios (ser­
vicios financieros y /o  de la informática, comercio de grandes tiendas) 
y, el terciario informal, una de cuyas principales expresiones urbanas es 
el comercio ambulante. U n dato interesante es que aún en aquellas 
ciudades medias que conservan, y /o  atraen nuevas actividades indus­
triales (ej. ciudades como Querétaro, Monterrey, Puebla, León en M é­
xico o las ciudades del interior de Argentina), la informalidad del co­
mercio en vía pública se expande, y sus centros presentan a escala ca­
racterísticas similares a los de las grandes ciudades. 39
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Sin duda, el comercio ambulante (el cual a pesar de su nombre por 
lo general está establecido), constituye una forma precaria de empleo 
cuya principal limitación no está en el nivel de ingresos que (hasta 
puede ser más alto que el que se puede obtener de una actividad in­
dustrial y /o  estable), sino en el hecho de que su presencia en espacios 
públicos de las ciudades coloca a estos trabajadores, por lo menos en 
un principio, en la ilegalidad. Su aceptación y /o  reconocimiento en el 
mejor de los casos atraviesa por un proceso, que suele generar una 
confrontación con la autoridad y /o  la ciudadanía.

Para las autoridades es la expresión de una actividad que escapa 
a las cargas fiscales que tiene toda actividad, a la vez que se presenta 
como una competencia desleal para el comercio establecido (en pre­
cios y accesibilidad al cliente). Sin embargo, es aquí donde en nues­
tras ciudades el derecho al trabajo se confronta al derecho a la ciu­
dad, ya que pone en cuestión el uso del espacio público para el con­
ju n to  de la ciudadanía y el ejercicio de la autoridad local, obstruye 
la circulación y la visibilidad de los negocios establecidos, generan­
do basura y creando condiciones para que se desarrolle mayor inse­
guridad en la calle.

Por ello es común que los gobernantes locales surgidos de eleccio­
nes democráticas deben enfrentar en el cotidiano la disyuntiva de per­
mitir que se ejerza el derecho al trabajo en lugares públicos destina­
dos originalmente al esparcimiento, la recreación y la cultura, o ejer­
cer su autoridad para que en los mismos no se realicen actividades pa­
ra los que no fueron concebidos. Esta es una difícil disyuntiva, cuya 
resolución puede debilitar al gobierno local frente a su sociedad.

O tro dato importante sobre el empleo en las ciudades latinoame­
ricanas es el achicamiento del aparato gubernamental, por lo que ha 
disminuido el empleo en la burocracia, sin que las actividades priva­
das ofrezcan suficientes alternativas. Esto no sólo tiene efectos sobre el 
mercado de empleo en sí mismo, sino sobre la calidad de los servicios 
públicos que presta el gobierno de la ciudad. La privatización de los 
servicios públicos es muy desigual y no admite generalizaciones, pero 
aun estando pendiente su evaluación, es posible corroborar estos efec­
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tos que genera sobre el trabajo en la burocracia, el cual fue en décadas 
anteriores un importante segmento del mercado de trabajo para las ca­
pas medias de la población. Además, junto con el desempleo, el traba­
jador y su familia pierden el acceso a la seguridad social.

Lo que queda claro es que nuestras ciudades han perdido parte de 
esa capacidad de asegurar por la vía del empleo formal, estable y asa­
lariado, condiciones de vida razonablemente adecuadas para un seg­
mento importante de la fuerza de trabajo.

En este contexto, otro rasgo del mercado de trabajo urbano es la 
creciente incorporación del trabajo de la mujer. Moser (1987) estimó 
que un tercio de los hogares del mundo están encabezados por muje­
res, y en las áreas urbanas, particularmente en América Latina y Afri­
ca, este porcentaje supera el 50%, las cuales deben conseguir alguna ac­
tividad remunerada para hacer frente a la sobrevivencia.

Sin embrago, en algunos países la creciente incorporación de la 
mujer al mercado de trabajo es también producto de su mayor nivel 
de escolaridad. Lo que debe resaltarse es que, independientemente de 
su calificación, la mano de obra femenina debe aceptar condiciones sa­
lariales y de estabilidad desfavorables. La informalidad y la precariedad 
en el trabajo prevalecen para las mujeres de las clases populares, para 
quienes el servicio doméstico y el trabajo manual industrial de baja ca­
lificación (maquila, vestido, etc.) son las principales actividades. El nue­
vo modelo económico se caracteriza por la flexibilidad con la que in­
corpora la fuerza de trabajo, tiempo parcial, subcontratación, desalari- 
zación; y se estima que en Bolivia, las mujeres representaban en 1995 
la mitad de los trabajadores del sector informal, y sólo una cuarta par­
te del sector formal. Esto, se ha dado a la vez que se mantiene “la fun­
ción múltiple de la mujer como productora y educadora de niños, ges­
tora del hogar y agente de organización de la vida cotidiana, más im­
portante que nunca en las condiciones del nuevo modelo de urbani­
zación” (Boga y Castells 1997:82-83).

Otro fenómeno notorio en nuestras ciudades es el trabajo infantil. 
Los niños trabajan en las calles de nuestras ciudades ofreciendo todo 
tipo de servicios (limpiaparabrisas, vendedores de chicles, cerillo, etc.),
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y ello permite incrementar el ingreso familiar, a la vez que supone el 
abandono de las actividades escolares y /o  de la capacitación a tempra­
na edad. Su presencia es un síntoma inequívoco de pobreza urbana y 
exclusión social.

Boga y Castells (1997) ponen especial énfasis en la infantilización 
de la pobreza urbana diciendo que se trata de una flagrante negación 
de la noción de progreso en una economía global segregante. Basados 
en un estudio de U N IC EF estiman que en Brasil, entre un 2% y un 
16%, y en México un 10% de niños son “niños de la calle” . La reali­
dad es alarmante, y se afirma que en las áreas del mundo en desarro­
llo los niños urbanos tienen una probabilidad ahora más alta que en 
1980 de nacer en la pobreza, de ser prematuros, de m orir en su prim er 
año de edad, de nacer de madres que no han recibido asistencia pre­
natal, y también de trabajar en un ambiente explotador, de drogarse, 
de practicar la prostitución, y de estar expuestos a la violencia calleje­
ra (Boija y Castells, 1997.). Debe decirse que junto  con los procesos 
de transformación de la economía, los cuales han implicado la pérdi­
da de empleos como consecuencia de la apertura comercial y la re­
ducción del aparato del Estado, se advierte un incremento de la com- 
petitividad internacional que supone el uso poco intensivo de la ma­
no de obra, nuevos empleos concentrados en actividades poco pro­
ductivas y demanda de personal con calificaciones específicas (alta 
educación y calificación). Esto ocasiona marcadas diferencias salaria­
les, así como la polarización, segmentación y marginación para un ele­
vado número de trabajadores. Este deterioro de la situación en el mer­
cado de trabajo se adjudica a la actual etapa de transición que provo­
ca una fuerte crisis en el mismo (CEPAL 1996:38).

Además, el mercado de trabajo urbano está presionado por los jó ­
venes que anualmente se agregan a la oferta de fuerza de trabajo, y 
para los cuales no hay suficientes opciones dadas las restricciones de 
la demanda y las limitaciones que tiene su calificación para el m un­
do del trabajo.

Finalmente cabe señalar que ante esta situación no es mucho lo que 
pueden hacer las autoridades locales de las ciudades, las cuales por lo
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general, no tienen competencias en materia de políticas económicas, 
entre éstas las de empleo, las cuales son de nivel nacional. Por ello, se 
generan tensiones en las ciudades de difícil resolución, situación bastan­
te diferente a la que prevalece en las ciudades europeas, en las cuales los 
gobiernos locales han asumido un importante protagonismo económi­
co emprendiendo agresivas políticas de promoción del desarrollo.

La pobreza urbana
En Europa se habla de una nueva pobreza caracterizada por ser pro­
ducto de la combinación de factores diferentes a los del pasado re­
ciente, en particular el desempleo prolongado, pero también por el 
notable incremento de desigualdad social, cuestión que se retomará 
más adelante. A principios de los noventa se estimaba que 44 millo­
nes de personas vivían debajo de la línea de pobreza (Ayuntamiento 
de Barcelona-Eurociudades 1991:33), cifra bastante próxima a la que 
presenta un solo país en América Latina, México, y que supera am­
pliamente Brasil.

En América Latina la situación es diferente puesto que la pobreza, 
según Rebeca Grynspan:

Es una situación de privación e impotencia. Privación, porque los in­
dividuos no disponen de ingresos ni de activos suficientes para satisfa­
cer sus necesidades materiales más elementales, y ello es producto de 
la ausencia de educación, destrezas, actitudes, herramientas, oportuni­
dades o activos suficientes para generar ingresos y acumular. Impoten­
cia, porque no poseen ni la organización, ni el acceso al poder políti­
co para cambiar la situación por sí solos (Grynspan 1997:94).

Según Londoño:

En 1995, el 35% de la población de América Latina y el Caribe se en­
contraba debajo de la línea de pobreza, y el 18,8% por debajo de la de 
extrema pobreza. Había 165,6 millones de pobres de los cuales 86,3 43
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eran extremadamente pobres y vivían con un ingreso diario de ape­
nas 1 dólar por persona. La mayor incidencia de la pobreza se con­
centraba en América Central donde aproximadamente el 60% de la 
población es pobre. (Londoño 1996:4)

Mientras que Brasil alcanza el 35% (CEPAL 1996), en México se es­
tima actualmente que alrededor de la mitad de la población vive en 
condiciones de pobreza, siendo que una cuarta parte (26 millones) es­
tá en situación de pobreza extrema (Maldonado 1998).

También se estima que de cada 10 hogares urbanos, 7 son pobres 
debido principalmente a los bajos ingresos laborales, 2 a consecuencia 
del desempleo de alguno de sus miembros, y uno casi exclusivamen­
te por estar integrado por un elevado número de menores (CEPAL 
1997:1-33).

Ahora bien, si durante mucho tiempo se consideró que la pobre­
za era una situación generada por la incapacidad o la precaria forma 
de los individuos de insertarse en el sistema productivo, actualmente 
existen evidencias de que en el mercado de trabajo asalariado existe 
un elevado número de familias trabajadoras que viven en situación de 
pobreza. A ello se agrega la precariedad y las dificultades que presen­
tan estos trabajadores en otras dimensiones de la vida social (organi­
zativas, culturales, de justicia, etc.) que refuerzan la condición de po­
bre, y que expresan los obstáculos y el carácter integral que deben en­
frentar las políticas sociales que pretendan combatirla.

Los asalariados que registran altos niveles de pobreza están fuera 
del mercado vinculado a las actividades más modernas, insertándose 
en microempresas de baja productividad9. Estos viven en condiciones 
de precariedad similares a los trabajadores de los servicios domésticos 
o por cuenta propia, de baja calificación.10

También existe un número considerable de pobres entre los em­
pleados públicos y asalariados de empresas privadas medianas y gran­
des. CEPAL estima que en más de la mitad de los países de América
9 Entre el 25 y el 40% de los ocupados pobres trabajan como asalariados en micro em­

presas junto con el servicio doméstico (CEPAL 1997:1-37).
10 En Bolivia y Honduras el porcentaje alcanza al 40% (CEPAL 1997:1-37).
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Latina entre el 30 y el 50% de los asalariados del sector privado viven 
en hogares pobres.11

Los bajos ingresos de los empleados públicos, sin duda constituyen 
un obstáculo al proceso de reforma y modernización del Estado. En 
Bolivia, Honduras y Venezuela, entre 30 y 40% de los funcionarios pú­
blicos se encontraban bajo el umbral de pobreza; en Colombia y Pa­
raguay, cerca de 15%, y en Costa Rica y Panamá el 5%. En Uruguay, 
en cambio, sólo 2% de ellos pertenecían a hogares pobres. Es decir, una 
alta proporción del total de los ocupados pobres son asalariados del 
sector formal, lo que no les asegura situarse por encima del umbral de 
la pobreza.11 12

Otra cuestión vinculada al empleo que tiene importantes efectos 
urbanos es la disminución del salario real de los trabajadores, la cual se 
dio particularmente en la década de los ochenta, y que en algunos paí­
ses ha mejorado en esta década, aunque se trate de una situación muy 
heterogénea.

Se estima que los niveles salariales en 13 de los 17 países latinoa­
mericanos considerados en 1997 eran inferiores a los de 1980, por­
que aunque hubo una recuperación salarial en algunos países, este 
proceso se interrum pió en 1996. Al mismo tiempo, los trabajadores 
informales suelen trabajar un mayor número de horas, y la vez perci­
ben una remuneración media que alcanza a la mitad de la que perci­
ben los obreros y empleados en establecimientos modernos (CEPAL 
1997:1-15).

En consecuencia, el deterioro salarial conlleva a: (i) disminuir la ca­
pacidad de adquisición de bienes básicos de las familias, entre estos los 
que demanda la educación, la salud, la cultura, (ii) incrementar la de­
manda de bienes al sector público, al mismo tiempo que el gobierno
11 Aunque fluctúa mucho entre países registrándose menos del 10% en Argentina y Uru­

guay; entre el 30 y 40%, en Bolivia, Brasil, Colombia, México, Paraguay y Venezuela. 
(CEPAL 1997:1-35).

12 En 7 de los 12 países examinados, entre 30% y 50% de los asalariados del sector priva­
do que trabajan fuera de las microempresa, pertenecían a hogares con ingresos inferio­
res al umbral de pobreza (CEPAL 1997:1-37-38). 45
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tiende a disminuir el gasto social como parte de una política generali­
zada de reforma del Estado, lo que a su vez provoca menor calidad por 
la reducción de personal calificado y el incremento de la demanda.

Estas situaciones obligan a la familia a buscar diferentes estrategias 
de sobrevivencia y a incorporar un mayor número de miembros al 
mercado de trabajo, lo cual incide sobre los jóvenes cuya perm anen­
cia y dedicación en el sistema educativo disminuye, las mujeres que 
aceptan trabajos de m uy baja productividad en condiciones de pre­
cariedad, y los niños que son expuestos a trabajar en las calles de la 
ciudad. El resultado es que numerosas familias están excluidas de ac­
ceder a bienes y servicios básicos, a ello se agrega que muy probable­
mente están excluidas de acceder a los mecanismos que organizan la 
vida social (por ejemplo la justicia, etc.), es decir, enfrentan situacio­
nes de exclusión social.

La exclusión social

La noción de exclusión social aparece en Europa cuando se acepta 
que existe un desempleo de larga duración, que un número conside­
rable de personas no tienen vivienda, que existen nuevas formas de 
pobreza, que el Estado Benefactor se reestructura ante la crisis fiscal, 
y que los sistemas de la seguridad social ceden paso a la solidaridad pa­
ra atender la cuestión social.

Para Rosanvallon (1995) la cuestión social se desplazó,

se pasó de un análisis global del sistema (en términos de explotación, 
repartición, etc.) a un enfoque centrado en el segmento más vulnera­
ble de la población. La lucha contra la exclusión polarizó toda la aten­
ción, movilizó las energías, ordenó la compasión (1995:83).

El riesgo, para este autor, es hacer de la selectividad un principio filo­
sófico que puede llevar a reducir el estado de providencia a un siste­
ma de asistencia a los más pobres (versión de derecha de la ideología
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de la selectividad) o a restablecer la mitología de que los ricos pueden 
pagarlo todo (que sería la versión de la izquierda) (Ibid., p. 95).

Sin duda, esta descripción podría utilizarse para referir la realidad 
latinoamericana, donde en lugar de selectividad se habla de focaliza- 
ción, criterio que ha permitido fundamentar una restringida respon­
sabilidad gubernamental en la cuestión social.

En Europa se percibe una tendencia a disociar lo económico de lo 
social, y se considera que las sociedades son lo suficientemente ricas 
para hacerse cargo de la exclusión. Pero, ante las propuestas de asala­
riar la discapacidad y el ingreso de subsistencia, Rosanvallon propone 
“la inserción por el trabajo”, la cual debe seguir siendo la piedra an­
gular de toda lucha contra la exclusión. Es decir, para este autor el 
principal desafio que enfrenta la cuestión social continúa siendo el ga­
rantizar el derecho al trabajo.

En América Latina la situación es bastante diferente, la exclusión 
social no es un fenómeno de las últimas décadas, ha sido siempre la si­
tuación que han debido aceptar grandes mayorías, aunque pudo ha­
berse amplificado a partir de la aplicación de políticas neoliberales. En 
el medio urbano, la marginalidad social, sustentó en los sesenta varios 
desarrollos teóricos sobre las causas y las dificultades de la sociedad la­
tinoamericana para crear mecanismos efectivos de integración social. 
El derecho al trabajo, aunque reconocido en las leyes máximas de las 
repúblicas, nunca estuvo garantizado al conjunto de la ciudadanía y es­
to ha sido similar para otros bienes básicos.

La masividad y las variadas formas que asume la exclusión social son 
fenómenos muy conocidos por los sectores populares urbanos. Pero lo 
que interesa señalar, es que a diferencia de la noción de pobreza, la ex­
clusión social alude en América Latina a un

fenómeno producido por la interacción de una pluralidad de procesos 
(o factores) elementales que afectan a los individuos y a los grupos hu­
manos, impidiéndoles acceder a un nivel de calidad de vida decente, 
y/o participar plenamente, según sus propias capacidades, en los proce­
sos de desarrollo (Quinti 1997:74). 47
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Por ello, hablar de exclusión, adquiere sentido en el contexto de la glo- 
balización que segmenta y polariza el todo social, al incorporar a algu­
nos sectores de la población en la economía, la cultura, la tecnología 
internacionalizada y excluir a grandes mayorías para acceder o ejercer 
una o todas estas dimensiones (Ibid., p.72).

Los campos que perm iten operacionalizar el concepto de exclu­
sión social son entre otros: las dificultades de acceso al trabajo, al cré­
dito, a los servicios sociales, a la instrucción; el analfabetismo, la pobre­
za, el aislamiento territorial, la discriminación por género, la discrimi­
nación política, la carencia de viviendas y la discriminación étnico- 
lingüística, los cuales son considerados “factores de riesgo social” .

Pero lo fundamental es que la pobreza extrema o el analfabetismo, 
pueden por sí mismos ser tan graves, que com porten ellos solos for­
mas de exclusión social directa (Ibid., p.74).

Ante esto, cualquier política sectorial será sumamente débil si no 
se integra a una acción social gubernamental que enfrente no sólo la 
pobreza sino la exclusión social.Y esto señala el amplio campo de ac­
tuación de las políticas sociales urbanas, puesto que desde las mismas, 
pueden disminuirse algunos de los efectos más desfavorables de la po­
breza y de la exclusión social.

Las dimensiones de la desigualdad
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A la pobreza y exclusión se agregan las marcadas desigualdades socia­
les que caracterizan a la sociedad de los noventa, cuyos efectos son 
particularmente graves en las ciudades. Estas se advierten en la marca­
da segregación urbana e inequidad que prevalece en el acceso a bie­
nes y servicios sociales.

La situación social generada por la aplicación del modelo neolibe­
ral ha llevado a que Fituossi y Rosavallon (1997), refiriéndose al m un­
do desarrollado, hablen de una “nueva era de las desigualdades” ya que, 
por un lado, persisten las llamadas desigualdades tradicionales o estruc­
turales, producto de la jerarquía de ingresos entre categorías sociales



Las ciudades y la cuestión social

(obreros, ejecutivos, empleados, etc.) las cuales se ampliaron y se m o­
dificaron en relación con la percepción que tiene la sociedad de las 
mismas. Por el otro, aparecen nuevas desigualdades “que proceden de 
la recalificación de diferencias dentro de categorías a las que antes se 
juzgaban homogéneas” , es decir son desigualdades “intracategoriales” 
(Fituossi y Rosavailon 1997:73-74).

La dimensión plural de la desigualdad observada por estos autores 
en Francia los lleva a confeccionar un repertorio de desigualdades que 
se fundan en:

• la desaparición del modelo clásico de trabajo asalariado, bajo el 
efecto de la desocupación masiva que no afecta a todos los indivi­
duos al mismo tiempo y no depende sólo de las capacidades indivi­
duales, sino de la forma como se relacionan estos con la coyuntura;

• las mujeres que se han integrado a la economía aceptando num e­
rosas diferencias con los hombres en materia salarial, condiciones 
de precarización del trabajo, y entre las que se advierten mayores 
índices de desempleo;

• las desigualdades geográficas entre regiones de un país o áreas en 
una ciudad que expresan territorialmente las desigualdades sociales;

• las prestaciones sociales que están condicionadas a los recursos del 
beneficiario potencial;

• las facilidades u obstáculos para acceder al sistema financiero;
• la situación diferencial que se advierte en la vida cotidiana frente a 

la salud, la vivienda, a los equipamientos públicos, al transporte.

Todos estos procesos que suelen ser acumulativos estructuran represen­
taciones contrastantes de la sociedad y de su territorio. Justamente dis­
minuir las desigualdades mencionadas en último término, debe ser uno 
de los objetivos explícitos de las políticas sociales urbanas.

Puede decirse que la desigualdad social ha sido un componente 
constitutivo de la sociedad y la ciudad latinoamericana, pero la misma 
se ha incrementado tanto que se estima que en la actualidad, es mayor 
a la imperante en los años sesenta o principios de los sesenta (CEPAL
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1996:34). Pero ¿cuáles son los principales tipos de desigualdad que 
existen?

En prim er lugar debe mencionarse que en nuestros países persis­
ten grandes desigualdades en el acceso a bienes y servicios entre el 
medio rural y urbano, ya que es en las ciudades, donde a pesar de to­
do los trabajadores pueden acceder a estos con mayor facilidad13. Fren­
te a esto la R ed  sobre Políticas Sociales Urbanas propone acertada­
mente una política social integradora.

Por otra parte, tanto en las zonas urbanas como en las rurales, las 
desigualdades del ingreso fuertemente arraigadas obedecen a marca­
das diferencias en el nivel de educación y a la segmentación de los 
mercados de trabajo y de crédito, así como a profundas desigualdades 
en el acceso a la tierra (CEPAL 1996:34).

Pero la principal desigualdad sigue siendo de tipo estructural y co­
rresponde a las diferencias de ingreso entre los trabajadores, la cual 
tiende a incrementarse notablemente entre categorías laborales. Se es­
tima que:

La distancia entre los ingresos de profesionales y técnicos y los de los 
sectores de baja productividad aumentó entre un 40 y un 60%, entre 
1990 y 1994. La manutención o aumento de la dispersión de los in­
gresos laborales, como reflejo de las marcadas diferencias de produc­
tividad entre empresas y sectores, es un factor importante para com­
prender la rigidez en el ingreso que ha acompañado al crecimiento 
económico reciente (...) (CEPAL 1997:1.15-16).

La mayor desigualdad se observa en Honduras y Perú, y la m enor en 
Uruguay y Barbados, y se llega a caracterizar la región por el exceso 
de desigualdad que presenta, ya que de 15 de 17 países poseen niveles 
mayores de desigualdad a lo esperado, de acuerdo con su nivel de de­
sarrollo.
13 La O N U  afirma que en América Latina el Caribe la incidencia de pobreza rural (58%) 

es 1,8 veces la de la pobreza urbana (33%) (1997:51). Por ejemplo en Brasil la tasa de 
alfabetización de adultos en el D. F. era, en 1991, del 91%, en tanto que en Alagoas era 
sólo del 55%.50
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Las grandes ciudades de Brasil, México, Perú, Colombia y Argen­
tina, expresan espacialmente y con mayor crudeza la marcada desi­
gualdad que existe en la sociedad. U n estudio realizado en Sao Pau­
lo en 1993, ponía en evidencia la existencia de desigualdades extre­
mas entre cuatro grupos en los que se repartió la población estudia­
da. Así, la tasa de desempleode los más pobres era casi cinco veces más 
alta que los más acomodados, en el grupo de los más pobres, un 39 
por ciento de las familias estaban por debajo del nivel de pobreza, de­
pendiendo en un 30 por ciento de los ingresos del trabajo de los ni­
ños. La tasa de analfabetismo era 7 veces más alta en el grupo de m e­
jores ingresos; más de la mitad de los cabezas de las familias no habían 
terminado la enseñanza primaria y un 87% de los miembros déla fa­
milia mayores de 7 años no habían cursado o terminado la enseñan­
za secundaria.

En cuanto a la vivienda, más de un 37% de las familias de Sao Pau­
lo vivían en condiciones por debajo de los estándares habitacionales, 
mientras que el 13% lo hacían en condiciones “muy satisfactorias” . En 
conjunto, un 11.3% de las familias del área metropolitana se encontra­
ba en condición de miseria extrema, con ingresos de tan sólo un 26% 
de la media familiar; numerosos niños vivían frecuentemente en cha­
bolas (ilegalmente en un 15%), con mayor proporción de negros o m u­
latos (un 42% de las familias en estado de miseria), y mayor incidencia 
de inmigración reciente a Sao Paulo. Según ese estudio, el alto dinamis­
mo económico de Sao Paulo en los últimos años ha dado como resul­
tado una desigualdad social creciente para sus habitantes.14

De igual forma, las desigualdades se expresan en el origen étnico. 
Los indígenas en Lima, La Paz o Ciudad de México deben superar di­
ferentes obstáculos para hacer efectivos los principios de igualdad, co­
mo de igualdad de oportunidades en el acceso a bienes y servicios bá­
sicos consagrados en las leyes.

14 Datos obtenidos de “Survey o f Living Coditions in the Metropolitan Area o f  Sau Pau­
lo”, Ginebra: International Labour office, International Institute o f Labour Studies, 
1994; citado en Borja y Castells (1997:73).
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Juan Luis Londoño afirma que:
El factor aislado más importante que contribuye a la persistencia de 
la desigualdad y al aumento de la pobreza ha sido la falta de educa­
ción adecuada para las nuevas generaciones. Por cierto, se han combi­
nado varios factores -el crecimiento económico y la transformación 
estructural de la economía, la convergencia del ingreso per cápita re­
gional y las decrecientes tasas de rentabilidad de la educación- para 
disminuir la desigualdad de la región. Sin embargo, la lenta expansión 
de la formación del capital humano ha neutralizado dichos factores y 
la región muestra un nivel estadísticamente estacionario de gran de­
sigualdad. El trabajador latinoamericano medio tiene dos años menos 
de instrucción que lo que podría esperarse según el nivel de desarro­
llo económico de la región (Londoño 1996:1).

Frente a esto Coraggio sugiere ponderar este factor al afirmar que:
Se suele mencionar a la educación como una política social principal, 
en tanto haría más equitativa la distribución del capital humano (co­
nocimientos, capacidades, destrezas, etc.) con que las personas compe­
tirán por los puestos de trabajo disponible. Así por el lado de la ofer­
ta de trabajo, la principal vía de acción resultante consiste en inter­
venciones en el terreno de la capacitación (reciclaje) y educación (ha­
bilidades básicas para la flexibüización), en lo posible asociada a de­
mandantes concretos, o en programas de apoyo para facilitar las ade­
cuaciones en las tasas de participación femenina (centros infantiles). 
En todo caso, ésta es claramente una política sectorial y, por lo tanto, 
ineficaz e ineficiente, pues la educación por sí sola no contribuye a 
mejorar la condición competitiva de los trabajadores en su conjunto 
frente al capital (Coraggio 1998c:5).
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U n claro ejemplo de cómo se superponen las dimensiones de la desi­
gualdad en relación de género y de acceso a la educación lo ofrece la 
ciudad de México. En el territorio del Distrito Federal en 1990, el 
73% de los analfabetas eran mujeres y por cada 100 hombres sin pri­
maria completa había 120 mujeres (Ziccardi 1998a). Frente a esto el 
nuevo gobierno de la ciudad, ha puesto en marcha políticas sociales
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donde se introduce una perspectiva de género explícita, de manera de 
actuar sobre esta dimensión de la desigualdad social para modificarla.

Pero lo importante es enfatizar la complejidad que encierra cual­
quier política social que intente atacar la desigualdad, puesto que de­
be partir de principios de integralidad, de una nueva e innovadora ins- 
titucionalidad y de relaciones entre lo público y lo privado cualitati­
vamente diferentes.

Los problem as de la ciudad actual

La urbanización de la pobreza en América Latina

En las sociedades latinoamericanas la pobreza es hoy la principal cues­
tión social, tanto en el medio rural como en las ciudades. A diferencia 
de épocas anteriores en las que la pobreza se localizaba predominan­
temente en el campo, en las últimas décadas, ha crecido notablemente 
el medio urbano. Esto está vinculado al mayor crecimiento de la po­
blación urbana en relación con la rural, y a la incapacidad del sistema 
productivo para ampliar las opciones de empleo estable y bien remu­
nerado, lo cual genera desempleo y las diferentes modalidades de em­
pleo precario e informal que ya se han expuesto.

En las ciudades latinoamericanas, algunas décadas atrás la pobreza 
se localizaba espacialmente en enclaves urbanos: formas precarias y 
deterioradas de habitación colectiva denominadas de manera diferen­
te en los países de la región (conventillos, cortijos, inquilinatos, bode- 
ville) y asentamientos populares autoconstruídos (favelas, villas mise­
rias, colonias populares, campamentos), las cuales compartían, no 
obstante sus diferencias, rasgos comunes. Estas formas de habitación 
popular eran expresiones espaciales de la llamada marginalidad, cate­
goría creada en la época, para diferenciar a estos sectores sociales del 
tradicional ejército industrial de reserva, puesto que esta masa margi­
nal independientemente de sus atributos y capacidades era un exce­
dente de la fuerza de trabajo que no lograba insertarse en el sistema 53
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productivo. Dado que su presencia en el medio urbano encerraba 
cierto grado de conflictividad social, espacial y política, esta pobla­
ción pasó a ser disputada por fuerzas políticas que enarbolaban pro­
yectos de defensa y reivindicación de los intereses populares, en el 
sentido más amplio del término.

Los llamados movimientos sociales urbanos que tenían en su base 
este tipo de reivindicaciones pasaron a ser interlocutores de las políti­
cas urbanas y objeto de interés del análisis social. Pero la represión po­
lítica y los gobiernos militares y /o  autoritarios que se implantaron en 
América Latina en los años setenta, tendieron a su desintegración; a 
pesar de ello, los mismos fueron un em brión político importante 
cuando se reestructuraron los sistemas políticos y se dio una apertura 
democrática, ya que fueron proveedores de líderes políticos y de ex­
periencias de organización social.

La cuestión social fiie caracterizada entonces como “una cuestión 
de policía”, y lo fue por varias décadas. R ecién a mediados de los 
ochenta el retorno gradual a la democracia en los países latinoameri­
canos, particularmente del cono sur, llevó a que las políticas sociales 
volvieran a ocupar un lugar en la agenda gubernamental, pero muy 
diferente al de décadas anteriores. Despojadas la mayoría de ellas (sal­
vo la educación) de sus pretensiones unlversalizantes, las mismas se 
orientaron a compensar, por la vía de la fiscalización, los altos costos 
que implicaron los ajustes de las economías, lo que supuso la reestruc­
turación (privatización) de la seguridad social y la descentralización de 
los recursos y las competencias relacionadas con la cuestión social, 
desde el gobierno central hacia los locales.

La pregunta es cómo y con qué criterios se seleccionan los más 
pobres entre los pobres ante un aumento generalizado de la pobreza. 
Así, si se compara con los niveles de 1980, sólo cuatro países tiene un 
nivel m enor de pobreza (Brasil, Chile, Panamá y Uruguay), en tanto 
otros cuatro registran mayores niveles que hace 16 años (Argentina, 
México,Venezuela, y Honduras). Por ello, el número de pobres de la 
región, sumando pobres e indigentes, alcanzaba según CEPAL en 
1994, un total de 209,3 millones, de los cuales 135 millones de po­54
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bres15 viven en zonas urbanas (CEPAL 1997:1-31).
En América Latina, entre 1980 y 1990, se duplicó el número de 

pobres que viven en áreas urbanas; y en el último quinquenio, se in­
crementó en alrededor de un 10%; presentándose un ritmo similar en 
el crecimiento del número de indigentes. Igualmente, un dato que es 
importante considerar al formular políticas sociales urbanas es que la 
población indigente, la cual creció en 6.4 millones entre 1990 y 1994, 
se concentró casi exclusivamente en el medio urbano (CEPAL 1997:1- 
30-31). Por ello, esta urbanización de la pobreza es una de las caracte­
rísticas más importantes de este fenómeno en América Latina en los 
últimos decenios.

Vale la pena concluir este apartado considerando que:
(...) el 1,8% del crecimiento económico de la región y el rápido trasla­
do de la fuerza de trabajo a las ciudades ha producido una disminución 
de la incidencia de la pobreza en América Latina, pero no ha reducido 
el número absoluto de pobres. Hoy en día, el número absoluto de po­
bres es del doble de lo que era 40 años atrás (...) (Londoño 1996:8).

Por ello, es claro que el crecimiento económico es una condición ne­
cesaria pero no suficiente para reducir la pobreza. Debe revisarse el m o­
delo y las políticas económicas adoptadas para que las políticas sociales 
urbanas jueguen el papel que les corresponde, que como ya se dijo, es 
el de asegurar la equidad y la promoción de los derechos básicos de la 
ciudadanía.

15 CEPAL luego de ofrecer estas cifras absolutas afirma que hubo un significativo avance 
en la reducción de la pobreza entre 1990 y 1994 ya que se redujo en 12 países de la re­
gión. Cabe resaltar que estas cifras de CEPAL no se corresponden con las estimaciones 
ofrecidas por Londoño (1996).Tampoco existe coincidencia con el BID cuyas estima 
ciones sostienen que 1 de cada 3 persona viven con ingresos inferiores a dos dólares, 
por lo cual según esta medición el número de pobres en América Latina es considera­
blemente menor alcanzando a 150 millones de habitantes.
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La segmentación social y la segregación urbana
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U na de las particularidades que poseen las ciudades de los noventa son 
las contrastantes condiciones de vida que ofrecen a sus habitantes. Las 
ciudades se caracterizan por ser hoy divididas, fragmentadas, segmen­
tadas, situación que suele atribuirse en el caso de las ciudades de los 
países desarrollados a la adopción de los modelos económicos neoli­
berales en materia de política económica, y a la reestructuración de las 
políticas sociales que desencadenó la crisis del Estado de Bienestar 
(Fainsten et al. 1992; Jacobs 1992).

Sin embargo, estos han sido los rasgos de las ciudades latinoameri­
canas desde su propia conformación, los cuales ciertamente se han 
profundizado por la dinámica de una economía urbana que posee un 
segmento integrado a la economía internacional, otro que se opera en 
el mercado interno, y un tercero comprendido por una amplia varie­
dad de actividades que forman parte del sector informal.

Por ello se han desarrollado espacios urbanos de riqueza y opu­
lencia, y han proliferado los megacentros comerciales que ofrecen 
productos suntuarios, así como M cD onald’s y restaurantes pertene­
cientes a cadenas internacionales, los cuales contribuyen a hom oge- 
neizar el paisaje urbano de estas zonas, imprimiéndoles los rasgos que 
poseen todas las grandes ciudades del m undo actualmente. Pero con­
frontando esa modernidad, las ciudades en este fin de siglo muestran 
un agravamiento de la segregación urbana. Hace treinta años atrás, las 
grandes ciudades se expandían a través de asentamientos populares 
autoconstruidos que albergaban la masiva migración rural. Estos fue­
ron producto de la construcción precaria de viviendas y de un lento 
y desgastante proceso de lucha y organización para obtener los ser­
vicios básicos. Los regímenes militares impusieron políticas urbanas 
de “erradicación” de la pobreza, y los más ambiciosos programas pa­
ra eliminar la pobreza en el medio urbano de la época se pusieron en 
marcha en ciudades como Buenos Aires y R io  de Janeiro (Ziccardi 
1983). Las dictaduras de la década siguiente, finalmente expulsaron 
un considerable número de habitantes de estos barrios populares ha­
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cia la periferia lejana. Hoy, Buenos Aires es una ciudad, que por lo 
menos en el perímetro de su Capital Federal, es difícil para un obser­
vador externo percibir donde se localiza la pobreza. En los morros de 
R ío  de Janeiro, en cambio, la pobreza de la favela carioca es inocul­
table.

En países donde el pacto político se basó en la inclusión de los sec­
tores populares estos asentamientos populares fueron tolerados y /o  
promovidos, como es el caso de México. Pero, el fracaso de la mayoría 
de estas experiencias autoritarias contribuyó también a proponer po­
líticas de mejoramiento y dotación de servicios básicos basadas en que 
los pobladores aportaran mano de obra gratuita, lo cual contó en al­
gunos casos con el apoyo de los organismos internacionales (como por 
ejemplo las ciudades de Colombia o Perú).

Sin embargo, estos barrios no están integrados social ni territorial­
mente de manera plena a la estructura urbana de la ciudad central. 
Además, crecieron en el número de habitantes, y por tanto, en sus ín­
dices de hacinamiento; aunque sus luchas lograron la introducción de 
los servicios más elementales (agua, drenaje, transporte público). Su 
presencia contrasta cada vez con la ciudad de la globalización, la de los 
corredores del capital financiero y comercial que son extremadamen­
te parecidos en cualquier gran ciudad del mundo.

Así, parece ser claro que los sectores populares son los que más apo­
yo requieren y a la vez son los que necesitan dedicar más tiempo a ac­
tividades económicas que garanticen su sobrevivencia y la de su fami­
lia. Y, sin embargo, es a ellos a los que se les exige que contribuyan con 
su trabajo y que participen social y políticamente. Mientras que las ca­
pas medias y altas de la población ejercen sus derechos ciudadanos y el 
gobierno se encarga de introducir y mantener en sus colonias la in­
fraestructura (calles, instalaciones de agua potable y drenaje) y los equi­
pamientos (escuelas, centros de salud), las clases populares para tener 
acceso a los mismos deben aportar trabajo comunitario, aun cuando 
sus viviendas estén regularizadas y paguen impuestos (predial) y dere­
chos por servicios (agua). Más allá del valor social que pueda darse al 
trabajo comunitario, este es uno de los procesos en los que se advier­ 57
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te más claramente la inequitativa distribución de bienes y servicios ur­
banos que prevalece en nuestras ciudades.

Además de este tipo masivo de asentamiento popular, las ciudades 
latinoamericanas conservan en sus zonas centrales viviendas en renta, 
las que representan una alternativa de habitación popular cada vez 
menos importante ya que presentan severos niveles de deterioro. Las 
mismas son otra forma de segregación urbana, y sus habitantes han 
protagonizado importantes luchas, como fue el caso del movimiento 
de damnificados por los sismos de 1985 en la ciudad de M éxico16.

La inequidad en el acceso a los servicios y equipamientos urbanos
Ahora bien, las ciudades latinoamericanas de acuerdo a su escala y al 
grado de desarrollo del país, se han caracterizado por ofrecer excelen­
tes condiciones de vida para los sectores de más altos ingresos, niveles 
aceptables de confort para las capas medias, y situaciones de precarie­
dad, deterioro y miseria para grandes contingentes que forman parte 
de los sectores populares. Hoy, precisamente esta diferenciación se ha 
acrecentado, y el espacio expresa la polarización social que existe en 
estos países y en sus ciudades, lo cual contribuye a generar un clima 
propicio para que se desarrolle la inseguridad y la delincuencia hasta 
niveles nunca antes alcanzados.

Lo limitado de las remuneraciones de las familias trabajadoras im ­
pide que ellos mismos puedan disponer de recursos para invertir en 
sus viviendas y en sus equipamientos. Es decir, el masivo proceso de 
autoconstrucción del hábitat popular que protagonizaron las clases 
populares en décadas anteriores encuentra severas restricciones eco­
nómicas para desarrollarse, a la vez que existe un mayor control de 
parte de las autoridades para impedir que se creen nuevos asentamien­
tos, lo que hace que se incremente el hacinamiento en los existentes.

58 16 Los decretos de congelación de rentas que se promulgaron en los años cuarenta en va­
rias ciudades latinoamericanas desestimularon la producción de viviendas en alquiler.
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Lo limitado del presupuesto de los gobiernos locales, en gran me­
dida destinado a gastos de administración de la ciudad consolidada, 
impide la formulación de políticas tendientes construir obras públicas 
básicas, a lo que se agrega en algunos casos la imposibilidad de hacer­
lo por lo inapropiado del terreno en donde se han localizado original­
mente estos barrios populares.

Se puede afirmar que uno de los rasgos más distintivos de las ciu­
dades latinoamericanas, a diferencia de las europeas, es el grave déficit 
de servicios y equipamientos básicos que presentan los barrios popu­
lares, los cuales en algunas ciudades son verdaderas ciudades de pobres 
en el interior de la gran ciudad.Y esto, es una clara expresión espacial 
de una ciudadanía restringida.

Sin duda en las ciudades capitales, las cuales muchas veces son ciu­
dades primadas (Buenos Aires, Montevideo, Santiago) los ciudadanos 
pueden acceder a niveles adecuados de servicios colectivos básicos en 
materia de educación, salud, recreación. Sin embargo, en relación con 
los servicios habitacionales (agua, drenaje, luz, calles, etc.) es donde se 
advierten graves carencias. También es común que los barrios popula­
res se localicen en la periferia, y que el transporte colectivo sea defici­
tario, costoso e implique la pérdida de muchas horas de traslado.

Así, una política social urbana que pretenda modificar esta situa­
ción debe partir de evaluar con precisión:

• la magnitud y las características de los bienes urbanos colectivos bá­
sicos que posee cada ciudad,

• la capacidad económica y los recursos (humanos) con que cuenta 
la población para mejorar su propio hábitat,

• la capacidad organizativa de la ciudadanía y,
• las modalidades que asumen las relaciones intergubernamentales 

entre el nivel central y el nivel local encargadas de atender la cues­
tión social y urbana.
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La inseguridad y violencia urbana

U n efecto de estos contrastes sociales y territoriales y de las marcadas 
desigualdades existentes es la violencia e inseguridad que prevalecen 
en todas las ciudades del mundo. Sin embargo, lo particular de Amé­
rica Latina es que esto no puede relacionarse exclusivamente con la 
incapacidad de controlar del delito por parte de los cuerpos policia­
les, lo cual existe, sino con las políticas sociales urbanas que deben ar­
ticularse entre sí para transformar la grave situación social que lo pro­
mueve. En un contexto caracterizado por elevados índices de pobre­
za, desigualdad social y de falta de justicia (Neira 1996) están dadas las 
condiciones para que la delincuencia prolifere y, es evidente, que se ha 
incrementado en la última década a niveles francamente alarmantes, 
como es el caso de la ciudad de México o Sao Paulo, R io  de Janeiro 
o Cali y Bogotá, donde se registran altísimos índices de delitos de ven­
ta y consumo de drogas.

Se estima que en América Latina, entre 1980 y 1991, la tasa de ho­
micidios subió de 12.8 a 21.4 por 100 mil habitantes. Ese aumento 
prácticamente se evidencia en todos los países y subregiones y las ciu­
dades son el principal escenario. Por ejemplo, Cali, que es uno de los 
centros mundiales del tráfico ilegal de cocaína, registró un brusco au­
m ento de la tasa de homicidios, que pasaron de 23 por 100 mil habi­
tantes en 1983, a más de 100 por 100 mil habitantes a comienzos de 
1990. Aunque muchos de los homicidios podrían atribuirse directa­
mente al tráfico de drogas, muchos parecían ser resultado de la propa­
gación de una cultura de violencia. En 1992 se impulsó un Programa 
para el Fomento de la Seguridad y de la Paz.

Partiendo del principio de que la prevención debía prevalecer sobre 
la represión, y tras un análisis exhaustivo de las pautas de la crimina­
lidad, el programa se puso en acción para combatir la delincuencia en 
diferentes frentes. En 1995, después de siete años consecutivos de au­
mento, hasta llegar a un máximo de 120 homicidios por 100 mil ha­
bitantes, la tasa de homicidios de Cali finalmente comenzó a dismi­
nuir” (Banco Mundial 1997 citado en Boija y Castells 1997:17,20).60
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Pero estos ejemplos puntuales están lejos de generalizarse, y mientras 
tanto la ciudadanía se ve cotidianamente amenazada, debiendo reple­
garse cada vez más en su individualidad, y perdiendo la convivencia 
urbana en el barrio y en la ciudad, el valor que encerraba en los pro­
cesos de la socialización e integración social. Por su parte, los gobier­
nos nacional y local en lugar de destinar mayores recursos a las políti­
cas sociales deben destinarlos a la seguridad pública, que se transforma 
en la primera y principal demanda de la ciudadanía.

La vulnerabilidad social y espacial
Ha quedado demostrado que la magnitud de la pobreza en algunos 
países latinoamericanos es tal, que el crecimiento económico y la in­
versión sostenidos durante varias décadas no alcanzarían para revertir 
la situación de privación y vulnerabilidad en que se encuentran cier­
tos grupos sociales. Por ello, los gobiernos difícilmente podrán dismi­
nuir su presencia en relación con la atención de la cuestión social y /o  
traspasar cada vez más las responsabilidades a la sociedad.

El discurso gubernamental debe ajustarse a las restricciones que 
presenta el gasto social, por ello, ante la magnitud de las demandas, 
apela a una noción de vulnerabilidad que le perm ite ajustar aun más 
los criterios de focalización que orientan las políticas sociales de 
atención a la pobreza. Es algo así como la focalización de la focaliza­
ción, elegir los más pobres entre los pobres para atenderlos priorita­
riamente.

Rosalía Cortéz (1996) propone un concepto bastante amplio de 
vulnerabilidad social que dice:

Diferentes grupos y sectores de la sociedad están sometidos a caren­
cias y procesos dinámicos de inhabilitación que los colocan en situa­
ciones que atenían contra la capacidad de resolver los problemas que 
plantea la subsistencia y el logro social de una calidad de vida satisfac­
toria. En lo fundamental, éstas dependen de la existencia y de la posi­
bilidad de acceder a fuentes y derechos básicos de bienestar, trabajo re­ 61
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numerado y estable, conocimientos y habilidades, tiempo libre, segu­
ridad y provisión de servicios sociales, patrimonio económico, ciuda­
danía política, integración e identidad ética y cultural (Cortéz citado 
en Coraggio 1998a:7).

La vulnerabilidad social refiere entonces a aquellos grupos que en la so­
ciedad están más expuestos a privaciones: las mujeres, los niños, los an­
cianos, indígenas, que se identifican como grupos vulnerables a los que 
hay que atender prioritariamente. Tal es el caso de personas que, en ra­
zón de su edad, el ciclo económico u otras circunstancias, quedan mar­
ginadas de la economía salarial en algún momento de su vida y para 
quienes se diseñan programas de apoyo económico y de asistencia social.

Además se considera que existen activos materiales que reducen la 
vulnerabilidad y la inseguridad (como la vivienda), activos sociales (re­
laciones con otras personas de confianza); también activos políticos 
(alianzas), ambientales (recursos naturales), y de infraestructura (carre­
teras, transporte). Estas posiciones las asumen varios gobiernos, entre 
ellos el de la ciudad de México, que actualmente está desarrollando 
políticas sociales que identifican grupos de alta vulnerabilidad como 
son los llamados niños de la calle, las víctimas de la violencia intrafa- 
miliar, la población con adicciones, las víctimas del VIH-SIDA, los se- 
xoservidores (as), los indigentes, los familiares de población recluida, 
los cuales se incluyen en un esquema asistencialista y compensatorio.

Sin embargo, debe resaltarse la vulnerabilidad que ha quedado al 
descubierto dramáticamente en varias ciudades latinoamericanas ante 
los desastres naturales. En Centro América, México y Argentina, los 
huracanes, inundaciones y sismos afectaron principalmente a la pobla­
ción más pobre. En los últimos años se vivieron tragedias. Es difícil ad­
judicar, como se pretende hacerlo, que es la ausencia de una cultura 
ante los desastres naturales lo que ocasiona esta situación; las muertes 
y la devastación de zonas enteras es producto de la pobreza en la que 
viven sus habitantes, así como de la falta de inversión pública en la 
creación de infraestructuras adecuadas.
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La ciudad multicultural

Investigaciones recientes del campo de la antropología urbana han apor­
tado mayores conocimientos sobre el uso del espacio urbano por unas 
sociedades cada vez más complejas, en las que se advierte una fuerte pre­
sencia de los diversos componentes de origen étnico y cultural. Etnici- 
dad y raza deben ser incluidos cuando se analizan las desigualdades so­
ciales existentes ya que son atributos que conllevan a la exclusión.

En las ciudades europeas la fuerza de trabajo de origen no europeo 
(dos tercios de los extranjeros en Francia y tres cuartas partes en Ale­
mania y Holanda) sufre discriminación y xenofobia. En sus barrios, 
que poseen las características de los típicos guettos, sus habitantes so­
breviven gracias a la protección colectiva, la ayuda mutua, y la afirma­
ción de su identidad de origen.

Boga y Castells (1997) ofrecen una documentada descripción de 
esta situación al decir:

Parece haberse establecido la tendencia a la segregación de las mino­
rías étnicas en todas las ciudades y, en particular, en las ciudades del 
mundo más desarrollado. Así, conforme las sociedades europeas reci­
ben nuevos grupos de inmigrantes y ven crecer sus minorías étnicas a 
partir de los grupos establecidos en las tres últimas décadas, se acentúa 
el patrón de segregación étnica urbana. Según el Consejo de Europa 
(1993) en el Reino Unido, aunque Londres sólo representa 4,7 por 
ciento de la población, concentra el 42 por ciento de la población de 
las minorías étnicas. Dichas minorías, concentradas particularmente en 
algunos distritos, se caracterizan por un menor nivel de educación, 
mayor tasa de paro y una tasa de actividad económica de tan sólo 58 
por ciento, comparada con el 80 por ciento de los blancos (Jones, 
1993). En el distrito londinense de Wandsworth, con unos 260.000 
habitantes, se hablan unas 150 lenguas diferentes: a esa diversidad ét- 
nico-cultural se une el dudoso privilegio de ser uno de los distritos 
ingleses con más alto índice de carencias sociales. En Goteborg (Sue­
cia), el 16 por ciento de la población es de origen extranjero y tiene 
concentrada su residencia en el nordeste de la ciudad y en las islas de 
Hisingen. Zúrich, que ha visto aumentar su población de extranjeros
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(sobre todo turcos y yugoslavos) del 18 por ciento en 1980 al 25 por 
ciento en 1990, concentra un 44 por ciento de esta población en las 
zonas industriales de la periferia urbana. En Holanda, los extranjeros 
son tan sólo un 5 por ciento de la población total, pero en Amster- 
dam, Rotterdam, La Haya y Utrecht dicha proporción oscila entre el 
15 por ciento y el 20 por ciento, y en los barrios antiguos de dichas 
ciudades sube hasta el 50 por ciento. En Bélgica la proporción de ex­
tranjeros es del 9 por ciento, pero en la ciudad de Anderlecht alcanza 
el 26 por ciento y en el barrio de La Rosee, el más deteriorado, los 
extranjeros representan 76 por ciento de sus 2.300 habitantes (Con­
sejo de Europa, 1993 citado en Boga y Castells 1997:125-126).
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Por ello, estos autores advierten sobre el peligro que las ciudades eu­
ropeas estén siguiendo en buena medida, el camino de segregación 
urbana de las minorías étnicas característico de las metrópolis nortea­
mericanas, aunque la forma espacial de la segregación urbana es diver­
sa en Europa. Com o sostienen Boga y Castells (1997) la ciudad segre­
gada es la ciudad de la ruptura de la solidaridad social y, eventualmen­
te, del imperio de la violencia urbana.

En las ciudades latinoamericanas la situación es bastante diferente, 
ya que no se trata de población extranjera la que es discriminada y se­
gregada sino que son ciudadanos nacidos en éstas. Alba Zaluar (1994) 
refiriéndose a Brasil, afirma que los mulatos ocupan los niveles más ba­
jos de la escala social pero, la segregación social y urbana es menor que 
en las ciudades europeas o estadounidenses aunque habitan favelas. La 
razón es que ese país recibió oleadas migratorias que supusieron dife­
rentes razas y religiones pero, al contrario de lo que ocurre en otros 
multirraciales y étnicos, nunca hubo guerras religiosas de larga dura­
ción y sólo se puede citar el movimiento milenarista del siglo pasado.

Lo que puede decirse de las ciudades brasileñas es que aunque 
exista discriminación racial, ésta no es fácilmente perceptible. Lo que 
se puede visualizar rápidamente al igual que en otras ciudades latinoa­
mericanas es que los atributos étnicos y raciales tienden a coincidir 
con la pobreza y la segregación urbana en las periferias precarias y de­
terioradas.
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La cuestión social y los actores urbanos

La construcción de ciudadanía17

Ciudad y ciudadanía son vocablos que no suelen asociarse a pesar de 
su raíz común. Pero sin duda, la ciudad es el espacio donde se finca­
ron y se expandieron a lo largo de la historia los derechos ciudadanos. 
En el Congreso Europeo de Bienestar Social se afirmó que “La ciuda­
danía europea se construye lógicamente en las ciudades, puntos de en­
cuentro, de innovación, de difusión y de integración. Europa vive y se 
expresa por medio de sus ciudades” (Ayuntamiento de Barcelona-Eu- 
rociudades 1991:15) Y en esa misma reunión Jordi Boga concluía:

(...) apostar por la ciudad significa también jugar por la integración 
de sus ciudadanos en ella, por un marco de derechos sociales y po­
líticos y de valores de solidaridad y de apertura, que permitan a la 
urbe cumplir con su vocación ideal de progreso y tolerancia para 
todos. Por todo ello es hoy de gran actualidad la política social ur­
bana a escala europea (Ibid., p. 21).

Sin duda la integración supone extender los derechos ciudadanos a los 
migrantes, así como impulsar políticas sociales urbanas que enfrenten 
las tendencias a la dualización y a la exclusión social, con lo cual entra 
en contradicción el achicamiento en funciones y recursos del estado 
de bienestar.

Las tres dimensiones de la ciudadanía que identificó históricamen­
te Marshall y Bottom ore (1998) en los años cincuenta están materia­
lizadas en las condiciones de vida que ofrecen las ciudades europeas a 
la mayoría de sus habitantes. La “ciudadanía civil” asociada a derechos 
propios de la libertad individual (igualdad ante a la ley, libertad de pa­
labra, de pensamiento, de religión, de propiedad física); la “ciudadanía 
política” que se sustenta en los principios de la democracia liberal del 
derecho a la participación de ser elector y ser elegido, al sufragio uni­

17 Este apartado se basa en Ziccardi (1998a). 65
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versal y la “ciudadanía social” que refiere a los derechos a la salud, a 
la educación, la vivienda, a la seguridad social sobre los que se cons­
tituyó y expandió el estado de bienestar en los países del m undo oc­
cidental, sobre la base de adoptar en la posguerra los principios de 
universalidad.

En América Latina la situación es sustancialmente diferente pues­
to que la construcción de la ciudadanía, en una o varias de estas di­
mensiones, es un proceso en marcha de acuerdo con su historia par­
ticular. H ubo países donde se alcanzaron estos objetivos en mayor gra­
do, como fue la Argentina de los años cuarenta, pero siempre se logró 
mejor nivel de vida en las ciudades que en el medio rural, en la ciu­
dad “primada” y /o  unas pocas ciudades.

La crisis del modelo estado de bienestar, nunca plenamente desa­
rrollado, puso en cuestión la misma concepción de ciudadanía que 
subyacía en su constitución, la determinación de las prestaciones so­
ciales cubiertas por los seguros y la presencia de los sindicatos en su 
administración y gestión. Y, frente a ello, aún no existen nuevos m o­
delos de bienestar a partir de los cuales abordar la cuestión social.

En Europa, dados los cambios demográficos a los que ya se hizo 
referencia se considera que hoy

El reto de las políticas sociales en las grandes ciudades es dar el salto 
de los derechos individuales a los derechos colectivos, en un proceso 
de modernización social, de lucha contra la exclusión, que integre a 
los habitantes, las asociaciones, los trabajos y profesionales de los dife­
rentes servicios municipales y del Estado, y que se despliegue su acti­
vidad en un frente amplio: el hábitat, la formación, la inserción social, 
el desarrollo cultural, la comunicación y la recuperación económica 
(Fernández Güell 1991:57).

Esta reconstitución de la ciudadanía sólo se puede en el ámbito de las 
ciudades.Como se ha expresado la ciudadanía no puede sustraerse a la 
dimensión espacial que encierra la política. “La familiaridad es el ám­
bito de la democracia y la ausencia de ésta puede atribuirse entre otras 
cosas a la extensión de la comunidad y la centralización política que
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va desmembrando el poder ciudadano” (Silva-Herzog 1996:15). Pre­
cisamente en esto radicaba la profecía de Alexis de Tocqueville (1998) 
en sus observaciones sobre la vida norteamericana a inicios del siglo 
XIX, de que el gobierno local era la mejor escuela de la democracia, 
porque supone que a través de la participación en los asuntos locales 
el ciudadano comprende prácticamente sus derechos y responsabilida­
des, se familiariza con las reglas del juego democrático y cultiva en sí 
el respeto por las instituciones.

Por ello, es en el ámbito local donde el ejercicio de la ciudadanía 
tiene mayores posibilidades de ser efectiva; es en el barrio, la colonia, 
en los municipios que forman parte de la ciudad, donde los individuos 
acceden en condiciones diferenciales a bienes y servicios que confor­
man la dimensión social de la ciudadanía que definen la calidad de vi­
da que ofrece la ciudad.

En América Latina en general, la limitada institucionalización de 
participación ciudadana18 o su subordinación a las formas de represen­
tación corporativas ha generado un excesivo burocratismo y un alto 
grado de discrecionalidad en los procesos de toma de decisiones, los 
cuales son indicadores de la baja calidad de la democracia. La creación 
de una forma de gobierno que ha sido caracterizada como estatal cor­
porativa se correspondió con una “ciudadanía segmentada” (Draibe 
1993) que diferenció a) aquellos que podían acceder a los bienes ur­
banos por la vía del mercado (vivienda) y pagar contribuciones por los 
servicios públicos suministrados por el gobierno local (recolección de 
basura, suministro de agua potable, etc.) por contar con un ingreso 
adecuado; b) los que poseían la condición de trabajadores asalariados y 
fueron incorporados a la acción de instituciones gubernamentales (ej.: 
los organismos de vivienda para los asalariados); y c) una gran mayo­
ría que debió resolver de manera precaria y paupérrima, el vivir en la 
periferia soportando todo tipo de carencias en relación con el acceso 
a los bienes urbanos más elementales.

18 En Bolivia hace pocos años se creó una interesante legislación para la participación po­
pular. 67
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Los ciudadanos y las organizaciones sociales que demandan aún la 
atención de sus necesidades urbanas básicas dedican grandes esfuerzos 
y tiempo para identificar los interlocutores gubernamentales con ca­
pacidad e interés en resolver sus demandas. La complejidad y la inefi­
ciencia burocrática, así como falta de información respecto a los cri­
terios de asignación de recursos y /o  definición de prioridades en las 
instituciones del aparato gubernamental para tratar asuntos de interés 
público, son indicadores de la debilidad de las democracias latinoame­
ricanas y de los obstáculos que existen para que la ciudadanía pueda 
ejercer sus derechos sociales, algunos de los cuales están consagrados 
en las respectivas Constituciones. A esta situación debe atribuirse, en 
parte, el que durante décadas la forma de relación de los movimien­
tos urbanos autónomos y las instituciones del Estado fuese de enfren­
tamiento y lucha y que sólo recientemente, la apertura democrática 
favorezca la aparición de una cultura de la negociación entre las par­
tes, que permita buscar soluciones a los graves problemas que presen­
tan estas metrópolis.

Pero existen expectativas y experiencias innovadoras que demues­
tran la aportación de diferentes formas de participación ciudadana que 
se han incorporado en los procesos de democratización de los apara­
tos o instituciones del Estado, lo cual perm ite hacer del espacio de lo 
estatal un espacio público. Estas formas de participación sustancial­
mente diferentes a la participación corporativa que existió durante 
muchas décadas, sientan nuevas bases para consolidar una gobernabi- 
lidad democrática. Tal es el caso de diferentes experiencias de planea- 
ción estratégica de las ciudades y de organización social para ejercer 
un presupuesto participativo.

Sin duda, los gobiernos de las ciudades deben crear las condicio­
nes para que existan espacios de participación ciudadana e instrumen­
tos que permitan efectivizarla. Suelen existir formas institucionaliza­
das de participación ciudadana reconocidas por las legislaciones loca­
les. Sin embargo, su eficacia es muy limitada si prevalecen en los he­
chos formas de gobierno burocráticas y autoritarias, que excluyen o 
subordinan la participación de la ciudadanía en los asuntos públicos.
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Así, es posible identificar en las ciudades distintos instrumentos: au­
diencias públicas, referéndum, plebiscito, iniciativa popular, algunos de 
los cuales jamás han sido activados, aun cuando existan en los respec­
tivos cuerpos legislativos.

Durante varias décadas, la responsabilidad sobre las políticas urba­
nas se restringió al ámbito de lo estatal, y diferentes actores trataban de 
incidir por vías formales e informales, para que sus intereses fueran to­
mados en cuenta. Los procesos de democratización política y de refor­
ma del Estado, los cambios en las fronteras entre lo público y lo priva­
do y, sobre todo, las crecientes demandas de la ciudadanía, obligan a 
construir un nuevo escenario para el diseño y la aplicación de las po­
líticas sociales y urbanas. Actualmente, no basta asignar recursos ape­
lando a criterios de racionalidad técnica para mejorar la calidad de vi­
da de nuestras ciudades, sino que es necesario generar posibilidades 
reales de participación ciudadana en la esfera de lo público.

Nuestras ciudades se caracterizan por la marcada desigualdad que 
existe para que la población acceda a bienes y servicios básicos. La seg­
mentación social y la segregación urbana, que en los países desarrolla­
dos suele atribuirse a la aplicación de modelos económicos neolibera­
les, han sido en nuestras ciudades rasgos constitutivos de las mismas.

Se afirma, con razón, que ha habido un paulatino mejoramiento en 
los niveles de dotación de infraestructura básica, en el acceso y la cali­
dad de las viviendas, en la provisión de equipamiento urbano. Pero es 
mucho lo que resta por hacer para que habitemos espacios en los que 
prevalezcan condiciones materiales y ambientales dignas para el con­
junto  de la ciudadanía.

La participación ciudadana, a diferencia de otras formas de partici­
pación, refiere específicamente a que los habitantes de las ciudades in­
tervengan en las actividades públicas representando intereses particu­
lares (no individuales). Pero para que esta participación sea efectiva, 
deben generarse compromisos y condiciones institucionales y, sobre 
todo, existir el convencimiento de que la deliberación pública y la in­
teracción social, la aceptación y el respeto por el pluralismo ideológi­
co son valores y prácticas positivos y esenciales para vivir en democra-



Las ciudades y la cuestión social

cia; valores y prácticas que pueden y deben ejercerse en prim er tér­
mino en el cotidiano y en el espacio local que es donde se da la ma­
yor proximidad entre autoridades y ciudadanos.

La ciudad es, en gran medida, un patrimonio colectivo. Su cons­
trucción y conservación requiere del saber de los técnicos, de inver­
sión pública y privada, de gobiernos locales legítimamente constitui­
dos, de funcionarios públicos que actúen con honestidad, de la acción 
de organizaciones sociales, y de O N G  que han demostrado su capa­
cidad para transformar y mejorar las condiciones de vida de los secto­
res populares. Las formas de participación ciudadana debe contemplar 
necesariamente esta complejidad social para garantizar su eficacia.

Hoy se advierte una recuperación de la identidad de ciudadano, y 
en algunas ciudades una mayor presencia de estructuras instituciona­
les de participación: comités de vecinos de manzanas, colonias, ba­
rrios, donde se procesan las demandas de la ciudadanía por bienes y 
servicios urbanos y que son sus intermediarios ante el gobierno local. 
Pero es interesante señalar que en algunas ciudades se han dado expe­
riencias de participación directa de la ciudadanía tales como las sesio­
nes abiertas de cabildo o las audiencias públicas, como son por ejem­
plo las reuniones donde se discute el ornamento participativo en las ciu­
dades brasileñas en las que gobierna el PT.

Sin embargo, durante años, el crear vías institucionales para la par­
ticipación social no ha garantizado que los ciudadanos sean protago­
nistas del diseño y formulación de las políticas locales. Por el contra­
rio, se trató únicamente de un intento de legitimar ciertas políticas 
formuladas por la burocracia, tanto del gobierno local como de otras 
instancias de gobierno.

Para ello, debemos transitar por el camino de construir ciudadanía, 
de hacer de los habitantes de las ciudades: ciudadanos. Ciudadanos 
con derechos individuales y políticos, pero también con derechos ur­
banos, derechos a acceder a bienes y servicios básicos, cuyo ejercicio 
está reconocido por lo general las leyes supremas de los países.
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Los nuevos intermediarios

La organización social ha sido un componente fundamental en la pro­
ducción del espacio urbano latinoamericano. Particularmente en 
aquellas ciudades en las que vive un elevado número de familias de las 
clases populares en forma precaria, como es el caso de Sao Paulo, R io  
de Janeiro, Ciudad de México, Guayaquil, Lima, Bogotá. A través de 
diferentes procesos y modalidades sobre los cuales existe una abundan­
te bibliografía, se puede corroborar como las clases populares y sus or­
ganizaciones sociales fueron en gran medida los productores del espa­
cio urbano. Así, las organizaciones y movimientos urbanos de favela- 
dos, colonos, villeros, pobladores han demostrado su capacidad para 
enfrentar la adversidad en el medio urbano a través de:

• organizar el trabajo colectivo para la autoconstrucción y la intro­
ducción de servicios básicos;

• actuar como intermediarios y gestores ante las autoridades compe­
tentes y;

• ser un espacio para la formación y desarrollo de líderes populares.

En su interior suelen existir agrupaciones de madres de familia con 
demandas de alimentos, escuelas, guarderías, de colonos sin casa, de po­
bladores que requieren regularizar sus tierras, etc. Sus interlocutores 
son por lo general las instituciones gubernamentales, tanto de nivel 
central como local, según el tipo de demanda. Sus luchas han sido am­
pliamente documentadas y su capacidad de apelar a diferentes recur­
sos les ha permitido sobrevivir en la adversidad.

Por otra parte, para los asalariados, fueron los sindicatos los que se 
encargaron durante varias décadas de negociar un salario indirecto que 
les permitía mejorar sustancialmente su nivel de vida (sistemas de aten­
ción a la salud, guarderías, clubes, etc.).

También los partidos políticos de origen popular incorporaron la 
cuestión social aunque fuese de manera desterritorializada, con escasas 
referencias al mundo de lo rural y lo urbano. Pero esta acumulación de 71
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experiencias permitió que al triunfar la oposición en las elecciones 
para gobernar importantes ciudades, se desarrollaran interesantes ex­
periencias de planeación y acciones urbanas adoptando innovadores 
instrumentos de participación social. A pesar de ello, algunas evalua­
ciones preliminares señalan las dificultades de transformar la retórica 
partidaria de la ciudad en políticas e instrumentos eficaces para lograr 
la integración social y urbana del conjunto de la ciudadanía (Jacobi 
1995; Ziccardi 1998a).

O tro espacio político importante para la gestión de los bienes y 
servicios urbanos en nuestras ciudades es el de la representación polí­
tica, como en los Consejos y /o  Cámaras locales que es en donde se 
da una actuación de los representantes políticos de tipo normativa, re­
glamentaria o legal, a la vez que sus miembros suelen cumplir funcio­
nes de gestoría actuando como intermediarios entre la población, el 
gobierno local y central. Aquí también se advierte la dificultad de 
concebir a la ciudad de manera integral, y superar las políticas clien- 
telares que forman parte de la cultura política en la región. La tenden­
cia es sectorializar la cuestión social y las políticas que deben atender­
la, además de politizar las demandas.

Pero actualmente los cambios económicos y políticos originan 
una situación diferente, que se caracteriza por la pérdida de represen- 
tatividad de las organizaciones sindicales y la crisis del Estado de Bie­
nestar. Esto obliga a reconocer la existencia de nuevos intermediarios 
sociales entre las instituciones gubernamentales y la ciudadanía, y a re­
valorizar el papel de la sociedad civil en la implementación de las po­
líticas sociales, entre éstas las urbanas. Las profundas transformaciones 
que se advierten en la relación sociedad y Estado, las nuevas y diferen­
tes formas de producir bienes y servicios, los cambios en la morfolo­
gía social, son fenómenos que se concentran en las mega ciudades, 
donde se experimentan rápidos e intensos procesos de desindustriali­
zación y terciarización de la economía; lo cual, como se dijo, conlle­
va a la pérdida de un considerable número de empleos asalariados y 
estables, la proliferación de actividades informales, y el consiguiente 
debilitamiento de la representación sindical.
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En consecuencia, los gobiernos de las ciudades latinoamericanas son 
y tienen nuevos interlocutores. Por ejemplo, la presencia de los vende­
dores ambulantes se da en casi todos los centros de las ciudades y cons­
tituye uno de los principales problemas (no estrictamente urbano sino 
económico y social) que deben enfrentar los gobiernos locales.

Aún cuando es muy limitada la posibilidad de que los gobiernos de 
las ciudades participen en la elaboración de políticas económicas, el 
gobierno local deberá formular una política, ya que los sectores popu­
lares reclaman su derecho al trabajo, y el comercio establecido, que pa­
ga impuestos, reclama el ejercicio de la autoridad. La cuestión enton­
ces es: ¿cómo conciliar intereses tan contradictorios sin debilitar al go­
bierno local? Para ello las autoridades locales, sin tener facultades le­
gales ni recursos suficientes, diseñan programas puntuales (por ejem­
plo, relocalización de ambulantes, construcción de nuevos mercados) 
que no resuelven el problema de fondo (el desempleo o subempleo 
urbano), pero que contribuyen a disminuir el conflicto social.También 
hay casos en los que diseñan alguna estrategia de fomento económico 
de corto plazo por medio de la cual se intenta hacer públicas las con­
diciones de competitividad que ofrecen el territorio y la sociedad lo­
cal (por ejemplo, abundante y calificada mano de obra, disponibilidad 
de infraestructuras, proximidad con grandes centros de comercializa­
ción y consumo de productos, puertos para la exportación).

Otro dato de la realidad, son los cambios demográficos que deben 
ser considerados por la autoridad local en sus políticas urbanas. Los jó ­
venes reclaman fundamentalmente empleos con una remuneración 
adecuada, pero también demandan espacios deportivos y de recrea­
ción, por ello deben tener garantizados espacios en las estructuras de 
representación social que existen en la ciudad.

La población flotante, aquella que ingresa diariamente por razones 
de trabajo y que vive en la periferia o inclusive en la provincia y se 
traslada por vía área (ej. ejecutivos, empresarios, políticos) genera de­
mandas urbanas. A ello se agrega la población procedente del exterior 
ya sea por motivos de trabajo o de turismo diariamente. Todos estos 
flujos de población que no vive en la ciudad pero que la usa, suponen 73
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una elevada demanda de bienes y servicios en la ciudad, lo cual debe 
contemplarse al diseñar las políticas sociales urbanas.

También nuevas generaciones de profesionales reclaman lugares en 
el mundo del trabajo y espacios de participación social y política lo­
cal y deben ser incorporados a la creación de consejos o comités que 
inciden en diferente grado, en el diseño de las políticas públicas den­
tro de la ciudad.

Las reivindicaciones ciudadanas en torno a problemas ambientales 
es otra cuestión que perm ite observar la presencia de nuevos actores 
sociales que participan autónomamente, indican la importancia que 
encierra la cuestión ambiental y la defensa que hace la ciudadanía de 
la misma, independientemente de su posición económica y social. En 
este campo como en otros, han surgido de la ciudadanía organizacio­
nes no gubernamentales (ONG) en las que profesionistas y técnicos 
cumplen funciones de apoyo a la comunidad y, en los últimos años, en 
el contexto de la reforma del Estado, su actuación ha sido legitimada 
por las instituciones de la política social en general y de las políticas 
urbanas en particular.19

Sin duda existe una amplia gama de nuevos intermediarios socia­
les que poseen legitimidad ante las instituciones gubernamentales, las 
organizaciones comunitarias de base (OCB), las organizaciones natu­
rales (vecinales, políticas, sociales) y las ONGs. Estas últimas son las 
que han adquirido mayor visibilidad social y según Francisco Vio 
Grossi son un tipo particular de organizaciones que no dependen eco­
nómica, ni institucionalmente del estado, que se dedican a tareas de 
promoción social, educación e investigación/experimentación, sin fi­
nes de lucro, y cuyo objetivo final el mejoramiento de la calidad de 
vida de los oprimidos (Grossi 1989 citado en Carrión 1998).

Ahora bien, las O N G  en la realidad de las ciudades latinoamerica­
nas son mucho más que eso, y sólo se puede comprender los logros 
actuales si se tiene presente los obstáculos y dificultades que debieron

19 Sobre el papel de las O N G  y los gobiernos locales, en las actuales políticas urbanas, en
América Latina véase: Reilly (1994); también Audefroy y Ortiz (1998).74
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vencerse para que estos actores colectivos, fueran considerados inter­
locutores por parte de los organismos gubernamentales con capacidad 
técnica, operativa y moral. Castells varias décadas después de haber de­
mostrado la importancia que encerraban las organizaciones sociales 
urbanas, reafirma que las comunidades pobres que han participado en 
una supervivencia colectiva (como es el caso de las cocinas comunales 
en Santiago de Chile o Lima, o las comunidades de base en Sao Pau­
lo), ante la ausencia de políticas públicas responsables han construido 
“su propio Estado de Bienestar” . En estas experiencias se reconoce el 
aporte de las O N G , algunas de ellas con apoyo internacional como 
Bogotá, las que lograron insertarse en las comunidades locales, muchas 
veces apelando a una identidad religiosa y que cumplieron un papel 
estratégico para la sobrevivencia de las clases populares (Castells 
1997:86).

Entre los papeles que desempeñaron las O N G  en las políticas so­
ciales urbanas se pueden mencionar su contribución para desarrollar el 
potencial de la gente y su capacidad para mejorar su vivienda y sus ba­
rrios, para satisfacer sus necesidades sociales, económicas y culturales 
básicas, sus esfuerzos para contribuir al desarrollo democrático que res­
pete los derechos humanos, entre los cuales destaca el derecho a un lu­
gar donde vivir con paz y dignidad. También debe mencionarse su ca­
pacidad de influir en la orientación de políticas y estrategias relativas a 
los asentamientos humanos a partir de considerar los aprendizajes que 
se desprenden de las acciones realizadas por la gente, las O N G  y las 
OCB (Audeffoy y Ortiz 1998).

Pero debe señalarse que el espacio ocupado ahora por las organi­
zaciones no gubernamentales es mucho más importante que el que 
hace unos veinte años en los tiempos de Hábitat I, celebrado en 1976 
( Audeffoy y Ortiz 1998:82). Hoy se advierte la intención de incor­
porar su actuación en programas y así potenciar recursos sociales di­
versos. El Banco Mundial ha promovido una R ed  sobre Reducción de 
la Pobreza y mantiene una política de incluir a las O N G  en las activi­
dades financiadas por el banco, las cuales según un informe participa­
ron en 47% de sus operaciones y gestión económica (Banco Mundial 75
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1997). Por su parte, la O C D E CAD ha creado la llamada Shaping the 
2 íst century (Configuración del Siglo XXI), pero para que esto otor­
gue mayor eficacia y eficiencia a las políticas sociales es necesario 
construir una nueva institucionalidad que facilite las nuevas formas de 
actuación entre lo gubernamental, lo privado y lo social.

En algunos países desarrollados los procesos de descentralización y 
desmantelamiento del estado de bienestar favorecen a que el gobier­
no comparta la responsabilidad social con los llamados organismos in­
termedios, a fin de potenciar los recursos del gasto público, cada vez 
más recortados en la materia. Pero, en general en América Latina só­
lo se observa que esta asociación, entre lo gubernamental y lo no gu­
bernamental, está aún bastante lejos de lograrse de manera plena y pa­
ra cumplir con objetivos de eficacia social. Por lo general, es el poco 
y /o  puntual reconocimiento que suele dar la burocracia, por más pro­
gresista que sea, al papel que pueden desempeñar los usuarios, desti­
natarios, involucrados, O N G , etc; para hacer de la acción guberna­
mental precisamente lo que debiera ser una acción pública y no sólo 
estatal; éstas a pesar de que se advierte son:

• facilitadoras y consultoras técnicas, entre el gobierno y las OCB;
• instancias con capacidad de influenciar en políticas y programas;
• asumen múltiples papeles, de ser emprendedoras y hasta empresa­

riales que brindan apoyo a las agencias gubernamentales para la 
institucionafización de sistemas de planificación y provisión de 
servicios de naturaleza más participativa (Metha 1998).

Según Audefroy y Ortiz (1998) existen ya experiencias participativas 
institucionalizadas exitosas llevadas a cabo por O N G  y organizaciones 
sociales. Respecto de estas últimas ejemplifica con los casos de Repúbli­
ca Dominicana, Chile y Bolivia donde el medio utilizado fue el involu­
crar a funcionarios del gobierno en procesos participativos, algunos de 
los cuales provenían de ON G; Sao Paulo o Lima donde las propuestas 
surgieron de O N G  y de organizaciones sociales a nivel de planificación 
local o regional; o Ciudad de México donde las O N G  utilizaron el po­76
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der de los medios de comunicación de masas para influir en las políticas 
(por ejemplo, es el caso del Superbarrio, personaje creado por el movi­
miento urbano popular del centro de la Ciudad de México).

Por otra parte, su papel fue importante en aquellos países en los que 
existían partidos políticos débiles e inclusive contribuyeron a su cons­
titución cuando en los ochenta se restauraron los regímenes democrá­
ticos. Este es el caso de las vinculadas a comunidades eclesiales de base, 
que alimentaron el PT en las ciudades brasileñas, o las organizaciones 
que formaban parte del movimiento urbano popular y que aportaron 
sus líderes y sus miembros al PRD, en la Ciudad de México.

Lo cierto es que a fin del siglo X X  en las ciudades latinoamerica­
nas la organización social se considera un recurso, un capital social im­
portante, en particular para que los grupos más vulnerables de la po­
blación hagan frente a sus dificultades.

77



Segunda parte:
Gobiernos locales, pobreza urbana 

y políticas sociales



2 La tarea de gobernar:
las ciudades y la gobernabilidad

Mientras que en otras sociedades la ciudad siempre se presenta 
subordinada a una estructura política, incluso cuando se le reco­
noce una administración propia, en Occidente la ciudad ha de­
sempeñado primordialmente, al menos en determinados perío­
dos, una función p o lít ic a .Y  este ha sid o  el caso d e la p o lis  an tigua  
y del municipio medieval.

Pietro Rossi

E n América Latina existe una profunda preocupación por con­
solidar los procesos de democratización de los regímenes po­
líticos que se instalaron en los ochentas. En el marco de la 
aplicación de políticas económicas de ajuste, las frágiles democracias 
latinoamericanas enfrentan el desafío de lograr estabilidad política y 

social. La gobernabilidad, la capacidad de gobernar, es uno de los 
componentes centrales en el análisis de los distintos niveles de go­
bierno y, en consecuencia, lo es para la comprensión del gobierno de 
las ciudades1.

* Publicado en Ziccardi, Alicia (coord.) (1995a) La tarea de gobernar; gobiernos locales y de­
mandas ciudadanas. México: IISUNAM - Miguel Angel Porrúa, México.

1 Sobre la noción de gobernabilidad y  governance, véase entre otros: Dahrendorf (1980); 
O ’Donnell (1993);Tomassini (1993); Dos Santos (1991); Ziccardi (1994c).
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El gobierno de las ciudades, el gobierno local, está hoy en la mi­
ra. Es en este nivel de gobierno donde se gestiona todo lo relaciona­
do con el uso y la apropiación del espacio urbano, el suministro de los 
servicios públicos, y se instalan las relaciones más próximas entre el 
gobierno y la ciudadanía.

El gobierno local debe cumplir con las funciones y competencias 
que legalmente le corresponden, representar a la ciudadanía ante los 
otros niveles de gobierno, administrar los recursos públicos, alentar la 
participación ciudadana, ejercer el gobierno democráticamente.

La reforma del Estado que se promueve desde la aplicación de las 
políticas neoliberales exige evaluar a la administración en relación a la 
eficiencia, la equidad, la honestidad y responsabilidad (accountability) 
con que los gobernantes manejan los recursos que se aplican en la ges­
tión urbana. Han sido precisamente los organismos financieros inter­
nacionales los que han señalado que la ineficiencia y la corrupción de 
las burocracias son verdaderos obstáculos para que los recursos otor­
gados promuevan el desarrollo económico y social (World Bank 
1991). Por ello, junto  con el achicamiento de funciones y recursos del 
gobierno central y las recomendaciones de descentralizar las acciones 
hacia los gobiernos locales, la reforma del Estado implica la aplicación 
de mecanismos de control y eficiencia de la gestión en los tres nive­
les de gobierno.

En las ciudades, la burocracia local que cumple funciones de ges­
tión del territo rio  utiliza instrumentos técnicos (por ejemplo el ca­
tastro), infraestructura material y equipamiento (equipos para la re­
colección y depósito de basura, infraestructuras de agua y drenaje), 
recursos económicos directamente asignados a proveer bienes y ser­
vicios urbanos básicos (agua, drenaje, etc). En este sentido, las preo­
cupaciones en relación al buen gobierno local suelen ubicarse más 
en el campo del desempeño administrativo que en el ejercicio del 
poder político. Sin embargo, ju n to  con la eficiencia que se asocia a 
la disponibilidad de recursos técnicos y humanos, existen criterios 
sociales y políticos que otorgan legitimidad y consenso a la actua­
ción gubernamental.
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Para los politólogos, el prim er elemento de legitimidad de cual­
quier gobierno son las elecciones, la competencia política y el respeto 
al voto ciudadano. Guillermo O ’Donnell (1993), al analizar las nuevas 
democracias de algunos países latinoamericanos en las que se combi­
nan en forma compleja características democráticas con autoritarias, 
pone especial énfasis en el hecho de que la ciudadanía no se reduce a 
los confines de lo político (el voto), sino que se define en el campo de 
las relaciones sociales. Por ello, es de fundamental importancia la exis­
tencia de un sistema legal que establece la dimensión pública de las re­
laciones privadas entre los ciudadanos y las formas que rigen el acce­
so a los bienes básicos, tales como la educación, la salud y la vivienda. 
Es precisamente en el nivel local donde se ejercen los derechos ciuda­
danos en el ámbito cotidiano, donde la gestión de bienes y servicios 
urbanos implica una relación directa entre la burocracia local y los 
usuarios, donde se pone a prueba la democracia territorial, donde la 
participación social puede incidir en el diseño e implementación de 
las políticas públicas.

La noción de gobernabilidad utilizada en este anáfisis de los go­
biernos locales considera ambas dimensiones: la eficiencia administra­
tiva y la capacidad de generar legitimidad y consenso.

Si bien el ayuntamiento cumple funciones de administración de 
su territorio  y funciones de gobierno político, no puede decirse que 
entre ambas exista una línea divisoria; por el contrario, en el ejerci­
cio de las funciones de administración de una ciudad, particularm en­
te de administración de los bienes y servicios urbanos, encontramos 
siempre elementos de la política local, regional y nacional (cliente- 
lismo, movilización, corporativism©, participación política autónom a 
o subordinada). En contrapartida, en el ejercicio del poder político 
suele validarse o no la actuación administrativa (el voto que refren­
da o el voto que castiga, es ejemplo de ello). Por ello, sólo analítica­
m ente se identifican en esta investigación las funciones políticas y 
administrativas como dos dimensiones de una única tarea de gober­
nar las ciudades. 83
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Gestión urbana y burocracia local

El desconocimiento existente respecto a las políticas urbanas y a la 
gestión del territorio en el nivel local nos obliga a considerar en pri­
mer térm ino las formas de constitución del gobierno local, entendi­
do aquí como gobierno municipal o delegacional en el caso del D.F.

Es común que para el cumplimiento de las funciones de adminis­
tración y gestión del territorio local el presidente municipal forme un 
equipo de trabajo técnico y administrativo de su confianza, el cual rea­
lizará una amplia y variada gama de funciones de gestión del territorio. 
En México no existen reglas del juego claras para la incorporación de 
los mandos superiores y medios, así como de los funcionarios y los téc­
nicos. Cada tres años el equipo se renueva y los programas y proyectos 
no tienen necesariamente continuidad. Sin embargo, es obvio que los 
recursos humanos son de fundamental importancia para lograr una ac­
tuación gubernamental tanto eficiente como democrática y de la capa­
cidad profesional y política de los mismos depende, en gran medida, el 
tipo de relaciones que entabla el gobierno local con la ciudadanía.

La autoridad máxima en el municipio es el presidente municipal, 
el cual ocupa ese puesto a través de la elección de la ciudadanía, y es 
posible advertir que en el nivel local tiende a prevalecer la figura per­
sonal por sobre la pertenencia partidaria. En el caso de las ciudades del 
norte del país aquí estudiadas, se advierte un perfil empresarial en los 
alcaldes, rasgo que parecen compartir tanto los que pertenecen al 
PAN como al PRI. Esto debe atribuirse al dinamismo que poseen las 
actividades privadas que han estimulado el intenso crecimiento pobla- 
cional de esta región y a la cultura política local que se ha nutrido con 
la incorporación a los partidos políticos existentes de sectores empre­
sariales modernos. Puede decirse que los presidentes municipales de 
estas ciudades ejercen un liderazgo personal y a la vez muestran gran 
capacidad política para gobernar la sociedad local.

Por otra parte, estos municipios cuentan con equipos de técnicos 
y profesionistas con un buen nivel de calificación, los cuales han ela­
borado e implementado planes de desarrollo urbano de las ciudades.
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N o puede decirse que sea la falta de leyes, reglamentos, bandos, pla­
nes y programas de desarrollo urbano lo que caracteriza la gestión de 
las ciudades estudiadas. A los planes de desarrollo municipal y de de­
sarrollo urbano se agregan programas especiales, como son los deno­
minados “Juárez nuevo” o “Nuevo Saltillo” que formularon los go­
biernos panistas, los cuales, a pesar de no contener un proyecto urba­
nístico explícito, expresan la capacidad local de ejercer la planeación 
de su territorio. D e igual forma, enToluca, municipio priísta que nun­
ca conoció la alternancia política, existen desde hace más de dos dé­
cadas equipos de planeación territorial que han desarrollado activida­
des profesionales pioneras, que incluso fueron incorporadas al gobier­
no federal, principalmente cuando, en 1976, se creó la Secretaría de 
Asentamientos Humanos y Obras Públicas.

A excepción de la Delegación Miguel Hidalgo, que hereda un Plan 
Delegacional realizado en el nivel central, en los casos estudiados exis­
ten instrumentos de planeación del territorio elaborados localmente o 
con el apoyo del gobierno estatal o federal cuando así fue requerido. 
A los mismos se agregó, en el último sexenio, el Programa de las 100 
ciudades realizado por la entonces Secretaría de Desarrollo Urbano y 
Ecología, que fue la base para que la inversión federal en infraestruc­
tura y equipamiento se distribuyera entre el centenar de ciudades me­
dias que existen en el país.

N o obstante, en las ciudades estudiadas se cuenta con los mejores 
equipos de técnicos, y son claras las limitaciones que se observan en la 
gestión territorial de los gobiernos locales en relación a las distancias 
e inclusive el divorcio que existe entre la planeación y las acciones 
efectivamente realizadas en el territorio y, la necesidad de asumir fun­
ciones para las cuales los gobiernos locales no tienen competencias le­
gales ni recursos económicos para desarrollarlas (por ejemplo vivien­
da, transporte).

Respecto a esto último y de acuerdo con la legislación vigente (ar­
tículo constitucional 115), los municipios tienen facultades muy am­
plias y, a la vez, muy estrechas. Son muchos los municipios del país que 
manejan con dificultades un catastro actualizado; no cobran los im­
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puestos, contribuciones y demás ingresos que les corresponden; no 
administran o lo hacen con un mínimo nivel de eficiencia los servi­
cios de agua potable, basura, limpia, jardinería, rastros; no están en con­
diciones de planear las formas de ocupación y usos del suelo o crear 
y controlar las reservas territoriales. Sin embargo, también son muchos 
los municipios (y los aquí estudiados son ejemplo de ello) que asumen 
no sólo tales funciones, sino también, otras como: el suministro de 
transporte público o la promoción económica del territorio, el desa­
rrollo de programas de vivienda popular o la producción de equipa­
miento e infraestructura.

En esta investigación se advierte claramente que en tanto existe 
una demanda insatisfecha que se expresa ante la autoridad local, és­
ta se ve en la obligación de dar una respuesta (la cual no necesaria­
m ente es una solución), aún cuando no existan competencias lega­
les ni recursos para hacerlo. Esto es así, porque es la autoridad que 
tiene una mayor e inmediata visibilidad social en el espacio local. El 
corolario es que ésto contribuye a fortalecerla en tanto pueda aten­
der las demandas sin afectar otros intereses o a debilitarla cuando no 
pueda hacerse cargo de las mismas. Por ejemplo, en el caso de la vi­
vienda de interés social, los municipios y las delegaciones del D.F. ca­
recen de facultades para actuar y, sin embargo, ésta es una de las prin­
cipales demandas que la ciudadanía expresa al gobierno local. Las in­
vasiones de tierras en Ciudad Juárez o las presiones de la Asamblea 
de Barrios en la Delegación M iguel Hidalgo, son ejemplos ilustrati­
vos de esta situación.

De igual forma, no todos los servicios públicos están en manos 
de los gobiernos locales. Es cierto que a partir de 1983 le correspon­
de a los municipios administrar los servicios de agua potable, pero el 
traspaso de los gobiernos estatales a los municipales ha sido lento y 
lleno de obstáculos de tipo administrativo, técnico y político. En los 
casos de Mazatlán y Saltillo se pone en evidencia las dificultades que 
debe sortear el gobierno local, cualquiera sea el partido político que 
lo gobierna, para cumplir con una de las funciones que legalmente 
le competen.
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Ahora bien, cuando la comunidad participa junto al gobierno, el 
municipio adquiere una identidad más fuerte, es en sí mismo un actor 
colectivo que está en mejores condiciones de negociar frente a otras 
instancias del gobierno federal o estatal para obtener recursos que le 
permitan atender las demandas de su comunidad; y para ello, uno de 
los problemas que debe resolver acertadamente un gobierno local es 
precisamente el relacionado con las formas de representación social 
(Ziccardi 1994a).

En este sentido, puede confrontarse la eficacia política que logra 
la burocracia local de municipios que aceptan una representación 
corporativa (Toluca), con las dificultades para generar consenso que 
tienen los municipios gobernados por partidos de oposición, en los 
que se buscan otras fórmulas de representación y relación con la 
ciudadanía (Pátzcuaro, Saltillo). También se advierten interesantes e 
innovadoras experiencias de gestión local, en León, donde se im pul­
só el llamado Desarrollo Organizacional, a través del cual se pro­
mueve una actuación basada en la honestidad de los funcionarios y 
la participación de la población organizada2. Finalmente, es intere­
sante el caso de la ciudad de Durango, donde el gobierno local en­
frenta las dificultades propias de organizaciones populares que han 
transitado de la oposición a ocupar el gobierno local, lo cual de­
muestra las limitaciones de capitalizar un liderazgo popular desde 
in terior de una estructura institucional que actúa con la inercia pro­
pia de la burocracia.

R elaciones intergubernam entales vs Autonom ía

Por un lado, el gobierno local es un intermediario entre la ciudadanía 
y otros niveles de gobierno. Por otro, el reclamo de autonomía m uni­
cipal es enarbolado por la gran mayoría de los municipios mexicanos.

2 Sobre el concepto de innovación aplicado al análisis de las organizaciones públicas, véa­
se Arellano y Cabrero (1993). 87
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Por ello, el municipio debe resolver difíciles, complejas y contradicto­
rias relaciones en el interior de los aparatos gubernamentales3.

Las relaciones intergubernamentales son de diferente tipo pero tal 
vez las centrales son las que el gobierno local entabla para obtener re­
cursos e inversiones que controla el gobierno estatal y federal, parti­
cularmente, el m onto y la forma de obtención de las participaciones 
federales encierran varios problemas. Es conocida la inequitativa re­
partición de los recursos de la federación entre el gobierno central, los 
estados y los municipios, la cual a inicios de los noventa era de 80%, 
17% y 3% respectivamente. Por otra parte, para una gran mayoría de 
municipios del país las participaciones federales continúan siendo los 
principales recursos de que disponen (Centro de Servicios Municipa­
les Heriberto Jara 1991). Esto trae aparejado que la actuación del go­
bierno local tenga una estrecha dependencia con los otros dos niveles 
de gobierno.

A pesar de ello, en la última década, la generación de recursos pro­
pios se ha visto incrementada en muchos municipios. Las modifica­
ciones introducidas al artículo 115 de la Constitución permitieron al 
gobierno local recaudar los impuestos predial y de traslado de domi­
nio, así como cobrar por los servicios que ofrece tales como el agua, 
recolección de basura, etc. Este proceso ha sido lento y difícil tal co­
mo se advierte en Mazadán, donde la autonomía económica a través 
de la generación de recursos propios enfrentó dificultades relaciona­
das con la falta de una administración m oderna (catastros no actuali­
zados, falta de equipos de cómputo, limitaciones en la capacitación del 
personal), así como indefiniciones legales respecto de las competen­
cias entre niveles de gobierno.

Son constantes los reclamos de autonomía económica y financie­
ra que expresan los gobiernos locales pero, principalmente, son los 
municipios más ricos del país (y en particular los que se encuentran 
en manos de gobiernos de oposición), los cuales no sólo cuestionan

88 3 Sobre las relaciones intergubernamentales véase varios artículos publicados en: Merino 
(1992).
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los bajos montos de las participaciones recibidas sino el complejo pro­
cedimiento para fijar el m onto de las mismas y su disponibilidad en los 
tiempos en que se requieren. Heredar una deuda contraída por un go­
bierno anterior que compromete el gasto, o recibir los recursos entra­
do ya el año con la obligatoriedad de ejercer los recursos antes de que 
culmine el mismo, encierra necesariamente tensiones y altas cuotas de 
ineficiencia administrativa en el interior del gobierno municipal, en­
tre niveles de gobierno y entre los actores involucrados, (empresas que 
suministran servicios, usuarios que demandan calidad, etc.).

Cuando el municipio está controlado por un partido de oposición, 
las dificultades para obtener los recursos de las participaciones federa­
les suelen incrementarse, tal como se ejemplifica en el caso de León4. 
Sin embargo, el caso de Pátzcuaro, municipio cuyo alcalde en el pe­
ríodo estudiado es un miembro del PRD, indica que contrariamente 
a lo ocurrido en otros casos, la federación incrementó sustancialmen­
te la inversión y esta ciudad pasó a ser una de las que más recursos re­
cibió del programa de las 100 ciudades y la de mayor inversión en el 
Estado. Lo singular aquí es que estos recursos provistos por el gobier­
no federal fueron capitalizados políticamente por el gobierno estatal 
(Priísta), quien definió su aplicación en el espacio local, lo cual fue una 
de las principales fuentes de conflicto con las autoridades municipales.

Pero la falta de autonomía y las difíciles relaciones interguberna­
mentales no son solamente problemas que surgen de la inequitativa 
distribución de los recursos, sino también de la disponibilidad y con­
trol que sobre los mismos pueda ejercer el gobierno local. Por esta ra­
zón, los gobiernos de oposición, cuando las condiciones económicas 
y sociales de sus territorios lo perm iten, han sabido sortear sus difi­
cultades financieras generando recursos propios, más allá de que para 
ello se necesita contar con infraestructura técnica. Esta política sólo es 
posible en ciudades en las que vive una población que posee niveles 
de ingresos suficientes para que el gobierno local pueda cobrar e in­

4 Véase Guillén (1994); Pardo. (1994); Centro de Servicios Municipales Heriberto Jara 
(1991). 89
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crementar los impuestos y el pago de los servicios; sin embargo, aún 
así, esta forma de sanear las finanzas locales suele generar desconten­
to porque entre otras cosas, no siempre el incremento de los impues­
tos y contribuciones se traduce en mejoras en la prestación de los 
servicios públicos. En Saltillo se puede constatar una situación de es­
te tipo, complicada aún más por el hecho de que el gobierno estatal 
no quería ceder al municipio su legítimo derecho a percibir el im ­
puesto predial.

O tra forma a través de la cual el gobierno local recibe recursos de 
la federación es la realización de obras donde participan diferentes 
instancias del gobierno federal. Estas obras pueden beneficiar a la co­
munidad local, pero muchas veces generan conflictos que debilitan a 
los gobiernos locales, sin que estos hayan necesariamente participado 
en el proceso decisorio o en la ejecución de las mismas, aún cuando 
la legislación (ley de obras públicas, ley general de asentamientos hu­
manos) prevé su intervención. En general, la realización de obras rea­
lizadas con recursos de la federación supone relaciones complejas en­
tre niveles de gobierno. En Mazatlán, según su autor, las relaciones 
entre las instituciones del gobierno federal (SEDUE, SRA, C O - 
RJETT) y el gobierno municipal se ponen “al rojo vivo” por la inge­
rencia de las primeras en los procesos de transformación de la pro­
piedad del suelo para incorporarlo a usos turísticos. Esta situación se 
dio en una ciudad en la que prevalecía una relación muy próxima en­
tre el gobierno estatal y el municipal, lo cual perm itió neutralizar el 
poder de la elite local.

Pero ello no quiere decir que los gobiernos locales pretendan 
siempre prescindir del apoyo del gobierno federal. En Saltillo, el go­
bierno panista mantuvo relaciones de apoyo técnico en ecología con 
la SEDUE, y en Pátzcuaro, la acción de esa misma secretaría permitió 
realizar obras para proteger las condiciones naturales de un territorio 
del que dependen las principales actividades productivas que desarro­
lla la comunidad local y la generación de actividades turísticas de ni­
vel nacional. En el caso de Toluca, tal vez por ser un municipio de un 
estado donde no existe prácticamente competencia política, se advier­
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te cierto pragmatismo respecto a la procedencia de los recursos: los 
funcionarios expresan que no importa si estos proceden del nivel es­
tatal o local, lo importante es que beneficien a la ciudad.

Sin duda, lo que los gobiernos locales reclaman son reglas del ju e ­
go claras entre los niveles e instancias de gobierno. En este sentido, el 
trato entre el gobierno municipal y el estatal es difícil cuando se trata 
de partidos diferentes, los cuales ocupan uno u otro nivel de gobier­
no. En León, por ejemplo, uno de los principales reclamos expuestos 
por el gobierno municipal panista fue un trato justo por parte del go­
bierno estatal priísta.

En el último sexenio el PRONASOL ha sido un nuevo ingredien­
te en el interior de estas difíciles relaciones intergubernamentales. So­
bre todo en los primeros años de su creación no se resolvió adecuada­
mente la forma de involucrar a los gobiernos locales y, en contrapar­
tida, se crearon estructuras de distribución de recursos paralelas a es­
tos. La intención original fue anular intermediarismos tradicionales 
(en muchos casos protagonizados por los gobiernos estatales y locales) 
que impedían que los recursos llegaran a los sectores sociales más ne­
cesitados (Consejo Consultivo de PRONASOL 1994). Pero al asig­
narse los mismos directamente a los comités de solidaridad y en for­
ma “etiquetada” o “amarrados” , se impidió que el gobierno local pu­
diera decidir conjuntamente con la comunidad el destino de los mis­
mos5. Esto llevó a que prioridades y tipos de obras no estuviesen coor­
dinados con los compromisos y planes que habían sido formulados por 
la autoridad local con anterioridad. En León y Pátzcuaro estos proble­
mas tensaron las relaciones entre el municipio y la SEDESOL, vistas 
éstas desde una perspectiva principalmente operativa. Pero se afirma 
también que el PRONASOL se manejó con criterios políticos elec­
torales6 y en este libro se analiza precisamente el caso de Durango, ca­
pital del estado, gobernada por el Partido del Trabajo, partido de opo­
sición, que nace vinculado al ejecutivo federal y para el cual la dispo­

5 Véase también Pardo (1994).
6 Véase Molinar y Weldom (1994); Dresser (1994). 91
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nibilidad de recursos en el municipio fue fundamental para su forta­
lecimiento y consolidación, no sólo como gobierno local sino como 
partido político. En contrapartida, en Pátzcuaro, el tratarse de un go­
bierno perredista llevó a que PRO NASO L invalidase su autonomía, 
creando una estructura de atención de las demandas paralela al go­
bierno municipal, con lo cual se logró debilitar la autoridad local fren­
te a la comunidad.

G obierno local: alternancia y pluralism o

Para el ejercicio del gobierno, la ciudadanía elige a través de elección 
directa y entre los candidatos de los partidos políticos al presidente 
municipal y a los miembros del Cabildo (regidores por mayoría y por 
representación proporcional y síndicos). Así, la ciudadanía delega la re­
presentación (política) en representantes de partido7. En esta investi­
gación, en el único caso entre los estudiados en el que la ciudadanía 
no elige a las autoridades locales es la Delegación Miguel Hidalgo, ya 
que en el D.F., el delegado, aún con las reformas recientes, es designa­
do por el Jefe del Departamento del Distrito Federal.

En los municipios se reproduce el presidencialismo que caracteri­
za al sistema político mexicano. Sin embargo, el alcalde no siempre es 
una figura fuerte puesto que ello depende de los recursos que maneja 
el gobierno y de la posición que ocupa el municipio en la cadena de 
poder de la que forma parte. La situación es particularmente compleja 
cuando se trata de un municipio que es una ciudad capital. Aquí se 
tensan las relaciones ya que el gobernador y el presidente municipal 
deben aprender a convivir en un mismo territorio, sin que las funcio­
nes y responsabilidades de uno y otro nivel de gobierno en la gestión

Según información proporcionada por el Centro Nacional de Desarrollo Municipal al 
7 de julio de 1994, de 2392 municipios existentes 2131 eran presididos por el PRI, 101 
por el PAN, 83 por el PRD, 12 por el FCRN, 9 por el PARM, 2 por el PRT, 2 por el 
PT, 6 por otras agrupaciones políticas y 41 Municipios eran gobernados por un Con­
sejo Municipal,
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del territorio estén clara y legalmente definidas. Esto obviamente es 
aún más difícil cuando el gobernador y el alcalde pertenecen a dife­
rentes partidos políticos.

Por otra parte, el hecho que los funcionarios estatales hayan ocu­
pado con anterioridad cargos en el gobierno municipal no favorece 
necesariamente las gestiones locales. Por el contrario, un secretario de 
gobierno estatal que con anterioridad fue presidente municipal de la 
capital de un estado, sostuvo que este tipo de experiencias en lugar de 
beneficiar al municipio lo perjudican ya que funcionarios de un nivel 
superior se sienten con autoridad para opinar y decidir sobre las polí­
ticas y acciones del gobierno local.

Otra cuestión importante relacionada con la alternancia es la du­
ración del mandato. Por lo general suele decirse que tres años es un 
plazo muy corto para desarrollar planes y acciones. Sin embargo, pare­
ce más adecuado afirmar que tres años son pocos cuando las autorida­
des gozan del aprecio de la ciudadanía, pero son muchos cuando se 
trata de malos gobernantes. En el caso de los gobiernos municipales 
aquí considerados, se trata de presidentes municipales que contaron 
con el apoyo de las mayorías que lo escogieron y que su desempeño 
puede ser considerado exitoso. Sin embargo, en dos casos León y M a- 
zatlán, sus alcaldes no terminaron su mandato; en el prim er caso, su 
alejamiento se debe a que asumió el cargo de gobernador interino y 
en el segundo, para aceptar un cargo en el gobierno federal. En el ca­
so de Saltillo su presidente municipal interrumpió su actuación en el 
gobierno local para postularse a candidato a gobernador; aunque en 
esa ocasión no obtuvo éxito luego alcanzó el cargo de senador. Es de­
cir, la carrera política, tal como ocurre en otros cargos de elección, se 
antepone a compromisos y programas adquiridos frente a la ciudada­
nía que lo escogió para gobernar la ciudad. Los costos de una rápida 
rotación en los cargos públicos suelen ser altos sobre todo cuando el 
período legal de duración del gobierno municipal es de sólo tres años. 
N o obstante, a ello se agrega el hecho de que un regidor o un conse­
jo  municipal pasa a ocupar interinamente la presidencia lo cual com­
plica aún más la gestión.
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La fórmula que prevalece en los gobiernos locales es un ejecutivo 
fuerte y un cabildo débil; ello es consecuencia del bajo grado de plu­
ralismo político que prevalece en la composición de los cabildos, aún 
cuando desde 1983, legalmente la oposición tiene derecho a estar re­
presentada proporcionalmente en el mismo.

Los regidores son representantes políticos que desarrollan funcio­
nes de administración, ya que se transforman en gestores de las de­
mandas de su clientela política ante diferentes instancias de la buro­
cracia local. Los métodos que se utilizan van desde el acceso perso­
nal por vías informales, a la presión política partidaria, la movilización 
de los interesados, o la creación de situaciones de fuerza. N o puede 
decirse que el éxito de las gestiones que realiza un miembro del ca­
bildo por determinada demanda de la comunidad dependa exclusi­
vamente del partido político al que pertenece. En las sociedades lo­
cales, el acceso informal a la burocracia a través de relaciones de pa­
rentesco o amistad suele ser una forma eficaz para lograr una respues­
ta de la administración a una demanda, la forma y canales como se 
resuelve la misma tiene efectos políticos que pueden expresarse en el 
voto ciudadano.

La alternancia política puede contribuir a que por la vía de la 
competencia partidaria se mejore el desempeño de la burocracia que 
actúa en el gobierno local8, pero la vieja división entre administrado­
res y políticos se reproduce a nivel local y es uno de los problemas que 
debe resolver acertadamente el gobierno municipal. Hoy no existen 
reglas de actuación claras entre unos y otros, entre quienes formulan 
las políticas públicas y quienes vehiculizan a través de canales políti­
cos las demandas y exigencias de la ciudadanía.

Entre los casos de estudio se advierten experiencias innovadoras 
tales como la de Mazatlán, donde la designación de los síndicos se hi­
zo por votación de los miembros del cabildo, lo cual no es una prác­
tica frecuente en el interior del partido oficial. En el anáfisis del Ca­
bildo de Torreón se advierte la importancia que tiene la presencia de

94 8 Véase Pardo (1994).
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una regidora de oposición (PRD) que supo crear condiciones para 
ocupar con dignidad un cargo en el cabildo, logró que el presidente 
municipal apoyase la cuestión social y controló la aplicación de los re­
cursos del ayuntamiento y del PRONASOL. En este trabajo se pone 
de manifiesto que a pesar de ser las mujeres las principales protagonis­
tas de las luchas y movimientos sociales urbanos y que han demostra­
do reiteradamente capacidad para desempeñar un cargo público, las 
posibilidades de que sean incorporadas al gobierno local en diferentes 
cargos son muy pocas9. Esto expresa la falta de pluralismo social que 
prevalece en la composición de los ayuntamientos y confirma la idea 
de que en el interior de estos existen aún muchas barreras para gene­
rar una situación de igualdad de oportunidades entre géneros para ac­
ceder a los puestos de dirección.

En contraste con esta realidad municipal, en la Delegación Miguel 
Hidalgo, un número considerable de puestos de dirección, la presiden­
te de la junta de vecinos y un amplio número de organizaciones veci­
nales, son mujeres. El hecho de que se trate de cargos por designación 
o elección no parece ser lo determinante, sino el vivir en la gran ciu­
dad, donde a pesar de todas las barreras que aún existen, las mujeres 
tienen mayores posibilidades y recursos para vencerlas y ocupar pues­
tos de dirección, tanto en la administración pública como en las orga­
nizaciones sociales.

También los Cabildos son espacios donde se hacen públicas las re­
laciones entre el gobierno (la administración en este caso) y las orga­
nizaciones ciudadanas. En Mazatlán, por ejemplo, el Cabildo fue un 
espacio de luchas en el interior del PR I local, que permitió hacer pú­
blicos los problemas e intereses de los diferentes grupos de poder lo­
cal. Pero también el Cabildo puede transformarse en una fuente de in- 
gobernabilidad, como sucedió con el comportamiento que tuvieron 
los regidores priístas en León y Saltillo durante las alcaldías panistas es­
tudiadas.
9 Véase Massolo (1992) y (1994). Según datos del Centro Nacional de Desarrollo Mu­

nicipal, en junio de 1994, sólo 86 municipios de los 2392 municipios que entonces te­
nía el país eran presididos por mujeres, es decir un 3,6%. 95
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En síntesis, la falta de pluralismo político y social, y las limitadas 
experiencias de alternancia política en el gobierno local son rasgos 
distintivos de la democracia local. Las posibilidades de que las ciuda­
des sean espacios en los que el acceso a los bienes y servicios básicos 
se efectué con equidad son realmente restringidas. Los intereses par­
ticulares tienden a prevalecer sobre los de la comunidad y nuestras 
ciudades se expresan cada vez más los efectos de la fragmentación y la 
segregación social existente (Fainsten et al. 1992; Jacobs 1992).

La Participación y las dem andas ciudadanas

Es realmente difícil analizar las relaciones que entabla el gobierno 
local con la ciudadanía de manera general, puesto que cada espacio 
analizado presenta una particular morfología social. N o obstante, dos 
temas que deben ser considerados son los de representación y la par­
ticipación social10 11.

U na primera distinción que debe introducirse en relación con la 
participación es entre las estructuras de participación institucionales y 
la participación ciudadana autónoma11.

Aun cuando uno de los rasgos más llamativos de la legislación m u­
nicipal es su diversidad y la inexistencia de un cuerpo legal que pue­
da contemplar la heterogeneidad municipal, la misma contiene refe­
rencias a formas y mecanismos de participación social local12; salvo el 
caso de Mazatlán, donde la Ley Orgánica Municipal no considera la 
participación ciudadana y el único órgano de participación social que 
existe en la época es el Comité de Planeación Municipal, hemos iden­
tificado diferentes estructuras institucionales de participación: comités 
de vecinos de manzanas, colonias, subdelegaciones y delegaciones, así 
como comisiones de planeación en las que participan urbanistas y di­

96
10 Véase Ziccardi (1994a).
11 Entre otros véase: Berry et al. (1993); Del Brutto (1986); Cunnill (1991).
12 Véase Acedo et al. (1992)
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ferentes profesionistas. Todas estas organizaciones vecinales y comuni­
tarias demandan bienes y servicios urbanos, atienden las demandas más 
inmediatas de la ciudadanía y son sus intermediarios ante el gobierno 
local. En otros casos, se trata de organizaciones vinculadas al partido 
oficial (por ejemplo la C N O P  en Saltillo) y también existen formas de 
representación de grupos empresariales o de profesionistas, tal como se 
advierte en Toluca, León, Juárez y Torreón. Pero es interesante señalar 
que en algunos municipios se han dado experiencias de participación 
directa de la ciudadanía tales como las sesiones de cabildo abiertas o 
las audiencias públicas del alcalde y su equipo de gobierno.

Sin embargo, el crear canales institucionales para la participación so­
cial no garantiza que los ciudadanos sean protagonistas del diseño y for­
mulación de las políticas locales. Por el contrario, puede tratarse única­
mente de un intento de legitimar ciertas políticas formuladas por la bu­
rocracia, tanto del gobierno local como de otras instancias de gobierno.

En el nivel local se advierte también la fuerte presencia de organi­
zaciones sociales autónomas en las que participan los sectores popula­
res, que hacen del gobierno local el principal interlocutor de sus de­
mandas (tierra, vivienda, servicios públicos). Expresión de las mismas 
ha sido, durante los años ochenta, la constitución de un movimiento 
urbano popular de nivel nacional el cual se nutrió con las organizacio­
nes populares del interior del país13. El estudio sobre la actual gestión 
urbana en Durango analiza los costos y beneficios que tienen estos 
grupos cuando deciden participar en la competencia electoral y logran 
el control del gobierno local.

Sin embargo, apelar a la participación de la ciudadanía a través de 
diferentes instancias y programas de gobierno (órganos auxiliares, co­
mités de vecinos, comités de solidaridad) puede contribuir a generar 
un efecto social contrario y cercano al inmovilismo social. Los secto­
res populares son los que más apoyo requieren, los que necesitan de­
dicar más tiempo a actividades económicas que garanticen su sobrevi-

13 Existe una abundante bibliografía sobre el surgimiento y  desarrollo de los movimien­
tos sociales urbanos, entre otros véase Ramírez (1986); Moctezuma (1987).
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vencía y la de su familia, y es a ellos a los que se les exige que contri­
buyan con su trabajo y que participen social y políticamente. Así, 
mientras que las capas medias y altas de la población tienen garantiza­
dos en sus colonias la infraestructura (calles, instalaciones de agua po­
table y drenaje) y los equipamientos (escuelas, centros de salud), las 
clases populares para acceder a los mismos deben aportar trabajo co­
munitario, aún cuando sus viviendas estén regularizadas y paguen el 
impuesto predial. Más allá del valor social que pueda darse al trabajo 
comunitario, este es uno de los procesos en los que se advierte más 
claramente la inequitativa distribución de bienes y servicios urbanos 
que prevalece en nuestras ciudades.

O tra distinción importante es en términos de participación políti­
ca (la cual suele medirse a través del voto) y la participación social. 
Respecto a la primera se advierte una paradoja interesante. Por un la­
do, en las elecciones municipales se registra un elevado índice de abs­
tencionismo, lo cual es considerado un indicador de despolitización y 
de las limitaciones de la democracia local en México. Por otro, el ele­
vado número de los conflictos poselectorales que se registran en los 
municipios (toma de alcaldías, desconocimiento de autoridades, for­
mas de violencia espontánea y organizada) son una de las más im por­
tantes fuentes de ingobernabilidad (Centro de Servicios Municipales 
H eriberto Jara 1991, Boletín Municipal Artículo 115). Esto expresa 
que la actuación de los partidos políticos a nivel municipal está subor­
dinada a las relaciones sociales tradicionales del ámbito local, que res­
tringen las posibilidades de concretar la consigna de “hacer del m uni­
cipio una escuela de la democracia” . Sin embargo, al mismo tiempo, 
lejos de reflejar ausencia de politización ciudadana indica que se po­
litizan conflictos que tienen otro origen.

Al mismo tiempo, en el espacio local las fronteras entre la partici­
pación social y la participación política son difusas. El caso de Ciudad 
Juárez, en el período estudiado, es ilustrativo de esto ya que allí por 
primera vez la oposición gana la presidencia municipal, habiendo si­
do constituido para ello un Frente Cívico de Participación Ciudada­
na que apoyó la candidatura de un panista.
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Al hacer referencia a la participación social en los gobiernos loca­
les como una forma de procesar las demandas de la ciudadanía se ad­
vierte que históricamente, desde los años cuarenta, se instala una fuer­
te estructura corporativista y partidaria que canaliza esa participación. 
El sistema político posrevolucionario creó y se sustentó en estructura 
de representación social basada en las relaciones capital-trabajo. Así, 
sindicatos y empresarios fueron los principales actores alrededor de los 
cuales se formuló la política social de los asalariados y, en los años se­
tentas, se diseñó una ambiciosa política de vivienda centralizada y 
clientelista con la creación del INFONAVIT, FOVISSSTE, y demás 
organismos de este tipo. Si bien el principal interlocutor, tanto de las 
organizaciones de asalariados como de no asalariados que demandaban 
bienes urbanos fue el gobierno federal, los gobiernos locales fueron un 
bastión, y para muchos líderes populares el prim er escalón de su tra­
yectoria política. El municipio fue un espacio de aprendizaje político, 
una instancia de gobierno en la cual el partido gobernante actuó he- 
gemónicamente y desde la cual se distribuyeron o se permitió el ac­
ceso a bienes y servicios urbanos (tierra, agua, etc.). Para las grandes 
mayorías que no podían acceder a estos bienes por la vía del mercado, 
las prácticas clientelistas fueron la opción que debieron aceptar, y es­
tos procesos contribuyeron a que la administración municipal, en lu­
gar de representar los intereses del conjunto de la sociedad local, for­
mulara políticas, proyectos, acciones que benefician a determinados in­
tereses locales. Así, las ciudades son en gran medida el resultado y la 
expresión espacial de esta forma de gestión que contribuyó a reforzar 
la fragmentación y la segregación social y territorial.

Los gobiernos controlados por partidos de oposición tratan de 
romper con estas formas de representación (León, Saltillo, Pátzcuaro), 
y con ello ponen a prueba la gobernabilidad, ya que se afectan los in­
tereses de importantes grupos locales y extralocales que han actuado 
tradicionalmente, sobre y en los gobiernos municipales, como verda­
deros grupos de presión. Por ejemplo, en esta investigación se analiza 
el poder de estos grupos en el sector turismo en Mazatlán, a fin de lo­
grar que sus intereses prevalezcan sobre los de otros grupos locales. 99
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Procesar las demandas correctamente exige conocer previamente 
¿Quién representa a quienes y para qué? Pero, sin duda, contestar esta 
pregunta implica en muchos casos que la autoridad local deba enfren­
tar situaciones abiertamente conflictivas, como las que se dieron entre 
las organizaciones sindicales vinculadas a la provisión de los servicios 
urbanos y los gobiernos de las ciudades de León y ciudad Juárez.

Hoy, la sociedad y el Estado mexicano se reestructuran profunda 
y rápidamente. Nuevas y diferentes formas de producir bienes y ser­
vicios transforman la morfología social. En las grandes ciudades, en 
las zonas metropolitanas del país se experim entan rápidos e intensos 
procesos de desindustrialización y tercerización de la economía, es­
to conllevan la pérdida de un considerable núm ero de empleos asa­
lariados y estables, la proliferación de actividades informales y el de­
bilitamiento de la representación sindical. La presencia de los vende­
dores ambulantes se da en casi todos los centros de las ciudades m e­
xicanas, y en todas las aquí estudiadas. Esto constituye uno de los 
principales problemas (no estrictamente urbano sino económ ico y 
social) que deben enfrentar los gobiernos locales. Aún cuando las 
posibilidades de que estos participen en la elaboración de las políti­
cas económicas sean muy reducidas, el gobierno local deberá imple- 
m entar una política, ya que los sectores populares reclaman su dere­
cho al trabajo, y el comercio establecido que paga impuestos recla­
ma el ejercicio de la autoridad. Cabe preguntarse entonces: ¿Cómo 
conciliar intereses tan contradictorios sin debilitar al gobierno local? 
Por ello las autoridades locales, sin tener facultades legales ni recur­
sos suficientes, diseñan programas puntuales (por ejemplo relocaliza­
ción de ambulantes, construcción de nuevos mercados) que no re­
suelven el problema de fondo (el desempleo o subempleo urbano) 
pero que contribuyen a disminuir el conflicto social. También hay 
casos en los que diseñan alguna estrategia de fomento económ ico de 
corto plazo, dados los tres años que dura el gobierno municipal, a 
través de la cual se intenta publicitar las condiciones de com petiti- 
vidad que ofrecen el territorio  y la sociedad local (por ejemplo 
abundante y /o  calificada mano de obra, disponibilidad de infraes­
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tructuras, proximidad con grandes centros de comercialización y 
consumo de productos, puertos para la exportación).

Actualmente, la flexibilización del proceso productivo permite que 
muchos productos se realicen en diferentes ciudades del país o del ex­
tranjero, y para algunos productos no se requieren ya las ventajas loca- 
cionales de la concentración. Pero la maquila, en el caso de ciudad Juá­
rez, es un buen ejemplo de los requerimientos de infraestructura 
(agua) y servicios (recolección de basura) que tienen estas actividades, 
y que debe proveer el gobierno local. Es cierto que las mismas gene­
ran masivamente empleo, principalmente femenino, pero también lo 
es que el municipio debe dar respuesta a exigencias empresariales las 
cuales son expuestas a través de diferentes canales (formales e informa­
les) de participación.

Las reivindicaciones ciudadanas en torno a problemas ambientales 
es otra cuestión que permite observar la presencia de nuevos actores 
sociales que participan autónomamente. Ejemplos tan contrastantes 
como la Delegación Miguel Hidalgo y el Municipio de Páztcuaro in­
dican la importancia que encierra la cuestión ambiental y la defensa 
que hace la ciudadanía de la misma, independientemente de su posi­
ción económica y social. En este campo como en otros han surgido 
de la ciudadanía organizaciones no gubernamentales (ONG) en las 
que profesionistas y técnicos cumplen funciones de apoyo a la comu­
nidad y, en los últimos años, en el contexto de la reforma del Estado, 
su actuación ha sido legitimada por las instituciones de la política so­
cial en general, y de las políticas urbanas en particular14.

Los cambios demográficos también deben ser considerados por la 
autoridad local. Los jóvenes reclaman fundamentalmente empleos con 
una remuneración adecuada pero también demandan espacios depor­
tivos y de recreación. El programa que promovió el presidente m uni­
cipal de Ciudad Juárez llamado “Los jóvenes de los barrios” , a pesar de 
las resistencias sociales que generó, intentaba precisamente integrar so­
cialmente a estos en actividades propias del municipio.

14 Véase Reilly (1994). 101
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También nuevas generaciones de profesionistas reclaman lugares 
en el m undo del trabajo y espacios de participación social y política 
local, y dan lugar a la creación de consejos o comités que inciden en 
diferente grado, en el diseño de las políticas públicas de nivel local.

Finalmente, en el sexenio salinista, PRO NASO L ideó una nueva 
forma de participación institucionalizada, puesto que este programa 
requirió de la creación de instancias específicas de organización de la 
comunidad entre los cuales se encuentran los comités de solidaridad. 
Esto, como un requisito para otorgarles los recursos federales y pre­
tender crear un vínculo directo de éstas con el gobierno federal 
(Consejo Consultivo del PRO NASO L 1994).

Todo ello indica que si bien en el mediano plazo es difícil que se 
debilite la presencia de los tradicionales intermediarios y los grupos 
de poder local, la autoridad municipal deberá actuar reconociendo, 
respetando y alentando la participación de nuevos actores que actúan 
en el espacio local. Es precisamente sobre la base de la participación 
ciudadana, en la tarea de gobernar los espacios locales, como se pue­
de construir una democracia participativa.

102



Gobernabilidad y 
participación ciudadana 
en la ciudad Capital*

Introducción

P ara la Ciudad de México, como para las demás megalopolis la­
tinoamericanas, la globalización económica implica redefinir su 
rol en tanto espacio organizador de gran parte de la economía 
nacional y de la integración del país al circuito internacional. La apli­
cación de políticas neoliberales provoca efectos directos sobre la orga­

nización y suministro de los principales servicios públicos (privatiza­
ción, disminución o eliminación de subsidios, incremento de tarifas), 
así como también cambios en el interior de las instituciones guberna­
mentales de nivel local. De igual forma, el mercado de trabajo urbano 
se transforma, particularmente en algunos segmentos como conse­
cuencia de la expansión de un terciario moderno vinculado a la infor­
mática y a las finanzas, y un crecimiento del trabajo informal para la 
mano de obra con menor grado de calificación.

Todo ello coincide en un contexto político y social signado por 
exigencias crecientes de la sociedad en relación con la democratiza­
ción política y de apertura de canales de participación ciudadana.

★ En Ziccardi, Alicia (1998a) Gobernabilidad y participación ciudadana en la ciudad Capital. 
México: Miguel Ángel Porrúa, IISUNAM. Cap. 1. 103
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Las metrópolis a las que hacemos referencia, son realidades com­
plejas constituidas por la integración de unidades espaciales diferen­
ciadas, la existencia de autoridades de diferente nivel jerárquico y la 
presencia de una ciudadanía segmentada en su identidad territorial y 
social. Las bases de su gobernabilidad fueron instituciones y procedi­
mientos limitadamente eficientes y poco democráticos.

Ahora bien, cuando estas grandes ciudades son a la vez la Capital 
de la república, como es el caso de Ciudad de México o Buenos Ai­
res, los procesos de transformación son aún más complejos y las cues­
tiones que están en juego para crear un nuevo orden económico, so­
cial, espacial y ambiental, son mayores y sustancialmente diferentes. 
Gobernar estas ciudades con un mínimo de eficiencia en la gestión de 
su territorio y de sus servicios, y hacerlo en democracia, supone lo­
grar un equilibrio entre el gobierno federal y el local que permita que 
este último actúe con cierto grado de autonomía, sin perder de vista 
que en esa ciudad se localiza y se concentra el poder de la Nación. 
Por ello, debe recordarse que hasta 1996 en Buenos Aires y hasta 1997 
en Ciudad de México, el Distrito Federal estaba gobernado por el 
Presidente de la república, quien poseía la facultad de delegar su jefa­
tura en una persona por él designada y donde los órganos de repre­
sentación política, ciudadana o vecinal existentes en poco contraba­
lanceaban este poder personal.

Así, una exigencia de la ciudadanía en estas Capitales es que, en el 
marco de la profundización de los procesos democráticos de este fin 
de siglo se reforme su gobierno; es cierto que debe crearse ya una di­
ferente sustentabilidad económica y ecológica en estas metrópolis, pe­
ro ello debe realizarse a la vez que se construye una nueva goberna­
bilidad, una gobernabilidad democrática. Para ello es necesario crear 
un auténtico y autónom o gobierno local allí donde hasta ahora ha 
existido un aparato administrativo.
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Sobre la gobernabilidad de las 
megalopolis latinoamericanas

En América Latina las políticas sociales en general, y las políticas urba­
nas en particular, fueron importantes mecanismos de clientelismo po­
lítico que operaron con cierta eficacia durante el período del estado 
corporativo. En la actualidad, cuando se trata de consolidar la demo­
cracia como forma de gobierno, y en el contexto de la globalización, 
las metrópolis deberán jugar nuevos roles en tanto principales espacios 
receptores de la modernidad de los noventa, diseñar diferentes e inno­
vadoras políticas públicas, y transformar sustancialmente las relaciones 
gobierno-ciudadanía. Por ello, el tema de la gobernabilidad y del buen 
gobierno de las metrópolis, es el marco a analizar hoy en los proble­
mas urbanos y la gestión del territorio.1

En este sentido, hemos distinguido ya entre las nociones de gober­
nabilidad y governance, y hemos intentado reflexionar sobre su utilidad 
para comprender las formas de gobierno que prevalecieron en las me­
trópolis latinoamericanas (Ziccardi 1996a). Interesa sólo retomar aquí 
algunas de esas ideas, ya que las mismas han contribuido a la realiza­
ción del anáfisis presentado en este libro.

La noción de governance alude a la capacidad de gobernar la cual 
suele ser evaluada a través de indicadores tales como: eficiencia, efica­
cia, honestidad, transparencia, responsabilidad, con que debe operar la 
administración pública para mejorar su actuación y, en consecuencia, 
la calidad de vida de las ciudades. La “gobernabilidad”, refiere en cam­
bio, a esa misma capacidad de gobernar pero en un sentido más am­
plio, incluyendo todos los elementos antes considerados, pero incor­
porando también todo aquello que surge del campo de las relaciones 
sociales, del ejercicio de la democracia, de las formas de participación 
y representación social, y de la legitimidad que deben generar las ac­
ciones gubernamentales.1 2
1 Las siguientes ideas fueron desarrolladas en Ziccardi (1996a).
2 Sobre los conceptos de governance y  gobernabilidad, veáse Tomassini (1993); Dahrendorf

(1980); Dos Santos (1991); Arbos y Giner (1993); Merino (1992); Ziccardi (1994c).
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Pero también es necesario calificar la gobernabilidad, e interesa 
aquí recuperar la “gobernabilidad democrática” , la cual, según N or- 
bert Lechner refiere a las capacidades de las instituciones y procedi­
mientos democráticos para conducir efectivamente los procesos socia­
les, capacidad que hace de la democracia un mecanismo de conduc­
ción política (Lechner 1995). Esto es importante porque las preocu­
paciones por la gobernabilidad (o mejor dicho por la ingobernabili- 
dad) surgieron en el interior del pensamiento conservador, ante las 
tensiones y la deslegitimación por la que atravesaban las democracias 
surgidas en la posguerra, tras adoptar medidas de corte neoliberal.

La gobernabilidad concentró el interés de los encargados de hacer 
evaluaciones y propuestas que permitieran restablecer la estabilidad y 
el orden amenazado por el descrédito de las instituciones del sistema 
capitalista. Por ello, al referirnos al ejercicio de gobierno en las m etró­
polis es útil y necesario introducir esta idea de gobernabilidad demo­
crática. Así, a las transformaciones relacionadas con un uso más efi­
ciente y honesto de los recursos deben agregarse innovaciones en re­
lación con las formas cómo se procesan y atienden las demandas ciu­
dadanas; y en este sentido, se registran interesantes experiencias de ni­
vel local en las ciudades latinoamericanas (presupuestos debatidos en­
tre autoridades y representantes sociales, programas innovadores dise­
ñados entre técnicos y usuarios, relaciones directas y de concertación 
entre quienes toman las decisiones y quienes presentan las demandas, 
son tan sólo algunos ejemplos). Todos estos son indicadores de que 
puede existir una gobernabilidad democrática en estos territorios ur­
banos, aunque tal vez, el principal reto es garantizar que estas prácti­
cas logren vencer las muchas dificultades que encierra su concreción 
e institucionalización.

También cabe señalar, que estas preocupaciones por la gobernabili­
dad democrática están estrechamente vinculadas a la capacidad de go­
bernar estos espacios metropolitanos pero vistos desde el papel que 
cumplen en el mapa de la Nación; un mapa en el que se definen terri­
torialmente el gobierno de la federación, los estados y los municipios. 
Esto implica considerar el tema del federalismo, cuando la metrópoli es
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la Capital del país (Ciudad de México o Buenos Aires). El análisis debe­
rá incorporar el significado que encierra la presencia del gobierno fede­
ral y la concentración e interrelación que existe entre el poder econó­
mico y el poder político, las competencias legales y formas reales que 
operan en la distribución de los recursos, las relaciones interguberna­
mentales entre diferentes órdenes de gobierno, las formas superpuestas 
de participación y representación política y ciudadana, tanto de nivel lo­
cal como nacional que están presentes y actúan en este territorio.3

Las formas de gobierno de las metrópolis y la gobernabilidad, en 
tanto capacidad de gobernar democrática y eficientemente estos espa­
cios urbanos, son muy difíciles de validar histórica y territorialmente, 
sobre todo porque cada bien o servicio urbano tiene formas de pro­
ducción y suministro particulares surgidas de las condiciones orográ- 
fícas que prevalecen en cada ciudad, la forma como se conformaron 
sus burocracias, el tipo de relaciones que entablaron las instancias gu­
bernamentales con empresas privadas, el nivel de ingreso y las deman­
das de la ciudadanía. Sin embargo, intentando poner un prim er orden 
a un conjunto de apreciaciones que se relacionan con el tema se pue­
de decir que:

• Los territorios que cumplen el papel de ser la Capital de la Nación, 
tienen particularidades a las que se debe prestar particular atención 
cuando se evalúa las condiciones y características de su gobernabi­
lidad. Son el lugar de asiento de los poderes federales, y aunque po­
sean diferentes formas de gobierno tanto en el caso de Buenos Ai­
res hasta 1996, como la Ciudad de México hasta 1997, son ciuda­
des carentes de un gobierno político con facultades plenas, donde 
el Presidente de la República era la máxima autoridad, y la delega­
ba en un alcalde por él designado (Intendente en un caso y Regen­
te en el otro). Estas han sido las dos últimas capitales en América La­
tina en las que prevaleció dicha situación, y ambas se hallan actual-

3 También en Europa el tema de la ciudad Capital es de gran y actual interés para los es­
tudiosos de lo urbano y de la política, véase Pacini et al. (1993). 107
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mente en un proceso de reforma a sus gobiernos, lo que implica 
que la ciudadanía no sólo ejerza su derecho a elegir a sus gober­
nantes, sino también la creación de nuevas formas de representa­
ción y participación ciudadana. Sin duda, la elección de los gober­
nantes crea bases de legitimidad muy diferentes a las que tuvieron 
estos gobiernos de ambas capitales latinoamericanas (Ward 1996).

• El ser asiento de los poderes federales y de su amplia burocracia le 
ha otorgado a estos espacios ventajas y desventajas. En estas ciuda­
des se concentraron importantes recursos para crear condiciones 
adecuadas al papel que ocupan en el contexto nacional e interna­
cional. A ello, se suma el haber sido el espacio de localización de 
la industria manufacturera que impulsó el proceso de desarrollo 
por sustitución de importaciones desde los cuarenta y que requi­
rió para ello de la creación de infraestructuras y servicios de la pro­
ducción, así como de un amplio parque habitacional, equipamien­
tos y servicios públicos para la abundante mano de obra que el 
mismo demandaba. Trabajo y mejores condiciones de vida fueron 
los principales factores que estuvieron presentes en los procesos 
migratorios campo-ciudad que protagonizaron intensamente estas 
metrópolis latinoamericanas durante varias décadas. Sin embargo, 
a pesar de ser el territorio del país más dinámico en cuanto acti­
vidades económicas y mejor dotado de infraestructuras, se trata de 
ciudades que siempre, y hoy aun más, por los efectos de las políti­
cas neoliberales son espacios urbanos divididos, fragmentados, se­
gregados, en los coexisten niveles de calidad de vida altos y me­
dios, con periferias paupérrimas habitadas por las clases populares.4

• Los problemas urbanos han sido atendidos a través de políticas di­
señadas e implementadas con recursos propios y con recursos pro­
venientes de la federación. Esta forma de acción urbana guberna­
mental (que no es pública porque se confinó prácticamente al in­
terior de los aparatos estatales), se intensificó a medida en que se

108 4 Véase Fainsten et al. (1992); Ziccardi (1995c).
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aceleró el proceso de urbanización. Este dio origen a un sistema 
urbano caracterizado por la presencia de una ciudad primada, que 
reforzó un sistema federal en el que prevaleció un centralismo que 
generó rivalidades y resentimientos entre la Capital y las provin­
cias. En este contexto se creó un número cada vez mayor de insti­
tuciones tecnocráticas. En pocas palabras: cada vez más administra­
ción y menos política, la ausencia de mecanismos de participación 
social y /o  aceptación de formas de participación subordinadas a 
mecanismos clientelísticos propios del sistema corporativo, no po­
nen atención al control de las demandas populares presentadas por 
organizaciones sociales autónomas.

• Las políticas sociales, y en su interior las urbanas, otorgaron a los 
sindicatos un rol fundamental ya que fueron los interlocutores y 
promotores de las acciones que desarrollaron las agencias guberna­
mentales encargadas de atender los problemas urbanos. A esto se 
sumó la creación de una importante fuente de empleos burocráti­
cos para técnicos y profesionistas con diferentes niveles de califica­
ción, que actuaron más o menos discrecionalmente sobre la pro­
ducción y el suministro de estos bienes y servicios; y el cuadro se 
completó con la existencia de empresas constructoras vinculadas a 
la burocracia sindical y /o  política. Esta afirmación general no pre­
tende ignorar experiencias innovadoras, pero puntuales, en las que 
existieron agencias en las que algunos grupos de profesionistas y 
técnicos, incorporaron a los usuarios en diferentes etapas del pro­
ceso decisorio y generaron exitosas experiencias de gestión en 
asentamientos populares.5

5 Con la idea de mencionar algunas experiencias pueden recordarse en M éxico las ac­
ciones del Fondo Nacional de las Habitaciones Populares en su primera etapa y el pro­
grama de reconstrucción de viviendas populares, después de los sismos de 1985, en la 
Ciudad de México. También los procesos de radicación de villas miserias con partici­
pación de la población que se realizaron en la Ciudad de Buenos Aires (Villa 7 en los 
años setenta); el programa desarrollado para esos sectores populares por la Municipali­
dad de Buenos Aires a principios de los noventa; las experiencias de mejoramiento de 
favelas llevadas a cabo en R io de Janeiro, etc. Ziccardi (1983).
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• El predominio de agencias de nivel central y sectorial en el sumi­
nistro de bienes urbanos, limitó las posibilidades de que prevale­
ciera una visión global y territorial más integrada de las ciudades 
en relación con el acceso a estos. U na hipótesis de trabajo es que 
donde el gobierno municipal contó con recursos propios y mayor 
poder político, se dio un desarrollo urbano más equilibrado y un 
mejor nivel de calidad de vida, por lo menos para la ciudad cen­
tral, como fue el caso de Buenos Aires. En contrapartida, donde 
prevaleció la existencia de organismos de nivel federal y una es­
tructura sectorizada de los servicios públicos, se reforzaron los pro­
cesos de segregación urbana y las marcadas desigualdades sociales. 
Tal es el caso de la Ciudad de México, ya que legalmente sólo es­
tá contemplado el territorio del D.F., pero en los hechos es una 
compleja y segregada realidad metropolitana que se extiende sobre 
los municipios del Estado de México.

• A las administraciones locales, que paradójicamente eran parte del 
gobierno federal (Municipalidad de Buenos Aires y Departamen­
to del Distrito Federal), les correspondió dar respuesta a las de­
mandas urbanas, aún cuando en muchos casos carecían de compe­
tencias y /o  recursos económicos suficientes para ello. Com o se di­
jo, estas ciudades Capitales reclutaron capacitados recursos huma­
nos y dispusieron de recursos económicos para cumplir funciones 
de administración urbana que le permitieron alcanzar niveles 
aceptables de gobernabilidad. Pero, lo importante es que esta go- 
bernabilidad poco democrática, no se tradujo en la creación de 
condiciones de vida dignas para el conjunto de la ciudadanía, sino 
que sirvió para consolidar verdaderos enclaves urbanos que ofre­
cieron excelentes condiciones de vida a las élites que habitan estas 
ciudades y que son comparables a los de cualquier gran m etrópo­
li; niveles de atención y calidad razonables en los bienes y servicios 
urbanos para los asalariados, y pésimas condiciones de vida para 
grandes mayorías que debieron aceptar vivir en el deterioro y el 
hacinamiento propios de las colonias populares, las villas miserias,10
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las favelas, las vecindades o los conventillos, localizados en la ciudad 
central y sobre todo en las periferias cada vez más lejanas.

Aún así, fueron estas ciudades capitales, estas metrópolis latinoameri­
canas, las que ofrecieron durante décadas las mayores y mejores posi­
bilidades de acceder a bienes y servicios básicos, y sobre todo, a un em­
pleo relativamente estable y remunerado. Hoy, como parte de las po­
líticas de ajuste y los reclamos de nuevo federalismo que protagonizan 
los estados o provincias, el gobierno central ha reducido sus funciones 
y la transferencia de recursos y tiende a traspasar a los gobiernos loca­
les y a la propia sociedad (inclusive a las O N G  en algunos casos) ma­
yores responsabilidades en relación con la gestión del territorio (Reilly 
1994).

Por otra parte, en el caso de México, debe señalarse que han cre­
cido en número y población un amplio número de ciudades medias 
(Aguilar y Graizbord 1992), por lo cual es muy difícil asociar de ma­
nera directa mayores opciones de empleo, remuneraciones adecuadas 
y mejores condiciones de vida a las metrópolis, en tanto que, desem­
pleo y marginación a las ciudades del interior. Inclusive llega a consi­
derarse que estamos en presencia de un proceso de contraurbanización 
(Champion 1993) que lleva a la identificación de un nuevo patrón de 
urbanización, en el cual las tres grandes áreas metropolitanas (Ciudad 
de México, Guadalajara y Monterrey) tienden a disminuir su ritm o de 
crecimiento poblacional y redefinen su rol económico en el territorio 
de la Nación (Ziccardi 1994b).

Los procesos de desconcentración económica y poblacional no son 
efecto directo de la aplicación de modelos económicos neoliberales, 
de formas de producción posfordistas, de la flexibilidad de los proce­
sos productivos; esto es también efecto de las políticas económicas y 
territoriales de desconcentración de los ochenta reforzadas por las po­
líticas neoliberales que exigieron sanear las finanzas públicas, reducir 
sustancialmente los recursos y los subsidios a las grandes metrópolis, 
promover la desconcentración industrial, y de esta forma, disminuir las I I I
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presiones sociales y la politización de los conflictos urbanos en un 
contexto de transición democrática. Por ello, es necesario revisar las 
competencias y funciones que cumple la capital en el interior del sis­
tema urbano nacional y del régimen federal para poder constituir un 
verdadero gobierno local.

Estas son sólo algunas claves del por qué es necesario transitar ha­
cia una gobernabilidad democrática basada en relaciones de diálogo 
entre los funcionarios, los políticos y la ciudadanía. Para ello deben 
cambiarse las condiciones, los mecanismos, las instituciones que sus­
tentaron la gobernabilidad en el pasado, puesto que el desafío es la 
construcción de una perdurable gobernabilidad democrática.

Nos preguntamos retomando a Lechner (1995) ¿cómo crear insti­
tuciones y procedimientos eficaces y democráticos, a partir de las re­
formas político-institucionales que se llevan a cabo hoy en los gobier­
nos del Distrito Federal de México y de la Ciudad de Buenos Aires 
en Argentina? La alternancia entre partidos políticos en el gobierno 
local, así como el pluralismo en la conformación de los equipos go­
bernantes o en las instancias deliberativas son importantes, porque ge­
neran competencia política y un importante e inédito aprendizaje de 
convivencia plural en los procesos decisorios. Sin embargo, estos avan­
ces democráticos, por muchas razones no se han traducido necesaria­
mente en nuevas fórmulas para lograr mejor calidad de vida para el 
conjunto de la ciudadanía (Ziccardi 1995b). Debe ensayarse aún una 
gobernabilidad democrática capaz de crear metrópolis más igualita­
rias, con calidad y equidad en el acceso a los bienes urbanos básicos. 
Y para ello, se requiere un trabajo colectivo y cotidiano entre políti­
cos, administradores, investigadores y técnicos con la ciudadanía, lo 
cual supone aún saltar las barreras de la cultura autoritaria que aún 
prevalece en el interior de muchas instituciones gubernamentales y en 
amplios sectores de la sociedad.

M 2
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Sobre la participación ciudadana 
en la gestión urbana

La participación es un componente central de la democracia, puesto 
que si bien suele considerarse que el prim er escalón de la misma es el 
voto en tanto derecho universal de los ciudadanos a elegir a sus repre­
sentantes, la participación agrega a esta forma de gobierno su capaci­
dad de ser gobierno de todos los ciudadanos.

Sin embargo, debe reconocerse que existen diferentes tipos de par­
ticipación. La “participación social” supone la asociación de individuos 
para el logro de determinados objetivos. La “participación comunita­
ria” se instala en el campo de las actividades asistenciales propias del 
mundo de lo no estatal. En cambio, la noción de “participación ciuda­
dana” se reserva a la relación que existe entre los individuos y el Esta­
do, relación que pone en juego el carácter público de la actividad es­
tatal. La participación ciudadana son diferentes tipos de experiencias 
que remiten a la intervención de los individuos en actividades públi­
cas para hacer valer sus intereses sociales, afirma Nuria Cunill (1991). 
Por ello, enfatizamos el hecho de que la participación ciudadana no 
reemplaza la participación política sino que tiene objetivos y acciones 
diferentes que otorgan un sentido pleno al concepto de ciudadanía, es 
decir que más allá del derecho de voto, los habitantes serán ciudada­
nos en tanto tengan acceso a bienes y servicios básicos, algunos reco­
nocidos como derechos constitucionales como es el caso de los dere­
chos urbanos básicos en México.

Pero existen expectativas y experiencias innovadoras que demues­
tran la aportación de diferentes formas de participación ciudadana que 
se han incorporado en los procesos de democratización de los apara­
tos o instituciones del estado, lo cual permite hacer del espacio de lo 
estatal un espacio público. Estas formas de participación sustancial­
mente diferentes a la participación corporativa que existió durante 
muchas décadas, sientan nuevas bases para consolidar una gobernabili­
dad democrática.
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Sin duda, los gobiernos de las ciudades deben crear las condicio­
nes para que existan espacios de participación ciudadana e instrumen­
tos que perm itan efectivizarla. En México, existen formas institucio­
nalizadas de participación ciudadana desde que se construye el Estado 
posrevolucionario, y las mismas están reconocidas en las legislaciones 
locales. Sin embargo, su eficacia ha sido muy limitada puesto que ha 
prevalecido una forma de gobierno burocrática-autoritaria que en los 
hechos, excluyó o subordinó la participación de la ciudadanía en los 
asuntos públicos. Así, es posible identificar distintos instrumentos: au­
diencias públicas, referéndum, plebiscito, iniciativa popular; algunos de 
los cuales jamás han sido activados aun cuando exista en los respecti­
vos cuerpos legislativos (leyes orgánicas e inclusive leyes de participa­
ción ciudadana, como ocurre en el Distrito Federal). Precisamente 
hoy es cuando en los procesos de gestión del territorio de la Capital 
del país se ensaya un nuevo estilo de participación ciudadana (los 
Consejos Delegacionales), que se agregan y sólo logran remplazar en 
parte a las viejas formas de participación vecinal subordinada (Martí­
nez 1996).

Durante varias décadas, la responsabilidad sobre las políticas urba­
nas se restringió al ámbito de lo estatal, y diferentes actores trataban 
de incidir por vías, formales e informales, para que sus intereses fue­
ran tomados en cuenta. Los procesos de democratización política y de 
reforma del Estado, los reclamos de nuevo federalismo, los cambios en 
las fronteras entre lo público y lo privado y, sobre todo, las crecientes 
demandas de la ciudadanía, obligan a construir un nuevo escenario 
para el diseño y la aplicación de las políticas urbanas. Actualmente, no 
basta asignar recursos apelando a criterios de racionalidad técnica pa­
ra mejorar la calidad de vida de nuestras ciudades, sino que es necesa­
rio generar posibilidades reales de participación ciudadana en la esfe­
ra de lo público.

Nuestras ciudades se caracterizan por la marcada desigualdad que 
existe para que la población acceda a bienes y servicios básicos. La seg­
mentación social y la segregación urbana, que en los países desarrolla­
dos suele atribuirse a la aplicación de modelos económicos neolibe-
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rales, han sido en nuestras ciudades rasgos constitutivos de las mismas. 
Se afirma, con razón, que ha habido un paulatino mejoramiento en los 
niveles de dotación de infraestructura básica en el acceso y la calidad 
de las viviendas, así como en la provisión de equipamiento urbano. Pe­
ro es mucho lo que resta por hacer para que habitemos espacios en los 
que prevalezcan condiciones materiales y ambientales dignas para el 
conjunto de la ciudadanía. Para ello, debemos transitar por el camino 
de construir ciudadanía, de hacer de los habitantes de las ciudades ciu­
dadanos. Ciudadanos con derechos individuales y políticos, pero tam­
bién con derechos urbanos, derechos a acceder a bienes y servicios bá­
sicos, cuyo ejercicio está reconocido en la Constitución Política.

La participación ciudadana, a diferencia de otras formas de partici­
pación, refiere específicamente a que los habitantes de las ciudades in­
tervengan en las actividades públicas representando intereses particu­
lares (no individuales). Pero para que esta participación sea efectiva de­
ben generarse compromisos y condiciones institucionales y, sobre to­
do, existir el convencimiento de que la deliberación pública y la inte­
racción social, la aceptación y el respeto por el pluralismo ideológico, 
son valores y prácticas positivos y esenciales para vivir en democracia; 
valores y prácticas que pueden y deben ejercerse en prim er térm ino 
en el cotidiano y en el espacio local, que es donde se da la mayor pro­
ximidad entre autoridades y ciudadanos.

Nuestra perspectiva metodológica

Nuestro principal interés en esta investigación es el evaluar el desem­
peño de los gobiernos locales de las Ciudades Capitales y municipios 
metropolitanos en México, poniendo especial atención a la relación 
que entablan con la ciudadanía, Esto encierra la finalidad de ofrecer un 
análisis que contribuya a facilitar el proceso de decisiones y mejorar la 
actuación y las relaciones del gobierno local con la ciudadanía.

Desde esta perspectiva de anáfisis un “buen gobierno local” es 
aquel que posee disposición para promover el bienestar general a tra- 115
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vés de la eficacia, eficiencia y responsabilidad en las funciones que le­
galmente le son atribuidas; la honestidad y transparencia en el mane­
jo  de la hacienda local, la atención equitativa o incluyente de las de­
mandas ciudadanas y la aceptación y /o  aliento de la participación ciu­
dadana institucionalizada en el proceso de formalizar las demandas o 
participar en su satisfacción. Estos son a la vez los mecanismos a los 
que atendimos al referirnos a la necesidad de construir una goberna- 
bilidad democrática y eficaz.

Una explicación detallada de los principales indicadores menciona­
dos puede hallarse en el documento elaborado como parte de esta in­
vestigación, y que expondremos de manera resumida seguidamente:6

• Eficacia: refiere al grado en que cada una de las dimensiones del 
gobierno local posee los mecanismos institucionales y el personal 
capacitado para cumplir con las competencias legales y satisfacer 
las demandas urbanas. El grado de disposición a la eficacia que pre­
senta un gobierno local es un indicador que permite determinar 
en qué medida se cuenta con mecanismos institucionales adecua­
dos para el cumplimiento de las competencias y la satisfacción 
equitativa de las demandas urbanas. Por satisfacción equitativa se 
entiende la disposición a atender las demandas de toda la ciudada­
nía, sin discriminación de etnia, religión, sexo o simpatía política. 
Una forma de evaluar el grado de eficacia de la acción guberna­
mental consiste en saber si se cuenta con: personal capacitado pa­
ra el ejercicio de las funciones técnicas y administrativas, planes y 
programas actualizados y mecanismos de evaluación del proceso 
de gestión.

• Eficiencia: refiere al logro de la satisfacción de las demandas y 
competencias urbanas al m enor costo posible. El grado de dispo­
sición a la eficacia es un índice agregado que tiende a determinar

116
6 Véase Saltalamacchia y Ziccardi (2005). Una primera versión de este trabajo fue publi­

cada como “Metodología de Evaluación del desempeño de los gobiernos locales en 
ciudades mexicanas”, Cuaderno, IISUNAM, México, 1997.
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en qué medida se cuenta con mecanismos institucionales adecua­
dos para la satisfacción de las demandas y competencias urbanas al 
m enor costo posible. Para realizar evaluaciones a partir de este in­
dicador se han desarrollado ya diferentes técnicas que perm iten 
medir la relación costo-efectividad, costo-beneficio y costo-utili­
dad (Aguilar y Ander-Egg 1992; Levin 1981). Lo importante es de­
tectar si en la gestión de la ciudad se hace explícito un cálculo del 
costo-efectividad de las acciones, a partir de manejar diferentes op­
ciones; se elige y se fundamenta la opción más favorable y se eva­
lúa y rediseñan las acciones tomadas a partir de este cálculo.

• Desempeño responsable: refiere a “rendir cuentas” (accountability), e 
incluye la disposición a hacer uso responsable de los recursos y ase­
gurar la honestidad en la gestión de los servidores públicos. Para ello 
se requiere evaluar si existe mecanismos institucionales destinados a 
informar periódicamente a la ciudadanía sobre la acción guberna­
mental; mecanismos destinados a asegurar el cumplimento de las 
normas y el apego a las leyes; a controlar la actuación de los funcio­
narios públicos y aplicar penalidades, cuando así corresponda.

• Atención de las demandas: las demandas urbanas son aquellos pro­
blemas urbanos que, detectados por algún actor social —que forma 
parte de la actividad ciudadana local— son transformados en reivin­
dicaciones urbanas y son presentados ante las instancias administra­
tivas o políticas del gobierno local para su atención. Entre las de­
mandas urbanas pueden incluirse diferentes tipos, tales como que 
el gobierno local se ocupe de la vivienda popular, la regulación del 
suelo urbano, la seguridad pública, el transporte colectivo, la pro­
tección del medio ambiente; es decir, no siempre esas demandas 
son parte de las competencias legales que tiene el gobierno local 
aunque, por ser la autoridad más cercana y visible, la ciudadanía 
muchas veces las presenta al mismo. Pero lo importante aquí es que 
esta instancia de gobierno cumpla con su papel de intermediario 
ante otras dependencias del sector público. Debe evaluarse enton­
ces si las organizaciones sociales y O N G  que actúan en el territo­ 117
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rio consideran que: existen mecanismos institucionales bien publi- 
citados de recepción y reconocimiento de las demandas; las mis­
mas son canalizadas a las instancias adecuadas para su atención; se 
realizan estudios de factibilidad para saber escoger la forma de ser 
atendidas; el gobierno local cumple el rol de intermediario ante las 
agencias del gobierno central o de nivel federal cuando su satisfac­
ción escapa a sus competencias.

• Promoción para la participación ciudadana: se refiere a las formas 
de inclusión de la ciudadanía y de sus organizaciones en los pro­
cesos de atención de las demandas urbanas. U n buen gobierno 
promueve (o al menos acepta), equitativamente la participación 
institucionalizada y autónoma de la ciudadanía, tanto en el control 
sobre el cumplimiento de sus competencias, como en la definición 
y satisfacción de las demandas. Se trata de conocer la forma como 
las organizaciones sociales y las O N G  que actúan en el territorio 
evalúan la gestión urbana en términos de si: existen mecanismos 
de consulta apropiados para que el conjunto de la ciudadanía, a 
través de los cuales sus representantes puedan incidir en los proce­
sos decisorios.

En el análisis de la participación ciudadana conviene distinguir dife­
rentes tipos7:

• Participación institucionalizada: es aquella participación que está 
reglamentada para que la ciudadanía participe en los procesos de­
cisorios del gobierno local.

• Participación no institucionalizada: es aquella participación infor­
mal o formal pero que no está reglamentada.

• Participación autónoma: es aquella en la que la ciudadanía partici­
pa a través de algún tipo de asociación no gubernamental que,

118 7 U n abordaje más amplio y profundo de la cuestión metodológica puede hallarse en Sal- 
talamacchia y Ziccardi (2005).
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aunque participe en instancias de gobierno no depende ni es con­
trolada por éste.

• Participación clientelística: es aquella en la que la autoridad y los 
individuos o grupos se relacionan a través de un intercambio de fa­
vores o cosas.

• Participación incluyente o equitativa: es aquella en la que se pro­
mueve la participación de toda la ciudadanía, independientemente 
de la pertenencia o identidad partidaria, religiosa o de clase social.

Esas formas de participación no son entre sí excluyentes sino que pue­
den estar combinadas en un mismo o en diferentes momentos de la 
existencia de una organización social. Por otra parte, dadas estas defi­
niciones y combinaciones se considerará que los funcionarios de la ad­
ministración y los representantes políticos tienen “disposición a acep­
tar y /o  promover la participación ciudadana” cuando:

• Existen mecanismos de consulta a toda la población o a la parte in­
teresada cuando esto es pertinente.

• Esas formas de consulta son adecuadas al tipo de población afecta­
da con la que esos funcionarios se relacionan en el cumplimiento 
de sus competencias o atención de las demandas (asesorías con per­
sonas nombradas por la comunidad afectada, órganos consultivos, 
encuestas).

• Esas formas de consulta tienen un carácter institucionalizado y no 
clientelístico.

Com o hipótesis de trabajo, se opta aquí por valorar la participación 
ciudadana, institucionalizada y autónoma, como la forma que da más 
amplio margen al progreso en la democratización de los gobiernos lo­
cales.



Pobreza, territorio 
y políticas sociales*

Introducción

A l fin del milenio la magnitud e intensidad de la pobreza es el 
principal problema de México y de los demás países de Amé­
rica Latina. Las diferentes mediciones y evaluaciones indican 
la gravedad de la situación y las aproximaciones conceptuales han se­
ñalado el cúmulo de dificultades económicas, históricas, sociales, cul­

turales y políticas que debe considerar cualquier acción social guber­
namental que pretenda enfrentar este problema.

En el interior de esta compleja realidad, el principal objetivo de es­
te trabajo es analizar la problemática de la pobreza y de las políticas so­
ciales que se han implementado en la década de los noventa, ponien­
do especial énfasis en como se incorporó en las mismas la dimensión 
territorial y /o  en su caso regional.

Conviene distinguir desde el principio entre las políticas sociales 
que persiguen el logro de la equidad social y la promoción de los de­
rechos básicos de la ciudadanía, y las políticas de reducción de la po­
breza que intentan sacar de la condición de miseria a quienes aún no 
han alcanzado el piso básico de la sobrevivencia (Abranches et al. 
1994:14). Estas últimas serán las que se considerarán en este trabajo.
* Publicado en Ziccardi, Alicia (1999) Revista Mexicana de Sociología,Vo\. 61, No. 4, octu­

bre-diciembre, Instituto de Investigaciones Sociales, México, p. 109-126. 1 2 1
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En prim er lugar haré referencia a algunas de las dimensiones con­
ceptuales de la pobreza y sus mediciones; en segundo lugar recuperaré 
la dimensión territorial contenida en las políticas sociales de atención 
a la pobreza y, por último, presentaré algunas ideas que debieran tener­
se en cuenta en un proceso de planeación territorial y estratégica del 
desarrollo que otorgue particular importancia a la cuestión social.

La pobreza: lo conceptual y lo cuantitativo del problem a

A pesar de los esfuerzos que se realizan desde hace varias décadas, la 
persistencia y el crecimiento de la pobreza es el más grave problema 
de las sociedades latinoamericanas. La situación es tan compleja y ex­
tendida que superar la pobreza obliga a comprender las diferentes di­
mensiones que encierra, las cuales refieren a:

• U n  estado de privación asociado a las condiciones de empleo (de­
sempleo, subempleo, informalidad) que coloca a los trabajadores y 
sus familias en una situación de precariedad. Por ello, durante m u­
cho tiempo los niveles de pobreza se midieron exclusivamente a 
través del ingreso del trabajador y su familia, y en relación con lo 
necesario para acceder a un conjunto de bienes básicos1.

• U n estado de exclusión social que refiere a la dificultades de acce­
der a los bienes básicos (alimentación, salud, educación), lo cual 
puede colocar al trabajador y a su familia en una situación de ex­
clusión social directa (Quinti 1997). Pero también puede tratarse de 
un conjunto de mecanismos que son considerados factores de ries­
go social que agravan la situación de pobreza y /o  impiden su su­
peración, tales como: la discriminación étnica y de género, u obstá­
culos para acceder al crédito, a la justicia, a la vivienda y los servi­
cios básicos, a las instancias de decisión gubernamental y política.

1 Autores como Hernández Laos, Bolvitnik J, Cortés F. Ruvalcaba, Carrasco, R . han se­
ñalado en numerosos libros artículos las dificultades y métodos que existen para medir 
la pobreza.
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• U na situación en la que prevalece la desigualdad económica, social 
y espacial, agravada en la última década como consecuencia de la 
aplicación de las políticas económicas neoliberales. Desigualdad 
que se manifiesta en las diferencias económicas y sociales que exis­
ten entre el campo y la ciudad, entre regiones ricas y regiones po­
bres; entre las condiciones de vida de opulencia en la que viven al­
gunos sectores de la población y la miseria de las mayorías; o en el 
acceso al empleo y a los bienes y servicios, que expresa en que se 
integran los indígenas, las mujeres, o los jóvenes, ya que no acce­
den a niveles adecuados de educación y capacitación y habitan en 
regiones con limitadas actividades económicas. La importancia de 
este fenómeno es tal, que en los países del mundo desarrollado se 
ha anunciado el inicio de una nueva era de la desigualdad (Fituossi 
y Rosanvallon 1997) y en América Latina se afirma que prevalece 
un exceso de desigualdad, puesto que 15 de 17 países del área, pre­
sentan niveles mayores de desigualdad a lo que podría esperarse de 
acuerdo con su nivel de desarrollo (Londoño 1996).

Sin duda es muy difícil incorporar éstas y otras dimensiones cuando se 
trata de cuantificar el problema, dato indispensable para diseñar políti­
cas sociales y /o  ensayar un ejercicio de planeación. Quienes se han en­
cargado de hacerlo estiman que el número de pobres en América La­
tina es actualmente el más alto de su historia. Se estima y que es del 
doble de lo que era cuarenta años atrás (Londoño 1996:8) y que el in­
cremento de pobreza entre 1980 y 1990 es de 60 millones de perso­
nas (Medina 1998).

Según CEPAL (1997:1-31), el número total de pobres de la región 
en 1994 era de 209.3 millones, más alto que nunca; de los cuales 98.3 
millones son indigentes2. U n total de 135.4 millones vivían en zonas 
urbanas, y 73.9 millones en el medio rural. Por otra parte, la población
2 Se agrupa en la categoría de indigentes a la población que no logra satisfacer sus nece­

sidades alimentarias ni siquiera destinando a ello la totalidad de sus ingresos. Este sec­
tor en América Latina creció en 6.4 millones entre 1990 y 1994 y se concentró casi ex­
clusivamente en el medio urbano (véase: CEPAL 1997). 123
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urbana de la región pasó de representar, entre 1990 y 1994, el 71% al 
74%, y se estima que el 65% de pobres latinoamericanos se concentra 
en regiones urbanas; esto ha llevado a afirmar que, en la última déca­
da, se advierte un fenómeno de urbanización de la pobreza en el área.

Por otra parte, las mejoras en la situación económica que experi­
mentaron algunos países en los primeros años de esta década fueron 
lentas y no lograron incidir significativamente en el abatimiento de los 
niveles de pobreza. Así, sólo cuatro países registraron un nivel m enor 
de pobreza al que tenían 16 años atrás Brasil, Chile, Panamá y U ru­
guay; mientras que otros registran mayores niveles, entre ellos M éxi­
co, Argentina, Venezuela y Honduras (CEPAL 1997:1-24).

El BID, por su parte, estima que el universo de población que vi­
ve en una situación de pobreza moderada alcanza aproximadamente a 
150 millones de personas en América Latina y el Caribe, lo que sig­
nifica que una de cada 3 personas viven con ingresos menores a dos 
dólares diarios. Además, se afirma que desde fines de la década de los 
ochenta y mediados de los noventa, la pobreza medida a través de ese 
índice, ha disminuido en la mayoría de los países, a excepción de Ve­
nezuela y el Gran Buenos Aires en Argentina, Respecto a México se 
afirma que, si bien la pobreza extrema disminuyó levemente entre 
1989 y 1994, aumentó en cantidades importantes en las regiones me­
ridional y sudoriental del país (Lustig y Deutsch 1998:iii).

Es evidente entonces que no existen cifras únicas para América 
Latina, tampoco las hay para México. Según datos de las instituciones 
gubernamentales existen 26 millones de mexicanos que viven en ex­
trema pobreza3, los cuales en su gran mayoría viven en el medio ru­
ral. Se estima también que en las localidades rurales, casi el 60 por 
ciento de los hogares está en esta situación (Poder Ejecutivo Federal

3 La pobreza extrema en M éxico se calcula comparando los ingresos per cápita de la fa­
milia con el costo de la canasta básica alimentaria, estableciendo así una línea de pobre­
za extrema. A esta medición PROGRESA ha incorporado otros indicadores tales co­
mo: composición y tamaño de los hogares, edad, escolaridad, participación laboral, po­
sesión de bienes y enseres domésticos los cuales permiten calificar a las familias que se 
encuentran en extrema pobreza. (Poder Ejecutivo Federal, PROGFJESA s/f: 8-9).
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s/f: Programa de Educación, Salud y Alimentación, México. P R O ­
GRESA s/f: 10) Poder Ejecutivo Federal.

Pero en el medio urbano se advierten también elevados niveles de 
pobreza, sobre todo en los municipios metropolitanos de las grandes 
ciudades. C O N A PO  (2001) en base a un cálculo de rezagos socio-de­
mográficos4 realizado en 347 ciudades en las que viven un total de 56 
millones de personas, evalúa que 1.1 millones presentan muy altos re­
zagos, 3.1 millones altos y 20.7 millones rezagos de nivel medio. Es de­
cir, alrededor de 25 millones de mexicanos viven soportando grandes 
carencias y baja la calidad de vida en las ciudades. Ahora bien ¿cómo 
se introduce la dimensión territorial y /o  regional, estatal y municipal? 
U n  referente territorial sobre la situación de pobreza extrema lo ofre­
ce el Programa para Superar la Pobreza 1995-20005 que, en 1998, 
identificó 91 microrregiones del país en 1377 municipios de los 31 es­
tados, las cuales fueron consideradas áreas de atención prioritarias por 
los elevados niveles de pobreza que presentaban6.

Recientem ente se ajustaron estas cifras y se considera que se trata 
de 1418 municipios, de los cuales 1169 conforman regiones compac­
tas y 249 están considerados como municipios prioritarios dispersos. 
En estos viven 27.3 millones de mexicanos de los cuales 7.1 millones 
son indígenas, y se trata de un 92% de localidades habitadas por m e­
nos de 500 personas (Maldonado 1998:49). Así mismo, 36 regiones en 
las que habitan 13.1 millones de mexicanos son consideradas zonas de 
atención prioritaria inmediata. Estas microrregiones se localizan en 
811 municipios de 22 estados7. El detectar microrregiones a partir de
4 Los indicadores utilizados por CONAPO (2001) son: población de 15 años y más anal­

fabeta, de 6 a 14 años que no sabe leer y escribir, viviendas sin drenaje a red pública o 
fosa séptica, viviendas sin agua entubada, edad mediana, indicador de fecundidad y re­
lación de dependencia.

5 Véase Diario Oficial de la Federación el 2 de febrero de 1998.
6 Durante este año se ajustó el número de municipios a 1369 (SEDESOL, mayo de 1998) 

y de acuerdo a al población que arrojó el conteo de 1995 se trataba de un total de 26, 
269,921personas (SEDESOL 1998).

7 En las mismas actúa no sólo SEDESOL sino otras secretarias de estado tales como la 
de Medio Ambiente, Recursos Naturales y Pesca, Agricultura, Ganadería y Desarrollo 
Rural, Comunicaciones y  Transporte.
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indicadores básicos parece ser un instrumento útil para definir los al­
cances territoriales de una política social focalizada, pero lo importan­
te es realizar conjuntamente un análisis que permita evaluar el poten­
cial que poseen las mismas para pasar de programas de corte asisten- 
ciales a programas de desarrollo productivo de esas zonas.

O tro referente territorial sobre la situación de pobreza, surge ante 
la necesidad de otorgar transparencia a la asignación de los recursos 
que la federación ha descentralizado y traspasado a estados y munici­
pios para el desarrollo regional. Para ello, se aplica desde algunos años 
una fórmula nacional que intenta medir la incidencia e intensidad de 
la pobreza a nivel municipal y por estados8. De acuerdo a ese índice 
global de pobreza, los 31 estados que presentan los más altos niveles 
son los siguientes:Veracruz, Chiapas, Guerrero, Oaxaca, México, Pue­
bla, Michoacán, Guanajuato, Jalisco, Hidalgo que concentran entre el 
9.9 % y el 3.5 %. Siguen en importancia Yucatán, Tabasco, Zacatecas, 
Tamaulipas, Chihuahua, Durango, Nuevo León, Querétaro, Sinaloa, 
Campeche, Coahuila entre 2.7 y el 1 %; y en tercer lugar el grupo de 
Morelos, Sonora, Tlaxcala, Nayarit, Quintana Roo, Baja California 
Aguascalientes, Colima y Baja California Sur, con menos del 1% (Ca­
rrasco 1998:11).

Este orden indica que es difícil sostener un esquema dicotomico 
del tipo: un norte rico y un sur pobre.También en los estados que más 
aportan al PIB (donde se localizan las tres grandes zonas metropolita­
nas Guadalajara, M onterrey y la Ciudad de México) se registran ele­
vados niveles de pobreza, lo cual se percibe en el ordenamiento esta­
tal del índice de pobreza global y en datos de C O N A PO  (2001)9. Es­
to se debe a la elevada concentración de la población en los munici­
pios urbanos metropolitanos, y a las condiciones de vida precarias en 
las que viven millones de mexicanos, a pesar de trabajar y vivir en los

8 En ésta se ponderan los indicadores de la siguiente manera: ingreso 46.16%, educación 
12.50%, vivienda 23.65%, energía 6.08% y drenaje 11.40%. (Carrasco 1998:108-110).

9 En el índice global de pobreza para los 31 estados de la república el Estado de México 
ocupa el cuarto lugar, Jalisco el 9 y Nuevo León el 18. Mientras que las tres áreas me­
tropolitanas que se localizan en los mismos aportan el 60% del PIB (Maldonado 
1998:44)
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espacios en los que se produce gran parte de la riqueza del país. Pero 
la pobreza, aún la más grave está dispersa en todo el territorio, lo cual 
se puede advertir cuando se identifican microrregiones como lo hizo 
SEDESOL. Sin embargo, los niveles más intensos se registran en el 
medio rural y en los estados en los que vive mayoritariamente pobla­
ción indígena.

Si retomamos las dimensiones sobre la pobreza que presentamos en 
un principio, confrontamos que estas apreciaciones son m uy generales 
y que queda por investigar las desigualdades económicas y sociales so­
bre esta cuestión. Para ello es necesario realizar estudios de tipo cuali­
tativo que identifiquen grupos y actores sociales que trabajen y vivan 
en esas regiones, así como las capacidades que presentan las institucio­
nes y el gobierno local para realizar acciones que permitan mejorar 
y /o  disminuir las condiciones de trabajo y de vida en las mismas.

La dim ensión territo rial en 
la acción social gubernam ental

Si las políticas sociales de atención a la pobreza han sido poco efica­
ces, parece necesario iniciar por replantearlas en su prim era fase: la 
planeación. Sin duda, la planeación en general, y la territorial en par­
ticular, perdieron credibilidad en medio de una dinámica guberna­
mental en la que prevalecieron las directrices económicas y el prag­
matismo en el conjunto de las políticas públicas. También puede de­
cirse que en las políticas de atención de la pobreza existió poca pla­
neación y más bien prevaleció el pragmatismo, Pero para retom ar el 
necesario ejercicio planificador requiere sustentarlo sobre bases dife­
rentes a las del pasado10.

10 U n balance general y crítico sobre la planeación territorial de las últimas décadas pue­
de hallarse en los artículos publicados en el libro que compiló Garza (1989). Sobre las 
innovaciones más recientes que han dado lugar a la planeación estratégica y a la crea­
ción de instrumentos como el presupuesto participativo, véase entre otros Boga y Cas- 
tells (1997); Fernández Güell (1997); Ziccardi (1991). 127
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Es decir, es importante trabajar en una planeación del territorio 
tanto en el ámbito regional como urbano, y en su interior otorgar im­
portancia a la cuestión social y en particular a la pobreza. Pero se re­
quiere hacerlo de una manera diferente, pasar no sólo de una planea­
ción normativa a una planeación estratégica. N o es sólo incorporar la 
participación social, lo cual es indispensable para legitimar el ejercicio 
planificador, es necesario desarrollar nuevas metodologías de diseño y 
formulación de propuestas en las cuales se evalúe la experiencia ya rea­
lizada en este campo, se convoque a todos los actores sociales que ac­
túan en el ámbito que se quiere planificar, se discutan propuestas téc­
nicamente fundadas que garanticen la sustentabilidad económica y 
ecológica de estos espacios, se mida su aceptación social, se establezcan 
prioridades al presupuesto y se obtengan planes social y políticamente 
validados por la ciudadanía y las instituciones gubernamentales.

Este camino que aún no lo hemos recorrido en México, sí se ha 
hecho con éxito para planificar algunas ciudades y regiones de Amé­
rica Latina y Europa, y creo que si no exploramos estas experiencias 
corremos el riesgo de reeditar el pasado. U n  prim er paso para cambiar 
la práctica de la planeación es analizar crítica y propositivamente la 
experiencia desarrollada en los programas y las acciones gubernamen­
tales de atención a la pobreza. Las evaluaciones deben ser vistas como 
formas de rectificar los errores y replicar los aciertos, son instrumen­
tos útiles y necesarios. En este trabajo sólo nos ocuparemos de anali­
zar la manera como se introdujo la dimensión territorial en los pro­
gramas de atención a la pobreza -PR O N A SO L  y PROGRESA™. 
También se considerarán los criterios territoriales incluidos en la dis­
tribución de recursos fiscales a estados y municipios (ramos 26 y 33).

El Programa Nacional de Solidaridad (PRO NASO L)

128

A pesar de que en México se han desarrollado a través de su historia 
reciente un conjunto de programas e instituciones orientados a abatir 
la marginación -C O PL A M A R , SAM -PIDER, IN D E C O -F O N A H -
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P O -  la creación del Programa Nacional de Solidaridad (PRO N A ­
SOL), creado al inicio del sexenio de Carlos Salinas de Gortari, cons­
tituyó un conjunto de acciones sin precedentes por la amplitud de los 
programas incluidos, los recursos movilizados, la forma de atender las 
demandas y la promoción de la organización social.

El PR.ONASOL se inscribió en las recomendaciones de los orga­
nismos internacionales de redistribuir recursos en la población más 
pobre para paliar los efectos más graves de las políticas de ajuste. Una 
vez instalado en la recién creada Secretaria de Desarrollo Social (que 
sustituyó a la SEDUE), se definió su población objetivo como la po­
blación que se hallaba en situación de pobreza. En base a datos de la 
Encuesta Nacional de Ingreso y Gasto de los Hogares de 1989 se eva­
luó que el 71.1 % de la población Mexicana (56 millones de un total 
de 79 millones) eran pobres. De estos, 21 millones se encontraban en 
pobreza moderada, mientras 34 millones se hallaban en pobreza extre­
ma (22 millones indigentes y 11 como muy pobres).

Para llevar a cabo este programa se destinó en un principio el 4% 
del gasto social programable, y hacia el final del sexenio el 7%. Sin em­
bargo, PRO NASO L se nutrió de otros recursos disponibles en los es­
tados y /o  provenientes de otras dependencias del sector público e in­
cluso externos (Banco Mundial) (Ziccardi 1995a). Esto se tradujo en 
un amplísimo número de acciones que, según cifras oficiales, alcanzó 
a 523 mil obras que se realizaron en el marco de más de 50 programas 
que formaban parte de PRONASOL. Además, una de las claves para 
poder concretar sus objetivos iniciales fue el promover la organización 
social, y para ello se crearon un total de 250 mil comités de solidari­
dad en todo el país (SEDESOL 1994).

En su arranque el programa se caracterizó por un marcado prag­
matismo, tanto en la captación de la demanda como en la forma de 
asignación de los recursos, y a medida que avanzó se fueron institucio­
nalizando diferentes programas, aún cuando siempre conservó su con­
dición de una actuación gubernamental controlada por el Presidente 
de la República.
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PRO NASO L ha sido, sin duda, el programa gubernamental más 
evaluado tanto por académicos como por trabajos promovidos por el 
Consejo Consultivo del Programa y la misma SEDESOL. Fue un pro­
grama polémico que desató fuertes críticas de diferentes actores socia­
les e institucionales, particularmente los partidos políticos de la opo­
sición y los gobiernos locales. En este marco es importante recuperar 
la forma como se introdujo la dimensión territorial.

En relación con la distribución territorial de los recursos, entre el 
27 y el 31% de los recursos de solidaridad se ejercieron en 6 entida­
des, que representaban poco más de la cuarta parte de la población del 
país, y que, de acuerdo a datos del censo de 1990, presentaban los ma­
yores índices de marginación: Chiapas, Oaxaca, Guerrero, Hidalgo,Ve- 
racruz y Puebla. En estos estados se localizaban el 94 % de los m uni­
cipios con más alto grado de marginación, y un 71% con alto grado. 
Además se concentraba el 43% de la población rural del país, y el 65% 
de los habitantes de 5 años y más, que hablaban alguna lengua indíge­
na (SEDESOL 1994). Los estados ubicados entre los de alta margina­
ción San Luis Potosí, Durango, Michoacán, Querétaro, Guanajuato, 
Campeche, Zacatecas,Yucatán y Tabasco, que representaban alrededor 
del 20% de la población nacional, recibieron un 25% del total de los 
recursos del programa. Los de marginación media como Sonora, 
Quintana Roo, Nayarit y Tlaxcala que sólo representaban el 5% del 
total nacional, recibieron el 7.3% de los recursos, y el resto, conside­
rados de baja marginación, en total 26 millones, recibieron el 32%.

Esta forma de asignar los recursos dio origen a una de las princi­
pales críticas al programa, ya que no existía una clara relación entre 
la cuantificación de las necesidades y de los recursos asignados a los 
estados. Tal vez el caso más claro fue el Estado de México, entidad 
que se ubicó entre los estados de baja marginación y que se estima 
que recibió la mitad de los recursos que le hubiesen correspondido 
si la distribución hubiese sido igualitaria entre todos los habitante po­
bres del país (Carrocho y Sobrino 1995). Además, la crítica de varios 
gobiernos estatales y municipales, particularmente de oposición, fue 
el crear en sus territorios y en sus sociedades una estructura de re-
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partición de recursos paralela a la institucional, debilitando a las auto­
ridades locales.

Desde una perspectiva territorial los estados que al iniciarse el 
PRO NASO L presentaban los mayores niveles de pobreza, a pesar de 
los recursos destinados a los mismos, continúan estando en 1998 entre 
los diez primeros, de acuerdo al índice general de pobreza. A ellos se 
agregaron el Estado de México, Michoacán, Guanajuato y Jalisco en 
los que los índices reflejan la pobreza que existe en el medio urbano.

En el interior de los estados la distribución de los recursos tam­
bién fue poco clara y dependía en gran medida de la capacidad de 
organización de los pobres. El mayor rezago histórico no guardaba 
relación necesariamente con el núm ero de habitantes pobres, los re­
cursos no siempre se destinaron a las acciones para los que se otor­
garon, y la asignación estaba estrechamente vinculada a los procesos 
electorales estatales y municipales, reproduciendo tradicionales prác­
ticas de clientelism o político (Dresser 1994; Molinar y W eldom  
1994; Ziccardi 1996b).

En un contexto de alternancia y pluralismo en el ámbito de go­
bierno local y de exigencias de algunos estados de renovar el pacto fe­
deral, comenzó a reclamarse abiertamente la necesidad de que el go­
bierno federal hiciese transparente los criterios y el uso de los recur­
sos asignados a la pobreza, cuestión ineludible en el diseño de cual­
quier política social.

Esto indica que en este programa se impuso el centralismo que ca­
racteriza al federalismo mexicano, y que además, la dimensión territo­
rial y /o  regional no file considerada un criterio importante para ase­
gurar la equidad en la distribución de los recursos de la nación. Por 
ello, ni los estados, ni las regiones pobres, recibieron recursos en fun­
ción de su nivel de pobreza. N o obstante, la concentración de los re­
cursos se dio en los estados más pobres del país.
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El Programa de educación, salud y alimentación (PROGRESA)

En 1994, al iniciarse el actual sexenio, se tom ó la decisión de concluir 
el PRO NASO L y se creó el Programa de Educación, Salud y Alimen­
tación (PASE); un programa que pretendía complementar las acciones 
de desarrollo de infraestructura básica municipal y fomento producti­
vo, así como la acción de los 19 programas de apoyo alimentario que 
operaban, sin que se tuviese la certeza de que cumplían con los obje­
tivos perseguidos. En agosto de1997 se instaló el PROGRESA, cuyas 
siglas designan los mismos objetivos que el programa anterior.

PRO GRESA nace como un programa focalizado, al que los limi­
tados recursos que se le asignan lo colocan en la disyuntiva de focali­
zar en el interior de un universo ya focalizado. Por ello, a los criterios 
de focalización se agregaron los de vulnerabilidad, tal como se enun­
cia en sus objetivos de mejorar las condiciones de alimentación, salud 
y educación de las familias más pobres, mediante una estrategia de in­
tegrar acciones orientadas a los grupos de población más vulnerables, 
entre los cuales se encuentran las niñas y los niños, así como las m u­
jeres embarazadas y en período de lactancia (SEDESOL Programa pa­
ra Superar la Pobreza 1998).

Este programa parte de corresponzabilizar a la población benefi­
ciada, involucra a los tres órdenes de gobierno y tiene tres com ponen­
tes: becas y útiles escolares, atención básica de salud, y dotación de su­
plementos alimenticios a las madres embarazadas y lactantes, así como 
a niños menores de dos años y una llamada transferencia monetaria 
base (90 pesos). Además, suministra leche y un kilo de tortillas a las fa­
milias con ingreso menores a 2 veces el salario mínimo.

En 1997, el programa atendió a 400000 familias de 13723 locali­
dades pertenecientes a 524 municipios de 12 estados del país. La me­
ta es atender a 4.2 millones de familias para el año 2000 (59.5% del 
medio rural y 40.5 del medio urbano) poniendo especial énfasis en 
que su actuación es regional. Sin embargo, por ahora PRO G RESA  
sólo actúa en el medio rural, allí donde la pobreza es más intensa.132
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Respecto a la distribución territorial de los recursos, se trabaja en 
las 91 regiones (microrregiones) que es donde reside la mitad de la po­
blación pobre del país, según la clasificación realizada por SEDESOL. 
En su mayoría tienen menos de 500 habitantes, y en las que viven cua­
tro quintas partes de la población indígena nacional. De estas regiones 
en extrema pobreza se seleccionaron 26, que pertenecen a 702 muni­
cipios de 14 estados y que son las que según los indicadores socio-eco­
nómicos presentan las condiciones de vida más precarias y que requie­
ren atención oportuna (Poder Ejecutivo Federal, PRO GRESA s/f) 

Este programa aún ha sido poco analizado y evaluado por los aca­
démicos. Evidencias surgidas de una investigación del CIESAS (1999)11, 
indican que se han obtenido logros tales como un flujo de recursos 
económicos en las regiones y comunidades más pobres, un incremen­
to de la matrícula escolar de primaria y secundaria, la incorporación de 
una perspectiva de género que reconoce como depositarios de los be­
neficios a las madres y a las niñas pobres, ya que presentan mayores po­
sibilidades de abandonar la escuela. Sin embargo, existen aún muchas 
dificultades en la operación del programa. En particular, para que los re­
cursos lleguen a todas las familias campesinas indígenas que debieran 
recibir el apoyo, ya que no se identifica el universo total y existe una 
baja participación de las comunidades en las estrategias de medición de 
las familias que debieran ser beneficiadas (CIESAS 1999). Así mismo, 
recabar la información y actuar en la comunidad sin potenciar la acción 
colectiva, sino a través de promotores sociales repercute en el presu­
puesto de que dispone el programa (Gómez de León 1998, Torres 
1998). También la infraestructura y los recursos en educación y salud 
disponibles en las localidades que se aplica son limitados y /o  poco efi­
cientes; las becas son muy reducidas y las promotoras no siempre logran 
ser aceptadas por la comunidad (CIESAS 1999). 11

11 En el informe del CIESAS (1999) se afirma que debe felicitarse a los directivos de Pro­
gresa por convocar al diálogo y a la evaluación por parte del sector académico ya que 
las agencias de gobierno son muy reticentes a la crítica académica sobre los programas 
en operación
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Por otra parte, los representantes de los partidos de oposición pre­
guntan: ¿Porqué estos recursos no ingresan a los Convenios de Desa­
rrollo Social y se asignan por la vía de los COPLADES y /o  los C on­
sejos de Desarrollo Municipal que ya funcionan en las entidades del 
país?12. El criterio que parece prevalecer es que le corresponde a la fe­
deración, atender a mexicanos en situaciones de pobreza muy grave y 
para ello recurre a la identificación de las llamadas microrregiones (lo­
calidades de menos de 2500 habitantes) y en su interior a identificar 
a las familias que poseen mayores carencias. Nuevamente la dimensión 
territorial y /o  regional es incluida en el mejor de los casos después de 
definir el universo de actuación de acuerdo a otros criterios. Por ello 
no se resuelve de manera adecuada la presencia de una instancia de ni­
vel federal actuando en el ámbito local y al respecto, en el informe del 
CIESAS, se señala que “las formas de gobierno y de liderazgo tradi­
cional no han sido tomados en consideración por lo que esto es otro 
punto de conflicto en el futuro” .

En el caso que el Programa no se limitara a garantizar la mera so­
brevivencia de estas familias sino que promoviera actividades producti­
vas en esas zonas, el ámbito territorial debiera ser considerado con mi­
ras a buscar el potencial productivo en estas regiones que permitieran 
su articulación a circuitos de producción más amplios y cercanos. Es de­
cir, el concepto de región, de microrregión, tiene por ahora un carác­
ter instrumental y le otorga viabilidad a determinada política social fo­
calizada, pero debiera discutirse en el marco de la delimitación política 
administrativa de un estado federal y de las microrregiones y macrorre- 
giones económicas que se identifican en el territorio nacional.

Los recursos fiscales para el desarrollo regional y atención de la pobreza

A los programas de nivel federal se agregan los programas y acciones 
que desarrollan estados y municipios con los recursos que reciben, a

34
12 Véase AA.W .(1998), Agenda de la Reforma Municipal. México: CIDE, CESEM, CE- 

RES, IISUNAM, Mimeo.
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través de fondos destinados al desarrollo regional y la atención a la po­
breza.

Los reclamos de los gobiernos locales llevaron a que en el segun­
do año de gobierno de Ernesto Zedillo se transformara el ramo del 
presupuesto federal 26 Superación de la Pobreza, bajo los principios de 
distribuir los recursos con transparencia, garantizar la equidad y la jus­
ticia en la asignación a estados y municipios, evitar discrecionalidad y 
asegurar que el presupuesto se destine a acciones para superar la po­
breza. Para ello se aplica una fórmula en base a la cual se distribuyen 
los recursos a los gobiernos estatales y a partir de las características, 
magnitud e intensidad de la pobreza en sus municipios13.

Además, para el ejercicio de 1998 y ante la exigencia de los parti­
dos de oposición de otorgar mayores recursos a los estados y más au­
tonomía de gestión a los municipios, el Congreso de la Nación deci­
dió atender esta demanda y crear el ramo 33, el cual está integrado por 
cinco fondos14: Fondo de aportaciones para la educación básica y nor­
mal; Fondo de Aportaciones para los servicios de salud; Fondo de 
Aportaciones para la infraestructura social (FAISM), el cual se divide a 
su vez en estatal y municipal; Fondo de aportaciones para el fortaleci­
miento de los municipios y del Distrito Federal y, Fondo de aporta­
ciones Múltiples.

A los municipios les corresponde recibir y ejercer específicamente 
los recursos del c y d y se destinan por lo general a obras que suponen 
mejoras en las condiciones de vida de la población. Así, el FAISM se 
distribuyó aplicando para el 69 % de los recursos la fórmula de SEDE- 
SOL de medición de la pobreza, mientras que el resto se repartió en 
partes iguales entre todas las entidades de la federación, lo cual hizo

13 En el contexto de la desconcentración de recursos a estados y municipios, las posibili­
dades y limitaciones para descentralizar los programas de lucha contra la pobreza y los 
recursos fiscales son temas abordados en varios trabajos, entre otros: Martínez y Ziccar- 
di (2000).

14 Este se formó con recursos del ramo 26 combate a la pobreza, 25 educación y 23 par­
tida del presidente, 29 saneamiento financiero, 04 seguridad pública y 23 coordinación 
hacendaria.
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que se modificara el orden y por ende el m onto asignado a los esta­
dos15. El fondo de aportaciones para el fortalecimiento de los munici­
pios y del D.E en cambio, se hace de acuerdo al número de habitan­
tes, lo cual indica que si se estima que la población del país de acuer­
do al conteo de 1995 era de 91’158.290 habitantes, según el m onto 
aprobado, le correspondía a los estados $73,85 por habitante.

Lo que importa destacar es que en este caso la distribución de los 
recursos si se realiza con una fórmula que se aplica de acuerdo a la di­
visión territorial estatal y municipal que existe en el país. Además el 
federalismo es custodiado por los representantes políticos en las Cá­
maras, quienes han participado activamente en la definición de los cri­
terios a partir de los cuales la federación traspasa los recursos de aten­
ción a la pobreza, a los municipios a través de los estados. Es cierto 
que existen aún problemas en la operación, tales como el etiqueta- 
miento de los recursos y la compleja supervisión de la federación, y 
tal vez lo más importante es que las autoridades locales deben crear 
condiciones para que exista cierta coordinación entre los programas 
sociales, en particular PRO GRESA, a manera de potenciar los recur­
sos que se aplican a un mismo grupo y /o  sociedad y en su territorio 
sin importar su procedencia.

En síntesis, las políticas sociales de atención a la pobreza ya no son 
políticas típicamente sectoriales, y la dimensión territorial, en el mar­
co de un proceso de fortalecimiento del federalismo comienza a ser 
incorporada. Sin embargo, esto es aún insuficiente, es necesario incor­
porar la acción social gubernamental en propuestas más integradas de 
desarrollo regional y estatal y definir claramente la competencia y 
funciones que deben cumplir cada uno de los ámbitos de gobierno 
para su logro.

15 La aplicación de una fórmula es un paso en transparentar el uso de los recursos. Las crí­
ticas a su complejidad se basan en que es un instrumento difícil para ser apropiado por 
las autoridades locales con el fin de controlar la asignación de los recursos que les co­
rresponden recibir del estado y la federación.
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Ideas para el debate

Algunas ideas que deben ser incorporadas al debate giran sobre la po­
sibilidad de impulsar un proceso de planeación estratégica. En la mis­
ma la dimensión territorial debe ser introducida en sus diferentes ni­
veles rural, urbano, regional, estatal, municipal, e incorporar una prác­
tica que, promovida desde las instituciones gubernamentales, incluya 
los actores económicos y sociales que actúan en sus territorios.

U n estudio de la Organización para la Cooperación y el Desarro­
llo Económicos (OCDE 1998:49-51) afirma que los principales desa­
justes en México no son básicamente territoriales sino agudos proble­
mas sociales, particularmente la pobreza extrema que afecta a todo el 
país es más grave en las regiones que presentan una particular desven­
taja. Según el mismo, es la desequilibrada distribución del patrón de de­
sarrollo —que ha beneficiado a la zona central, la frontera norte y algu­
nas grandes ciudades— y no las desigualdades entre regiones (medida és­
ta por su productividad, salarios, calificación de la mano de obra) lo que 
explica la geografía actual. Por ello sugiere poner el énfasis tanto en las 
políticas económicas estructurales como en las políticas sociales, otor­
gando particular atención a la dimensión regional que deben poseer las 
propuestas, consideración que de ser instrumentada en el diseño de las 
políticas públicas redefiniría el rumbo de las mismas.

Es cierto que lo fundamental es elevar las condiciones de vida, me­
jorar el medio ambiente, crear infraestructuras y modernizar la admi­
nistración. Sin embargo, no todo ello no puede continuar siendo áreas 
de actuación de políticas sectoriales o de recursos etiquetados para de­
terminadas acciones. Para lograr un país más equilibrado económica y 
territorialmente, y más justo socialmente, es necesario una mejor arti­
culación entre las políticas públicas y un mayor debate. En particular, 
deben buscarse las articulaciones entre las políticas económicas y las po­
líticas sociales en el nivel regional. Las políticas sociales en tanto son po­
líticas públicas deben identificar los actores involucrados en las situacio­
nes que pretenden transformar y esto hay que hacerlo en el ámbito de 
las regiones, de los estados, de los municipios y de las localidades. 37
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En particular, en el caso de los recursos destinados a atender la po­
breza es fundamental identificar desde un principio la existencia de or­
ganizaciones sociales populares, organizaciones no gubernamentales, 
asociaciones y liderazgos empresariales, representantes y autoridades 
locales. Esto es lo que define a la planeación estratégica como proceso 
que supone una metodología de trabajo basada en la participación ac­
tiva de los actores involucrados. Algunos trabajos han identificado los 
nuevos actores empresariales (redes, asociaciones, etc.) que se han de­
sarrollado con la globalización. En este, ponemos el énfasis en dos ti­
pos de actores directamente involucrados con la cuestión social desde 
una perspectiva local, por una parte, el institucional y de gobierno (el 
municipio) y, por otra, el social (las organizaciones no gubernamenta­
les u organizaciones civiles). La inclusión de ambos es indispensable 
para realizar un proceso de planeación estratégica y /o  acciones basadas 
en la cooperación social.

En México no existen autoridades regionales pero puede pensar­
se en la asociación de las autoridades locales para promover nuevas ex­
periencias de planeación y desarrollo. Hoy esto es posible en el mar­
co de un proceso de democratización y fortalecimiento de los pode­
res locales. La autoridad más próxima a la sociedad local es el Ayun­
tamiento, son los presidentes municipales y los regidores del Cabildo, 
y pareciera que esta estructura de gobierno ha sido considerada de 
manera muy limitada (en el mejor de los casos de manera consultiva) 
en los programas de atención a la pobreza.

Se ha dicho, y con razón, que muchos municipios no pueden asu­
mir la gestión de una política social de manera autónoma, pero m u­
chos otros si pueden hacer esto y muchas otras acciones de beneficio 
comunitario. Sin embargo, las autoridades locales afirman que el go­
bierno federal y /o  estatal lejos de facilitarlo lo entorpece.Varios estu­
dios de caso han demostrado la diferenciada capacidad operativa de los 
gobiernos locales, se han analizado experiencias exitosas, se han pun- 16 17

138
16 Véase Cabrero (1996); Guillen (1996); Ziccardi (1995a); Merino (1994);Vega (1997).
17 Véase Ziccardi (1998a); Garza (1998).
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tualizado donde se localizan los obstáculos, se ha revisado la gestión 
administrativa, las características de los recursos humanos, la eficacia y 
la eficiencia, la acción institucional local, las potencialidades de la par­
ticipación ciudadana y /o  de los COPLADES o los consejos de Desa­
rrollo Social Municipal16. También se trabaja en el campo de la evalua­
ción del desempeño de los gobiernos locales17con indicadores que in­
tentan medir diferentes dimensiones de la gestión administrativa y la 
gobernabilidad a nivel local. De esta manera, hay un todo un esfuerzo 
desde la investigación social que debe recuperarse en el diseño e im- 
plementación de las política sociales para avanzar en su descentraliza­
ción y en su eficacia.

Los recursos pueden potenciarse con la participación de interm e­
diarios sociales que actúan en la sociedad. El papel del Estado es el de 
integrar recursos y esfuerzos en una política basada en la cooperación 
social. En México, en las ciudades existen experiencias muy valiosas 
particularmente en los momentos difíciles que siguieron a una trage­
dia, como los sismos de 1985, donde se pudo advertir la presencia de 
organizaciones sociales, actuando de manera responsable para apoyar a 
quienes más lo necesitaban. También existen en el país organizaciones 
civiles que brindan asesoría técnica a los sectores populares urbanos 
desde hace más de treinta años, que gozan de prestigio y reconoci­
miento internacional como es el caso del Centro Operacional de Vi­
vienda y Poblamiento A.C. (COPEVI) y las que surgieron vinculadas 
a este grupo inicial como el Centro para la Vivienda (CENVI), o Ca­
sa y Ciudad. Las mismas han demostrado su capacidad para organizar 
el trabajo colectivo para la autoconstrucción y la introducción de ser­
vicios básicos en los poblamientos populares; actuar como intermedia­
rios y gestores ante las autoridades competentes; ser un espacio para la 
formación y desarrollo de líderes populares con arraigo en su comu­
nidad (Audefroy y Ortiz 1998). Alrededor de las mismas existen agru­
paciones de madres de familia con demandas de alimentos, escuelas, 
guarderías de colonos sin casa, de pobladores que requieren regulari- 18

18 Véase entre otros Bain (1999). 139



Las ciudades y la cuestión social

zar sus tierras, etc. Sus interlocutores son por lo general las institucio­
nes gubernamentales, tanto de nivel central como local, según el tipo 
de demanda. Sus luchas han sido ampliamente documentadas y su ca­
pacidad de apelar a diferentes recursos les ha permitido sobrevivir en 
la adversidad.

Debe señalarse además que, a nivel internacional, el espacio ocu­
pado hoy por las organizaciones no gubernamentales es mucho más 
importante de lo que fue en el pasado. Hoy se advierte la intención 
de incorporar y evaluar su actuación en programas a fin de potenciar 
recursos sociales diversos18. El Banco Mundial ha promovido una R ed  
sobre Reducción de la Pobreza y mantiene una política de incluir a 
las O N G  en las actividades financiadas por el banco, las cuales según 
un informe participaron en 47% de sus operaciones y gestión econó­
mica (Banco Mundial 1997). Por su parte, la O CD E, CAD ha creado 
la llamada Shaping the 2 ís t century (Configuración del Siglo XXI).

Lo cierto es que la organización social en sus más variadas formas 
es considerada hoy un recurso, un capital social importante, en parti­
cular para que los grupos más vulnerables de la población hagan fren­
te a sus dificultades. Pero para que esto se realice con eficacia, es ne­
cesario construir una nueva institucionalidad que facilite las nuevas 
formas de actuación entre lo gubernamental, lo privado y lo social.

140



El federalismo y las regiones: 
una perspectiva municipal*

Introducción

Este trabajo introduce la dimensión territorial del federalismo mexi­
cano, en el entendido de que este pacto entre los estados que compo­
nen la federación se sustenta en una geografía que reconoce la exis­
tencia de regiones y municipios. Su análisis es de fundamental im por­
tancia para comprender como se expresa espacialmente la heteroge­
neidad socio-económica, política y administrativa que poseen las enti­
dades y los municipios del país, así como también para analizar en qué 
medida el gobierno federal, al cumplir su función compensatoria, con­
tribuye a disminuir las desigualdades regionales.

Para ello hemos organizado nuestra exposición en cinco apartados; 
inicialmente se exponen las principales características del federalismo 
mexicano seguidas de los rasgos más sobresalientes de los procesos de 
descentralización económica y administrativa; se continúa con la identi­
ficación de regiones y ciudades, así como de las desigualdades regiona­
les a nivel municipal, prosiguiendo con un análisis de los ejecutivos lo­
cales, estatal y municipal, de las ciudades capitales según partido político 
y género; y, finalmente, se presentan algunas reflexiones para el debate.

* Publicado en Ziccardi, Alicia (2003c) Gestión y Política Pública, vol XII, n° 2, segundo
semestre, CIDE, México, p. 323-350. 141
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Federalismo y form a de gobierno local

142

El federalismo es un arreglo político-institucional que implica una 
distribución funcional y territorial. A pesar de las diferencias, lo co­
m ún en los Estados federales es entonces: la existencia de un pacto o 
arreglo institucional entre ámbitos o poderes (por lo general, estatal y 
federal), la subordinación de poderes y entidades a la Constitución, 
cuya modificación sólo puede hacerse con la intervención de repre­
sentantes especiales de los pueblos que integran el Estado y, el garan­
tizar la autonomía y equilibrio entre ámbitos de gobierno -federal y 
estatal- en el que ningún poder está por encima de otro.

También es cierto que teóricamente se trata de una forma de or­
ganización institucional que persigue la descentralización política y 
administrativa del aparato gubernamental, creando un poder soberano 
(el gobierno federal), en el que las entidades locales se encuentran re­
presentadas a la vez que son soberanas en sus territorios y sociedades. 
Así, han habido federaciones tanto de carácter monárquico como re­
publicano, tanto en la antigüedad como en la era moderna, tanto ba­
jo  regímenes democráticos como autoritarios. Por ello, puede decirse 
que existen diferentes tipos de federalismo, coexistiendo con las más 
variadas formas de gobierno, algunas de las cuales son claramente 
opuestas a los principios antes enunciados, puesto que han generado 
centralismo, autoritarismo y /o  presidencialismo.

En América Latina, particularmente en México, Brasil y Argenti­
na, los antecedentes del federalismo como sistema de organización 
política se ubican en el siglo X IX  cuando se conformaron los estados 
nacionales. Según Carmanagni (1993) existía previamente una orien­
tación de tipo confederal ya que existía una tensión que entre provin- 
cialización y centralización del poder que lleva a que en los tres paí­
ses se elaboren modelos doctrinarios e institucionales de los que sur­
ge la nueva forma de gobierno federalista.

Es decir, en el origen mismo del federalismo los tres países más 
grandes de América Latina compartieron la intención de constituir un 
poder central que subordinara a los poderes regionales. Esto se logró
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sin que por ello las rivalidades entre el centro y las provincias se resol­
vieran, sino que por el contrario en gran medida persisten hasta la ac­
tualidad.

En México, el 4 de octubre de 1824, el Congreso aprobó la Cons­
titución de los Estados Unidos Mexicanos que en el artículo 4 dice:

La Nación mexicana adopta para su gobierno la forma de república 
representativa popular federal, con ello el supremo poder de la fede­
ración se dividía para su ejercicio en Legislativo, Ejecutivo y Judicial, 
haciéndose lo propio para cada estado (Constitución de los Estados 
Unidos Mexicanos 1824, Artículo 4).

El 5 de febrero de 1857, el Congreso General Constituyente juró la 
Constitución Federal de los Estados Unidos Mexicanos la que en su 
artículo 40 estableció

“Es voluntad del pueblo mexicano constituirse en una república re­
presentativa democrática federal, compuesta por estados libres y sobe­
ranos en todo lo concerniente al régimen interior, pero unidos en una 
federación establecida según los principios de esta ley fundamental” 
(Constitución de los Estados Unidos Mexicanos 1824, Artículo 40).

Su plena vigencia fue interrumpida, de 1858 a 1860, por la Guerra de 
los Tres AAos y de 1862 a 1867 por la Intervención Francesa y el Im­
perio. Durante el gobierno de Benito Juárez, quien ese último año re­
gresó a la Ciudad de México, se estableció el orden constitucional y se 
reestructuró el territorio nacional dividido en 27 estados, tres territo­
rios y el Distrito Federal.

La revolución mexicana iniciada en 1910, que destituyó al General 
Porfirio Díaz, no reconsideró esta forma de gobierno constitucional. 
En la nueva Constitución el 5 de febrero de 1917, se incorporaron ga­
rantías y derechos sociales fundamentales sin que se modificasen los ar­
tículos 40 y 41 relativos a la soberanía nacional y a la forma de gobier­
no. En la misma se legisló la actual división en 31 estados y el Distri­ 143
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to Federal y se reconoció que le correspondía a la Suprema Corte re­
conocer y resolver los conflictos que se suscitaran entre los poderes de 
la nación y entre la federación y los estados (Art. 106). Pero si bien el 
federalismo es un pacto entre estados, la Constitución Mexicana en su 
artículo 115 reconoce que éstos adoptarán para su régimen interior 
“la forma de gobierno republicano, representativo popular, teniendo 
como base de la división territorial y de su organización política y ad­
ministrativa el municipio libre” .

Durante setenta años el federalismo funcionó con un régimen de 
partido único y presidencialista, en el que el ejecutivo federal subor­
dinaba a los gobiernos estatales y municipales en su actuación guber­
namental1. Pero cuando en los ochenta se inicia la apertura política, 
los partidos de oposición, particularmente el PAN, comienzan a ga­
nar en los gobiernos municipales; en 1989 por primera vez ese par­
tido triunfa en las elecciones de gobernador en el estado de Baja Ca­
lifornia, y en 1997 el P R D  en la Capital de la república. Todo esto 
desencadena un proceso de acumulación de fuerzas de oposición 
que, sumadas al desgaste del partido gobernante durante setenta años, 
llevan a que finalmente el 2 de julio del 2000, el candidato de la 
Alianza por el Cambio (PAN-PVEM) Vicente Fox gane la presiden­
cia de la república.

Lo que interesa aquí enfatizar es que fue en los gobiernos locales, 
primero municipales y luego estatales, donde se inauguraron en M é­
xico los procesos de alternancia política que permitieron avanzar en 
la transición democrática.

Actualmente, la federación mexicana está constituida por tres ám­
bitos de gobierno2: el federal, el estatal (conformado por 32 estados y 
el Distrito Federal), y el municipal (conformado por 2427 munici-

En América Latina el régimen no fue disfuncional a las dictaduras del siglo X X  ni se al­
teró sustancialmente en los procesos de transición democrática que desde la década de 
los ochenta se registran en varios países de la región (México, Chile, Argentina, Brasil). 
El municipio fue reconocido como ámbito de gobierno a partir de las modificaciones 
introducidas al artículo Constitucional 115 en junio de 1999, hasta entonces era una 
instancia de carácter administrativo.
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píos). Su principal rasgo es aún un carácter centralista porque si bien 
es cierto que el gobierno federal ha comenzado a traspasar funciones 
y recursos a los estados, un buen indicador es la forma como se ejer­
ce el gasto público. Así, en el año 2000 el gobierno federal ejerció el 
71.2 por ciento del gasto público, el estatal el 23.7 por ciento y el m u­
nicipal el 5.1 por ciento.

El ejercicio de gobierno entre estos tres ámbitos es sumamente 
complicado y particularmente lo es en las capitales estatales, donde 
convive el gobernador con el presidente municipal. En el caso del D.E 
donde están asentados al mismo tiempo el gobierno federal y el go­
bierno de la Ciudad de México, a pesar de los pronósticos, desde 1997 
año en el que la ciudadanía eligió por primera vez al jefe de gobier­
no de la ciudad, las relaciones han sido bastante armoniosas. Por otra 
parte, aunque se trate de diferentes ámbitos de gobierno sin que exis­
ta una jerarquía entre ellos, recién ahora ha comenzado a modificarse 
la forma centralista de gobernar del ejecutivo, la cual no sólo se daba 
entre la federación y los estados sino entre éstos y los municipios.

Hablar de federalismo y democracia en el contexto de las ciuda­
des mexicanas obliga a recordar que aún no se ha resuelto la nueva 
forma de gobierno del Distrito Federal, territorio que forma parte de 
una de las metrópolis más grandes del mundo, y en el que habitan más 
de ocho millones de personas. A pesar de las sucesivas reformas polí­
ticas de 1986, 1993,1996, y en estos momentos, la forma de gobier­
no de la Ciudad Capital está nuevamente sujeta a debate (Aziz y Zic- 
cardi 2002).

Como veremos más adelante la nueva geografía de los noventa de­
manda una redefinición del federalismo centralista que prevaleció en 
el país. En particular, las demandas de los gobiernos controlados por la 
oposición al P R I hasta el 2000, se orientaron a reclamar un nuevo fe­
deralismo fiscal que permita a los gobiernos locales disponer de ma­
yores recursos, y por ende, de mayor autonomía.
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La descentralización económ ica y  administrativa
Ahora bien, mientras que las demandas de un federalismo que funcio­
na de acuerdo a los principios que lo sustentan provienen de los esta­
dos y municipios del país, desde el gobierno federal en un movimien­
to de arriba hacia abajo, se ha incluido en la agenda gubernamental 
desde hace por lo menos dos décadas la descentralización administra­
tiva. Así, comenzaron a descentralizarse los servicios de salud y educa­
ción hacia los estados del país, y a revertirse la tendencia a la concen­
tración excesiva de la inversión pública federal en las tres grandes áreas 
metropolitanas del país: Ciudad de México, Guadalajara y Monterrey. 
Sin duda, con ello se intentaba cambiar una situación de excesiva cen- 
tralidad, porque no hay mejor ejemplo de los efectos negativos que 
generó el centralismo en los procesos de gestión de una ciudad que el 
de la capital de la república: espacio que ha sido históricamente el 
principal destinatario de la inversión pública federal, y donde aún per­
sisten grandes carencias y elevados niveles de desigualdad en el acce­
so a los bienes y servicios urbanos.

La inversión pública federal se localizó principalmente en la región 
centro y norte, tendencia reforzada con la firma del Tratado de Libre 
Comercio con EUA y Canadá, y en las ciudades receptoras de las ac­
tividades del capital extranjero, principalmente para desarrollar activi­
dades de maquila y turismo. Por otra parte, en algunas ciudades me­
dias (más de un centenar), se canalizó una importante inversión de re­
cursos para la creación de equipamientos e infraestructuras a través de 
programas específicos.

En materia de política social se inició un proceso de descentrali­
zación del gobierno federal hacia los estados, en relación a educación 
y salud. Después de un centralizado y ambicioso programa de comba­
te a la pobreza impulsado por el presidente Carlos Salinas (PRONA - 
SOL), en las siguientes administraciones se optó por descentralizar es­
tos recursos a los estados y municipios (ramo 26 y 33 del presupues­
to de la federación), y dejar en la secretaria del ramo un programa fo­
calizado (PROGRESA) para atender a la población en extrema po­
breza y localizado en llamadas regiones prioritarias.146
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Es decir, si bien se asiste desde entonces a un proceso desconcen­
tración económica, el mismo sólo puede atribuirse en parte, a la efi­
cacia de la planeación institucional y /o  la implementación de polí­
ticas públicas (Gilbert 1993). Sin duda fue la propia dinámica de la 
economía nacional, la que en la misma época, propició un proceso 
de desconcentración territorial de actividades económicas y de po­
blación, producto de la apertura económica, la aplicación de m ode­
los económicos neoliberales y de las decisiones del capital en mate­
ria de inversión.

En México, como en los demás países del mundo, se entablan nue­
vas redes de localización industrial en muchas ciudades, mientras que 
otras metrópolis como la Ciudad de México, ve expandir las activida­
des del terciario particularmente de los servicios (financieros, turísti­
cos, etc.) y el comercio (formal e informal). Además, debe decirse que 
en la Ciudad de México ha existido una clara política de desestímulo 
a la localización industrial dados los límites ecológicos de este espacio 
megapolitano: el alto índice de contaminación atmosférica, la escasez 
de agua, los problemas de Saturación del espacio, precariedad y dete­
rioro de la infraestructura. Estos argumentos fueron suficientes para 
desestimular la inversión privada en la industria y fomentar el desarro­
llo de actividades del terciario en la capital del país (Beristain 1994). 
Pero debe decirse que la ciudad de México es el único espacio urba­
no que reúne los requisitos necesarios para cumplir el papel de ser un 
espacio articulador de la economía nacional a la internacional.

Ahora bien, los resultados de procesos desconcentradores de acti­
vidades y mano de obra en México no pueden ser evaluados en sí mis­
mos positivamente si se tiene en cuenta que con ello se ha contribui­
do a profundizar las desigualdades regionales. En una primera obser­
vación es claro que en el territorio nacional se advierte un norte ca­
da vez más industrializado e integrado a la economía nacional e inter­
nacional, y un sur cada vez más pobre. Pero en el interior de esta gran 
división existe una marcada heterogeneidad que requiere ser conside­
rada en el anáfisis. Introducir la región y el municipio en la perspecti­
va del federalismo y la descentralización parece útil y necesaria. 147



Las ciudades y la cuestión social

R egiones, ciudades y m unicipios

El debate actual sobre el federalismo y la democracia en México exi­
ge elaborar propuestas que permitan revertir las marcadas desigualda­
des que prevalecen entre el centro y las regiones, entre el norte y el 
sur, entre las ciudades ricas y las pobres, entre quienes en el interior 
de las mismas acceden a condiciones de vida excelentes, comparables 
a cualquier metrópoli del mundo, y quienes deben soportar carencias 
y deficiencias en acceso a los bienes y servicios básicos. Es decir, se tra­
ta de abordar la territorialidad de la democracia.

La globalización tiende a limitar la actuación económica de los es­
tados nacionales y otorga un nuevo y protagónico papel a las regiones 
y a las redes de ciudades. La revolución tecnológica permite acortar 
las distancias, y los flujos de capital financiero condicionan el rum bo 
de las economías nacionales. La crisis del modelo de Estado de Bie­
nestar impulsa profundas reformas del Estado, y transfiere al ámbito de 
lo local mayores responsabilidades. Al mismo tiempo, la revalorización 
de los sistemas de gobierno democráticos señalan al municipio como 
el ámbito más próximo a la ciudadanía y, por lo tanto, el espacio pri­
vilegiado para avanzar en la construcción de la democracia social.

En México, en la actualidad, muchos municipios en tanto ámbitos 
de gobierno del sistema político federal juegan ya un papel central en 
el desarrollo económico y social del país. Los reclamos de un nuevo o 
auténtico federalismo más equitativo y por lo tanto, descentralizado, 
se han acompañado de la exigencia de mayores recursos para que los 
gobiernos locales cumplan con las funciones y responsabilidades de su 
competencia. Pero no todos los municipios pueden asumir con efica­
cia las tareas que se le asignan, por el contrario, es la gran mayoría la 
que no puede hacerlo. Las posibilidades de lograrlo en gran medida 
implican una acción gubernamental integrada plenamente a la enti­
dad y a la región a la que pertenecen, así como a la posibilidad de re­
clutar personal capacitado para cumplir con las funciones de adminis­
tración y gestión de su territorio.
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La pertenencia de un municipio a una región rural, urbana, metro­
politana, indígena, fronteriza, es un dato de fundamental importancia pa­
ra conocer cuál es su vocación económica y su integración en la vida 
política nacional. Interesa saber ¿qué características naturales y ambien­
tales posee su territorio y su entorno? ¿Cuáles son las capacidades edu­
cacionales y culturales de sus habitantes y qué nivel de vida prevalece? 
¿Cuáles son las bases de su identidad cultural? ¿De qué manera se han 
organizado y cómo han participado en la elección de sus representantes?

En este sentido, debe decirse que en México desde el siglo pasado 
se han elaborado diferentes regionalizaciones como agrupaciones de 
base territorial, no necesariamente coincidentes con la delimitación 
político-administrativa estatal. La perspectiva regional actualmente no 
es considerada con la importancia que posee para el proceso de dise­
ño e implementación de la política económica y, en general, es muy 
limitada la incorporación de la dimensión territorial en las políticas 
públicas. En general, en las políticas sociales de atención a la población 
que se encuentra en situación de extrema pobreza se han incorpora­
do criterios regionales, estatales, e inclusive de identificación por loca­
lidad. Así, hacia finales de los ochentas, se han reconocido micro-re­
giones muy pobres en el interior de los 31 estados a fin de dar prio­
ridad a su atención, en el marco de los programas de combate a la po­
breza del gobierno federal. En estas últimas delimitaciones regionales 
se identifican los municipios que las componen, aunque los programas 
se operan a nivel de localidad.

Es sabido que las regiones refieren a una división del territorio ba­
sada en la adopción de diferentes criterios y /o  características (natura­
les, socio-económicas, de localización) del territorio, que como señala 
Angel Bassols (1975), es susceptible de dividirse de muy distinta forma 
dependiendo del propósito que se persigue. En este caso, interesa agru­
par los estados y municipios del país en función de sus características 
socioeconómicas, cuya identificación es de fundamental importancia 
en el diseño de políticas públicas de desarrollo económico y social.

Vale la pena recordar que durante mucho tiempo el concepto de 
región estuvo vinculado al de planeación y al de política económica.
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Al respecto, Juan José Palacios (1983) sostiene que en función de la 
planeación, la región es aquella que se define en función de criterios 
y objetivos específicos de política económica para alcanzar el máximo 
de eficiencia en la implementación de programas y estrategias, su de­
limitación es totalmente arbitraria pues generalmente se busca cohe­
rencia administrativa o congruencia entre el área a considerar y la es­
tructura institucional disponible para llevar a cabo los planes.

En contrapartida, se afirma en la actualidad, que la dimensión re­
gional está disminuida y se inserta en la misma lógica del mercado que 
rige de manera general los presupuestos de la asignación eficiente de 
los recursos. Pero es cada vez más claro que para que una política eco­
nómica sea de naturaleza regional, debe ser formulada y aplicada ex­
plícitamente con esa intención. La efectividad de las políticas regiona­
les ha de asociarse con criterios específicos en su diseño e instrumen­
tación (Bendesky 1998).

Una particular importancia encierran las relaciones que existen en­
tre las regiones y el federalismo. Ante el debilitamiento o destrucción 
del estado moderno, burocrático autoritario, existe en la Unión Euro­
pea un movimiento federalista que promueve la recuperación y la re­
valorización de las identidades y formas de gobierno que se han dado 
los ciudadanos en sus regiones y /o  ciudades en las que habitan. En es­
te sentido, se recupera el concepto de autonomía y autogobierno re­
gional. En México, estas ideas se vinculan a las propuestas surgidas an­
te el conflicto chiapaneco que reclaman la constitución y el reconoci­
miento de regiones autónomas pluriétnicas, en el interior de las cuales 
se reconozca la existencia de otros ámbitos territoriales: las comunida­
des, los municipios y las regiones -m o no  o pluriétnicas- con las fina­
lidad de proteger y promover la integridad y el desarrollo de sus terri­
torios, tierras, lenguas, culturas, costumbres, recursos naturales, y formas 
específicas de organización social, económica y política3. También han 
existido propuestas para la creación de regiones autónomas como un

Véase Asamblea Nacional Indígenas para las Autonomías (1995), México D.F. p.3-5, ci­
tado en: IGLOM ,Red de Investigadores en Gobiernos Locales (1998), Agenda de la Re­

forma Municipal
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ente territorial de la federación con personalidad jurídica, es decir con 
gobierno interno y cuya autoridad sería el gobierno regional4.

Si la construcción de regiones tiene una particular utilidad para el 
diseño de las políticas públicas, en las mismas debiera darse cabida a la 
participación de los gobiernos locales, Sin embargo, las políticas eco­
nómicas y sociales son diseñadas por instancias del gobierno federal, 
con escasa injerencia de los gobiernos estatales y con nula participa­
ción de los gobiernos municipales. Aunque en materia de política so­
cial se ha avanzado en la descentralización de recursos y responsabili­
dades a los gobiernos locales, la naturaleza de las mismas —principal­
mente su corte asistencialista- y su escasa vinculación con la política 
económica, le resta eficacia a la acción gubernamental.

El municipio, por su parte, según lo establecido en la Constitución 
de la república, es órgano de gobierno que reúne las siguientes carac­
terísticas: personalidad jurídica propia, patrimonio propio, no tiene 
vínculos de subordinación jerárquica con el gobierno del estado, ad­
ministra libremente su hacienda, tiene facultades reglamentarias, eje­
cutivas y judiciales y, su gobierno es electo popularmente.

Según su naturaleza jurídica, es una comunidad natural y un orga­
nismo descentralizado por región, un ente autárquico territorial, un 
nivel o ámbito de gobierno autónomo (Cárdenas y Farah Gebara 
1997:1151-1167). Como entidad, el municipio tiene amplias faculta­
des para actuar en relación con la planeación territorial y ambiental, 
así como para suministrar servicios públicos (agua potable y alcantari­
llado, mercados). Y  precisamente para ello, el artículo 115 prevé la 
coordinación entre municipios de una determinada región e inclusive 
entre entidades vecinas, en particular cuando forman parte de un área 
metropolitana: “Los Municipios de un mismo Estado, previo acuerdo 
entre sus ayuntamientos y con sujeción a la ley, podrán coordinarse y 
asociarse para la más eficaz prestación de los servicios públicos que les 
corresponda” (fracc. III).

4 Poder Ejecutivo Federal, Congreso de la Unión (s/f). 151
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De igual forma se faculta a “dos o más centros urbanos situados en 
territorios municipales de dos o más entidades federativas que formen 
o tiendan a formar una continuidad geográfica, la Federación, las en­
tidades federativas y los Municipios respectivos, en el ámbito de sus 
competencias, planearán y regularán de manera conjunta y coordina­
da el desarrollo de dichos centros con apego a la ley federal de la ma­
teria” (ffacc.VI).

Además, se considera al municipio como la instancia institucional 
receptora de la descentralización administrativa y de gestión de los 
servicios públicos, que actúa en determinado territorio gobernando a 
los mexicanos que allí habitan. Por ello, se lo considera en sí como un 
organismo descentralizado cuyo ámbito de actuación puede ser regio­
nal, y se reafirma al mismo tiempo que conserva el carácter autonó­
mico del régimen municipal5. Así, un reconocido municipalista, An­
drés Serra Roja, afirma que la forma más característica de la descen­
tralización regional en el derecho constitucional y administrativo me­
xicano es el municipio (Serra R oja 1979). En el marco del derecho 
administrativo, Gabino Fraga (1982) agrega que el municipio es una 
forma en que el Estado descentraliza los servicios públicos correspon­
dientes a una circunscripción territorial determinada.

Jaime Cárdenas y Mauricio Farah Gebara, en sus comentarios sobre el 
artículo constitucional 115 sostienen que “como organismo descentra­
lizado por región el municipio se formula a partir de la idea de la des­
centralización administrativa, cuya finalidad es el manejo de los intere­
ses colectivos que corresponden a la población radicada en una cir­
cunscripción territorial para posibilitar una gestión más eficaz de los 
servicios. También implica una descentralización política, que organi­
za una entidad autónoma hasta cierto límite y en atención a ciertas ne­
cesidades, bajo un régimen jurídico especial que comprende un nú­
cleo de población agrupado en familias, una porción determinada de 
territorio nacional, y también determinadas necesidades colectivas re-

152
5 Las leyes de planeación de algunos estados (por ejemplo de Chihuahua, en su artículo 

8) reconocen a los municipios la posibilidad de planear a nivel regional.
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lacionadas con el gobierno de la ciudad y con exclusión de lo que co­
rresponde a otros entes (Cárdenas y Farah Gebara 1997:1154).

En síntesis, el municipio es consubstancial a la descentralización de las 
funciones de gobierno y a la actuación gubernamental territorial, re­
gional y local.

Nosotros consideramos que más aña de distinciones y de su diver­
sidad, el gobierno municipal debe cumplir con seis funciones básicas:

• La promoción de un desarroño económico sustentable.
• El cuidado del medio ambiente y los recursos naturales6.
• La preservación de la identidad cultural y étnica.
• La conservación del patrimonio histórico.
• El suministro de los servicios públicos básicos.
• La promoción de la participación de la ciudadanía en los procesos 

de toma de decisiones, a fin de ejercer y consolidar la democracia 
política y social en el ámbito local.

Ciertamente, todas estas acciones encierran en sí una dimensión regio­
nal. La identificación de macro regiones permite una primera aproxi­
mación a las desigualdades que presenta el territorio nacional. Las so­
ciedades locales son la base territorial y poblacional necesaria para for­
mular políticas tendientes a lograr una mayor y mejor integración del 
conjunto del territorio, y un nivel de vida adecuado para el conjunto 
de la población.

Identificados estos elementos y estos procesos, y respetando la di­
visión político-administrativa de nuestro sistema federal, se ha opta­
do en este trabajo por organizar la información de nivel municipal 
disponible a partir de una de las regionalizaciones de C O N A PO

6 Sobre las directrices para una gestión ambiental de nivel regional y local, véase Poder 
Ejecutivo Federal (1996).
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(véase Mapa 1):

R egión I:

R egión II: 
R egión III:

R egión IV: 
R egión V:

Coahuila, Distrito Federal, Guerrero, Guanajuato, H i­
dalgo, México, Morelos, Nuevo León, Querétaro, San 
Luís Potosí y,Tamaulipas.
Chihuahua, Durango y Zacatecas.
Aguascalientes, Baja California, Baja California Sur, C o­
lima, Jalisco, Michoacán, Nayarit, Sinaloa y Sonora. 
Chiapas, Oaxaca, Puebla, Tabasco, Tlaxcala y Veracruz. 
Campeche, Quintana R o o  y Yucatán.

M apa 1
Regiones y Estados de México

Fuente: elaboración propia en base a una de las regionalizaciones de CONAPO.
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Algunos rasgos básicos de estas regiones según la población que las ha­
bita (Gráfico 1) y las ciudades que las integran son los siguientes: •

• En la región I se observa un fuerte predominio de los municipios 
urbanos. Este peso de la población urbana se debe a que en la mis-
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Gráfico 1 
Población

R egión  V: 3.223.862

Fuente: elaboración propia.

ma se localiza la Zona Metropolitana de la ciudad de México, 
constituida por el Distrito Federal y por 27 municipios del Estado 
de México conurbados a la ciudad central. De igual forma, se lo­
caliza en esta región otra importante zona metropolitana, la terce­
ra en importancia poblacional, que es la zona metropolitana de 
Monterrey. Sin duda, el país presenta un intenso proceso de urba­
nización que se expresa en la existencia de más de 30 zonas me­
tropolitanas y más de 100 ciudades medias.

• En la zona II el mayor aporte poblacional corresponde a Chihua­
hua, siendo Ciudad Juárez una de las más importantes ciudades de 
la frontera norte. Sin embargo, debe mencionarse que en esta zona 
se localizan los municipios indígenas que forman parte de la Tara- 
humara, una de las microregiones más pobres.

• En la zona III se localiza Guadalajara, el municipio más grande del 
país en población y la segunda más importante zona metropolita­
na del país, así como ciudades de gran crecimiento poblacional, co­
mo es el caso de la ciudad fronteriza de Tijuana.

• En la zona IV se localiza Puebla que es la cuarta ciudad del país en 
población pero esto no contrarresta el fuerte peso de la población
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rural e indígena que habita en la tercera parte de los municipios 
oaxaqueños.

• Finalmente en laV, que es la que registra m enor población y m e­
nor número de municipios, y se advierte el que los municipios ru­
rales que representan aunque se localizan aquí ciudades de gran 
importancia por su valor histórico y turístico como Mérida.

Esta regionalización es producto de las profundas transformaciones 
que se han dado en la economía mexicana y en el territorio nacio­
nal. Así, se observa un proceso de descentralización de la actividad in­
dustrial de la Capital de la república hacia los municipios metropoli­
tanos del Estado de M éxico y hacia ciudades del interior (Puebla, 
Guanajuato, León). Además, en las tres principales metrópolis se ad­
vierte un proceso de terciarización de la economía que se caracteri­
za por generar empleo en un sector de punta al que se integra la ma­
no de obra con mayor calificación -servicios financieros, comercio, 
informática, turismo— y, al mismo tiempo, las actividades propias de 
la economía informal, cuya manifestación más clara son los vendedo­
res ambulantes en los centros de nuestras ciudades. Sin embargo, es 
en estas zonas metropolitanas donde se advierte un elevado número 
de mexicanos viviendo en situaciones de pobreza extrema y m ode­
rada. Lo cierto es que el marcado proceso de urbanización de la eco­
nomía que experimenta México desde hace varias décadas se expre­
sa claramente en su territorio.
En contraste, el mayor peso de la población dedicada a actividades ru­
rales -e n  su mayoría de origen indígena- se encuentra localizada en 
la zona IV conformada por Chiapas, Oaxaca,Veracruz y Puebla, que 
son los estados que al tiempo poseen el mayor número de municipios, 
858 de un total de 2427. Estos estados reciben los mayores recursos 
destinados a la atención de la pobreza y al desarrollo regional, puesto 
que en los mismos es donde prevalecen elevados índices de pobreza 
extrema.
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U no de los principales indicadores de las marcadas desigualdades 
regionales son los niveles de pobreza que se registran. Así, en el 2001 
se estimaba que en el país existían 26 millones de mexicanos viven en 
condiciones de pobreza extrema y para canalizar hacia esas familias los 
recursos de manera prioritaria se identificaron 91 microregiones per­
tenecientes a los 31 estados, las cuales comprenden 1858 municipios. 
La idea es que en las localidades y las regiones donde se concentra la 
pobreza extrema no coinciden con las delimitaciones geopolíticas de 
los estados y municipios, sino que conforman microregiones con ca­
racterísticas socioeconómicas similares7. En estados como Chiapas 100 
de sus 111 municipios forman parte de las microregiones de atención 
prioritaria; en Oaxaca 425 de un total de 570 municipios; en Puebla 
163 de 217; en San Luis Potosí 46 municipios de 58; en Yucatán 72 de 
106; Hidalgo 50 de un total de 84 municipios.

Si consideramos la población que habita en esos municipios y las 
macro-regiones del país que se han identificado se puede presentar 
una primera caracterización sobre el peso de la población pobre que 
debe ser atendida por las políticas sociales.

• En la región I hay estados con elevado índices de pobreza, tales co­
mo Hidalgo, San Luis Potosí o Guerrero. Cabe señalar que en esta 
región se localiza el D.F., entidad que es la Capital del país, no con­
siderada aquí porque carece de municipios, pero que registra en al­
gunas de sus delegaciones elevados índices de pobreza urbana y ru­
ral. El PRO GRESA para el 2001 incorporó a 451 municipios y 
4266 localidades, de éstas 3803 son rurales.

• En la región II, Zacatecas es el estado que presenta la mayor pro­
porción de población en extrema pobreza. Además, en esta región 
se localiza la Tarahumara que es una de las 26 micro regiones con­
sideradas prioritarias que se localiza en el estado de Chihuahua, el 
cual registra bajos porcentajes de hogares pobres. En total son 152 
municipios y 3092 localidades.

7 Véase: Poder Ejecutivo Federal, PROGRESA, México, (s/f), p. 13. 157
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• En la macroregión III, Nayarit registra una elevada proporción de 
población en pobreza extrema y Sinaloa registra más de un 1 mi­
llón de mexicanos viviendo en esas condiciones de precariedad. 
En Michoacán (en particular en la región Purépecha) y en Baja 
California es el estado que registra el más bajo porcentaje. Es im­
portante destacar que en esta región se localizan estados en los que 
se desarrolla una intensa y /o  m oderna actividad primaria e indus­
trial; sin embargo, en la misma vive un elevado número de mexi­
canos en extrema pobreza. En total son 335 municipios.

• La región IV es la más pobre del país. Los estados que mayor nú­
mero de pobres registran son Puebla, Chiapas y Oaxaca. Llama la 
atención Tabasco, porque sus 17 municipios son considerados 
prioritarios y Tlaxcala donde más de la mitad de su población vi­
ve en la pobreza extrema. Son 858 municipios pero es la región en 
la que se registra el más elevado número de localidades 9192 de las 
cuales 8771 son rurales.

• En la región V el número mayor de pobres se registra en Yucatán. 
En Quintana R o o  y en Campeche también se registran un núm e­
ro elevado de municipios pobres. En total son 1858 municipios, 
386 localidades de las cuales 351 son rurales.

G obierno local, partidos y  género

Otros datos que pueden contribuir a completar el mapa regional y 
municipal del federalismo son los referidos a los partidos políticos 
que controlan la presidencia municipal. Este dato es particularm en­
te relevante cuando en el país se ha instalado recientemente un pro­
ceso de alternancia política que se inició precisamente en el ámbito 
municipal.

En el nivel local, las posibilidades de que se gobierne y se gestio­
ne el territorio con una perspectiva regional y de coordinación inter­
municipal se confronta a los intensos procesos de competitividad po­158
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lítica que protagonizan los partidos políticos. Sin duda, un signo de 
avance y consolidación de la democracia es el lograr que las autorida­
des municipales, independientemente de su pertenencia partidaria, ac­
túen de manera coordinada para lograr mayor desarrollo económico y 
justicia social en el interior de los estados y regiones a los que perte­
necen. Sin embargo, esto no se ha logrado aún.

Confrontar el mapa estatal al municipal es importante puesto que 
si bien se considera que el haber logrado el PAN el ejecutivo federal 
en el 2002 marca el inicio de la transición democrática ya que esto se 
logra después de 70 años de partidos único. Sin embargo, el P R I go­
bierna en 17 estados, el PAN en 8 estados, el PR D  4 estados y el D.F. 
y la coalición PA N -PRD  en 2. Estos significa que 54 millones de me­
xicanos son gobernados a nivel estatal por el PR I, 22 millones por el 
PAN, 15 por el PR D  y 4,8 millones por coaliciones PAN-PRD.

Otro dato interesante es el relacionado con el gobierno de las ca­
pitales puesto que aquí el partido que gobierna al mayor número de 
mexicanos es el PRD, en tanto gobierna la capital de la república, 
Guanajuato y Zacatecas (en total 8,7 millones). Sin embargo, el PAN 
gobierna en 13 ciudades capitales (6,1 millones de mexicanos), el PRI 
en 13 (5,1 millones) y por cuatro coaliciones (2 millones).

Pero este mapa de quien gobierna es bastante diferente cuando se 
construye a nivel municipal. Considerando tres fechas recientes se ad­
vierte la manera como el PAN y el P P D  fueron acumulando votos a 
nivel local que le permitieron consolidar la alternancia como compo­
nente elemental de la democracia. En marzo de 1994, el Centro N a­
cional de Desarrollo Municipal registraba que de un total de 2392 m u­
nicipios 2154 eran gobernados por el PRI, 103 por el PAN, 85 por el 
P P D  y el resto por otros partidos. En 1997, el número de municipios 
se incrementó a 2418 y los tres principales partidos controlaban 1465, 
253 y 234, respectivamente. En el 2002 de un total de 2430 municipios 
corresponden a los tres partidos 1149, 374 y 206 respectivamente.

Por otra parte, en cuanto a población a nivel municipal el PR I go­
bierna alrededor del 40% de la población del país, el PAN al 36% y el 
PR D  al 18 %. 159
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Si retomamos la perspectiva de las macro-regiones, y con datos a
septiembre del 2001 se observa lo siguiente:

• En la región I los tres partidos mayoritarios tienen una fuerte pre­
sencia. El PR I en todos los estados, ya que controla el 66% de los 
municipios de la región. El PAN particularmente en el Estado 
México, Guanajuato, San Luis Potosí y Nuevo León, y la tercera 
área metropolitana más importante del país: Monterrey. El PR D  
gobierna en un considerable número de municipios en los estados 
de México, Guerrero y Morelos. Además, en esta zona se encuen­
tran municipios que controla el PT.

• En la región II -Chihuahua, Durango, Zacatecas- se advierte un 
fuerte bipartidismo. El PR I y el PAN son los que controlan el ma­
yor número de municipios. El PR I en Durango donde controla 26 
municipios. La mayor presencia del P R D  en esta macro-región es 
actualmente en Zacatecas. El PT  a pesar de haber gobernado du­
rante dos períodos la capital del estado de Durango, controla 3 
municipios y otros 2 en Zacatecas.

• En la región III, el PR I controla un elevado número de munici­
pios: 226 de un total de 378 siendo Michoacán el estado donde 
tiene mayor presencia (75), a pesar de que el P R D  controla allí 29 
municipios. En esta región se registra la fuerza política del PAN en 
Jalisco, que controla el municipio de Guadalajara, el más grande 
del país en población y todos sus municipios metropolitanos.

• En la región IV la presencia del P R I es abrumadora, particular­
mente en Puebla y Oaxaca. De un total de 1192 municipios con­
trola 484. El PAN ha ganado posiciones en Veracruz (35). El 
PVEM gobierna 10 municipios. En esta región se registran los 418 
municipios en Oaxaca, que son de origen indígena y están gober­
nados por usos y costumbres.

• La región V, que corresponde al sureste del país, está prácticamen­
te gobernada por el P R I que controla 95 municipios de un total
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de 125. El PAN sólo tiene 15 municipios, de los cuales 14 están en 
Yucatán y durante tres periodos ha gobernado la ciudad de M éri- 
da. U n total de 14 municipios son gobernados en coalición.

Debe destacarse que en el ámbito municipal es donde se inaugura­
ron y se da con más frecuencia la alternancia entre partidos políti­
cos. Sin embargo, no se advierten progresos en relación con otorgar 
mayores espacios de decisión a las mujeres, a los jóvenes o a los in ­
dígenas. Es decir, el pluralismo político y la alternancia entre parti­
dos controlando ejecutivos locales, no se corresponde con un mayor 
pluralismo social.

Así, en relación con las mujeres que presiden municipios, en 1994 
el Centro Nacional de Desarrollo Municipal (CEDEM UN) reporta­
ba que sobre un total de 2392 municipios en sólo 86 gobernaban pre­
sidentas municipales, es decir el 3% (Ziccardi 1995a). En 1996, sobre 
un total de 2412, se registraban 84 alcaldesas (3%) (Massolo 1998). Ac­
tualmente, en septiembre del 2001, los datos proporcionados por el 
C ED EM U N  indican que en los 2427 municipios del país, 97 son pre­
sididos por mujeres (3.9%).

Estos datos indican la lentitud con que se transforma esta situación 
de discriminación y falta de igualdad de oportunidades para que las 
mujeres ocupen las más altas responsabüidades en el ejecutivo local. A 
la vez, la situación de desigualdad contrasta con el marcado avance que 
tanto el PAN como el PR D  han tenido en el número de municipios 
del país que controlan. Actualmente, gobiernan 63 mujeres del PR I, 
siendo que el mayor número se localizan en la región IV, donde exis­
te una marcada presencia de población rural e indígena y en la región 
I, la de mayor desarrollo industrial y urbano. U n total de 11 mujeres 
gobiernan en igual número de municipios del PAN de las cuales 8 son 
yucatecas. De las 5 alcaldesas del PR D  3 son de la región IV. Final­
mente, las 6 mujeres que gobiernan por usos y costumbres lo hacen en 
Oaxaca, en municipios indígenas.
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Consideraciones finales

La dimensión territorial del federalismo es de fundamental im portan­
cia para comprender las particularidades y el funcionamiento del fe­
deralismo mexicano, por ello emprendimos el análisis de las regiones, 
las ciudades y los municipios.

En materia de desarrollo económico regional Tonatiuh Guillén ha 
señalado que es necesario rediseñar la organización institucional del 
ayuntamiento para perm itir una intervención eficiente del municipio 
en el desarrollo regional, es decir, para que se pueda diseñar e imple- 
mentar políticas de largo plazo (Guillén 1996:24). Esto supone am­
pliar su capacidad de planeación del desarrollo regional considerando 
la vocación económica y las capacidades de los municipios y sus co­
munidades.

Sin duda, lo central en relación con el desarrollo económico re­
gional es disminuir las desigualdades que existen en el país y, sobre to­
do, crear actividades productivas en las regiones más atrasadas, a fin de 
generar empleos y con ello Arenar la migración campo-ciudad. Se tra­
ta de explorar tanto las posibilidades de una política de promoción 
económica hacia el exterior como las bases de la economía popular, 
entre las cuales se pueden mencionar las empresas municipales de pro­
ducción de ropa, de materiales de construcción, cajas de ahorro, etc., 
y las posibilidades de crear o fortalecer redes regionales de producción 
y consumo.

Sin duda, el desarrollo económico regional, la capacitación de re­
cursos humanos y la educación, son temas centrales y deben estar es­
trechamente ligados a las necesidades de conocimientos para insertar­
se en las actividades productivas locales, recuperando la experiencia 
que posee la población en la economía de autosuficiencia. Ahora bien, 
cabe señalar que en México, a diferencia de otros países, no existen 
autoridades de nivel regional y es bajo el grado de coordinación re­
gional que existe entre las autoridades locales de cada región. Las au­
toridades municipales pueden ser asesores o supervisores en la form u­
lación de programas de capacitación y en el desarrollo de proyectos.
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Además, es claro que tanto el desarrollo regional como la provisión 
de los servicios públicos deben promover un desarrollo económico y 
ambiental sustentable. Respecto a lo ambiental, le cabe al municipio 
ejercer un estricto control en la defensa y preservación de los recursos 
naturales, preservando las áreas protegidas, manejando los recursos pe­
ligrosos y las emisiones tóxicas, etc. Para ello se debe promover la par­
ticipación ciudadana y la participación social en diferentes etapas de la 
gestión ambiental (diseño, implementación, evaluación de políticas 
públicas). De igual forma, las políticas sociales, particularmente las de 
atención a la pobreza, deben orientarse a garantizar una mayor equi­
dad en el acceso a bienes y servicios básicos y, en las mismas, el m uni­
cipio que es la autoridad más próxima a la ciudadanía, puede jugar un 
papel central.

Para ello, es necesario promover la cooperación intergubernamen­
tal, en el interior de la cual la federación cumpla con su función com­
pensatoria de redistribuir recursos para superar los desequilibrios re­
gionales y traspasar a estados y municipios mayor capacidad decisoria. 
Esto es parte de los procesos de descentralización y de reforma del es­
tado que están estrechamente vinculados a los del nuevo o auténtico 
federalismo, y en los cuales el gobierno municipal deberá jugar un pa­
pel protagónico.

Existe una amplia coincidencia en que debe revisarse el marco le­
gal municipal (art. 115, 25, 26 de la Constitución, así como la legisla­
ción estatal) a fin de incorporar al mismo precisiones que surgen de la 
diversidad municipal, para definir de manera clara las competencias de 
los gobiernos locales, del sector privado y del sector social en la pro­
moción del desarrollo económico y, en particular, en el desarrollo eco­
nómico regional. De igual forma deben abordarse temas pendientes. 
Como son: los municipios indígenas o los gobiernos de las áreas me­
tropolitanas.
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6 Políticas Sociales y 
gobiernos locales en 
el federalismo*

Introducción

E l propósito de este trabajo es analizar el papel que desempeñan 
los gobiernos locales (municipales) en materia de políticas so­
ciales en México al inicio del siglo XXI. En este sentido, debe 
decirse que este tema ha sido poco abordado en América Latina por­
que las políticas sociales han estado concentradas, por lo general, en las 

instancias de los gobiernos centrales y /o  estatales (provinciales), y sólo 
recientemente en algunos países (entre ellos México), comienzan a ser 
delegadas a los municipios otorgándoles mayores competencias y recur­
sos para el desarrollo de una acción pública estatal en el nivel local.

Se ha afirmado que con el proceso de globalización de la econo­
mía se produce una revalorización del papel de los gobiernos locales 
en el diseño e implementación de las políticas públicas, en particular 
las políticas sociales urbanas. Pero cabe preguntarse en prim er lugar 
¿cuál es el papel de los gobiernos locales en las políticas sociales?

Brugué y Goma (1998) señalan que el principal desafio de las po­
líticas sociales que se sustentaron en un modelo de estado de bienes­
tar en Europa se coloca hoy en la construcción de una agenda com­
pleja entre tres ámbitos de actuación:
* Publicado en Cordera, Rolando y Lomelí, Leonardo (coord.) (2004) Federalismo fiscal- 

federalismo social México: U N A M - SEDESOL. p. 162-187.
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• políticas de promoción económica local (empleo productivo, apo­
yo a las PYMES, crédito a pequeños productores);

• políticas locales de bienestar social (salud, educación, alimentación);
• políticas urbanas y del territorio (vivienda, mejoramiento de barrios).

Se trata de acciones públicas que implican pasar de una agenda sim­
ple a una compleja realizando un rediseño relacional de políticas so­
ciales, es decir, nuevas relaciones entre la esfera pública local y la so­
ciedad, sustentadas en nuevos instrumentos de participación personal, 
comunitaria y empresarial.

En el caso de América Latina hemos señalado ya que los munici­
pios no pueden ser sólo gestores de las nuevas políticas sociales, sino 
que deben asumir la política social convirtiéndola en política socio­
económica, es decir, se trata de pasar de la gestión de medios de vida 
limitados a la promoción del desarrollo humano sustentable y soste- 
nible desde el ámbito local (Bodemer et al. 1999).

En el caso de México, aún en el contexto de un proceso de demo­
cratización política y fortalecimiento de la autonomía local, la mayoría 
de los gobiernos municipales tienen una agenda sumamente simple en 
materia de políticas sociales, la cual se limita a la provisión de bienes y 
servicios básicos, de infraestructura urbana y territorial (agua, drenaje, 
pavimentación) y, en m enor medida, acciones de bienestar social co­
munitario, la mayor parte de las veces de tipo asistencialista (atención 
a la niñez, a la juventud, a los ancianos, a las mujeres).

Cabe preguntarse entonces ¿cuáles son los obstáculos que impiden 
que los gobiernos locales en México elaboren y transiten hacia agen­
das complejas e integradas de políticas socioeconómicas que permitan 
mejorar la situación en el empleo y calidad de vida de la ciudadanía?

En este sentido, tres son los ejes de análisis que debemos introdu­
cir para comprender la complejidad que prevalece en los procesos de 
gestión de las políticas sociales en México como lo son las particula­
ridades del federalismo mexicano como forma de organización polí­
tico institucional; la descentralización como delegación de facultades166
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y recursos del gobierno central a los gobiernos locales, en el marco de 
la reforma del Estado, y las competencias y capacidades de los gobier­
nos locales para generar una acción pública social innovadora.

El federalism o m exicano:
su carácter centralista y presidencialista

Las políticas públicas y entre éstas las sociales se diseñan y realizan en 
un conjunto de instituciones que forman parte del sistema político de 
un país. En el caso de México este sistema es el federalismo, el cual es 
un arreglo político-institucional que implica una distribución funcio­
nal y territorial.

A pesar de las diferencias que existen entre los Estados federales, lo 
com ún es:

• La existencia de un pacto o arreglo institucional entre estados y 
municipios.

• La subordinación de poderes y entidades a la Constitución, cuya 
modificación sólo puede hacerse con la intervención de represen­
tantes especiales de los pueblos que integran el Estado

• El garantizar la autonomía y equilibrio entre ámbitos de gobierno 
-federal y estatal y municipal- sin que ningún poder esté por en­
cima de otro.

Teóricamente se trata de una forma de organización institucional que 
persigue la descentralización política y administrativa del aparato gu­
bernamental, creando un poder soberano (el gobierno federal), en el 
que las entidades locales se encuentran representadas a la vez que son 
soberanas en sus territorios y sociedades (Ziccardi 2000). Por ello, pue­
de decirse que existen diferentes tipos de federalismo coexistiendo con 
las más variadas formas de gobiernos, tanto democráticos como auto­
ritarios, algunas de las cuales son claramente opuestas a los principios 167
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antes enunciados, puesto que han generado centralismo, autoritarismo 
y /o  presidencialismo. Precisamente, es lo que ha ocurrido en México 
a lo largo de su existencia como nación al crearse un federalismo cen­
tralizado, aunque en la actualidad existen claras tendencias para que 
esta forma de gobierno sea transformada.

Para ello, se cuenta con el sustento legal contenido en la Consti­
tución de la república del 5 de febrero de 1917, la cual incorporó ga­
rantías y derechos sociales fundamentales sin que se modificasen los 
artículos relativos a la soberanía nacional y a la forma de gobierno (art. 
40 y 41). En la misma se legisló la actual división en 31 estados y el 
Distrito Federal, y se reconoció que le correspondía a la Suprema 
Corte resolver los conflictos que se suscitaran entre los poderes de la 
nación y entre la federación y los estados (art. 105). Pero, si bien el fe­
deralismo es un pacto entre estados, la Constitución Mexicana en su 
artículo 115 reconoce que éstos adoptarán para su régimen interior

la forma de gobierno republicano, representativo popular, teniendo 
como base de la división territorial y de su organización política y ad­
ministrativa el municipio libre, otorgándole al mismo una serie de 
competencias y facultades que le permiten actuar directa o indirecta­
mente en materia de políticas sociales (Constitución Política de los 
Estados Unidos Mexicanos, artículo 115).
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Durante más de setenta años el federalismo mexicano fue profunda­
mente centralista y funcional a un régimen de partido único, en el que 
el ejecutivo federal subordinaba a los gobiernos estatales y municipa­
les en su actuación gubernamental. En los ochenta se inicia una aper­
tura política, y los partidos de oposición comienzan a disputar y ga­
nar posiciones, primero en los gobiernos municipales, y luego en los 
estatales. Así, el Partido Acción Nacional (PAN) gana elecciones en 
importantes ciudades del norte del país, y es el prim er partido que lo­
gra el gobierno estatal de Baja California en 1989, mientras que el 
Partido de la Revolución Democrática (PRD) triunfa en la Capital de 
la república en 1997 y en el 2000. Todo esto desencadena un proceso 
de acumulación de fuerzas de oposición que, sumado al desgaste del
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partido gobernante, llevan a que finalmente el 2 de julio del 2000, el 
candidato de la Alianza por el Cambio (PAN-PVEM),Vicente Fox, ga­
ne la presidencia de la república.

Actualmente, la federación mexicana está constituida por tres ám­
bitos de gobierno: el federal, el estatal (conformado por 31 estados), y 
el municipal constituido por 2429 municipios. El Distrito Federal, la 
Capital de la república, tiene un régimen de gobierno especial. Aun­
que en teoría se trate de diferentes ámbitos de gobierno sin que exis­
ta una jerarquía entre ellos, ha prevalecido una forma centralista de go­
bernar desde el ejecutivo, la cual no sólo se daba entre la federación y 
los estados, sino entre éstos y los municipios. Este es aún su principal 
rasgo, porque si bien es cierto que el gobierno federal ha comenzado 
a traspasar funciones y recursos a los estados, esto ha sido muy lenta­
mente, y el mejor indicador de él es la forma como continúa ejercién­
dose los recursos fiscales, el cual según datos para el año 2000 corres­
ponde al gobierno federal el 71.2%, a los gobiernos estatales el 23.7%, 
y a los municipales el 5.1% (Gráfico 3).

Lo que interesa aquí enfatizar es que en los gobiernos locales, pri­
mero municipales y luego los estatales, es donde se inauguraron en 
México los procesos de alternancia política que permitieron avanzar 
en la transición democrática. Fue en el ámbito local donde se ejercitó 
el juego político electoral democrático, y donde se ensayaron las pri­
meras experiencias innovadoras de administración pública local.

El ejercicio de gobierno entre estos tres ámbitos en general es su­
mamente complejo, y lo es particularmente en materia de políticas 
sociales. Lejos de tratarse de un federalismo cooperativo, el gobierno 
federal fue un importante actor en la modernización del Estado a la 
vez que ejerció una función compensatoria en las zonas más pobres o 
marginadas del país. Por otra parte, en las capitales estatales, donde 
coexisten las autoridades del gobierno estatal y municipal, es donde 
las relaciones intergubernamentales más se tensan por que es allí don­
de los límites de las competencias entre uno y otro ámbito no suelen 
ser claras, particularmente, cuando se trata de gobiernos de diferente 
partido político. 169
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Gráfico 3
Distribución de recursos fiscales

5.1%

Fuente:VI Informe de Gobierno de Ernesto Zedillo, 2000.

En este sentido, debe recordarse que el control federal sobre el gasto 
social ha sido un componente fundamental del clientelismo político, 
en tanto intercambio de bienes y servicios básicos a cambio de votos. 
Por ello, la alternancia en el control del aparato de gobierno no ga­
rantiza que se pueda modificar, en el corto plazo, este componente 
central de la cultura política mexicana de la que son portadores tanto 
los políticos y los funcionarios, como los ciudadanos.

En el largo período que prevaleció el modelo de estado de bienes­
tar (1950-1980), el papel de los gobiernos locales fue principalmente 
la creación de infraestructura social, mientras se confinó al gobierno 
central o federal el diseño y aplicación de las políticas sociales básicas 
universales en materia de salud y educación, las cuales a partir de la 
década de los ochenta comenzaron a traspasarse sin mucho éxito a los 
gobiernos estatales. En el caso de la vivienda de interés social, también 
desde los años setenta fue una política controlada desde el gobierno 
federal a través de organismos de tipo tripartitos (gobierno, sindicatos 
y empresarios) y federales como FON AH PO , luego se crearon repre­
sentaciones en las regiones y /o  estados y en la actualidad existen or­
ganismos de nivel estatal y municipal.

Los programas de atención a la pobreza extrema, aunque focaliza­
dos y con diferentes variantes (PRONASOL PROGRESA, O P O R ­
TUNIDADES) siempre han estado en el ámbito federal y en la secre­
taria del ramo (SEDESOL), dependiendo directamente del mismo
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presidente de la república; esto último se ha modificado en la adminis­
tración actual al ser designado un representante de las O N G  mexica­
nas al frente del mismo. Sin embargo, los gobiernos locales práctica­
mente no participan ni en el diseño ni en la implementación de estos 
programas, y su reiterado reclamo llevó a que se les traspasara un fon­
do municipal de recursos para infraestructura social cuya modalidad se 
analizará más adelante.

Ahora, la SEDESOL en el 2002, posee una agenda compuesta de 
un amplio y diversificado número de programas, mientras que la agen­
da de los estados y los municipios es extremadamente simple, de crea­
ción de infraestructuras y débiles políticas comunitarias. Se puede ad­
vertir que los montos más elevados se destinan a políticas destinadas a 
atender las demandas de los pueblos indios, así como la generación de 
empleo temporal y las oportunidades productivas siguiendo en im por­
tancia los programas de ahorro y subsidios a la vivienda, la distribución 
de alimentos (tortilla y leche).

La Secretaria del ramo al inicio de la administración expresó su in­
tención de reducir el número de programas, lo cual sólo se logró par­
cialmente. N o obstante, continúa siendo una política social extrema­
damente centralizada. U n anáfisis del gasto ejercido para disminuir la 
pobreza indica que el 66% de los recursos están concentrados en el go­
bierno federal, mientras que el 8% es ejercido por los estados, y el 26% 
por los municipios; esto último como consecuencia de los recursos 
que se les traspasa a través del ramo XXXIII, los cuales se dirigen prin­
cipalmente a la creación de infraestructura social (Gráfico 4).

Ahora bien, es sabido que los gobiernos locales cumplen una do­
ble función de administración urbana y gobierno político. La prim e­
ra se ocupa precisamente de la creación y dotación de un conjunto 
de bienes y /o  servicios sociales que forman parte de las políticas so­
ciales. En gran medida la calidad de vida de las ciudades está directa­
mente relacionada con esta función del gobierno local, pero, precisa­
mente en el cumplimiento de estas funciones es donde los criterios 
de administración se han subordinado muchas veces a los políticos. 
Los funcionarios son reclutados cada tres años en función de lealta­ 171
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des personales y /o  políticas, y no de capacidades profesionales para 
desempeñar las funciones del puesto. Los regidores y los miembros 
del cabildo actúan como gestores de las demandas de la ciudadanía 
ante las diferentes instancias de gobierno local, sin que necesariamen­
te tengan resultados exitosos y expresando muchas veces la división 
y los tiempos diferentes que existen entre administración y política 
en el ejercicio de gobierno.

De alguna manera, las relaciones entre las instancias del gobierno 
estatal y las del gobierno municipal no suelen ser de coordinación ins­
titucional. Por todo ello, la nueva geografía política que sustenta la de­
mocracia mexicana exige una redefinición del federalismo centralista 
que prevaleció en el país, en particular, requiere avanzar en un nuevo 
federalismo fiscal y social que permita a los gobiernos locales dispo­
ner no sólo de mayores recursos sino de más autonomía y sobre todo 
de mejores capacidades en el ejercicio de la gestión local.

Gráfico 4
Gasto público ejercido para la disminución 
de la pobreza por ejecutor del gasto y estrategia

33%
|  Desarrollo Humano 
■  Infraestructura Social Básica 

Productividad y  Empleo

Fuente: Primer Informe de Gobierno de la Administración Pública Federal 
2000-2006. M éxico, 2001.



VI. Políticas Sociales y gobiernos locales en el federalismo

La reform a del estado:
la desconcentración de actividades y recursos

Las demandas de un auténtico federalismo provienen de los estados y 
municipios del país, mientras que desde el gobierno federal se ha in­
cluido en la agenda gubernamental, desde hace por lo menos dos dé­
cadas, la descentralización administrativa, la cual justamente se inició 
con la descentralización hacia las entidades del país de dos de las más 
importantes políticas sociales: salud y educación.

Por otra parte, en M éxico se impulsó también una política de 
desconcentración industrial y poblacional que comenzó a revertir la 
tendencia a la concentración excesiva de la inversión pública federal 
en las tres grandes áreas metropolitanas del país: Ciudad de México, 
Guadalajara y Monterrey. Con ello se intentaba cambiar una situa­
ción de excesiva centralidad burocrática y administrativa en unas po­
cas ciudades del país, a favor de más de un centenar de ciudades m e­
dias hacia donde se canalizó una im portante inversión de recursos 
para la creación de equipamientos e infraestructuras a través de pro­
gramas específicos.
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Políticas de inclusión social 
en sociedades complejas*

Introducción

E n el siglo XXI las ciudades expresan espacialmente las profun­
das desigualdades económicas y sociales que caracterizan a su 
sociedad. En el marco de los procesos de globalización y la 
aplicación de políticas neoliberales se han amplificado los contrastes 
entre quienes viven en enclaves de riqueza y opulencia, las clases m e­

dias que acceden a niveles aceptables de vida, y la mayoría de los sec­
tores populares que habitan en una vivienda autoproducida con servi­
cios públicos de baja calidad. Así, las ciudades son el reflejo de la mar­
cada fragmentación social que caracteriza a las sociedades complejas.

El modelo de sociedad salarial y de estado de bienestar ha cedido 
paso a formas generalizadas de precariedad e informalidad que preva­
lecen en el mercado de trabajo urbano. Al incremento de la pobreza 
urbana y la desigualdad social se agregan las prácticas de exclusión so­
cial de que son objeto, principalmente las clases populares, por su lu­
gar de residencia, origen étnico, edad, género ó tipo de actividad eco­
nómica que desempeñan. De esta forma se genera un proceso de acu­
mulación de desventajas económicas y sociales en determinados gru­
pos sociales: mujeres jefas de hogar, jóvenes desocupados, inmigrantes,

* Publicado en Hurtado Martín, Santiago (2006) Justicia, políticas sociales y bienestar social. 
México: UNAM , ETS. 175
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discapacitados, población de origen indígena, adultos mayores fuera de 
los beneficios de los regímenes sociales de bienestar.

En este contexto, las políticas sociales como formas de actuación 
pública a través de las cual los gobiernos enfrentan la compleja cues­
tión social adquieren mayor centralidad en el conjunto de las políti­
cas públicas, al accionarse mecanismos distributivos que permitan 
contrarrestar los efectos más desfavorables de este proceso de “urbani­
zación de la pobreza”, es decir, que el número de pobres que viven en 
ciudades es cada vez mayor en relación al número total de pobres. La 
magnitud e intensidad del problema lleva a que la acción social del Es­
tado, antes confinada al ámbito de lo estatal, adquiera un carácter pú­
blico. Se trata principalmente de incluir a la ciudadanía y a sus orga­
nizaciones en las decisiones públicas, lo cual ha llevado a que se regis­
tren interesantes experiencias de democracia directa que otorgan ca­
lidad a la democracia representativa como forma de gobierno.

El propósito de este trabajo es presentar algunos conceptos del 
marco conceptual y una aproximación a las condiciones que prevale­
cen en las ciudades del siglo XXI, a partir de considerar las particula­
ridades que asume la pobreza urbana, la desigualdad y la exclusión so­
cial. Al mismo tiempo se presentan tres componentes centrales de las 
nuevas políticas sociales destinadas a atender a los sectores sociales ur­
banos más vulnerables: la idea de construcción y expansión de la di­
mensión social de la ciudadanía, el papel del gobierno local, y las for­
mas de participación ciudadana.

Pobreza urbana, desigualdad 
y exclusión social
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La pobreza urbana, la desigualdad, y la exclusión social, son procesos 
que están íntimamente relacionados entre sí y que afectan a un am­
plio conjunto de la población que habita en las ciudades. Sin embar­
go, tratar de distinguirlos analíticamente puede contribuir a compren­
der las características particulares de cada uno, además de la compleji­
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dad de los problemas que afectan de manera acumulativa a determina­
dos conjuntos sociales, y que pretenden ser atendidos por las llamadas 
políticas sociales.

La urbanización de la pobreza

La pobreza es un proceso complejo de escasez de recursos económi­
cos, sociales, culturales, institucionales y políticos que afecta a los sec­
tores populares, y que está asociado principalmente, a las condiciones 
de inserción laboral que prevalecen en el mercado de trabajo: inesta­
bilidad, informalidad, bajos salarios, precariedad laboral.

En este sentido, quienes primero identificaron cuáles eran las prin­
cipales causas que generaban la pobreza en el capitalismo fueron Marx 
y Engels, que en el siglo XIX hallaron la clave en los procesos de ge­
neración de plusvalía, apropiada por la burguesía durante el proceso de 
producción de mercancías, encontrando la principal explicación en la 
determinación del precio de la fuerza de trabajo, el cual se hallaba por 
debajo de su valor, pero garantizaba al trabajador y a su familia a tra­
vés del salario el nivel de la sobrevivencia física (Morell 2002). Estas 
explicaciones, como luego se verá, fueron el núcleo conceptual a par­
tir del cual se desarrolló en América Latina en los años sesenta la no­
ción de marginalidad.

Sin embargo, trabajos recientes consideran que Rowntree es el pri­
mer autor que se preocupa por definir la pobreza a partir de sus estu­
dios sobre las condiciones de vida en York a inicios del siglo XX. Des­
de una visión pragmática consideró pobres a todos aquellos que eran 
incapaces de lograr una sobrevivencia física. Este autor ofreció una 
concepción de “pobreza absoluta” , una medida absoluta de pobreza al 
determinar el nivel de ingreso que proveía un mínimo standard de vi­
da basado en la satisfacción de necesidades biológicas de comida, agua, 
vestido y vivienda; es decir, un mínimo capaz de garantizar la eficien­
cia física. Pero la operacionalización de esta definición presenta un 
conjunto de problemas porque al tratar de determinar el mínimo de 177
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la sobrevivencia y cuantificarlo no se contempla que el standard de vi­
da cambia en el tiempo y es diferente entre individuos, culturas y so­
ciedades. Es decir, el mínimo se establece en función de los recursos 
necesarios para satisfacer las necesidades físicas, pero sin considerar las 
necesidades culturales y sociales que poseen los individuos que viven 
en determinada sociedad (Barnes et al. 2002).

M ucho tiempo después Townsend (1970, 2003) introdujo la no­
ción de “pobreza relativa” como un standard de vida generalmente 
aceptado en una sociedad y un tiempo dado. Su definición se basó en 
la distribución de los recursos, no en los ingresos, poniendo particu­
lar énfasis en el hecho que los individuos necesitan participar con pa­
trones o trayectorias de vida, costumbres y actividades particulares y 
propias de la sociedad en que habitan. Así, definió una línea pobreza 
debajo de la cual se sitúan individuos que son incapaces de participar 
plenamente en la sociedad a la que pertenecen.

Pero más allá de las críticas que hiciera a esta noción Amartya Sen 
(2003) en el sentido que hay un núcleo irreductible en la idea de po­
breza, y que está dado por el hambre y la inanición, la noción de po­
breza relativa parece ser apropiada para ser aplicada a situaciones de 
privación en el medio urbano por diversas razones entre las cuales 
pueden mencionarse:

• en las ciudades es más difícil que prevalezcan situaciones generali­
zadas de pobreza absoluta si por tal se entiende carencia de alimen­
tación, agua, vestido, o la presencia de una vivienda precaria, es de­
cir un mínimo standard de vida;

• la ciudad es una aglomeración de población y actividades que 
ofrece un conjunto de bienes y servicios colectivos al conjunto de 
la ciudadanía independientemente de su capacidad de apropiación 
en el mercado (educación, salud, recreación)1;
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En los años setenta alrededor de la temática de los bienes de consumo colectivo, de su 
definición y del papel del Estado en la provisión de los mismos, se desató una intere­
sante polémica, principalmente entre Manuel Castells y Jean Lojkine, quienes desde el
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• la intensidad de la pobreza urbana es m enor y sus manifestaciones 
y componentes son distintos a la pobreza rural, por lo que en su 
evaluación, en el diseño y la aplicación de políticas sociales debe 
reconocerse que las carencias de bienes y servicios en la que viven 
los sectores populares deben ser confrontadas con el patrón de vi­
da medio, las costumbres y los hábitos sociales y culturales que pre­
valecen en ese espacio urbano;

• en la actualidad, el fuerte crecimiento de la pobreza urbana, y la de­
sigualdad social y espacial en las ciudades, indica que se ha produ­
cido una fuerte ruptura en las condiciones de vida del conjunto de 
la ciudadanía, se han amplificado las distancias sociales entre las ma­
yorías que deben aceptar niveles de vida mínimos, y pequeños gru­
pos de la clase alta que viven en la opulencia. Esto ha llevado a ca­
racterizar a las ciudades actuales como divididas, fragmentadas o 
segmentadas (Ziccardi 1998a, 1998b). Por lo tanto, en la búsqueda 
de diferenciaciones entre el mundo rural y urbano, y en las dife­
renciaciones intraurbanas, la noción de pobreza relativa puede ser 
utilidad para la investigación social.

Ahora bien, estas preocupaciones conceptuales han sido desplazadas por 
una preocupación por medir la magnitud de la pobreza urbana, lo cual 
es de central importancia para evaluar la escala de los problemas y los 
recursos que aplicarán en las políticas y programas sociales. Sin embra­
go, es sin duda el planteamiento conceptual lo que define el contenido 
de estas políticas públicas. Así, en América Latina se advierten en las dos 
últimas décadas un marcado crecimiento de la pobreza urbana, y, según 
CEPAL (2004), de un total de 221 millones de pobres, el 66% habita en 
ciudades. Esta situación ha llevado a señalar que se asiste a un proceso 
de urbanización de la pobreza tal como ya fue definido (Gráfico 5).

En el caso de México, el Comité Técnico de Medición de la Po­
breza ha realizado un esfuerzo por estimar la magnitud de la pobreza

interior de las concepciones marxistas de la ciudad debatieron las particularidades de 
estos bienes y sus formas de consumo particular. 179
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urbana de acuerdo a tres diferentes componentes: alimentario, de ca­
pacidades y patrimonial. Así, según datos del año 2004,26.4 millones 
de mexicanos se hallaban en situación de pobreza patrimonial, m ien­
tras que más de 11.7 millones se hallaban en situación de pobreza de 
capacidades y alimentaria respectivamente2 (Cuadro 1). En conse-

Gráfico 5
Población pobre en América latina, (millones de personas)

1980 1990 2000 2002

H  Total Urbana H  Rural

Fuente: CEPAL 2004

Cuadro No. 1 
México: Personas en pobreza 2004 (millones)
Tipos Población en pobreza rural Población en pobreza urbana
Alimentaria 10.9 7.0
Capacidades 14.1 11.4
Patrimonio 22.5 26.4
Fuente: M edición de la Pobreza 2002-2004
Comité Técnico para la Pobreza en México. Junio 14,2005

2
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Esta misma fuente indica que en el medio rural se encuentran más de 10 millones de 
mexicanos en pobreza alimentaria, más de 14 millones en pobreza de capacidades y más 
de 22 millones en pobreza patrimonial.
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cuencia, estos datos indican que el componente de mayor importan­
cia en la pobreza urbana es el componente patrimonial.

Ahora bien, la ciudad es una aglomeración de población, activida­
des, bienes y servicios colectivos. En su territorio los individuos tienen 
más posibilidades de desarrollar, aunque sea de manera informal y pre­
caria, alguna actividad remunerada que cubra sus necesidades de ali­
mentación y las de su familia y, al mismo tiempo, pueden acceder a un 
conjunto de bienes tales como la salud, la educación, la cultura o la re­
creación. Pero para disponer de una vivienda precaria y acceder a ser­
vicios habitacionales básicos (agua, drenaje), la mayoría de los sectores 
populares deben aceptar vivir en la periferia paupérrima, en condicio­
nes de inseguridad legal respecto a la tenencia de la tierra, hacinamien­
to habitacional, déficit o baja calidad de los servicios públicos.

Esta pobreza patrimonial es la razón por la que los programas de 
atención a la pobreza urbana deben dedicar un alto porcentaje de los re­
cursos a la creación de infraestructura básica (agua y drenaje), y de equi­
pamientos comunitarios (centros de salud, centros de atención a la in­
fancia, clubes deportivos o espacios culturales), así como a la producción 
o mejoramiento de vivienda popular. Es decir, este tipo de acción social 
del Estado se corresponde con la consideración de que el principal 
componente de la pobreza en el medio urbano es el patrimonial, y que 
las políticas y programas dedicados a su superación exigen un diseño e 
implementación originales y diferentes aplicados en el medio rural3.

Las dimensiones de la desigualdad

En el 2005, la O N U  afirma que el mundo está atrapado en el dilema 
de la desigualdad, y que pese a que ha habido un considerable creci­
miento económico en muchas regiones, el mundo es más desigual que 
hace 10 años. El dilema de la desigualdad entre los países ha ido de la
3 Por ejemplo, cuando en México se aplica en las ciudades el Programa Oportunidades 

del gobierno federal, el cual fue diseñado originalmente para atender la pobreza en el 
medio rural, surgen un conjunto de problemas difíciles de superar.
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mano de la globalización, y estos procesos han incidido negativamen­
te en el empleo, la seguridad laboral y los salarios. Esto ha generado 
una situación en la que prevalece una desigualdad económica, social y 
espacial amplificada en la última década, como consecuencia de la 
aplicación de las políticas económicas neoliberales.

La desigualdad se manifiesta en las diferencias económicas y so­
ciales que existen entre el campo y la ciudad, entre regiones ricas y 
regiones pobres, entre las condiciones de vida de opulencia en la que 
viven algunos sectores de la población y la miseria de las mayorías. 
De esta forma, se registra un acceso diferencial al empleo y a los bie­
nes y servicios que se expresa en las condiciones de trabajo y de vi­
da que deben soportar determinados colectivos sociales: los indíge­
nas, los discapacitados, las mujeres jefas de hogar, los adultos mayores 
que carecen de seguridad social, o los jóvenes de las clases populares 
que no poseen niveles adecuados de educación y capacitación y de­
ben aceptar insertarse en el mercado de trabajo informal, aceptando 
bajas remuneraciones y careciendo de la protección de la seguridad 
social. La importancia de este fenómeno es tal, que en los países del 
m undo desarrollado se ha anunciado el inicio de una nueva era de la 
desigualdad (Fituossi y Rosanvallon 1997), y en América Latina se ha 
afirmado que prevalece un exceso de desigualdad, puesto que la ma­
yoría de los países del área presentan niveles mayores de desigualdad 
a lo que podría esperarse de acuerdo con su nivel de desarrollo (Lon- 
doño 1996).

Por otra parte, con la intención de abordar la desigualdad en sus 
diversas manifestaciones, los autores antes mencionados confecciona­
ron a partir de la realidad francesa un “repertorio de desigualdades”, 
las cuales se fundan en los siguientes procesos económico-sociales e 
institucionales:

la desaparición del modelo clásico de trabajo asalariado bajo el efec­
to de la desocupación masiva que no afecta a todos los individuos al 
mismo tiempo, y no depende sólo de las capacidades individuales, 
sino de la forma cómo se relacionan éstos con la coyuntura;182
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• las mujeres que se han integrado a la economía debiendo aceptar 
condiciones diferenciales a las de los hombres en materia salarial, 
donde se encuentra una precarización del trabajo, y entre las que 
se advierten los mayores índices de desempleo;

• las desigualdades geográficas entre regiones de un país o de áreas 
en una ciudad, expresión territorial de las desigualdades sociales;

• las prestaciones sociales que están condicionadas a los recursos del 
beneficiario potencial;

• las dificultades u obstáculos para acceder al sistema financiero;
• la situación diferencial que se advierte en la vida cotidiana de di­

ferentes colectivos sociales en relación con la salud, la vivienda, los 
equipamientos públicos, el transporte.

Podría decirse que las desigualdades sociales han sido un componente 
constitutivo de la sociedad y la ciudad latinoamericana, no obstante, 
no solo se han incrementado, sino que han adquirido nuevos conteni­
dos en las últimas décadas. Tanto en las zonas urbanas como en las ru­
rales, las desigualdades del ingreso fuertemente arraigadas obedecen a 
marcadas diferencias en el nivel de educación y a la segmentación de 
los mercados de trabajo y de crédito, así como a profundas desigualda­
des en el acceso a la tierra (CEPAL 1996).

La principal desigualdad continúa siendo de tipo estructural, y co­
rresponde a las diferencias de ingreso entre los trabajadores, las cuales 
tienden a incrementarse notablemente entre categorías laborales. Pero 
también se advierte que las desigualdades se vinculan con la diversidad 
étnico-cultural que prevalece en las ciudades del siglo XXI. En las ciu­
dades europeas, la población migrante de Europa Oriental, Africa y 
Latinoamérica; y en las ciudades de América Latina, la población de 
origen indígena en ciudades como Lima, La Paz o Ciudad de México 
deben superar diferentes obstáculos para hacer efectivos los principios 
de igualdad y de oportunidades en el acceso a bienes y servicios bási­
cos consagrados en las leyes. 183



Las ciudades y la cuestión social

184

Juan Luis Londoño (1996) considera que principal factor que con­
tribuye a la persistencia de la desigualdad y al aumento de la pobreza 
ha sido la falta de educación adecuada para las nuevas generaciones, 
porque la lenta expansión de la formación del capital humano ha neu­
tralizado otros factores vinculados al crecimiento económico, y, afir­
ma que el trabajador latinoamericano medio tiene dos años menos de 
instrucción que lo que podría esperarse según el nivel de desarrollo 
económico de la región.

Frente a estas posiciones que colocan en la educación la principal 
fuente de desigualdad social, José Luis Coraggio (1998c) sugiere pon­
derar el factor educación (formal) como una política social principal 
que haría más equitativa la distribución del capital humano (conoci­
mientos, capacidades, destrezas), con el que las personas competirán 
por los puestos de trabajo disponibles. Es decir, la educación es una 
política social sectorial, una de las más importantes jun to  con la de sa­
lud, no obstante, por sí sola, no puede contribuir a mejorar la condi­
ción competitiva de los trabajadores en su conjunto frente al capital. 
Para lograr esto último, se requieren intervenciones en el terreno de 
la capacitación y de las habilidades básicas para la flexibilización y pro­
gramas de apoyo a determinados colectivos sociales que deben sortear 
diferentes obstáculos para incorporarse al mercado de trabajo, como es 
el caso de las mujeres jefas de hogar, para quienes es necesario crear 
centros infantiles para el cuidado y atención se sus hijos pequeños si 
se quiere garantizar su integración en el mercado de trabajo urbano.

En este sentido, el género es sin duda otra fuente de desigualdad, 
puesto que las mujeres a igual calificación reciben menores salarios. 
U n claro ejemplo de cómo se superponen las dimensiones de la desi­
gualdad en relación de género y de acceso a la educación lo ofrece la 
ciudad de México. Por ejemplo, en el territorio del Distrito Federal 
en la década de los noventa el 73% de los analfabetas eran mujeres, y 
por cada 100 hombres sin primaria completa había 120 mujeres 
(Ziccardi 1998a).

En las grandes ciudades de Brasil, México, Perú, Colombia y Ar­
gentina, la desigualdad más claramente observable es la que se expre­
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sa territorialmente, generando diferentes consecuencias sociales, y, sin 
duda, creando condiciones propicias para el incremento de la violen­
cia y la inseguridad. La inequidad en el acceso a los servicios y equi­
pamientos urbanos es un indicador de la desigualdad social que preva­
lece en nuestras ciudades. Las ciudades latinoamericanas, de acuerdo a 
la escala y al grado de desarrollo del país, desde siempre se han carac­
terizado por ofrecer excelentes condiciones de vida para los sectores 
de más altos ingresos, niveles aceptables de confort para las capas m e­
dias, y situaciones de precariedad, deterioro y miseria para grandes 
contingentes que forman parte de los sectores populares. Sin embar­
go, actualmente esta diferenciación territorial se ha acrecentado, y el 
espacio urbano expresa claramente la polarización social que existe en 
nuestras sociedades, lo cual contribuye a generar un clima propicio pa­
ra el desarrollo de la inseguridad y la delincuencia hasta niveles nunca 
antes alcanzados.

Lo limitado de las remuneraciones de las familias trabajadoras im­
pide que ellos mismos puedan disponer de recursos para invertir en sus 
viviendas y tener garantizado el acceso a bienes y servicios básicos. 
Aún el masivo proceso de autoproducción del hábitat popular que 
protagonizaron las clases populares en décadas anteriores encuentra se­
veras restricciones económicas y políticas para desarrollarse. A la vez 
que existe un mayor control de parte de las autoridades para impedir 
que se creen nuevos asentamientos espontáneos u organizados por las 
mismas clases populares, lo que hace que se incremente el hacinamien­
to en los existentes, a la vez que se promueve desde la acción financie­
ra gubernamental la creación de una oferta habitacional por parte del 
capital privado localizada en las periferias cada vez más lejanas, caren­
tes de urbanización y de servicios básicos, generándose una situación 
de presión social sobre los gobiernos locales que por lo general no par­
ticiparon en esas decisiones gubernamentales.

Lo limitado del presupuesto de los gobiernos locales, en gran me­
dida destinado a gastos de administración de la ciudad consolidada, 
impide la formulación de políticas tendientes a construir obras públi­
cas básicas, a lo que se agrega, en algunos casos, la imposibilidad de ha­
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cerlo por lo inapropiado del terreno en donde se han localizado ori­
ginalmente estos barrios populares. Sin embargo, en América Latina 
los gobiernos de las ciudades del Partido del Trabajo hace más de dos 
décadas realizan esfuerzos para que una parte del siempre limitado 
presupuesto local, frente al conjunto de las necesidades y demandas 
sociales, pueda ser asignada con criterios de equidad a partir una in­
tensa participación y movilización ciudadana. Las innovaciones que 
introdujo en la gestión de democrática de las ciudades el presupuesto 
participativo de Porto Alegre, Curitiba, Sao Paulo, R ío  de Janeiro y 
muchas otras ciudades brasileñas, fue tal, que este instrumento tam­
bién es aplicado ya en otras ciudades de Latinoamérica, España, Fran­
cia y Alemania.

Sin duda, se puede afirmar que uno de los rasgos más distintivos 
de las ciudades latinoamericanas, a diferencia de las europeas, es el gra­
ve déficit de servicios y equipamientos básicos que presentan los ba­
rrios populares, los cuales son en algunos casos verdaderas ciudades de 
pobres en el interior de la gran ciudad, y una clara expresión espacial 
de una ciudadanía restringida.

En las ciudades capitales, las cuales muchas veces son ciudades pri­
madas (Buenos Aires, Montevideo, Santiago), los ciudadanos tienen 
muchas más posibilidades de acceder a niveles adecuados de servicios 
colectivos básicos en materia de educación, salud, recreación. Pero en 
relación con los servicios habitacionales (agua, drenaje, luz, calles, etc.) 
persisten graves carencias, y es común que en los barrios populares de 
la periferia el transporte colectivo sea deficitario, costoso, e implique 
la pérdida de muchas horas de traslado de los trabajadores.

Ante ello una política social urbana que pretenda modificar esta si­
tuación debe partir de evaluar con precisión: •

• la magnitud y las características de los bienes urbanos colectivos 
básicos que posee cada ciudad;

• la capacidad económica y los recursos humanos con los que cuen­
ta la población para mejorar su propio hábitat;186
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• la capacidad organizativa de la ciudadanía;
• las modalidades que asumen las relaciones intergubernamentales 

entre el nivel central y el nivel local encargadas de atender la cues­
tión social y urbana.

Sobre la exclusión social y la marginalidad urbana

La noción de exclusión social ha sido recuperada recientem ente por 
la sociología urbana francesa, y ha sido incluida en los contenidos de 
las políticas sociales que promueve la U nión Europea para lograr ma­
yor cohesión social en esa región. Actualmente, la exclusión alude a 
una situación generalizada de desempleo de larga duración, inestabi­
lidad, flexibilidad y degradación de las condiciones prevalecientes del 
mercado del trabajo urbano, incremento en el déficit vivienda, apa­
rición nuevas formas de pobreza entre inmigrantes, mujeres y jóve­
nes, así como también los procesos que se enmarcan en la crisis del 
estado benefactor y de los sistemas de la seguridad social (Rosanva- 
llon 1995). Las dimensiones o los campos que exige operadonalizar 
el concepto de exclusión social son entre otros: las dificultades de ac­
ceso al trabajo, al crédito, a los servicios sociales, a la justicia, a la ins­
trucción; el aislamiento, la segregación territorial, las carencias y mala 
calidad de las viviendas y los servicios públicos de los barrios de las 
clases populares; la discriminación por género a que están expuestas 
las mujeres en el trabajo y en la vida social; la discriminación políti­
ca, institucional o étnico-lingüística en que se encuentran algunos 
grupos sociales.

Es decir, la exclusión social hace referencia a procesos y prácticas 
de las sociedades complejas que son “factores de riesgo social” com­
partidos por determinados colectivos sociales (inmigrantes, colonos, 
mujeres, indígenas, discapacitados). Esto se da en un contexto social 
caracterizado por el debilitamiento de los cimientos de la llamada so­
ciedad salarial y de los regímenes de seguridad social, lo cual obliga a 
advertir que, en lugar de identificar grupos particulares de excluidos, 187
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se crea una situación que afecta cada vez más al conjunto de los tra­
bajadores (Castel 1995).

Brugué, Goma y Subirats (2002), si bien consideran que la noción 
de exclusión social remite en prim er térm ino a factores estructurales, 
éstos no son los únicos. Por ello amplían la perspectiva más allá del 
mundo laboral, e identifican tres grupos de factores que inciden en los 
procesos de la exclusión:
• la fragmentación tridimensional de la sociedad que genera la dife­

renciación étnica, la alteración de la pirámide poblacional y la plu­
ralidad de formas de convivencia familiar;

• el impacto de la economía posindustrial sobre el empleo que ge­
nera, por un lado, trayectorias ocupacionales en un abanico de iti­
nerarios complejos y dilatados en el tiempo y, por otro, la irrever­
sible flexibilidad de los procesos productivos en la economía infor- 
macional, desregulación laboral, erosión de derechos laborales y 
debilitamiento de esquemas de protección social;

• el déficit de inclusividad del estado de bienestar que ha consolida­
do fracturas de ciudadanía y el carácter segregador de ciertos mer­
cados de bienestar con una presencia pública muy débil (por ejem­
plo el mercado del suelo y la vivienda).

Para estos autores, el concepto de exclusión social alude en prim er 
térm ino a un fenómeno estructural que genera un nuevo sociograma 
de colectivos de excluidos. U n  fenómeno que puede ser caracteriza­
do como dinámico, en tanto afecta de forma cambiante a personas y 
colectivos en función de la vulnerabilidad de éstos, y a dinámicas de 
marginación multidimensional, puesto que no se explica con arreglo 
a una sola causa, ni sus desventajas son únicas. Pero quizá su principal 
aportación es afirmar que se trata de un fenómeno que no es posible 
separarlo de la política, al afirmar que la exclusión social no está ins­
crita de forma fatalista en el destino de ninguna sociedad sino que es 
susceptible de ser abordada desde los valores, desde la acción colecti­
va, desde la práctica institucional y desde las políticas públicas. Su in-188
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tención es enfatizar que ante una creciente precarización social y la­
boral, se advierte un déficit en las administraciones públicas las cuales 
no tienen agilidad para dar las respuestas adecuada a demandas que son 
cada vez más heterogéneas y fragmentadas y, por lo tanto, sólo pueden 
ser abordadas desde formas de gestión que respondan flexiblemente a 
la problemática que enfrentan.

Esta visión, surgida de la observación y análisis de las condiciones 
laborales y de vida que prevalecen para determinados colectivos socia­
les en las ciudades europeas, pareciera encontrar en su carácter multi­
dimensional puntos de encuentro con las teorías de la marginalidad 
que se elaboraron en los años sesenta en América Latina. Por ello, en 
un trabajo reciente he tratado de buscar la relación conceptual que 
existe entre la noción de exclusión social y la de marginalidad, revi­
sando los contenidos y alcances de esta última noción tanto desde la 
perspectiva marxista como funcionalista (Ziccardi 2006a).

En una apretada síntesis puede decirse que desde la perspectiva 
marxista, el debate protagonizado principalmente por José N un y Fer­
nando H. Cardoso, se centró en la disfuncionalidad o la funcionalidad 
que se atribuía al concepto de masa marginal, en su distinción del tra­
dicional ejército industrial de reserva, y en la potencialidad política 
que podía atribuirse a estos mayoritarios sectores populares urbanos, 
que, migrando del medio rural, se asentaban en barrios populares en 
condiciones de inestabilidad y precariedad habitacional y de acceso a 
los servicios en la periferia de las ciudades latinoamericanas.

Desde una perspectiva funcionalista los principales desarrollos fue­
ron aportados porVekemans y la DESAL en Chile, y que fueron el sus­
tento ideológico de las políticas asistencialistas de la Democracia Cris­
tiana. Para los mismos, la marginalidad era una manifestación de la de­
sintegración interna de grupos sociales afectados por la desorganiza­
ción familiar, la anomia y la ignorancia, lo cual les impedía intervenir 
en las decisiones colectivas; esa falta de participación activa era la cau­
sa de su bajísima participación en los bienes constitutivos de la socie­
dad global. Por ello, desde esta concepción, se promovería la toleran­
cia política hacia su existencia y, al mismo tiempo, suministrar servi­
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cios y mejoras en las condiciones de vida. Por su parte, el sociólogo 
Gino Germani en sus análisis sobre Argentina, consideraba que el sec­
tor marginal urbano podía ser políticamente importante, sin perder la 
marginalidad cultural y económica, ya que podía jugar un papel rele­
vante de apoyo político, como había ocurrido durante el peronismo.

En este sentido, puede decirse que la polémica noción de exclu­
sión social y la no menos polémica noción de marginalidad coinciden 
temporalmente, y describen las restricciones de la demanda de mano 
de obra que presentaba el mercado de trabajo urbano en los años se­
senta e inicios de los setenta, incluyendo ambas (la marginalidad en sus 
desarrollos funcionalistas) procesos no económicos propios de la vida 
social y política de las ciudades, tales como la acumulación, situacio­
nes desfavorables que afectan y /ó  discriminan a determinados colec­
tivos sociales (Ziccardi 2006a). Pero la cuestión que queda sin respues­
ta, es saber por qué se recupera a mediados de los años noventa esta 
noción de exclusión social para explicar nuevas y diferentes condicio­
nes que prevalecen en el mercado de trabajo, caracterizados por la fle­
xibilidad laboral, las prácticas de discriminación social a que están su­
jetos determinados colectivos sociales (los inmigrantes, las mujeres, los 
jóvenes desocupados, los adultos mayores), así con la desprotección en 
que se encuentra el conjunto de los trabajadores ante la crisis de los 
regímenes de la seguridad social.

Si bien la cuestión de la pobreza urbana fue incorporada en la 
agenda gubernamental, y dio origen desde los años cincuenta a la apli­
cación de un conjunto de políticas sociales que intentan contrarrestar 
esta situación de privación de bienes y servicios básicos (salud, educa­
ción, vivienda) en la que viven la mayoría de los trabajadores, la pro­
blemática de la exclusión social, principalmente en lo relacionado con 
la discriminación como proceso social, comienza a ser introducida re­
cientemente y de manera muy puntual en las políticas sociales, segu­
ramente porque contrarrestar estos procesos implica diseñar e imple- 
mentar políticas complejas dirigidas a modificar el mundo de las ideas 
y de las representaciones colectivas que comparte una sociedad en un 
m om ento dado.
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Las políticas sociales de las sociedades complejas

U n tipo particular de políticas sociales son las llamadas políticas socia­
les de atención a la pobreza, las cuales corresponden a un tipo parti­
cular de acción social del estado que se realiza con la intención de sa­
car de la condición de miseria a quienes aún no han alcanzado el pi­
so básico de la supervivencia (Abranches et al. 1994).

Sin embargo, cuando se trata de enfrentar la pobreza urbana, las po­
líticas sociales deben incluir no sólo el componente alimentario y de 
capacidades (salud, educación), sino principalmente el patrimonial. Por 
otro lado, entre los principales rasgos de las actuales políticas sociales 
urbanas que se aplican en las llamadas sociedades complejas tres son de 
central importancia: la construcción y expansión de la dimensión so­
cial de la ciudadanía; el papel de los gobiernos locales y la participa­
ción de la ciudadanía en la acción social del Estado.

Construcción y expansión de la dimensión social de la ciudadanía

La ciudad es el espacio donde se fincaron y se expandieron a lo largo 
de la historia los derechos ciudadanos y los vocablos ciudad y ciuda­
danía, que, aunque no suelen asociarse, poseen una raíz común. En el 
Manifiesto del Congreso Europeo de Bienestar Social (Ayuntamiento 
de Barcelona-Eurociudades 1991) se afirmó que la ciudadanía europea 
se construye lógicamente en las ciudades, puntos de encuentro, de in­
novación, de difusión y de integración. Europa vive y se expresa por 
medio de sus ciudades. Jordi Boija entonces sostenía que apostar por 
la ciudad significa también jugar por la integración de sus ciudadanos 
en ella, por un marco de derechos sociales y políticos y de valores de 
solidaridad y de apertura que permitan a la urbe cumplir con su vo­
cación ideal de progreso y tolerancia para todos (Idem). Por todo ello, 
es hoy de gran actualidad la política social urbana a escala europea. Ac­
tualmente, el tema de la construcción de una ciudadanía única es uno 
de los grandes retos de la U nión Europea, puesto que aún sobrevive 191
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una intensa desigualdad en el acceso a bienes y servicios básicos, y en 
los procesos de efectivización de los derechos ciudadanos entre los es­
tados que forman parte de la misma.

En América Latina la situación ha sido y es sustancialmente dife­
rente. La construcción de la ciudadanía, en una o varias de estas di­
mensiones, es un proceso en marcha de acuerdo con la historia parti­
cular de cada país. Hubo países donde se alcanzaron estos objetivos en 
mayor grado, como fue la Argentina de los años cuarenta, pero siem­
pre se logró mejor nivel de vida en las ciudades que en el medio ru­
ral, en la ciudad “primada” y /o  en unas pocas ciudades.

La crisis del modelo del Estado de Bienestar, nunca plenamente de­
sarrollado, puso en cuestión la misma concepción de ciudadanía que 
subyacía en su constitución, la determinación de las prestaciones socia­
les cubiertas por los seguros y la presencia de los sindicatos en su ad­
ministración y gestión. Frente a ello, aún no existen nuevos modelos 
de bienestar a partir de los cuales abordar la cuestión social. N o obs­
tante, puede afirmarse que esta reconstitución de la ciudadanía es po­
sible principalmente en el ámbito de las ciudades, porque la ciudada­
nía no puede sustraerse a la dimensión espacial que encierra la políti­
ca. Precisamente en esto radicaba la profecía de Alexis de Tocqueville 
(1998) de que el gobierno local era la mejor escuela de la democracia, 
porque supone que a través de la participación en los asuntos locales, 
el ciudadano comprende de manera práctica sus derechos y responsa­
bilidades, se familiariza con las reglas del juego democrático, y cultiva 
en sí el respeto por las instituciones. Por ello, es en el ámbito local don­
de el ejercicio de la ciudadanía tiene mayores posibilidades de ser efec­
tivo. Es en el barrio, la colonia, y los municipios que forman parte de 
la ciudad, donde los individuos acceden, en condiciones diferenciales, 
a bienes y servicios que conforman la dimensión social de la ciudada­
nía, que definen la calidad de vida que ofrece la ciudad.

Pero la limitada institucionalizad ón de la participación ciudadana o 
su subordinación a las formas de representación corporativas, han ge­
nerado un excesivo burocratismo y un alto grado de discrecionalidad 
en los procesos de toma de decisiones, los cuales son indicadores de la
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baja calidad de la democracia en América Latina. La creación de una 
forma de gobierno que ha sido caracterizada como estatal corporativa 
se correspondió con una “ciudadanía segmentada” (Draibe 1993). La 
misma se expresó espacialmente en las ciudades latinoamericanas sien­
do claramente observable: aquellos que podían acceder a los bienes ur­
banos por la vía del mercado (vivienda) y pagar contribuciones por los 
servicios públicos suministrados por el gobierno local (recolección de 
basura, suministro de agua potable, etc.), debido a que podían contar 
con un ingreso adecuado; los que poseían la condición de trabajadores 
asalariados y fueron incorporados a la acción de instituciones guberna­
mentales (ej.: los organismos de vivienda para los asalariados); una gran 
mayoría que debió resolver de manera precaria y paupérrima el vivir 
en la periferia, soportando todo tipo de carencias en relación con el ac­
ceso a los bienes urbanos más elementales (Ziccardi 1998b).

Durante varias décadas la responsabilidad sobre las políticas sociales 
se restringió al ámbito de lo estatal, y diferentes actores trataban de in­
cidir por vías formales e informales para que sus intereses fueran toma­
dos en cuenta. Los procesos de democratización política y de reforma 
del Estado, los cambios en las fronteras entre lo público y lo privado, y 
sobre todo las crecientes demandas de la ciudadanía, obligaron a cons­
truir un nuevo escenario para el diseño y la aplicación de las políticas 
sociales. Actualmente no basta en la actuación gubernamental asignar 
recursos apelando a criterios de racionalidad técnica para mejorar la ca­
lidad de vida de la ciudadanía, sino que es necesario generar posibilida­
des reales de participación ciudadana en la esfera de lo público.

Como se dijo, hoy nuestras ciudades se caracterizan por la marcada 
desigualdad que existe para que la población acceda a bienes y servi­
cios básicos. La segmentación social y la segregación urbana que en los 
países desarrollados suelen atribuirse a la aplicación de modelos econó­
micos neoliberales, han sido en nuestras ciudades rasgos constitutivos de 
las mismas. Se afirma, con razón, que ha habido un paulatino mejora­
miento en los niveles de dotación de infraestructura básica, en el acce­
so y la calidad de las viviendas, y en la provisión de equipamiento ur­
bano. Pero es mucho lo que resta por hacer para que habitemos espa­ 193
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cios en los que prevalezcan condiciones materiales y ambientales dig­
nas y se hagan efectivos los derechos ciudadanos para todos los habi­
tantes de nuestras ciudades. Para ello, debemos transitar por el camino 
de construir ciudadanía: de hacer de los habitantes de las ciudades, ciu­
dadanos, con derechos individuales, sociales y políticos.

El papel de los gobiernos locales

La globalización económica y la aplicación de políticas neoliberales 
llevaron a que la acción social del Estado debiera ser reestructurada 
profundamente para enfrentar los graves y negativos efectos sociales 
que generan estos procesos en la sociedad. Así, si bien en sus oríge­
nes las políticas sociales fueron competencia exclusiva del gobierno 
nacional, su operación se ha ido traspasando a los gobiernos locales 
(estatal o municipal) en el marco del impulso que se ha dado a la des­
centralización de funciones gubernam entales. Por otra parte, se ha 
afirmado que paradójicamente con los procesos de globalización se 
produce una revalorización del papel de los gobiernos locales en el 
diseño e implementación de las políticas públicas, en particular las 
políticas sociales4.

Para el caso europeo Brugué y Goma (1998) señalan que el prin­
cipal desafio de las políticas sociales que se sustentaron originalmente 
en un modelo de estado de bienestar, se coloca hoy en la construc­
ción de una agenda compleja a cargo de los gobiernos locales que im ­
plican tres ámbitos de actuación: •

• políticas de promoción económica local (empleo productivo, apo­
yo a las PYMES, crédito a pequeños productores);

• políticas locales de bienestar social (salud, educación, alimentación);
• políticas urbanas y del territorio (vivienda, mejoramiento de barrios).

194 4 Véase Castells (1997); Castells y Boga (1997); Bodemer et al. (1999).
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Es decir, se trata de acciones públicas que implican pasar de una agen­
da simple a una compleja realizando un rediseño relacional de políti­
cas sociales. Se trata de crear nuevas relaciones entre la esfera pública 
local y la sociedad, sustentadas en nuevos instrumentos de participa­
ción personal, comunitaria y empresarial.

La principal función de las políticas sociales en el contexto de las 
ciudades europeas es generar procesos de inclusión de la ciudadanía, y 
por esa vía cohesión social. En el caso de América Latina, en cambio, 
los municipios enfrentan actualmente el reto de aplicar nuevas políti­
cas sociales como políticas socio-económica, es decir, políticas que se 
encarguen no sólo de la gestión de medios de vida limitados sino de 
la promoción del desarrollo humano sustentable y sostenible desde el 
ámbito local (Bodemer et al. 1999).

Sin embargo, en algunos países de la región y en el contexto de un 
proceso de democratización política y fortalecimiento de la autono­
mía local, la mayoría de los gobiernos municipales tienen una agenda 
sumamente simple en materia de políticas sociales, la cual se Umita a 
la provisión de bienes y servicios básicos, de infraestructura urbana y 
territorial (agua, drenaje, pavimentación) y, en menor medida, accio­
nes de bienestar social comunitario, la mayor parte de las veces de ti­
po asistenciaÜsta (atención a la niñez, a la juventud, a los ancianos, a las 
mujeres), mientras que otros han comenzado a elaborar agendas más 
complejas. Lo cierto es que, resulta bastante común que las políticas 
sociales del ámbito local se Hmiten a ser políticas de atención a la po­
breza, puesto que con escasos recursos se intentará hacer frente a las 
demandas más urgentes que presentan los sectores populares.

Ahora bien, el ejercicio de gobierno entre los tres ámbitos en ge­
neral es sumamente complejo y lo es particularmente en materia de 
políticas sociales. Por ejemplo en México, lejos de tratarse de un fe­
deralismo cooperativo, el gobierno federal fue un importante actor en 
la modernización del Estado, a la vez que cumplió con una función 
compensatoria en las zonas más pobres o marginadas del país. Pero el 
control del gobierno central sobre el gasto social ha sido un com po­
nente fundamental del clientelismo político latinoamericano, en tan-
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to intercambio de bienes y servicios básicos a los mayoritarios secto­
res populares a cambio de votos. Por ello, la alternancia en el control 
del aparato de gobierno no garantiza que se pueda modificar, en el 
corto plazo, este com ponente central de la cultura política de la que 
suelen ser portadores tanto los políticos y los funcionarios, como los 
ciudadanos.

Así, los programas de atención a la pobreza extrema que existen en 
casi todos los países, aunque apliquen criterios focalizados con dife­
rentes variantes, por lo general son diseñados y aplicados desde insti­
tuciones del ámbito federal e inclusive pueden depender directamen­
te del presidente. Los gobiernos locales prácticamente no participan 
en el diseño, y a veces sólo lo hacen en la operación de estos progra­
mas. Mientras las instancias centrales suelen tener una agenda com­
puesta de un amplio y diversificado número de programas, la agenda 
de los estados y los municipios es extremadamente simple, de creación 
de infraestructuras y débiles políticas comunitarias.

Puede decirse entonces que más allá del discurso y la normativi- 
dad las políticas, los programas sociales de atención a la pobreza son 
por lo general extremadamente centralizados. El principal argumento 
es que los gobiernos locales tienen capacidades -financieras y huma­
nas- limitadas para asumir estas funciones. Por otra parte, las relacio­
nes entre las instancias del gobierno estatal y las del gobierno m uni­
cipal no suelen sustentarse en eficaces mecanismos de coordinación 
institucional. Por todo ello, la nueva geografía política que sustenta la 
democracia exige revisar el centralismo y perm itir a los gobiernos lo­
cales disponer no sólo de mayores recursos, sino de más autonomía, y, 
sobre todo, de mejores capacidades en el ejercicio de la gestión local. 
En este sentido, en América Latina varios estudios han demostrado 
que la gran mayoría de los municipios latinoamericanos presentan un 
marcado déficit institucional.

Sin embargo, también debe aceptarse que dada la diversidad m u­
nicipal existen capacidades diferenciadas, y también en algunos países 
se han iniciado procesos de rediseño institucional para que el munici­
pio actúe con criterios de eficiencia administrativa y democracia po­
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lítica. Sin duda es necesario otorgarle al municipio mayor capacidad 
institucional para que participe en el diseño e implementación de las 
políticas sociales del ámbito local5. Así, el municipio debe transformar 
sus políticas sociales restringidas hoy al ámbito de la creación de la in­
fraestructura social básica para los sectores más pobres de la ciudad, a 
una política social compleja que contribuya a promover el desarrollo 
económico local, mejorar la calidad de vida, y promover formas de 
convivencia social.

La participación ciudadana en las 
políticas sociales del ámbito local

En siglo XXI, existe cierto consenso sobre los límites y el desencanto 
generado por la democracia representativa como forma de gobierno 
capaz de garantizar una mejor calidad de vida para el conjunto de la 
ciudadanía. La participación ciudadana comenzó a ser visualizada co­
mo un componente fundamental para avanzar en la democratización 
de la sociedad y de las instituciones gubernamentales. Una participa­
ción ciudadana concebida principalmente como la forma de inclusión 
de la ciudadanía y sus organizaciones en las decisiones públicas; parti­
cipación que no es igual ni reemplaza a la participación política, sino 
que la complementa y /o  la activa.

Joan Font (2001) sostiene con razón que en la actualidad es clara­
mente observable que a pesar de que muchas experiencias son excep­
cionales “el catálogo de instrumentos participativos no deja de crecer 
y su extensión, aunque desigual y limitada, también sigue una clara 
pauta ascendente” . Es una particularidad de la democracia la variedad 
de instrumentos creados en la década de los años 90 a nivel interna­
cional. Entre los más conocidos son: el presupuesto participativo crea­
do por el Partido de los Trabajadores (PT) en ciudades brasileñas y 
aplicado en otras de América Latina y Europa, los jurados británicos, 
los consejos de consultivos municipales, las consultas ciudadanas, las
5 Véase URBARED. www.urbared.ungs.edu.ar 197
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encuestas y sondeos de opinión vía electrónica, y las audiencias públi­
cas proliferan en las ciudades europeas.

En América Latina, en cambio, hay quienes consideran que la 
construcción de ciudadanía es una tarea pendiente, lo que se advierte 
en un marcado déficit de cultura cívica e incluso en ciudadanos ima­
ginarios o inexistentes. Otros, en cambio, consideramos que se ha da­
do una ciudadanía fragmentada, puesto que los derechos civiles, socia­
les y políticos son plenamente ejercidos sólo por algunos, mientras 
que un amplio conjunto social que vive en condiciones precarias de­
be reclamarlos desde su participación en organizaciones sociales y /o  
civiles. En la historia de la región son estas organizaciones de la socie­
dad las que han contribuido a lograr un ejercicio más pleno de la ciu­
dadanía, ya sea logrando el acceso a la educación, la salud, la vivienda, 
los equipamientos, la infraestructura básica o la defensa de la calidad 
del medio ambiente, como luchando para combatir el consumo de 
drogas entre los jóvenes, erradicando la violencia intrafamiliar, traba­
jando por una sociedad igualitaria.

N o obstante, por lo general, detrás de estos procesos protagoniza­
dos principalmente por las clases populares suele haber un gran es­
fuerzo colectivo de la ciudadanía y los gobiernos locales con baja ca­
pacidad de respuesta para atender sus demandas. Además, las relacio­
nes que se construyeron durante muchas décadas entre gobernantes y 
gobernados han estado caracterizadas muchas veces por la confronta­
ción o por la subordinación de los sectores populares a prácticas clien- 
telares que politizaban el ejercicio de los derechos básicos.También es 
com ún en las democracias latinoamericanas que los procesos de alter­
nancia y pluralismo que se han dado en los gobiernos locales (estata­
les y municipales) no hayan transformado profundamente la forma o 
el estilo de gobernar las sociedades locales.

Sin embargo, el espacio público que se abre con la aplicación de 
las políticas sociales es potencialmente poderoso para inaugurar nue­
vas prácticas y comportamientos. En el discurso y las reglas de opera­
ción de los programas sociales es recurrente que se aluda a la cons­
trucción de capital social, a la construcción de ciudadanía, a la elegi­198
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bilidad de los derechos sociales; sin embargo, en los hechos queda cla­
ro que ésta no es una cuestión de voluntarismo de parte de las auto­
ridades, sino de diseño participativo y de compromisos políticos, así 
como de capacitación permanente de los funcionarios y la sociedad en 
los valores y las prácticas de la democracia.

En los programas sociales los ciudadanos muchas veces son conce­
bidos e incorporados exclusivamente como beneficiarios. Debe reco­
nocerse que existen actualmente mejores condiciones (mayor infor­
mación y transparencia en el actuar gubernamental), lo cual es un re­
quisito para avanzar en la democratización de la gestión estatal y ha­
cer de ésta una gestión pública. Sin embargo, aunado a ello se advier­
te cierto grado de improvisación y ausencia de diseño en las formas e 
instrumentos de participación ciudadana (Ziccardi 2004a). Las prim e­
ras, por lo general, son poco incluyentes en el sentido de considerar la 
diversidad y las particularidades de la sociedad local; y los segundos, 
son poco eficaces para transformar los procesos decisorios en el senti­
do de hacerlos más eficaces y democráticos.

Existe un considerable consenso social y también un registro de 
prácticas exitosas que ponen de relieve la importancia de incorporar a 
la ciudadanía en los procesos decisorios del ámbito gubernamental, a 
fin de lograr mayor cohesión social y más eficacia en las políticas pú­
blicas. Sin embargo, en el aparato gubernamental y con cierta indepen­
dencia del partido político que lo controla, es común advertir resisten­
cias en los diferentes niveles de la burocracia a abrir las compuertas de 
la participación ciudadana. Esta falta de convencimiento sobre la im­
portancia de movilizar a la ciudadanía a través de la acción pública la 
comparten también los partidos políticos que ven en la misma una 
competencia a la participación política más que un complemento.

Pero, confrontando esta situación en algunas ciudades de la región 
se trabaja para lograr mejores condiciones de vida para el conjunto de 
la ciudadanía y mayor equidad en el acceso a bienes y servicios bási­
cos. Así, en Brasil, desde el ámbito de los gobierno locales gobernados 
por el PT, se han puesto en marcha valiosas experiencias de participa­
ción ciudadana a partir de aplicar el llamado presupuesto participad-
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vo. El presupuesto participativo es un instrumento original que com­
bina la participación directa con la delegación de responsabilidades en 
el personal gubernamental. Su principal objetivo es establecer las 
prioridades de la actuación pública local a través de la participación 
directa de la ciudadanía en reuniones y asambleas populares, las cuales 
se desarrollan con una metodología que perm ite ordenar y procesar 
las demandas. Los resultados forman parte del presupuesto municipal 
el cual es liderado por un consejo de representantes de la ciudadanía 
y aprobado por la Cámara de Concejales (llamados vereadores en Bra­
sil); posteriormente, se elabora un plan de inversiones con los recur­
sos disponibles que se aplica en el ejercicio del gobierno local. La va­
loración social positiva que existe respecto a este instrumento de par­
ticipación ciudadana llevó a que se fuera replicando, de acuerdo con 
las especificidades de cada realidad nacional, en otras ciudades de 
América Latina (Argentina, Uruguay) y de países europeos (España, 
Francia, Alemania).

Se puede concluir este trabajo diciendo que para enfrentar las 
condiciones generalizadas de pobreza, desigualdad y exclusión so­
cial, se deben revisar no sólo los enunciados de las políticas sociales 
sino el diseño, operación y evaluación de los programas sociales pa­
ra hacer de las mismas espacios públicos donde amplios sectores de 
la ciudadanía tengan interés en dedicar tiem po y esfuerzo y actúen 
de manera corresponsable con el gobierno local para que sus nece­
sidades sean atendidas.

200
5 Véase: Jacobi (1995), Fedozzi (2001), Blanco y Goma, Gnauza y Álvarez de Sotomayor 
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Políticas de inclusión social 
en la Ciudad de México*

Introducción

M éxico en el siglo X X  ha pasado de ser un país predominan­
temente rural a urbano, donde actualmente más del 65% de 
la población vive en ciudades. U no de los principales ras­
gos de su sociedad, su territorio, y sus ciudades, son las profundas de­
sigualdades económicas y sociales que prevalecen y un creciente pro­

ceso de urbanización de la pobreza, es decir, existe un crecimiento de 
manera sostenida de la proporción de pobres, particularmente en las 
31 zonas metropolitanas que componen el sistema urbano nacional.

También cabe señalar inicialmente que la principal característica de 
su sistema político es haberse transformado profunda y pacíficamente 
en la última década, pasando de un régimen de partido hegemónico a 
una democracia en la que prevalece el pluralismo y la alternancia en 
el control de las instituciones de gobierno.

En este marco, en el Distrito Federal1 -el cual es parte de la mega- 
lópolis de la Ciudad de México, en la que habitan más de 18 millones

Publicado en Barba, Carlos (2008) Retos para la superación de la pobreza y la integración 
económica y social en América Latina. Buenos Aires: CLACSO. (en prensa).
Según el artículo 44 de la Constitución la Ciudad de México es el Distrito Federal, se­
de de los poderes y Capital de los Estados Unidos Mexicanos. Pero en los hechos se 
trata de una megalópolis constituida también por 34 municipios metropolitanos de la 201



Las ciudades y la cuestión social

de mexicanos-, se ha protagonizado un proceso de democratización 
de su forma de gobierno, cuando a partir de 1997, los ciudadanos que 
habitan este territorio han recuperado el más elemental derecho po­
lítico, elegir a su jefe de gobierno. El desenlace fue la alternancia po­
lítica que produjo el triunfo abrumador el Partido de la Revolución 
Democrática (PRD) con su candidato Cuauhtemoc Cárdenas, el cual 
fiie refrendado en el año 2000 por Andrés Manuel López Obrador, ac­
tual jefe de gobierno de la Ciudad de México2.

Desde un punto de vista urbano, en la Ciudad de México se ad­
vierten elevados niveles de pobreza para la amplia mayoría de citadi- 
nos que habitan principalmente su periferia, lo cual contrasta con ver­
daderos enclaves de riqueza comparables a los de cualquier gran ciu­
dad del mundo, además de niveles de vida aceptables para las clases 
medias. En este sentido, desde un principio cabe señalar que la segre­
gación urbana para los sectores populares es una clara expresión espa­
cial de las prácticas de exclusión social y de las profundas desigualda­
des que prevalecen en este territorio.

Ante esta situación, es tarea de las políticas sociales del Gobierno 
de la Ciudad de México implementar una acción pública social que 
permita garantizar al conjunto de la población no sólo el piso básico 
de la sobrevivencia a todos los ciudadanos, sino también, acciones di­
rectas de inclusión tendientes a lograr una mayor equidad social y ur­
bana para así garantizar el ejercicio de los derechos ciudadanos reco­
nocidos en la legislación nacional y local.

entidad vecina, el Estado de México. El D.E alberga alrededor de 8,5 millones de per­
sonas mientras que en los municipios, que constituyen su periferia, viven más de 9 mi­
llones de mexicanos.

2 En 1928 la Ciudad de M éxico perdió sus municipios con la aprobación de una refor­
ma que creó un aparato de gobierno administrativo llamado el Departamento del Dis­
trito Federal. El Presidente de la república a partir de entonces pasó a ser el Jefe del Go­
bierno de la Capital, función que delegaba en un funcionario por él designado. En 
1987 en medio de una intensa movilización social, protagonizada principalmente por 
los damnificados de los sismos de 1985, se realizó una primera reforma y se creó la 
Asamblea de Representantes del D.F., actual Asamblea Legislativa y recién en 1997 por 
primera vez los capitalinos recuperaron el más elemental de los derechos políticos: ele­
gir a su Jefe de Gobierno.
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Sin duda ésta es la principal pretensión de las políticas sociales 
del Gobierno de la Ciudad de M éxico que se analizarán en este tra- 
bajo.

Pobreza y exclusión en la Ciudad de México

La situación de pobreza y exclusión social en la que viven grandes 
contingentes de trabajadores y sus familias en la ciudad de México, es 
producto de los modelos económicos que se adoptaron en el país du­
rante el siglo XX, al igual que de su historia política. La ciudad cons­
tituye el principal territorio económico del país, tanto por ser el prin­
cipal mercado interno, como por ser el espacio que articula al país a la 
globalización. Además, dado su valioso patrimonio histórico y la ele­
vada dotación de equipamiento, se constituye en el principal escena­
rio de la vida cultural.

En su territorio se localizan los poderes de la nación y se desarro­
llan los hechos más importantes de ámbito político. Los elevados m on­
tos de recursos que ha recibido de la federación el Gobierno del Dis­
trito Federal a lo largo del siglo X X  han creado fuertes resentimien­
tos del interior hacia la capital, pero éste es el territorio que más apor­
ta al PIB nacional (alrededor de una cuarta parte), y es el espacio que 
ha albergado a millones de mexicanos que han migrado del medio ru­
ral o de otras ciudades en busca de empleo, garantizando su sobrevi­
vencia y el acceso a bienes y servicios básicos de sus familias. Si se 
compara este territorio con las demás entidades del país se advierten 
bajos niveles de pobreza, sin embargo, como se podrá observar, tam­
bién es cierto que persisten graves situaciones de pobreza y sobre to­
do de exclusión social para muchos ciudadanos que aquí habitan.

U n mapa general de los procesos que generan esta situación obliga 
a detenerse en presentar algunos rasgos que prevalecen en el mercado 
de trabajo urbano y que son generadores de pobreza y exclusión social, 
posteriormente se hará referencia a la magnitud del problema, y en ter­
cer lugar, a los efectos que esta situación tiene sobre el espacio urbano. 203
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Empleo, desempleo e informalidad

Los principales factores que generan pobreza son el desempleo, la in­
formalidad o precariedad, y los bajos salarios que prevalecen en el 
mercado laboral de la gran ciudad. Lo primero que debe decirse es 
que más que el desempleo abierto, que en la ciudad de México oscila 
actualmente en alrededor del 3%, los otros dos fenómenos son los 
principales generadores de pobreza en este medio urbano. La princi­
pal causa del incremento del desempleo es la insuficiente creación de 
empleos para el contingente que lo demanda, particularmente los jó ­
venes que ingresan al mercado de trabajo. Anualmente, se agregan a la 
oferta de fuerza de trabajo cientos de miles de jóvenes para los cuales 
no hay suficientes opciones, dadas las restricciones de la demanda y las 
limitaciones que tiene su calificación para el mundo del trabajo.

Debe señalarse que un problema grave en México es la incapaci­
dad del sistema de educación superior para atender la demanda de jó ­
venes en edad de acceder al mismo, ya que sólo ofrece alternativas pa­
ra el 20% de la población, porcentaje mucho más bajo que el de otros 
países de América Latina. Aunque en la ciudad se localizan las princi­
pales universidades públicas y privadas del país, el Gobierno del D.F. 
en el año 2000, y como parte de su política social, decidió crear la 
Universidad de la Ciudad de México, la cual ya ha comenzado a fun­
cionar.

Es sabido que con los procesos de globalización de la economía ha 
disminuido la importancia de la localización espacial para la realiza­
ción de las actividades productivas en el territorio, ya que los flujos y 
redes de capital tienden a flexibilizar y desterritorializar el proceso 
productivo industrial, a la vez que se reconcentran en los espacios m e­
tropolitanos las actividades propias de las innovaciones tecnológicas y 
del capital financiero. Estas transformaciones se dan actualmente en la 
economía de la principal ciudad de México, pero el peso del sector 
industrial hace que la ciudad continúe siendo el principal centro ma­
nufacturero del país, aunque ha comenzado a ceder importancia ante 
la región norte.
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Desde la perspectiva del mercado de trabajo local, la ciudad Capi­
tal, desde hace dos décadas, registra una sostenida pérdida de empleos 
en el sector industrial. Así, la participación relativa de la mano de obra 
del Area Metropolitana de la Ciudad de México (AMCM) en este 
sector de actividad bajó de manera considerable del 40.4% en 1970, al 
22% a principios de los años noventa, y al 18.3% en el 2003 (INEGI 
2003)3. Esta reducción fue considerable tanto en el Distrito Federal 
como los municipios metropolitanos del Estado de México, y fue con­
secuencia de la reducción del número de establecimientos y de la pro­
ducción bruta en el sector (García y de Oliveira 2000). Por otra par­
te, debe considerarse la mano de obra inserta en actividades propias de 
la industria de la construcción que oscila en alrededor del 5%, pero 
que en un amplio porcentaje recibe muy bajos salarios, carece de be­
neficios sociales y de estabilidad laboral.

A la destrucción de puestos de trabajo ante la competencia de pro­
ductos que genera la apertura comercial se agrega los límites que im­
pone la disciplina del gasto, que trae aparejado un achicamiento del 
aparato gubernamental, y en consecuencia, una disminución del em­
pleo en la burocracia, lo que representa entre el 6 y el 7% del AM CM .

Pero debe señalarse que una de las principales características de es­
ta economía urbana es la expansión del sector terciario, donde se esti­
ma que actualmente se inserta las tres cuartas partes de la PEA del Area 
Metropolitana de la Ciudad de México, y que comprende situaciones 
laborales tan polares como: (i) los servicios de la sociedad inform ado- 
nal que demandan alta calificación y ofrecen elevados salarios (servi­
cios financieros y /o  de la informática, comercio de grandes tiendas) 
localizados en los principales corredores de la modernidad, y, (ii) el ter­
ciario informal, una de cuyas principales expresiones urbanas es el co­
mercio ambulante, principal signo de la precariedad del empleo que 
genera uno de los problemas urbanos más graves, al que luego hare­
mos referencia.

3 Véase: www.inegi.gob.mx 205
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Se estima que el 46.4% de la mano de obra del Área Metropolita­
na de la Ciudad de México en 1998, se ubicaba en actividades infor­
males trabajando fuera de los medianos y grandes establecimientos ca­
pitalistas (García y de Oliveira 2000)4. Esto es consecuencia de los pro­
cesos de flexibilidad laboral que se im pusiéronlos cuales trajeron apa­
rejados una disminución del número de empleos estables y bien re­
munerados que garantizaban al trabajador y a su familia el acceso a la 
seguridad social, a la salud e inclusive la recreación (por ejemplo clu­
bes, hoteles para turismo, etc.).

La informalidad y la precariedad en el trabajo prevalece principal­
m ente entre las mujeres de las clases populares, para quienes el servi­
cio doméstico remunerado, el trabajo manual industrial de baja califi­
cación (por ejemplo la maquila) y el comercio formal e informal son 
las principales actividades. En el caso de la ciudad de México, según 
los datos de INEGI, en la década pasada se advierte un aumento de la 
participación económica de las mujeres, pasando la tasa de actividad 
femenina de 35.3% en 1990, al 38.6% en el 2003. N o obstante, inde­
pendientemente de su calificación, la mano de obra femenina debe 
aceptar por lo general, condiciones salariales y de estabilidad desfavo­
rables respecto a las de los hombres, claros indicadores de la discrimi­
nación social femenina que existe en la ciudad.

Otro fenómeno notorio en las calles de nuestras ciudades es el del 
trabajo infantil (limpiaparabrisas, vendedores de chicles, cerillos, etc.) 
para incrementar el ingreso familiar. Esto supone el abandono de las 
actividades escolares, y de la capacitación a temprana edad. Su presen­
cia es un síntoma inequívoco de pobreza urbana y exclusión social. 
Boga y Castells (1997) ponen especial énfasis en la infantilización de 
la pobreza urbana diciendo que se trata de una flagrante negación de 
la noción de progreso en una economía global segregante. En el D.F 
se calcula que existen alrededor de 13.373 de niños y niñas en situa­
ción de calle, de los cuales 9.165 son varones (Gobierno del Distrito 
Federal 1999). Pero más allá del número lo importante es considerar
4 La cifra correspondiente al sector informal para el conjunto de las áreas urbanas del país

en 1997 era de 43%, es decir, ligeramente inferior (Sill 1999 citado en García y de Oli­
veira 2000).206
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las trayectorias de vidas, que impiden a los individuos desde el inicio 
de su vida salir de la situación de pobreza en la que nacieron.

La magnitud de la pobreza urbana

Lo que caracteriza a la economía urbana de esta megalopolis es su 
marcada heterogeneidad productiva, expresada en una sociedad mar­
cadamente segmentada y polarizada entre quienes logran insertarse en 
las actividades más modernas, y aquellos que habiendo perdido su con­
dición de asalariado estable y bien remunerado, deben aceptar la infor­
malidad y la precariedad en el empleo y en las condiciones de vida. 
Por ello, modernización y pobreza son los rasgos más sobresalientes de 
la sociedad local, y ésta morfología social se expresa claramente en el 
espacio urbano.

En la Ciudad de México, Julio Boltvinik ha estimado que en los 
últimos años de los noventa la proporción de pobreza moderada prác­
ticamente se mantuvo o disminuyó ligeramente, mientras que la po­
breza extrema se incrementó notablemente pasando del 23.9% al 
41.8%5. Otro dato importante es que en México, para el año 2000, se 
calculó que el 51% de la población ocupada percibía un ingreso me­
nor a 2 v.s.m., y en el D.E este es el nivel de ingreso alcanzaba al 42 % 
de los trabajadores (Gobierno del Distrito Federal 2001).

En cuanto al incremento de la pobreza, no sólo se debe a las difi­
cultades de encontrar un empleo bien remunerado sino también al de­
terioro del salario real en el medio urbano. En el D.F. se estima que la 
pérdida del salario mínimo acumulada entre 1986 y el 2000 es de 
-56%, siendo entre 1995 y el 2000 de -25.50 %. Además, se evalúa que 
el 78.9% de la PEA percibe menos de 5 v.s.m., lo cual es insuficiente 
para adquirir la canasta de consumo familiar mínimo para la ciudad, 
elaborada por la Secretaria de Trabajo y Previsión Social, que asciende 
a 5.101,86 pesos (poco menos de 400 euros)6.
5 Véase: Fideicomiso de Estudios Estratégicos sobre la Ciudad de México (2000).
6 ídem. 207
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Según datos del Gobierno del D.F. el 60.82% de la población de la 
Capital del país se halla en situación de marginación muy alta, alta o 
media. Este índice elaborado por el Consejo Nacional de Población 
(CON APO) incluye condiciones de la vivienda, nivel de ingreso y ni­
vel educativo, siendo que en algunas delegaciones es prácticamente el 
total de la población la que se encuentra en situación de marginación. 
Tal es el caso de las delegaciones del suroriente como Milpa Alta o 
Tláhuac, donde aún sobreviven actividades agrícolas, sin embargo, en 
Cuajimalpa (donde se localiza Santa Fe), el principal desarrollo es el 
inmobiliario, que simboliza la entrada a la globalización que se pro­
duce en la última década. En otras delegaciones más de la mitad de la 
población se encuentra en esta situación como se registra en Alvaro 
Obregón, Gustavo A. Madero, Iztacalco, Iztapalapa, Magdalena C on­
treras, Tlalpan y Xochimilco7.

N o obstante, desde una perspectiva que incorpore la exclusión so­
cial, debe otorgarse particular atención a aquellos colectivos que están 
más expuestos a privaciones o acceso limitado, así como a la discrimi­
nación económico y social: madres solteras, niños de la calle, ancianos, 
indígenas,VIH positivos; los cuales se identifican como grupos vulne­
rables a los que hay que atender prioritariamente a través de progra­
mas focalizados de apoyo económico y de asistencia social. En rela­
ción con las mujeres se estima que a nivel nacional uno de cada 5 ho­
gares tienen como jefe de hogar una mujer, en los cuales sólo el 10% 
son mujeres unidas o casadas que viven con su pareja. Sin embargo, de 
estos hogares con jefatura femenina, el 80% habitan en el medio ur­
bano (SEDESOL 2001).Todos estos grupos sociales han dado origen 
al diseño y aplicación de políticas sociales por parte del Gobierno de 
la Ciudad de México, en particular, a través de los sub-progamas con­
tenidos en el Programa de Integración Territorial al que se hará refe­
rencia más adelante.

208
7 Datos del Gobierno del Distrito Federal. Coordinación de Planeación y Desarrollo, 

2001.
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La fragmentación de la ciudad

La ciudad históricamente ha presentado considerables niveles de se­
gregación urbana. Sin embargo, en la última década, lo que puede ob­
servarse es una mayor ruptura del tejido urbano y un acrecentamien­
to de la desigualdad entre los barrios de las clases altas y medias, y los 
barrios que habitan las clases populares. La Ciudad en el siglo XXI po­
see numerosos y extensos enclaves de riqueza, donde han proliferado 
los corredores financieros, con edificios modernos y de gran altura, así 
como los megacentros comerciales que ofrecen productos suntuarios 
y /o  los restaurantes y comercios que son cadenas internacionales. Es­
to contribuye a homogeneizar el paisaje urbano en las zonas donde se 
localizan imprimiéndoles rasgos comunes a los que presentan todas las 
grandes ciudades del mundo. Pero, confrontando esa modernidad, la 
ciudad muestra un agravamiento de la segregación urbana y de la ex­
pansión de la periferia paupérrima.

Sin duda, éste es también un problema de inversión pública, no 
obstante, lo que interesa considerar aquí son los efectos urbanos de los 
factores económicos y sociales generadores de pobreza que ya se han 
expuesto. En este sentido, el deterioro salarial, acompañado de preca­
riedad e informalidad en el empleo, producen y /ó  agudizan las situa­
ciones de pobreza, lo cual tiene diferentes consecuencias en la calidad 
de vida de las familias en el medio urbano, tales como: •

• disminuir la capacidad de adquisición de bienes básicos de las fa­
milias (educación, salud, cultura);

• incrementar la demanda de bienes al sector público, al mismo 
tiempo que el gobierno no puede incrementar fácilmente el gasto 
social;

• obligar a las familias a crear diferentes estrategias de sobrevivencia 
incorporando un mayor número de miembros al mercado de tra­
bajo, lo cual incide sobre los jóvenes cuya permanencia y dedica­
ción en el sistema educativo disminuye; 209
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• aceptar trabajos de muy baja productividad en condiciones de pre­
cariedad por parte de las mujeres, en tanto los niños de las familias 
más pobres son expuestos a trabajar en las calles de la ciudad. Así, 
se obtiene como resultado la generalización de las situaciones de 
exclusión social.

Por otra parte, la Ciudad de México al igual que otras grandes ciuda­
des latinoamericanas, se expandió principalmente a través de asenta­
mientos populares con viviendas autoconstruidas a los que recurrió la 
masiva migración rural. La ciudad creció marcadamente bajo este pa­
trón de urbanización, sustentado en un pacto político que se basó en 
la inclusión de los sectores populares que hizo que estos asentamientos 
populares fueran tolerados, ya sean porque fueron promovidos por lí­
deres vinculados al partido entonces gobernante (Partido Revolucio­
nario Institucional-PRI), o porque fueron un logro de las luchas que 
protagonizaron las organizaciones sociales autónomas. En ambos casos, 
el resultado fue la proliferación de colonias populares irregulares sobre 
suelo urbano barato e irregular desde el punto de vista legal, con vi­
viendas autoconstruidas y logrando sus pobladores, con su organiza­
ción autónoma o aceptando prácticas clientelares, la introducción de 
los servicios más elementales (agua, drenaje, transporte público).

Por otra parte, en el Centro Histórico de la ciudad las vecindades 
ya estaban saturadas y no se construían viviendas en renta popular co­
m o consecuencia de los decretos de renta congeladas vigentes duran­
te varias décadas, lo cual llevó a que este espacio central perdiese sis­
temáticamente su población.

Actualmente se estima que poco menos de un tercio de las vivien­
das de la ZM C M  son rentadas, ya que las grandes mayorías aceptaron 
vivir en colonias populares en viviendas propias. De 3 millones de vi­
viendas del AMCM, el 60% están localizadas en colonias populares, 
15% en conjuntos habitacionales, 12% en colonias residenciales de ni­
vel medio, 8% en los pueblos conurbados, 1.9 % en colonias residen­
ciales de alto nivel y 1.61% en el Centro Histórico. Más del 80% ca­
rece de piso firme, el 23 por ciento tiene techo de cartón, asbesto o210
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metal, lo cual indica el alto grado de hacinamiento que se registra, ya 
que el promedio de habitantes por vivienda en los municipios conur- 
bados es de 5 miembros, y en D.F. de 4.5. (Suárez Pareyón 2000).

Pero si la vivienda precaria que habitan los sectores populares es 
uno de los principales indicadores de la pobreza y exclusión urbana en 
que viven las clases populares, el déficit y la mala calidad de los servi­
cios públicos constituye también una clara expresión espacial de la 
existencia de una ciudadanía restringida. En el D.E la cobertura de 
agua entubada alcanza al 97% de las viviendas, mientras que el drena­
je  al 91%, pero la situación es mucho más preocupante en los munici­
pios periféricos que constituyen el área metropolitana, donde sólo el 
91% tiene agua, y el 72% drenaje (Merino 2000).

Com o estas viviendas se localizan en periferia lejana paupérrima, 
y la población no cuenta con transporte público adecuado para trasla­
darse cotidianamente a sus centros de trabajo o de estudio, se pierden 
diariamente un elevado número de horas-hombres en traslados. El 
principal medio de transporte en área metropolitana son los microbu­
ses, que cubren el 54% de los viajes, a lo que se agregan los autobuses 
de la llamada ruta 100, que representan el 6.8%, y el metro, con el 15% 
de los viajes (Islas 2000). Por otro lado, en la capital existen alrededor 
de 3.5 millones de autos individuales que son la principal fuente de 
contaminación, generando los graves problemas ambientales que regis­
tra la ciudad, y que deteriora la calidad de vida y la salud del conjun­
to de la población.

Pero quizá uno de los indicadores más claros de pobreza y exclu­
sión urbana es el comercio informal, cuyo crecimiento exponencial en 
la última década ocupando diferentes y valiosos espacios públicos (pla­
zas, banquetas), constituye un grave problema urbano y social. Sin du­
da, el llamado comercio ambulante (que por lo general está estableci­
do), es una forma generalizada y precaria de empleo que lleva a que se 
ocupen espacios públicos, particularmente en el Centro Histórico y en 
los centros de las delegaciones. Por lo menos en un inicio, estos traba­
jadores se encuentran en la ilegalidad, tanto por desarrollar actividades 
económicas sin contar con la debida autorización como también por­ 211
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que en algunos casos venden productos de procedencia ilegal o sin pa­
gar los impuestos correspondientes.

El derecho al trabajo en el marco de una economía que no ofre­
ce los suficientes puestos que se demandan se confronta al derecho a 
la ciudad, ya que ponen en cuestión el uso del espacio público, obs­
truyen la circulación y la visibilidad de los negocios establecidos, ge­
neran basura y crean condiciones propicias para que prolifere la inse­
guridad en la calle. Por otra parte, la magnitud que ya ha adquirido es­
te grupo y el origen social popular de sus miembros hace del mismo 
un grave problema urbano, pero a la vez constituye un capital políti­
co electoral, dato que sin duda está muy presente en los cálculos de 
quienes gobiernan en el m om ento de tom ar decisiones.

Finalmente, la polarización económica, social y urbana contribuye 
a generar un clima propicio para que se desarrolle la inseguridad, la 
delincuencia y la violencia, hasta niveles nunca antes alcanzados. La 
población se siente cotidianamente amenazada, debiendo replegarse 
cada vez más en su individualidad, y perdiéndose la convivencia urba­
na en el barrio y en la colonia. Así, los gobiernos nacional y local, en 
lugar de destinar mayores recursos a las políticas sociales, los asignan a 
la seguridad pública, que se transforma en la primera y principal de­
manda del conjunto de la ciudadanía. Por ello, demanda un elevado 
m onto de recursos del presupuesto público sin que con ello se logre 
garantizar la tranquilidad de la ciudadanía.

Las políticas sociales del gobierno de 
la Ciudad de México (2000-2006)

La dimensión sustantiva y operativa
de las políticas sociales de atención a la pobreza.
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Se ha dicho que el papel de los gobiernos locales no puede reducirse 
a ser gestores de las políticas sociales definidas en el ámbito de los go­
biernos nacionales, sino, que deben impulsar una política socio-eco­
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nómica pasando de la gestión de medios de vida limitados a la prom o­
ción del desarrollo humano sustentable en el ámbito local (Bodemer 
et al. 1999). Pero este ambicioso objetivo, dados los altos niveles de po­
breza urbana y la exclusión social que se registran en nuestras ciuda­
des, supone no sólo disponer de cuantiosos recursos, sino también, de 
una profunda reforma institucional que permita crear una estructura 
de gobierno capaz de implementar políticas con este sentido, lo cual 
no se ha incluido aún expresamente en las agendas de los gobiernos 
de las ciudades latinoamericanas.

En la Ciudad de México, los procesos de democratización política 
del gobierno local no se han visto acompañados de una reforma en la 
estructura organizacional heredada, que en lo fundamental es sectorial, 
fuertemente centralizada, extremadamente burocrática, y con escasa 
participación de la ciudadanía (Ziccardi 1998a).

Por otra parte, con la llegada del PR D  al gobierno de la Ciudad de 
México en 1997, se abrieron muchas expectativas respecto al rum bo 
que podían tomar las políticas sociales del ámbito local, ya que es sa­
bido que el triunfo de un partido de base popular genera fuertes ex­
pectativas sociales.

Durante el gobierno de Cuahutémoc Cárdenas (1997-1999)8, la 
Secretaria de Desarrollo Social se orientó a impulsar una política pú­
blica que pretendía la reconstrucción del tejido social fuertemente da­
ñado con la crisis económica de 1995, incorporando a las ON G s en 
los procesos de toma de decisiones y asumiendo una perspectiva de 
género, particularmente a través de programas de salud reproductiva. 
Posteriormente, los servicios de salud dejaron de depender de esa se­
cretaria y pasaron a la naciente Secretaría de Salud. La Secretaria de 
Desarrollo Urbano y Vivienda impulsó procesos de planeación parti-

8 El ingeniero Cuauhtémoc Cárdenas dejó el gobierno de la ciudad para ser postulado 
nuevamente candidato del PRD a la presidencia de la república en las elecciones del 
año 2000. En su lugar designó, previa aprobación de la Asamblea Legislativa, a Rosario 
Robles, hasta entonces secretaria de Gobierno y figura política muy próxima al grupo 
cardenista. Durante su breve gobierno no hubo prácticamente cambios en el interior 
de las políticas sociales.



Las ciudades y la cuestión social

cipativa en la realización de 31 Programas Parciales de Desarrollo U r­
bano en barrios que presentaban conflictos urbanos y sociales (Ziccar- 
di 2003a), a la vez que se creó el Instituto de la Vivienda (INVI) y se 
diseñó una política de vivienda popular con la participación de las 
ONGs, de organizaciones de representación profesional (Colegio de 
Arquitectos), y de las organizaciones sociales y civiles urbanas de los 
sectores populares.

Ahora bien, las políticas y los programas que forman parte de las 
políticas sociales del Gobierno del D.F. fueron revisados por el segun­
do gobierno del PRD, cuyo jefe es Andrés Manuel López Obrador. El 
nuevo equipo de gobierno decidió poner más énfasis en la integra­
ción territorial de los programas sociales, lo cual dio origen a la crea­
ción del denominado Programa Integrado Territorial para el Desarro­
llo Social (PIT). Este programa privilegia un criterio territorial para 
definir sus áreas de actuación, pero se diseña e implementa desde el 
aparato central del Gobierno de la Ciudad de México, con escasa par­
ticipación de las Delegaciones que son las instancias de gobierno más 
próximas a la ciudadanía. En este sentido debe señalarse que en M é­
xico, aún en el contexto de un proceso de democratización política y 
fortalecimiento de la autonomía local, la mayoría de los gobiernos lo­
cales tienen una agenda sumamente simple9 en materia de políticas 
socio-económicas, la cual se limita a la provisión de bienes y servicios 
básicos, de infraestructura urbana y territorial (agua, drenaje, pavimen­
tación) y, en m enor medida, acciones de bienestar social comunitario, 
la mayor parte de las veces de tipo asistencialistas (atención a la niñez, 
a la juventud, a los ancianos, a las mujeres).

En el caso de la Ciudad de México la política social está centrali­
zada en el ámbito del ejecutivo del D.E y en tres secretarias: Desarro­
llo Social, Desarrollo Urbano y Salud. Es decir, esta acción social se 
concentra en políticas de bienestar social, y las políticas urbanas y de 
prom oción del territorio, siendo muy puntuales las políticas de pro-

214
9 Sobre las políticas sociales complejas propias de las sociedades posindustriales, véase 

Brugué y Goma (1998).
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m oción económica local. Lo sustantivo de esta política social se sinte­
tiza en la frase de Andrés Manuel López Obrador que fue incorpora­
da, desde el inicio de su gobierno, al discurso gubernamental: “Por el 
bien de todos, primero los pobres”10. La misma indica no sólo el orden 
de las prioridades del gobierno sino un estilo de gobierno franco, di­
recto y accesible a la ciudadanía, una relación de proximidad, que ha 
inaugurado el Jefe de gobierno11. Sin duda, esta forma de actuación se 
confronta con un pasado en el que las autoridades de la ciudad se asu­
mían como una secretaria de estado nacional, y sus funcionarios po­
seían un perfil político con fuertes componentes tecnocráticos y auto­
ritarios, tanto en el discurso como en las prácticas. Pero esto no quie­
re decir que ahora se exprese un claro interés por democratizar la ges­
tión pública incorporando a la ciudadanía en las decisiones públicas, y 
el espacio de la participación ciudadana en el gobierno central conti­
núan siendo los consejos (desarrollo urbano, desarrollo social, etc.) for­
mados por representantes de la ciudadanía muchas veces elegidos por 
las propias autoridades, que son solamente órganos de consulta (Zic- 
cardi 2003b).

En cuanto a la dimensión operativa de las políticas sociales del Go­
bierno de la Ciudad lo fundamental es que se ha asignado un consi­
derable m onto de recursos a programas sociales innovadores agrupa­
dos en el denominado Programa Integrado Territorial (PIT) prove­
niente de una estrategia de austeridad, combate a la corrupción y so­
lidaridad diseñada por el Jefe del Ejecutivo.

Pero, sus principales límites están en que se trata de una acción pú­
blica que se desarrolla desde una estructura institucional sectorializada, 
en la que cada instancia actúa con escasos vínculos con las demás. C o­
mo se dijo, una de las tareas pendientes del actual Gobierno del Distri­

to Sobre la dimensión sustantiva y operativa de las políticas sociales, véase Goma y Subi- 
rats (1999).

11 Otro mensaje que intenta transmitir el Jefe de Gobierno es su disposición al trabajo ini­
ciado la jornada laboral muy temprano. Así, todos los días a las 7 horas, acompañado de 
sus secretarios y colaboradores cercanos da una conferencia de prensa en la que infor­
ma con un estilo coloquial sobre los temas más importantes del día. 215
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to Federal es realizar una reforma institucional, que entre otras cosas 
promueva una modernización del aparato administrativo, una descen­
tralización de recursos a las delegaciones que desde el año 2000 cuen­
tan con Jefes electos por la ciudadanía, formas de coordinación metro­
politana con las autoridades de los municipios metropolitanos y del Es­
tado de México, y una más intensa participación de la ciudadanía en el 
diseño, implementación y evaluación de las políticas públicas.

Actualmente, las 16 delegaciones que son el lugar donde residen las 
autoridades locales, y por tanto las más próximas a la ciudadanía, reci­
ben alrededor del 20% del presupuesto total del gobierno del D.F., por­
centaje próximo al de anteriores períodos, que no ha variado sustan­
cialmente con la democratización política del gobierno de la ciudad. 
Es decir, aunque sea en estos territorios donde transcurre la vida civil 
de la población, y por tanto donde acude la ciudadanía para que sus 
principales necesidades sean satisfechas, los recursos son sumamente li­
mitados. Esto hace que las principales acciones que realizan estos go­
biernos locales en materia de política social sean acciones de introduc­
ción y conservación de infraestructura urbana básica (agua y drenaje).

En contrapartida, la administración centralizada ha dispuesto entre 
el 2001 y el 2002 alrededor de un 43%, habiendo disminuido para el 
2003 al 28%12. El resto corresponde a organismos descentralizados u 
otros órganos de gobierno tales como el Tribunal Superior de Justicia 
del D.F., el Instituto Electoral del D.F., la ALDF, así como el pago de 
adeudos anteriores13.

Com o se mencionó anteriormente, en relación con la política so­
cial, ésta se encuentra principalmente bajo la responsabilidad de tres 
secretarias del gobierno central: Desarrollo Social, Salud y Desarrollo 
Urbano, y Vivienda. Pero también Economía, Turismo, Medio Am­

12 El presupuesto total del Distrito Federal para el 2004 asciende a 137.707 millones de 
pesos mexicanos, es decir unos 9.836 millones de euros, considerando el cambio a 14 
pesos por euro.

13 En el presupuesto se asigna al rubro Asignación a Gabinetes Varios poco menos de 40% 
lo cual probablemente explique esta disminución por la forma como se agregan los 
conceptos.
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biente y Obras Públicas realizan acciones que encierran una dimen­
sión social, aunque disponen de muy bajos recursos. Entre 2001 y
2003 se percibe que la Secretaria de Salud prácticamente ha manteni­
do su presupuesto, el cual representa alrededor del 25% del total de los 
recursos del gobierno central; porcentaje similar a la Secretaria de Se­
guridad Pública. A ello se agregan los recursos del PIT, asignados al pa­
go del apoyo económico para adultos mayores. La secretaría de Desa­
rrollo Urbano y Vivienda también ha recibido montos similares en es­
tos años, pero los mismos representan en el 2003 el 1%. También en 
este caso el programa de Mejoramiento de Vivienda pertenece secto­
rialmente a SEDUVI, pero forma parte del PIT.

Es decir, tanto el programa Apoyo Alimentario a Adultos Mayores 
como el de M ejoramiento de Vivienda en Lote Propio forman parte 
del PIT, y los recursos para la realización de los mismos provienen del 
Programa de Austeridad impulsado por Andrés Manuel López Obra­
dor, que son recursos adicionales que se asignan al capítulo 4000 de 
transferencia “Primero los Pobres” . El PIT  toma como universo te­
rritorial las unidades de media, alta y muy alta marginación social, 
aplicando 13 subprogramas orientados a mejorar la calidad de vida de 
los sectores populares. El m onto total del PIT para el presupuesto
2004 es de 5.938 millones de pesos mexicanos (424 millones de eu­
ros), correspondiendo el 48% al subprograma de Adultos Mayores 
donde se tiene como meta cubrir una pensión básica a 350 mil habi­
tantes (de 70 y más años), y el 22 % al programa de Ampliación y R e ­
habilitación de Vivienda que consistirá en otorgar 26.368 créditos. 
Por ello, dada la importancia de estos dos programas en el interior de 
las políticas sociales se presentarán más adelante sus principales carac­
terísticas y resultados.

Ahora bien, la mayor parte de los programas y subprogramas tie­
nen como principal objetivo lograr la inclusión plena de la ciudada­
nía, actuando sobre los sectores más pobres de la población, con una 
combinación de criterios a la vez focalizados y universales. Focalizados 
porque primero se detectan zonas de la ciudad donde predominan si­
tuaciones de muy alta y alta marginalidad que en total son 870 unida­ 217
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des territoriales de un total de 1352 que com ponen la ciudad. Pero en 
su interior se identifican grupos en situación de exclusión o de vul­
nerabilidad social -ancianos, madres solteras, jóvenes desocupados— y 
luego se intenta actuar sobre estos grupos de manera universal. En el 
caso de los programas de vivienda como luego se verá los criterios de 
selección de la población agregan otros requisitos.

Si se intenta una clasificación recurriendo a la tipología propuesta 
por Brugué y Goma (1998) los principales programas y subprogramas 
pueden agruparse de la siguiente manera:

• Políticas de promoción económica local
- Otorgar créditos productivos (microcréditos, PYMES, FO - 

COMDES)
- Fomentar el empleo (capacitación y empleo)
- Becas para trabajadores desempleados
- Apoyo a personas con discapacidad

• Políticas locales de bienestar social
- Condiciones de alimentación (desayunos escolares y apoyo a 

los consumidores de leche Liconsa)
- Educación (becas a niños y niñas en condiciones de pobreza y 

vulnerabilidad).
- Adultos mayores (apoyo económico para alimentación, aten­

ción médica y medicamentos gratuitos)
• Políticas urbanas y del territorio.

- Vivienda (ampliación y rehabilitación de vivienda en lote pro­
pio y rescate de áreas comunes de las unidades habitacionales, 
PRUH)

• Otros: Apoyo a la producción rural (PIEPS, FOCOM DES, 
ALIANZA).
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Dos programas sociales urbanos innovadores

Por la magnitud de las acciones realizadas y su importancia presupues- 
tal los dos principales (sub) programas del PIT son: el Programa de 
Apoyo Alimentario, Atención Médica y Medicamentos Gratuitos para 
Adultos Mayores de 70 años y el Programa de Mejoramiento y Am­
pliación de Vivienda en Lote Propio. Ambos programas están destina­
dos a contrarrestar la pobreza y exclusión en que viven las clases po­
pulares diseñando prácticas innovadoras que en el prim er caso gene­
ran capacidades a los adultos mayores y garantizan el acceso gratuito a 
la salud universalmente y, en el segundo, constituyen formas de mejo­
rar la calidad de vida en el interior de las familias, seleccionadas de 
acuerdo a ciertos criterios, como un prim er paso para generar una ma­
yor inclusión urbana.

El Programa de Apoyo Alimentario, Atención Médica 
y Medicamentos Gratuitos para Adultos Mayores de 70 años14

• Principales características de una política 
social compleja

Es un programa considerado prioritario y central, expresa la intención 
de realizar una política social integral destinada a mejorar la situación 
de los adultos mayores. Podría decirse que es el núcleo de una “polí­
tica compleja”, ya que no es una acción sectorial única sino un con­
junto  de acciones que permiten potenciar los recursos que se destina 
a este colectivo social. Se trata de eliminar el obstáculo económico pa­
ra el acceso a los servicios de salud, es decir, que el adulto mayor pue­
da acceder a tratamiento oportuno y adecuado sin costo alguno. Exis­
te para su atención un horario especial, se capacita al personal para un
14 La ley de Salud para el D.F., fue expedida en diciembre de 1998 y la de los Derechos 

de las Personas Adultas Mayores entró en vigor en el D.F. en marzo del 2000. Este pro­
grama fue dado a conocer mediante un Acuerdo Publicado en la Gaceta Oficial el 6 
de febrero del 2001 .Véase Informe de la Secretaría de Salud del Gobierno del D.F. Asa 
Cristina Laurell (2002). 219
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trato digno y respetuoso, y para quienes lo deseen, se los incorpora a 
grupos de autoayuda, se realizan visitas domiciliarias para diagnosticar 
sus problemas sociales y de salud, y referirlos a los centros para su tra­
tamiento. También se dan pláticas a los adultos mayores y a sus fami­
liares sobre problemas de salud y el uso correcto de los medicamen­
tos. Si las personas no pueden acudir a los centros de salud son aten­
didos en su domicilio. Así, todos los adultos mayores reciben servicios 
médicos15y medicamentos gratuitos en las unidades médicas de la 
SSDF. Pero un componente fundamental de este programa es que 
250.000 adultos mayores ya recibieron una taijeta para la compra de 
alimentos, por 600 pesos mensuales (alrededor de 50 euros) y se pre- 
vee que para el 2004 sean 350.000.

Más de una tercera parte de los recursos se localiza en las dos de­
legaciones con mayores índices de pobreza: Iztapalapa con 43.828 be­
neficiados, y Gustavo A Madero con 47.983. Pero en todas las delega­
ciones proporcionalmente se registran beneficiarios.

• Los actores institucionales y sociales

El programa es responsabilidad de la Secretaría de Salud a través de la 
Dirección de Promoción de la Salud y Apoyo al Adulto Mayor, la cual 
cuenta con personal especializado en geriatría y gerontología, 1200 
educadoras de salud, 94 capacitadores y 19 coordinadores regionales. 
La labor de las educadoras en el 2001 se concretó en cerca de 8 mi­
llones de visitas domiciliarias, a través de las cuales se realizaron cen­
sos en las unidades territoriales seleccionadas, se verifican datos, entre­
gan tarjetas y se visitan a los adultos mayores y a sus familias.

La Secretaria de Salud cuenta con una amplia infraestructura que 
garantiza el logro de los objetivos del programa: 26 hospitales, 210 
centros de salud y 10 clínicas de especialidad. Además forma parte del

El 66.4% de las consultas son mujeres y el 33.6% son hombres lo que coincide con la 
proporción de población atendida. La principal patología son el 21.4% infecciones res­
piratorias agudas, 10.9 % hipertensión, 7.6% padecimientos del sistema osteo-muscular 
y el 7.4% diabetes mellitus.
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Consejo Asesor para la Integración, Promoción y Defensa de los D e­
rechos de las Personas Adultas Mayores, donde coordina la mesa de 
Trabajo de Salud.También participa en el Instituto de Asistencia e In­
tegración Social de la Secretaria de Desarrollo Social, dando asesoría 
médica y apoyo a medicamentos

• Los criterios de selección de beneficiarios

Los criterios de inclusión de la población adulta al programa son:

- Focalización territorial de unidades en muy alta y alta margina- 
ción. De las 1352 unidades territoriales que existen en el D.F. el 
6% son de muy alta marginación, el 26% de alta, el 45% de me­
dia, y el 18% de baja. Se censaron las U T  de muy alta, alta y me­
dia, y bolsones de pobreza en la baja y muy baja marginación.

- Tener tres años de residencia en la zona.
- Tener 70 años o más.

Los adultos mayores también pueden inscribirse a través de los centros 
de salud, y luego son visitados por las educadoras para verificar que se 
cumplen los requisitos. Además se elaboró un Padrón del Programa 
General de Gratuidad de Servicios y Medicamentos.

• Algunos resultados del programa

Los resultados de una encuesta aleatoria realizada en enero del 200216, 
pueden ayudar a inferir algunos logros del programa. Según la misma el 
90 % de los encuestados reportó que su alimentación ha mejorado, el 
79% sostiene que puede comprar productos que antes no alcanzaban, el 
71 % se siente más seguro, el 61 % dice que le ha ayudado a ser más in-
16 Citado por Ana Cristina Laurell, Secretaria de Salud del Gobierno del D.F. en el Infor­

me a la Comisión de Atención a la Tercera Edad, Jubilados y Pensionados de la II Asam­
blea Legislativa
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dependiente, el 38% que ha mejorado su relación con la familia, y el 23 
% que sale más frecuentemente de su domicilio. Además, el 60% ha ma­
nifestado tener conocimiento de su derecho a los servicios médicos y 
medicamentos gratuitos, y el 32% los ha utilizado. El 36% usa los servi­
cios de seguridad social, y el 32 % no ha necesitado acudir al médico.

Estos resultados indican que con esta acción directa los adultos 
mayores pueden asegurar los bienes básicos de su alimentación y el ac­
ceso a la salud. Pero además de un programa que intenta modificar la 
situación de pobreza de quien la padece, también constituye una im­
portante palanca de inclusión social, de ejercicio de derechos ciuda­
danos de la población adulta mayor, una vez que se mejora su autoes­
tima y reposiciona a estos adultos mayores en el seno de la familia 
contribuyendo a mejorar en la convivencia familiar.

Pero también como todo programa social masivo y exitoso en sus 
logros constituye una importante fuente de legitimidad y apoyo de los 
mayoritarios sectores populares al proyecto político del Jefe de Go­
bierno, quien sin duda aspira y se perfila como candidato de su parti­
do en las elecciones presidenciales del 2006.
El Programa de Mejoramiento y 
Ampliación de Vivienda en lote propio

• U n  programa de inclusión social

El principal objetivo de este programa es crear las condiciones fi­
nancieras, técnicas y sociales para mejorar las condiciones de habita­
bilidad de las viviendas de las clases populares generando de esta ma­
nera un masivo proceso de inclusión social. En este sentido debe se­
ñalarse que en 1997 se realizó un diagnóstico sobre la situación ha­
bita ció nal del D.E que indicaba que 300 mil viviendas presentaban 
deterioro por su antigüedad, y otras 300 mil podían considerarse 
precarias, tanto por los materiales utilizados como por las instalacio­
nes (Eibenschutz 1997).

Com o se dijo, se trata de viviendas que son resultado de los pro­
cesos de autoproducción que han protagonizado los sectores popula­222
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res en la Ciudad de México. De esta forma, el Programa de Mejora­
miento y ampliación de Vivienda en lote propio se diseñó para apoyar 
y acelerar estos procesos de forma individual o colectiva, ampliar, re­
forzar o consolidar viviendas en proceso, fortalecer redes solidarias fa­
miliares, y superar el hacinamiento mediante la generación de vivien­
das adicionales en predios familiares. Así mismo, el programa plantea 
contribuir a la consolidación de los barrios populares y evitar una ma­
yor expansión periférica de la ciudad.

Esta acción pública consiste en otorgar un crédito para mejorar o 
ampliar la vivienda precaria, asignar un arquitecto a cada familia quien 
presta asesoría técnica especializada y ofrecer facilidades administrati­
vas en materia de permisos, licencias, y regularizaciones de las cons­
trucciones. El m onto del crédito para mejoramiento son 660 veces el 
salario mínimo (25 mil pesos, es decir alrededor de 1.700 euros) y pa­
ra las nuevas viviendas hasta 1.350 veces el salario mínimo (50.000 pe­
sos, alrededor de 3.500 euros). El m onto del crédito está destinado al 
pago de materiales y mano de obra, y el plazo para su pago es de has­
ta 8 años a partir de un mes del finiquito de la obra. También se dan 
estímulos por pronto pago del 15% en las mensualidades cubiertas 
oportunamente, y 5% por pagos anticipados.

Según el presupuesto del 2004 le corresponde a este programa un 
m onto de 1.318 millones de pesos (94 millones de euros) para otorgar 
26 mil créditos. La meta es lograr entre el 2003 y el 2006 en que cul­
mina el gobierno perredista unas 60 mil acciones.

• Los actores institucionales y sociales

Este Programa se encuentra sectorializado en la Secretaría de Desarro­
llo Urbano y Vivienda, y bajo la responsabilidad del Instituto de Vi­
vienda del D.E (INVI). El Instituto se encarga de instalar el módulo de 
vivienda en las colonias populares, integrar la demanda, realizar estu­
dios socio-económicos, contratar los créditos y manejar la recupera­
ción, así como también evaluar el programa.



Us C IU D A D E S  Y  L A  C U E S T IÓ N  S O C IA L

Pero debe decirse que en su diseño participaron representantes 
del grupo de ONGs mexicanas que forman parte de Habitat Inter­
national Coalision (HIC) organismo de la O N U , y representantes de 
El Colegio de Arquitectos de la Ciudad de México. También aporta­
ron sus ideas y experiencias algunas organizaciones sociales como la 
U nión Popular Revolucionaria Emiliano Zapata (UPREZ) que tie­
ne una fuerte presencia y un trabajo de apoyo a los sectores popula­
res que habitan en las colonias del D.E y de una O N G  colombiana 
FEDEVIVIENDA. De igual forma, se incorporaron las opiniones de 
los responsables de la Caja Popular Mexicana, asociación civil de 
ahorro y préstamos con amplia experiencia financiera para familias 
de bajos ingresos.

Actualmente, la principal característica de este programa es que se 
trata de una acción social pública, no sólo estatal, ya que articula la ac­
ción gubernamental con la de las ON Gs agrupadas en HIC, el Cole­
gio Nacional de Ingenieros Arquitectos y el Colegio de Arquitectos 
de la Ciudad de México. Es el equipo de esta última agrupación pro­
fesional el que ha impulsado la inclusión en el programa de docentes 
y jóvenes arquitectos de universidades públicas y privadas, de la U ni­
versidad Nacional Autónoma de México, la Universidad Autónoma 
Metropolitana, el Instituto Politécnico Nacional, el Tecnológico de 
M onterrey y la Universidad Intercontinental. En este sentido, el pro­
grama supone una forma de operar, basado no en las reglas y formas 
de funcionamiento de la burocracia, sino de una amplia red de acto­
res públicos y sociales.

Lo fundamental de este programa consiste en otorgar micro-cré­
ditos y asistencia técnica a los auto-productores de viviendas propie­
tarios de un lote en las colonias populares de la Ciudad de México. 
Para ello, los arquitectos que participan en el programa son capacita­
dos a fin de obtener más bajos costos y mayor productividad. También 
se incorporan al programa jóvenes universitarios en la etapa final de 
su carrera (arquitectura, ingeniería y trabajo social) que realizan el ser­
vicio social o una práctica profesional supervisada en el programa, o 
que realizan su trabajo de tesis a sobre esta experiencia. En el Progra-224
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ma participan actualmente doscientos treinta arquitectos, ciento sesen­
ta pasantes de servicio social y quince profesionales reconocidos en el 
campo de la vivienda de los distintos centros de enseñanza superior.

• Los criterios de selección de beneficiarios

En cuanto a los criterios de selección de beneficiarios del crédito se 
efectúa una triple focalización territorial:

- Una selección de las unidades territoriales con muy alta y alta 
marginación en suelo urbano regularizado o en vías de titula­
ción, además de que no se encuentren próximos a zonas de 
protección ecológica o de alto riesgo por inundaciones o grie­
tas. El programa actualmente opera en 815 barrios populares de 
la Ciudad de México, cerca de la mitad de su territorio.

- El nivel de ingresos del jefe de familia debe ser de menor a tres 
veces el salario mínimo oficial del D.E Para el otorgamiento se 
considera también el ingreso familiar, es decir la suma del in­
greso del conjunto de los miembros que componen la familia.

- N o ser propietario de otra vivienda.

• Los resultados

En cuanto a los resultados puede decirse que este programa de M ejo­
ramiento ha beneficiado alrededor de 40 mil familias en el período 
2000-2002. Es claramente un programa redistributivo que otorga ca­
pacidad financiera a grupos sociales de muy bajo ingreso a fin de que 
mejoren sus condiciones habitacionales. Para ello, transforma a estos 
beneficiarios en sujetos de crédito sin pedir a cambio los incansables 
requisitos que convencionalmente se exigen para otorgar un crédito 
para la vivienda (por ejemplo licencias de construcción, propiedad es­
criturada, construcciones con apego a las normas contenidas en el R e ­
glamento de Construcción del D.E etc.). 225
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En el 76% de los lotes habitan más de una familia (o grupo do­
méstico), siendo el promedio de 2.9 familias en las zonas centrales de 
la Ciudad, 2.2 en las zonas intermedias y 1.6 familias en las zonas pe­
riféricas. El salario mínimo mensual oficial es de 1.355 pesos mexica­
nos (alrededor de 100 euros). Esto hace que el programa actúe en el 
seno mismo de la familia mejorando las condiciones de vida del nú­
cleo familiar. Además, por la naturaleza propia del Programa, tanto la 
mano de obra como los materiales empleados, son adquiridos en las 
mismas zonas donde se desarrolla ayudando así al fortalecimiento de 
la economía del barrio, particularmente generando empleos.

Se trata de un programa con amplia aceptación en los sectores 
populares, uno de cuyos principales rasgos es que se diferencia mar­
cadamente de la política de vivienda del gobierno federal, la cual se 
basa en el impulso al desarrollo inmobiliario privado de viviendas 
nuevas y terminadas, combinado con una oferta limitada de vivien­
das subsidiadas.

Este programa crea capital social a través de la constitución de re­
des institucionales y redes de solidaridad y apoyo mutuo, fomenta el 
ahorro en dinero y especie, incorpora mano de obra familiar, promue­
ve la gestión participativa del beneficiario, fortalece la economía po­
pular, y derrama recursos en los barrios populares a través de la con­
tratación de mano de obra y contratación de trabajo en los talleres lo­
cales (Mier y Terán 2002). Debe señalarse también que en el año 
2002, este programa obtuvo el Premio Nacional de Vivienda, como 
mejor práctica de vivienda.

Pero quizá lo fundamental de este programa es inaugurar una 
práctica en red entre instituciones públicas (INVI, UN AM , UAM), 
privadas (Colegio de Arquitectos, Universidad Iberoamericana, Insti­
tuto Tecnológico Autónom o de Monterrey, Universidad Interconti­
nental), y sociales (ONGs). Esto rompe la lógica burocrática de actua­
ción jerárquica que se da en el interior del aparato de gobierno, pero 
exige capacitar a los propios actores haciéndolos portadores de una 
cultura de gestión democrática para llevar adelante un proyecto trans­
formador de las relaciones gobierno-sociedad local. Por ahora, sólo se
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han ido sorteando los obstáculos que surgen de prácticas tradicionales 
cuya inercia burocrática es fuente de conflictos, pero para consolidar 
esta experiencia debiera emprenderse sin demora una evaluación que 
permitiese diseñar acciones en el sentido arriba señalado.

Algunas Conclusiones

• Ante los elevados niveles de pobreza y exclusión social que existen 
en la Ciudad de México, las políticas sociales urbanas del D.F. se ca­
racterizan por diseñar e implementar programas que principalmen­
te están destinados a satisfacer las necesidades básicas de los sectores 
más pobres de la población que habitan en colonias populares y en 
m enor medida en vecindades del centro de la ciudad. Es decir, son 
parte de lo que Brugué, Goma y Subirats (2002) denominan “polí­
ticas de necesidad” cuyo objetivo es redistribuir para generar mayor 
igualdad social y urbana, y por esa vía, lograr una mayor inclusión 
social. Pero al mismo tiempo no son políticas simples de distribu­
ción de recursos, sino que son políticas complejas que implican la 
articulación de diferentes acciones, el trabajo en red, la creación de 
una nuevo estilo de relación entre gobierno y ciudadanía, acciones 
no sólo dirigidas a los beneficiarios sino en el conjunto de la socie­
dad y políticas de inclusión de los barrios populares en el tejido ur­
bano de la ciudad, cuestiones éstas que deberán ser logradas y /o  
consolidadas institucionalmente en los próximos años.

• El Jefe de Gobierno de la ciudad intenta crear un nuevo estilo de 
proximidad en la relación entre autoridades y ciudadanía, lo cual se 
refleja en la altísima popularidad de que goza actualmente. El lema 
de gobierno “Primero los pobres” y la abierta disposición de An­
drés Manuel López Obrador a captar recursos por la vía de la aus­
teridad y el combate a la corrupción en el aparato gubernamental 
para asignarlos masivamente a los programas sociales genera am­
plias simpatías políticas. Sin duda, esta capacidad redistributiva de la 227
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acción pública social es un m érito de la actual administración y un 
paso importante para enfrentar la pobreza, la exclusión y la desi­
gualdad que existen en la gran ciudad. Pero en esto mismo radica 
la debilidad de estos programas cuyo presupuesto no está plena­
m ente garantizado a futuro.

• Se trata de una política social que genera acciones de discrimina­
ción institucional positiva en favor de los sectores de menores re­
cursos, concebida a partir de privilegiar un criterio territorial de 
asignación de recursos. Seleccionar homogéneamente pobres de la 
ciudad es acertado, particularmente porque se trata de en una ciu­
dad caracterizada por una marcada segmentación social y segrega­
ción urbana. Pero a esta decisión le resta eficacia para lograr los fi­
nes que se propone el que se trate de programas que se diseñan y 
realizan desde una administración central sectorializada.

• Está pendiente una reforma política al Gobierno de la Ciudad que 
no fue aprobada por el Congreso de la Unión. Pero la reforma ins­
titucional que requiere el abultado y burocrático aparato guberna­
mental heredado de los setenta años en que gobernó el PR I es otra 
tarea pendiente. La misma, debe incluir como parte de una nueva 
agenda, democratizar la forma de gobierno incorporando una ma­
yor participación de los gobiernos locales y de la ciudadanía en el 
diseño e implementación de las políticas sociales, erradicando la 
cultura y las prácticas clientelares que se han heredado del pasado.

• En el mismo sentido, las nuevas formas de gestión pública en red 
tendrán que seguir enfrentando el cúmulo de obstáculos que im­
pone una administración urbana que opera verticalmente y secto­
rialmente con bajos criterios de eficiencia, lo cual impide avanzar 
en construir nuevas formas de gestión de la ciudad más eficientes 
y democráticas. El esfuerzo aquí será evaluar y proponer modifica­
ciones que formen parte de una reforma institucional que perm i­
ta que consoliden estas nuevas formas de actuación en el seno de 
las instituciones del Gobierno de la Ciudad de México.



Tercera parte:
Gobernabilidad democrática 

y participación ciudadana



La demora de la democracia 
local en México.
El difícil tránsito de vecinos 
a ciudadanos*

Introducción

1 propósito de este trabajo es introducir algunas ideas sobre el
avance del proceso de democratización del gobierno de las
ciudades en el México actual. Se trata de aportar elementos pa­

ra reflexionar en torno a las dificultades y obstáculos que enfrentan los 
gobiernos locales de las ciudades, para otorgar así mayor eficacia a las 
políticas públicas a través de democratizar sus instancias de actuación, 
y entablar nuevas y mejores relaciones con la ciudadanía.

La calidad de vida de las ciudades mexicanas depende de diferen­
te factores, tales como la dinámica de la economía local, las caracte­
rísticas demográficas y socio-económicas de la población, las capaci­
dades institucionales, y los recursos financieros del municipio para 
atender la demanda por bienes y servicios básicos, etc.; pero también 
de la forma de gobierno, en particular de las relaciones que entablan 
las autoridades locales con la ciudadanía (Ziccardi 1998a). En este 
sentido, desde un inicio vale la pena señalar que, durante muchos 
años, la acción gubernamental local se ha caracterizado por ser fuer­
temente centralizada, burocrática y autoritaria, así como poco eficaz
* Publicado en Revista Iberoamericana, No. 11, septiembre. Universidad de Hamburgo. Ins­

tituto Ibero-Americano (Berlín), GIGA Instituto de Estudios Latinoamericanos (Ham­
burgo), Editorial Iberoamericana /  Vervuert. p. 161-177.
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en el ejercicio del gobierno. Sin duda, estas características persisten, 
en tanto los procesos de alternancia política de la década del noven­
ta no han logrado aún revertirías. La cuestión sobre como incorpo­
rar la participación de la ciudadanía en los procesos de decisión y ges­
tión local continúa siendo uno de los principales desafíos que enfren­
tan los gobiernos controlados por diferentes partidos políticos, aún 
cuando se registra ya un número im portante de experiencias innova­
doras (Cabrero 2002).

El propósito de este trabajo es conocer por qué en el ámbito lo­
cal, donde primero se dieron los procesos de alternancia política y por 
ende donde los principales partidos de oposición de entonces (Parti­
do de la Revolución democrática —P R D — y Partido Acción Nacional 
—PAN—), acumularon experiencia en las funciones de gobierno; la de­
mocracia se demora más en consolidarse, en transformar las prácticas 
gubernamentales clientelares heredadas de un pasado corporativo. ¿Es 
falta de formas e instrumentos de participación ciudadana que susten­
ten una gobernabilidad democrática en el ámbito local, o no existe in­
tención de las fuerzas políticas de abrir las compuertas a la participa­
ción ciudadana?

En la actualidad se registran muchos intentos por modificar las re­
laciones gobierno y ciudadanía en varias ciudades del país, pero no 
puede decirse que existan las bases de una gobernabilidad democráti­
ca local. Son sólo experiencias puntuales que difícilmente puedan ser 
replicables y cuya consolidación tampoco está garantizada (Cabrero 
2002). Es decir, la historia reciente confirma la idea de que a pesar de 
ser el municipio la instancia de gobierno más próxima a la ciudada­
nía, las resistencias que operan en el espacio local para construir una 
cultura y prácticas democráticas no son fácilmente removibles.

Por otra parte, considerar el gobierno de las ciudades en el contex­
to de la democratización es sumamente importante, porque es en es­
tos espacios donde habita un número cada vez mayor de mexicanos y 
donde se localizan las principales actividades de la vida económica y 
política. México es hoy un país predominantemente urbano y también 
metropolitano a juzgar por la estructura que presenta el Sistema Urba­
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no Nacional. La población urbana representa actualmente el 64.8 % del 
total de la población y siete de cada diez mexicanos habita en ciudades. 
En total, el sistema de ciudades está formado por 364 ciudades de las 
cuales 9 tienen más de 1 millón de habitantes, 60 son ciudades medias 
(de 100 mil a 999 mil) y 295 son ciudades pequeñas (de 15 mil a 99 
mil) (CO N A PO  2001). Estas ciudades son gobernadas por un munici­
pio o por varios cuando se trata de zonas metropolitanas. El ejecutivo 
local y el cabildo son las principales instancias de gobierno, y en ambos 
espacios se advierte hoy una intensa competitividad política. Sin em­
bargo, son pocos los intentos de democratizar la institución municipal 
y de construir nuevas formas de relación con la ciudadanía1.

U no de los principales desafíos que enfrentan quienes gobiernan 
nuestras ciudades es crear las condiciones para que sus habitantes sean 
ciudadanos, que puedan ejercer junto con sus derechos políticos, dere­
chos sociales y urbanos cumpliendo con las obligaciones que implica el 
habitar una ciudad. Todo esto es lo que intentan normar las leyes y re­
glamentos locales, pero sin duda, esto no será suficiente si la sociedad 
local no es portadora de una cultura cívica para la vida comunitaria. Es­
ta tarea supone, entre otras cosas, abrir nuevos y mejores espacios de 
participación ciudadana en la gestión pública local. ¿Cuáles son las po­
sibilidades de hacerlo y qué es lo que debe tenerse en cuenta? son al­
gunos de los interrogantes que se intentarán abordar en este trabajo.

Sobre la democracia participativa

Aceptando que la democracia representativa es la mejor forma de go­
bierno, aunque imperfecta, surge la necesidad de crear formas de rela­
ción cualitativamente mejores entre representantes-representados, y es 
en el ámbito local donde se encuentran, en teoría, las mayores posibi­
lidades para diseñar las formas y los instrumentos de participación ciu­
dadana más eficaces.
1 En otros trabajos hemos expuesto las particularidades de esta forma de gobierno local. 

Véase Ziccardi, 1995a y Ziccardi 1998b. 233
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Se trata de que la ciudadanía no sólo ejerza sus derechos políticos 
a través del voto, y luego, delegue en los representantes de los parti­
dos políticos la toma de decisiones, sino que se involucre en diferen­
tes grados y etapas en el ejercicio de gobierno a fin de otorgar mayor 
eficacia a las decisiones públicas. En este sentido, la participación ciu­
dadana es la inclusión de la ciudadanía en los procesos decisorios in­
corporando intereses particulares (no individuales). Para que esto sea 
posible no se pueden abrir espacios de participación de manera im ­
provisada, sin reglas claras para los actores involucrados en estos pro­
cesos. La participación ciudadana debe generar compromisos institu­
cionales, y supone crear un clima de trabajo comunitario en el que 
exista el convencimiento de que la deliberación pública, la interacción 
social, y el respeto por el pluralismo son valores y prácticas positivas y 
esenciales de la democracia.

Es en el ámbito del gobierno local, donde las relaciones entre go­
bierno y ciudadanía pueden y suelen ser más próximas. Sin embargo, en 
nuestra realidad actual existen muchas dificultades para que los ciuda­
danos, al participar en las decisiones públicas que se toman el espacio 
local aprendan y se apropien de los valores y la cultura democrática.

U n  análisis de Joan Font (2001) que ubica como ejes la oferta y la 
demanda de participación en la sociedad europea occidental, ubicado 
temporalmente en la década de los noventa, considera que la mayor 
necesidad de participación se produce porque los mecanismos institu­
cionales para la toma de decisiones colectivas, propios de la democra­
cia representativa, no funcionan. Las instituciones se debilitan y sur­
gen problemas tales como: la abstención electoral, la crisis de confian­
za en los partidos, la incapacidad de los gobiernos para procesar las de­
mandas de la ciudadanía ante cuestiones tales como problemas étni­
cos, ambientales, de género e inseguridad, por citar sólo algunos ejem­
plos. Su hipótesis es que tanto la sociedad como la política actual po­
co se asemejan a la de las sociedades para las que fueron inventados los 
mecanismos de representación política (Font 2001), y ésta es la causa 
de que estén rebasados. Así, por un lado, se advierte una gran comple­
jidad en el aparato institucional, y limitadas capacidades del personal
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para atender las demandas; y por otro lado, existen los intereses parti­
culares, muchas veces muy atomizados en la vida social.

Mucho antes Dahrendorf (1980), preocupado por la pérdida de gober- 
nabilidad que mostraban las democracia liberales consolidadas desde la 
posguerra, señalaba que una de las principales causas era precisamente es­
ta excesiva burocradzación e incapacidad del sector estatal, y una evidente 
debilidad de las instituciones para procesar las demandas de la ciudadanía.

Así, la participación es revalorizada porque crea nuevas expectati­
vas respecto a cómo mejorar el proceso decisorio a través de la pre­
sencia ciudadana. Las evaluaciones en torno a los resultados que se ob­
tienen a partir de la inclusión de la ciudadanía en determinadas deci­
siones públicas son ya numerosas2.

Por otra parte, es sabido que en coyunturas de apertura o profiin- 
dización de la democracia, las demandas de participación tienden a in­
crementarse, sobre todo, por las expectativas que genera el cambio de 
régimen o la sola alternancia política entre partidos en el gobierno. Sin 
embargo, esto no puede generalizarse, porque siempre existe un limi­
tado y desigual tiempo ciudadano para dedicarlo a participar en las de­
cisiones públicas, sobre todo cuando se evalúa que esto no reditúa en 
mejoras en la calidad de vida. Lo que sí parece generalizable es lo que 
señala Font (2001), en relación a que un rasgo de la participación ciu­
dadana es que su intensidad es muy desigual, es decir que unos ciuda­
danos son muy activos y otros no lo son.

En México se ha insistido en que la frágil democracia es el espacio 
local donde la cultura, las prácticas y los procesos decisorios enfrentan 
muchos obstáculos para democratizarse. Los gobiernos son poco efi­
caces para el cumplimiento de sus funciones de administración urba­
na y gobierno político, y muchas veces sólo crean formas de partici­
pación para legitimar decisiones gubernamentales previamente toma­
das. Esto es muy común que ocurra en el caso de los consejos de de­
sarrollo urbano de planeación municipal, de desarrollo social, y m u­
chos otros. También existen otros objetivos como el que las autorida-

2 Véase entre otros Font (2001); Saltalamacchia y Ziccardi (2005). 235
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des prefieran compartir los costos de una determinada decisión. Por 
ejemplo, cuando un presidente municipal no quiere asumir el costo 
político que le implica aceptar o rechazar una petición ciudadana, la 
envía al Cabildo, un órgano de representación política que no tiene 
facultades ejecutivas. El cabildo funciona en comisiones temáticas y 
tiene su propia agenda, por lo cual, toda cuestión que esté fuera de la 
misma puede demorar su resolución varios meses e incluso años. Es 
decir, el ejecutivo local con esto lo que pretende es compartir los cos­
tos políticos, y /o  el desgaste que encierra el ejercicio de gobierno.

Para transformar esta situación y crear una participación ciudada­
na que contribuya a consolidar buenos gobiernos, eficientes y demo­
cráticos, es necesario generar credibilidad en la ciudadanía, confianza 
en que su gobierno es honesto, eficiente y democrático. Esto difícil­
mente se logra en el terreno del discurso político, sino que es un com­
ponente de las prácticas de gobierno que en el cotidiano son parte de 
las acciones inmediatas.

El gobierno es un sujeto colectivo de funcionarios, técnicos, per­
sonal administrativo, asesores, que debe diseñar ámbitos institucionali­
zados y no institucionalizados de participación y crear instrumentos 
que demuestren que realmente les interesa que la ciudadanía partici­
pe en los asuntos y en las decisiones públicas. La participación institu­
cionalizada, es precisamente aquella que está reconocida en las leyes y 
reglamentos de la ciudad, y para que funcione debe incluir el diseño 
de las formas, los instrumentos y las reglas del juego. Pero, ello no bas­
ta, sin duda hay que construir una relación de respeto m utuo y de 
atención a la participación social autónoma.

Las Funciones de la participación ciudadana

En el ámbito local cabe preguntarse ¿cuáles son las funciones de la 
participación ciudadana?

236
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• Otorgar legitimidad al gobierno
• Ser un escalón en la construcción de una cultura democrática
• Contribuir a hacer más eficaces la decisión y gestión públicas

Joan Font (2001) ha señalado que los procesos electorales son el ins­
trum ento participativo central de la democracia representativa, los 
cuales tienen tres funciones principales: renovar la legitimidad de­
mocrática que sustenta el funcionamiento de la vida política, dar lu­
gar a una representación de los intereses de los distintos ciudadanos 
y grupos sociales, y perm itir la formación de un gobierno. Para este 
autor la participación ciudadana puede cumplir funciones de legiti­
midad y representación de intereses diversos, pero no crea gobierno.

En relación con el segundo rasgo es claro que una función de la 
participación ciudadana es abrir canales para incorporar a los indivi­
duos y grupos independientemente de su pertenencia o simpatía po­
lítica. En este sentido, contribuye a neutralizar la disputa política que 
suele afectar negativamente el ejercicio de gobierno en la atención de 
las demandas de la ciudadanía, y constituye un prim er escalón en la 
construcción de una cultura democrática.

En este trabajo, interesa abordar particularmente la tercera de las 
características mencionadas, con la idea de que mejorar la calidad de la 
democracia supone como primer paso mejorar la forma de gobernar 
en el ámbito local. Es aquí donde pensamos que la participación pue­
de contribuir al ejercicio de una administración urbana eficiente y un 
gobierno política y socialmente democrático. La coyuntura en M éxi­
co es muy propicia porque precisamente en esos momentos en que al­
gunos partidos logran por vez primera gobernar grandes ciudades o 
ciudades capitales, se advierte cierto apego a las prácticas y conductas 
propias de un contexto autoritario, y escasa preocupación por cons­
truir formas de relación basadas en la cooperación social y en la co­
rresponsabilidad en las decisiones públicas. Sus líderes políticos son 
quienes crean y organizan las demandas ante las instancias guberna­
mentales. Por ejemplo, esto ocurre con las organizaciones vinculadas al 
PR D  en la Ciudad de México, donde la línea divisoria poco clara en­ 237
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tre organizaciones sociales, partido político, y gobierno, no necesaria­
mente mejora la capacidad de gobernar y por tanto la calidad de vi­
da en las ciudades.

A fin de aclarar cuáles son los principales obstáculos que se enfren­
tan al decidir incorporar la participación de la ciudadanía en los pro­
cesos decisorios se distingue analíticamente en este trabajo entre:

• el diseño de la forma o espacios de participación y
• los instrumentos de participación ciudadana.

Sin duda ambos están íntimamente relacionados, pero analizarlos se­
paradamente puede contribuir a ofrecer algunas pistas para trabajar en 
mejores diseños participativos.

El diseño de las formas de participación ciudadana

Para algunos, los resultados del ejercicio de gobierno dependerán de 
la voluntad política que exista para tomar decisiones. Otros, en cam­
bio, otorgan al diseño institucional mayor importancia para actuar con 
eficacia. Pero ¿cuáles son los elementos centrales en el diseño de for­
mas o espacios de participación ciudadana?

Este es un tema de gran importancia en México porque con la de­
mocratización del sistema político se debilitaron o liquidaron las for­
mas de participación creadas por el estado corporativo creado por el 
Partido Revolucionario Institucional (PRI), sin que exista aún un 
modelo de participación incluyente y plural, institucionalizado y au­
tónomo. Ante ello, se ha optado muchas veces por la improvisación en 
la creación de espacios y la activación de instrumentos de participa­
ción ciudadana similares a los del pasado. Esto ha podido observarse 
tanto en municipios gobernados por el PAN como por el PRD.

En un contexto en el que en el nivel discursivo se colocan gran­
des expectativas en torno a la participación ciudadana en el intento de 
mejorar la forma de gobierno, cuando se da a conocer el proyecto del
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nuevo aeropuerto para la Ciudad de México, uno de los más im por­
tantes proyectos urbanos del gobierno panista de Vicente Fox. Pero el 
gobierno federal toma la decisión excluyendo a los dueños legítimos 
de la tierra y a la autoridad municipal, la cual tiene competencias ex­
clusivas sobre el uso y planeación del suelo del territorio que gobier­
na según el artículo 115 de la constitución de la república. ¿Cómo se 
puede construir una gobernabilidad democrática cuando se toman de­
cisiones que excluyen a quienes tiene legítimos derechos patrimonia­
les y a autoridades locales que tienen competencias constitucionales 
para actuar en la materia?

Lo fundamental; la representación ciudadana

Sin duda, la representación es uno de los temas centrales a ser con­
siderado en el diseño de los espacios de participación ciudadana. Los 
partidos políticos discuten perm anentem ente la representación polí­
tica en las cámaras y buscan las mejores fórmulas cuantitativas para 
garantizar que la representación se corresponda con los votos obte­
nidos. Inclusive, existen cláusulas de gobernabilidad para garantizar la 
mayoría a quien no la logró en las urnas pero obtuvo el mayor nú­
mero de votos.

En los municipios la representación política no necesariamente 
responde al principio de proporcionalidad; en cada estado la ley defi­
ne la composición del cabildo pero, por lo general, el partido que ga­
na el ejecutivo tiene garantizada la mayoría absoluta de regidores 
(concejales). Más allá de las limitadas funciones de éstos en los proce­
sos decisorios, pareciera que en los municipios se advierte un claro 
déficit de representatividad social, es decir, la sociedad local no está 
representada, tal es el caso de los jóvenes, las minorías indígenas y los 
discapacitados, que no ocupan por lo general cargos de representa­
ción. Las mujeres también tienen una limitadísima representación en 
el gobierno local; las alcaldesas en la última década han representado 
entre el 3% y 4% del total de las presidencias municipales en México, 239
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menos de 100 en un total de 2429 municipios; esto en un contexto 
de profundas y rápidas transformaciones políticas e importantes avan­
ces democráticos, en tanto la representación de género mejora un 
poco en el caso de las regidoras.

Aceptando que no hay un modelo único de participación, la pre­
gunta que hay que resolver en cada sociedad local es ¿Quienes repre­
sentan a quienes y para qué? Por ejemplo, la representación ciudada­
na a partir de la condición de vecino ha sido en las ciudades poco efi­
caz. El uso y apropiación del espacio urbano va más allá. En los ba­
rrios, en las colonias de la ciudad, deben participar no sólo propieta­
rios o inquilinos, sino comerciantes, jóvenes y mujeres con intereses 
particulares (no individuales). Por otra parte, hay quienes se atribuyen 
hoy una representación que funcionó en el pasado autoritario y de­
manda atención a sus demandas.

Subirats (2001) afirma que muchas veces se utiliza la representati- 
vidad como argumento en contra para la participación ya que los ciu­
dadanos no participan, siempre son los mismos, se representan solo a 
ellos y a sus intereses. Sin duda, un buen diseño participativo es aquel 
que logra resolver adecuadamente todos estos problemas que encierra 
la representación de la sociedad en las decisiones públicas.

En este sentido, los principales sustentos de la identidad grupal en 
las ciudades son: el territorio, la condición socio-económica y el inte­
rés por temáticas de la vida urbana y social. La representación territo­
rial debe elaborarse en función de la morfología social que presente el 
espacio urbano, existen zonas de la ciudad de México donde habitan 
campesinos (Xochimilco), otras donde predomina la clase media (Be­
nito Juárez), y zonas con una fuerte proporción de jóvenes (Iztapala- 
pa). También se ha desarrollado en las últimas décadas, una importan­
te conciencia social en torno a la protección del medio ambiente, lo 
que perm ite observar la presencia de organizaciones ecológicas en las 
que participan autónomamente diferentes sectores de la ciudadanía, 
independientemente de su posición económica y social. Todo ello de­
be tenerse en cuenta en la elaboración de un diseño de participación 
ciudadana para que sea original y que efectivamente funcione.
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Al mismo tiempo, la representación puede ser individual (vecinos, 
jóvenes, mujeres) o colectiva (agrupaciones, asociaciones, cámaras). En 
la ciudad existe una amplia variedad y número de asociaciones y agru­
paciones de base territorial o social tales como las de madres de fami­
lia con demandas de alimentos, de escuelas, de guarderías; las de colo­
nos que piden la regularización de sus tierras, la construcción y /o  m e­
joram iento de sus viviendas, la introducción de servicios; las organiza­
ciones vecinales que reivindican seguridad pública, calidad de vida, 
protección del patrimonio arquitectónico, respeto a la normatividad 
en los usos del suelo, mantenimiento de los espacios públicos y de las 
calles de la ciudad.

Frente a esta complejidad de sujetos y relaciones sociales la partici­
pación ciudadana contenida en la legislación actual de México, por lo 
general sólo reconoce un tipo de identidad: la de vecino, la cual se su­
perpone en muchos casos a estas otras que existen la sociedad local. Es­
ta forma de concebir la participación se hereda del estado corporativo 
y su superación es un requisito para democratizar la gestión pública.

Aunque este tejido social actualmente es considerado hoy un capi­
tal social que puede imprimirle a la tarea de gobernar democrática­
mente mayor eficiencia y eficacia, se advierten pocos intentos de in­
corporar estas concepciones en programas y acciones gubernamenta­
les que planteen la corresponsabilidad entre las instancias de gobierno 
y las organizaciones o agrupaciones de la sociedad civil. U n  ejemplo 
en el que se está intentando esta articulación en el Gobierno del D.F., 
a través de su Secretaria de Desarrollo Urbano y Vivienda, e instancias 
de la sociedad civil, es el programa de mejoramiento de vivienda en el 
cual la responsabilidad técnica y la coordinación del proyecto está a 
cargo de El Colegio de Arquitectos de la Ciudad de México, pero par­
ticipan un amplio número de jóvenes arquitectos de universidades pú­
blicas y privadas.

Otra cuestión clave en la representación es si los representantes son 
elegidos o designados por el gobierno o por los ciudadanos. Por lo ge­
neral, en las comisiones o consejos de expertos (por ejemplo vivienda, 
desarrollo social, cultura), a los miembros los nombran las autoridades, 241
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mientras que los vecinales o ciudadanos son elegidos directamente por 
la ciudadanía.

Si la representación no es representativa de la sociedad local esto 
tiene fuertes efectos sobre la participación. Tal vez esto sea la causa de 
la baja la participación de la ciudadanía en los procesos de elección de 
sus representantes políticos y sociales, y su bajo involucramiento en la 
actuación de los mismos.

Pero debe reconocerse que existen también un conjunto de cues­
tiones prácticas que deben ser objeto de consideración

En primer lugar, las formas y los instrumentos de participación ciu­
dadana requieren ser diseñados en función de la realidad local, además 
de cumplir con un conjunto de prerrequisitos de información, difusión, 
definición de objetivos claros, formación y capacitación de recursos hu­
manos y materiales, institucionales, legales, de comunicación social y /o  
electrónica que deben tenerse en cuenta para que funcionen. Es decir, 
en las sociedades complejas la participación ciudadana no puede ser al­
go espontáneo o resuelto a través de asambleas comunitarias.

La duración de determinada forma de participación es otro rasgo 
fundamental. Hay formas de participación que se crean para concre­
tar determinada acción pública, o para participar en una decisión da­
da, mientras que otras se crean con la intención de que perduren du­
rante uno o más periodos gubernamentales; ejemplo de las primeras, 
fiie la mesa de concertación creada para la reconstrucción de la ciu­
dad de México, después de los sismos de 1985, constituida por las or­
ganizaciones de damnificados para producir nuevas viviendas, expe­
riencia que luego se retomará en este trabajo. Así mismo, las partici­
paciones vecinales, que por lo general están contenidas en alguna le­
gislación o normatividad.

Identificar los obstáculos que se enfrentan en el interior de las ins­
tituciones gubernamentales y políticas para impulsar la participación 
ciudadana es de fundamental importancia para garantizar una acción 
pública exitosa. Legalizar, institucionalizar y /o  abrir los canales de la 
participación no significa que automáticamente funcionen. Sin duda, 
hay quienes se oponen a abrir la gestión a la participación. En los par­



La demora de la democracia local en M éxico

tidos políticos hay quienes consideran que una vez electo un partido 
es responsabilidad del mismo el conformar los equipos de gobierno y 
tomar todas las decisiones. Los portadores de conocimiento y de un 
discurso técnico suelen considerar que los ciudadanos no tienen capa­
cidades para participar en una decisión. Además, en la burocracia exis­
ten grupos que se oponen porque la participación de la ciudadanía au­
menta los costos de las decisiones, es pérdida de tiempo, de autoridad 
y de eficiencia, erosiona las instituciones y los partidos (Subirats 2001). 
Esto sin considerar muchas veces que hay decisiones que no puede es­
tar ausente sino que debe participar necesariamente la ciudadanía

Ante esto Subirats (2001) ofrece una salida diciendo que lo im por­
tante es que la participación puede cumpbr una función complemen­
taria y no antagónica a la eficiencia que debe perseguir la administra­
ción urbana. Pero cabe preguntarse si esta complementariedad no es 
justamente la forma de hacer de la participación un mecanismo de le­
gitimación exclusivamente.

Es en el análisis de los espacios donde se perciben mayores dificul­
tades de las autoridades para superar el modelo de participación veci­
nal y /o  corporativa, la participación en comités vecinales, que fue la 
fórmula preferida del PR I en los gobiernos locales y es con pocas va­
riantes la misma que surgió en la segunda ley del gobierno del D.F. En 
el mejor de los casos, crearon más espacios, miles de comités vecinales 
en lugar de un comité por cada delegación con la intención de que 
participen en el proceso decisorio. Pero más allá de que la forma de 
representación consagró los viejos liderazgos, nunca se reglamentó su 
actuación, lo cual hizo de estos espacios una arena con una alta con- 
flictividad social e institucional y una baja capacidad de incidir en la 
gestión pública.

Otro elemento que es difícil combinar es la lógica de actuación de 
quienes poseen una representación política y una representación ciu­
dadana. Por ejemplo, en los municipios a los funcionarios los elige el 
presidente municipal, por lo general en función de lealtades persona­
les o políticas y no por cumplir necesariamente con los requisitos pro­
fesionales que exige determinado cargo público. Su compromiso con 243
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la democratización de la institución gubernamental puede ser nulo, y 
cuanto m enor es la experiencia política anterior, mayor tem or expre­
san para activar estos instrumentos. La cuestión es que nadie los pre­
paró o capacitó para que ejerzan una profesión o un cargo público en 
la democracia.

Quienes consideramos que es necesaria esta inclusión de la ciuda­
danía en el ejercicio de gobierno para crear nuevas bases que susten­
ten una gobernabilidad democrática, debemos reconocer los proble­
mas que encierra y proponer formas y mecanismos que permitan su­
perarlos, o por lo menos neutralizarlos.

Por otra parte, en el espacio local, las fronteras entre la participación 
social y la participación política son difusas. La actuación de los parti­
dos políticos en el municipio está subordinada a las relaciones sociales 
tradicionales del ámbito local. Pero al mismo tiempo, lejos de reflejar 
ausencia de politización ciudadana, indica que se politizan conflictos 
que tienen otro origen. En las elecciones municipales se registra un al­
to índice de abstencionismo, lo cual es considerado un indicador de 
despolitización y de las limitaciones de la democracia local en Méxi­
co. Al mismo tiempo, el elevado número de conflictos poselectorales 
que se registran en los municipios (toma de alcaldías, desconocimien­
to de autoridades, formas de violencia espontánea y organizada) es una 
de las más importantes fuentes de ingobernabilidad (Ziccardi 1995a).

Hemos afirmado en otro trabajo que apelar a la participación de 
la ciudadanía permanentemente puede contribuir a generar un efec­
to social contrario al que se busca y generar al inmovilismo social 
(Ziccardi 1995a). Los sectores populares son los que más apoyo re­
quieren, los que necesitan dedicar más tiempo a actividades económi­
cas que garanticen su sobrevivencia y la de su familia, y es a ellos, a los 
que se les exige que contribuyan con su trabajo y que participen so­
cial y políticamente.

Así, mientras que las capas medias y altas de la población tienen ga­
rantizados en sus colonias la infraestructura (calles, instalaciones de 
agua potable y drenaje) y los equipamientos (escuelas, centros de sa­
lud), las clases populares para tener acceso a los mismos deben aportar244
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trabajo comunitario, aun cuando sus viviendas estén regularizadas y 
paguen el impuesto predial. Más allá del valor social que pueda darse 
al trabajo comunitario, éste es uno de los procesos en los que se ad­
vierte más claramente la inequitativa distribución de bienes y servicios 
urbanos que prevalece en nuestras ciudades (Ziccardi 1998a)

El diseño también tiene posibles efectos en la relación gobierno- 
ciudadanía. Resolver estas cuestiones cuidadosamente es importante 
en el avance de la democracia, porque es la forma como se presenta la 
oferta de participación para transitar hacia la construcción de una de­
mocracia participativa.

Los instrumentos o mecanismos 
de participación ciudadana

Font (2001), sostiene con razón que en la actualidad es claramente ob­
servable que a pesar de que muchas experiencias son excepcionales el 
catálogo de instrumentos participativos no deja de crecer, y su exten­
sión, aunque desigual y limitada, también sigue una clara pauta ascen­
dente. Es una particularidad de la democracia la variedad de instru­
mentos creados en la década de los años 90 a nivel internacional, aun­
que en países como México, aún no se vive este despertar. Entre los 
instrumentos más conocidos se encuentran: el presupuesto participati- 
vo creado por el Partido de los Trabajadores (PT) en ciudades brasile­
ñas y aplicado en otras de América Latina y España, los jurados britá­
nicos, los consejos de consultivos municipales en Europa, las consultas 
ciudadanas, las encuestas y sondeos de opinión vía electrónica, las au­
diencias públicas.

Ahora bien, en función de su composición y de sus objetivos prin­
cipales, los instrumentos pueden agruparse en tres tipos:
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La consulta pública

La forma más sencilla de consulta en la era de la informática la ofre­
cen los medios electrónicos (Internet) y /o  los medios de comunica­
ción (televisión, la radio, o el teléfono). Estas consultas o sondeos de 
opinión pueden realizarse a iniciativa de la autoridad o por la volun­
tad de los ciudadanos que se organizan para opinar. También los me­
dios de comunicación realizan consultas a diario; no obstante, el prin­
cipal problema de estas consultas es la falta de representatividad de 
quienes emiten la opinión, además de la posibilidad de que se mani­
pulen los resultados de manera bastante fácil, principalmente a través 
de la propia pregunta.

La encuesta en cambio, es el instrumento de medición predilecto 
de la sociología funcionalista con una metodología dada, y cuyos re­
sultados perm iten conocer opiniones sobre determinados temas. La 
muestra se selecciona a través de diferentes métodos, y sus resultados 
son exclusivamente válidos para el m om ento en que se efectúa, es de­
cir, es una foto. Los resultados se pueden modificar ante cualquier he­
cho que cambie las condiciones originales en que fiie aplicada. Por 
otra parte, se requiere un cuestionario, una metodología, encuestado- 
res que lo apliquen, personal que procese la información con progra­
mas de cómputo, etc. En algunos casos se aplican por teléfono, como 
fue la consulta del gobierno del Distrito Federal sobre el horario de 
verano, pero la confiabilidad de sus resultados es aún más baja

Existen instrumentos de participación ciudadana como el plebis­
cito y el referéndum que son considerados instrumentos de democra­
cia directa, y son herramientas incorporadas y activadas en las demo­
cracias consolidadas; se constituyen en instrumentos valiosos de la vi­
da política y están contenidos en los cuerpos legales.

Por una parte, el plebiscito consiste en someter a la ciudadanía una 
decisión del ejecutivo para que exprese su aprobación o rechazo fren­
te a decisiones del jefe del ejecutivo. Para que tenga carácter vincula- 
torio, es decir, para que la decisión se tome en función del resultado, 
debe apegarse a ciertas condiciones electorales que establece el mar­
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co. Por otro lado, el referéndum es una consulta a la ciudadanía para 
que manifieste su aprobación o rechazo previo a una decisión del le­
gislativo sobre la creación o modificación, derogación o abrogación de 
leyes de su competencia, sobre la aprobación de una ley por parte del 
legislativo. N o obstante, para ser activados se requiere cumplir con re­
quisitos, los cuales en el Distrito Federal consisten en la solicitud del 
1% del electorado que figura en el padrón electoral, lo cual en las 
grandes ciudades implica un número muy elevado de firmas.

Así, la dificultad de activar estos instrumentos ha llevado a que só­
lo se usen cuando se trata de una decisión muy importante sobre la 
que existen posiciones encontradas. El plebiscito de la ciudad de M é­
xico, convocado el 22 de septiembre del 2002 por el Jefe del gobier­
no perredista para conocer la opinión de los ciudadanos en torno a la 
construcción de los segundos pisos del periférico y del viaducto, fue la 
primera experiencia que se realizó de acuerdo a las reglas establecidas 
en la Ley de Participación Ciudadana del Distrito Federal3. Sin embar­
go, la participación de la ciudadanía fue muy baja, y por tanto, el re­
sultado no fue obligatorio porque no se alcanzó el número de votos 
que se requiere para tenga carácter vinculatorio. También se ha utili­
zado este instrumento en otras grandes ciudades del país para decidir 
en torno a la realización de una gran obra pública, por ejemplo enT i- 
juana, una de las principales ciudades de la frontera norte.

El prim er requisito de todo instrumento para que funcionen es 
otorgar a la ciudadanía la información completa y precisa sobre lo que 
está en juego en la pregunta o consulta. También deben ser claras las 
implicaciones de los resultados, por ejemplo si tiene carácter vincula- 
torio o no, para saber si el jefe o la cámara local debe ejecutar la op­
ción mayoritaria. Todo ello implica que se cuente con personal capa­
citado, tanto en la temática que se quiere consultar, como sobre la re­

3 La falta de información técnica sobre las alternativas posibles impidió que la ciudada­
nía se pronunciase conociendo las implicancias reales del si o del no, tanto para las via­
lidades sobre las que se votaba como para todo el sistema de vialidad y transporte de la 
ciudad. Esto sin duda incidió en la baja participación y le restara legitimidad a este cos­
toso ejercicio.
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glas de la misma. Al mismo tiempo, se debe contar con recursos finan­
cieros y materiales para llevar a cabo un proceso que, dependiendo de 
sus alcances, puede llegar a tener características muy similares a las de 
un proceso electoral (ciudadanos con credencial de elector, el mate­
rial apropiado, mesas para la votación, impresión de boletas, etc.). Por 
ello, en México son los Institutos electorales locales los encargados de 
su organización.

Al igual que las formas, los mecanismos de participación pueden 
estar contenidos en una legislación particular sobre participación ciu­
dadana (por ejemplo la Ley de participación ciudadana de Jalisco 
—Gobierno del estado libre y soberano de Jalisco (1998)- o del D.F.). 
A estos mecanismos los denominamos institucionalizados, pero pue­
den ser activados por el gobierno local o la ciudadanía a partir de una 
temática o problema que se quiera consultar puntualmente, para lo 
cual se debe definir quienes participan (toda la ciudadanía, algunos ve­
cinos, los jóvenes, etc.), y convenir ciertas regla del juego con la socie­
dad y las organizaciones locales.

A nivel nacional, existen en el país diferentes antecedentes sobre la 
participación ciudadana en las ciudades restringida a la consulta, a 
emitir los ciudadanos una opinión. En 1983 se estableció en el artícu­
lo 26, tercer párrafo de la Constitución: “la Ley facultará al Ejecutivo 
para que establezca los procedimientos de participación y consulta 
popular en el sistema nacional de planeación democrática”. La Ley de 
Planeación Democrática del 5 de enero del mismo año destacaba en 
sus principios: “La preservación y el perfeccionamiento del régimen 
democrático republicano federal y representativo que la Constitución 
establece y la consolidación de la democracia como sistema de vida, 
fundado en el constante mejoramiento económico, social y cultural 
del pueblo, impulsando su participación activa en la planeación y eje­
cución de las actividades del gobierno” (artículo 2, inc. II).

Sin embargo, fue muy poco lo que se avanzó en los ochentas en 
los procesos de democratización de las políticas públicas a partir de lo 
establecido en esta ley. En contrapartida, los sismos de 1985 produje­
ron cambios significativos, por lo menos en la forma de gobernar la
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ciudad Capital. Por un lado, porque las organizaciones de damnifica­
dos participaron directamente en el diseño y aplicación de las políti­
cas de vivienda popular para los damnificados. Por otro, porque una de 
sus consecuencias fue la creación de la ALDF primera forma de repre­
sentación política con facultades reglamentarias.

Quizá la forma de participación ciudadana más formalizada ha si­
do y es la del D.F. La Ley de Participación Ciudadana del Distrito Fe­
deral (Gobierno del Distrito Federal 1998) promulgada el 26 de no­
viembre de 1998 tiene por “objeto fomentar, promover, regular, y es­
tablecer instrumentos que permitan la organización y funcionamien­
to de la participación ciudadana y su relación con los órganos de go­
bierno de la Ciudad de M éxico” (artículo I o). Los principios en los 
que radicará la participación ciudadana son: la democracia, la corres­
ponsabilidad, la inclusión, la solidaridad, la legalidad, el respeto, la to­
lerancia, la sustentabilidad y la pervivencia (artículo 2o.). Reconoce un 
amplio número de instrumentos de consulta y participación directa, 
éstos son: plebiscito, referendum, iniciativa popular, consulta vecinal, 
colaboración vecinal, unidad de quejas y denuncias, difusión pública, 
audiencia pública, recorridos del titular del órgano político adminis­
trativo de la demarcación territorial

Sin embargo, los cinco primeros instrumentos han sido muy poco 
activados, principalmente por las dificultades que implica su utilización, 
y los otros implican un ejercicio de gobierno para el cual no existen re­
glas, ya que justamente el reglamento de ésta ley nunca se elaboró.

Hay ciertas acciones gubernamentales que suelen considerarse ins­
trumentos de participación ciudadana sin serlo, nos referimos a la au­
diencia pública, los miércoles ciudadanos o el tianguis municipal de las 
ciudades gobernadas por el PAN; tampoco lo son la ventanilla única 
que instaló el PR I durante tantos años y que sigue operando como 
una oficialía de partes, un poco mejor organizada pero con escasa efi­
ciencia. Una forma de consulta instrumentada desde hace muchos 
años en México por la presidencia de la república son las peticiones 
ciudadanas dirigidas al presidente. Según Afianza Ciudadana, las peti­
ciones dirigidas al presidente Fox hasta julio del 2002, alcanzaron la ci­
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fra de 284.577 comunicados de ciudadanos, lo cual es más del doble 
de lo recibido el mismo período del último sexenio priísta, cuando al­
canzaron a 127,608 peticiones4. Aquí, lo que interesa no es el núm e­
ro de ciudadanos dispuestos a participar porque es muy bajo, compa­
rado con la población nacional, sino el incremento del número de pe­
ticiones que es más del doble para el actual gobierno como conse­
cuencia de las expectativas que ha creado la alternancia política con el 
triunfo del PAN en el gobierno federal.

Los Instrumentos de diseño de políticas públicas

Los más tradicionales instrumentos de participación ciudadana para el 
diseño y /o  legitimación de políticas públicas son los comités o con­
sejos los que se constituyen en función de una representación de ciu­
dadanos u organizaciones de base territorial, sectorial, social, de ex­
pertos. En México la Ley Federal de Planeación de los ochenta con­
templó la participación ciudadana, lo cual dio origen a los COPLA- 
DES. C on anterioridad, desde principios de los años 70, se crearon en 
el D.F. los comités de manzana y de vecinos. Estas instancias, durante 
más de dos décadas, fueron espacios de representación corporativa su­
bordinada al PRI. El grado de subordinación podía ser absoluto, co­
mo lo fue en el caso de los comités vecinales, cuyos miembros en los 
años setenta eran designados por el delegado (Ziccardi 1998a). En ese 
caso no se trataba de democratizar la gestión de la ciudad sino simple­
mente de crear nuevas formas que permitieran a un PR I que comen­
zaba a desgastarse, controlar la movilización y las demandas ciudada­
nas. Frente a este tipo de propuesta nació el M U P que, hasta media­
dos de la década de los ochenta, se asumió como el espacio autóno­
mo de representación de los sectores más pobres de las ciudades. Sus 
posibilidades de sobrevivencia se fundaban precisamente en su capa­
cidad de oposición y lucha, m étodo que en la época lograba que al­
gunas demandas fuesen satisfechas (por ejemplo la introducción de

250 4 Véase http.presidencia.gob.mx 27 /8/2002.

http://http.presidencia.gob.mx
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servicios públicos básicos y equipamientos en las colonias populares 
autoconstruidas o autogestionadas).

También puede incorporarse en este grupo los instrumentos de la 
metodología de la planeación participativa, aplicada en la elaboración 
de los Planes Parciales de Desarrollo Urbano del D.F., realizados por el 
gobierno del PRD. Los talleres de discusión y análisis para el diagnós­
tico y la elaboración de propuestas son el elemento central para defi­
nir los contenidos de la política urbana local (Ziccardi 2003a)

Otro tipo de instrumentos son los Consejos de Desarrollo Social 
Municipal (COPLADEM UN) y los Consejos de Participación Ciu­
dadana de los municipios que participan en la asignación de los recur­
sos del ramo 33 que el gobierno federal traspasa a los municipios, se­
gún su población en condiciones de pobreza. Sin embargo, todos es­
tos procesos y muchos otros no han implicado necesariamente el di­
seño de metodologías de participación novedosas, aunque suponen 
discusiones con un fuerte lado técnico, com o lo es todo lo referido al 
presupuesto de la federación. Ante ello, no debe sorprender que en la 
encuesta de INDESOL-INEGI 2000 un 24% de las autoridades m u­
nicipales considere a la participación ciudadana no como un compo­
nente para gobernar mejor, sino como uno de los problemas que de­
be enfrentar el municipio, y que, cuando se exponen los principales 
problemas, alrededor de un 12 % de los presidentes municipales m en­
ciona la apatía y el desinterés de los comités para participar en la ges­
tión pública.

U n ejemplo del papel distorsionado que puede cumplir la partici­
pación ciudadana institucionalizada en relación con sus objetivos ori­
ginales son los consejos de participación ciudadana del municipio de 
Toluca del Estado de México, donde existe el denominado Sistema Es­
tatal de Planeación Democrática. Este municipio es un importante cen­
tro de actividades industriales y de servicios, ciudad capital de la enti­
dad, los consejos de participación ciudadana autorizan (firmando al cal­
ce para dar su consentimiento) las solicitudes que todo empresario o 
ciudadano común realiza ante la autoridad local para abrir una empre­
sa o desarrollar alguna actividad económica. Esto está reglamentado en 25
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el Bando Municipal de Buen Gobierno, por lo cual sólo en situacio­
nes muy excepcionales la coordinación de desarrollo económico ha 
autorizado una apertura sin que se cumpliese con este requisito.

Sin duda, este es un mecanismo típicamente clientelar, que crea las 
condiciones propicias para que líderes o grupos vecinales se aprove­
chen de esta situación para exigir a cambio de su autorización una re­
tribución, es decir, es una fuente de corrupción. Pero lo que importa 
señalar aquí es que la apertura de una empresa depende en prim er lu­
gar de que la zona en la que se quiera localizar esté clasificada de ma­
nera coincidente con el uso que se le asigna en el plan de desarrollo 
urbano municipal. Lo lógico sería que estos planes se elaboraran con 
metodologías de planeación participativa o estratégica, que lo que ha­
cen es crear consensos entre los diferentes grupos sociales que viven 
o usan el espacio a través de diferentes metodologías. Pero no, los pla­
nes municipales los realizan consultores privados, y la tabla de uso del 
suelo la define el mismo a partir de un modelo que le entrega la D i­
rección de Desarrollo Urbano y Vivienda del gobierno del Estado. 
Posteriormente, el municipio da su consentimiento y se abre el perío­
do de la llamada “consulta pública”, que es cuando los vecinos del 
municipio y cualquier ciudadano pueden opinar. Claro que dado que 
esta consulta no se difunde ampliamente, no puede esperarse una in­
tensa participación. Sin duda, debiera existir una intensa participación 
de la ciudadanía (no sólo los vecinos) en la elaboración, aprobación y 
seguimiento de los planes, pero una vez definidos los contenidos de 
los mismos, una vez establecidos los usos del suelo, una autorización 
para la apertura de una empresa, debiera ser un ejercicio de gobierno 
que es responsabilidad de los funcionarios públicos realizar con ape­
go a las leyes, reglamentaciones, normatividad y programas vigentes.

Instrumentos de diseño, aplicación y seguimiento de las políticas públicas
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Los instrumentos que colocamos en este grupo se caracterizan por la 
mayor injerencia de la ciudadanía en diferentes momentos de las po­
líticas públicas: diseño, implementación y gestión. En América Latina,
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dos son los que más se han ejercitado: la planeación estratégica local y 
el presupuesto participativo.

La concepción de planeación urbana estratégica fue elaborada por 
las ciudades que forman parte del CIDEU, asociación internacional de 
gobiernos locales, promovida por el Ayuntamiento de Barcelona, que 
define de esta manera cuál es el objetivo de su acción:

Las políticas urbanas deben orientarse hacia el logro de un desarrollo 
sostenible en términos sociales, económicos y medioambientales. Por 
ello, deben articularse de manera provechosa y eficaz para incidir en 
las cuestiones de calidad de vida, sostenibilidad ambiental y derechos 
de los ciudadanos, tales como vivienda, empleo, transporte, educa­
ción, salud, ocio, participación, etc. que caracterizan la vida en socie­
dad Los cambios en la sociedad urbana implican nuevas formas de 
gobernabilidad. La multiplicidad de actores e intereses que intervie­
nen en el panorama urbano implica una gestión compartida y parti- 
cipativa de lo público con el objeto de aumentar los recursos, la efi­
cacia y la eficiencia en la prestación de los servicios públicos. Por ello, 
entendemos la planificación y  la gestión estratégica de forma integral 
(CIDEU 2001).

En este contexto los planes estratégicos son considerados herramien­
tas necesarias para la gobernabilidad local en la medida en que:

(...) a través de la participación y del consenso de los ciudadanos, con­
tribuye a una mayor eficacia en la gestión del desarrollo deseado por 
el conjunto de actores implicados. En este sentido, resulta imprescin­
dible reafirmar la necesidad de una amplia participación ciudadana 
que permita fortalecer el espíritu comunitario, la responsabilidad soli­
daria de los ciudadanos y generar una cultura de diálogo y conviven­
cia (ídem.).

Esta metodología se ha utilizado para realizar los planes de desarrollo 
metropolitano de las ciudades de Buenos Aires, Córdoba, Bogotá, 
Quito, R io  de Janeiro, entre otras.
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En cuanto al presupuesto participativo, se trata de un instrumento 
original que combina la participación directa con la delegación de 
responsabilidades en el personal gubernamental. Su principal objetivo 
es establecer las prioridades a la actuación pública local a través de la 
participación directa (reuniones y asambleas populares), las cuales se 
desarrollan con una metodología particular que permite ordenar y 
procesar las demandas.

Los resultados forman parte del presupuesto municipal, el cual es 
liderado por un Concejo de representantes de la ciudadanía y aproba­
do por la Cámara de concejales (vereadores). Posteriormente, se ela­
bora un plan de inversiones con los recursos disponibles; se trata de un 
instrumento creado por los gobiernos del Partido de los Trabajadores 
(PT), lanzado por primera vez en Porto Alegre, y que actualmente se 
utiliza en más de 50 ciudades brasileñas. También la metodología de 
este proceso participativo se utiliza ya en España y en Cataluña (R u­
bí y Sabadell), así como en Andalucía, Córdoba y en algunos munici­
pios de Sevilla. En México, en el D.E, ya se han realizado las primeras 
experiencias; y en la delegación Tlalpan ya se realizó en los dos últi­
mos años. Sin embargo, es aún una experiencia puntual.

Pero en México sin duda la experiencia que debe incluirse en es­
te grupo es la protagonizada por la Coordinadora Unica de Damnifi­
cados (CUD), la Secretaría de Desarrollo Urbano y Ecología, y el O r­
ganismo Renovación Habitacional Popular, las universidades y las 
ON G s para la reconstrucción de las viviendas en el Centro Histórico 
de la Ciudad de México, después de los sismos de 1985. Este fiie un 
proceso que se llevó a cabo con una intensa participación de la ciu­
dadanía tanto en las tareas de diseño como de producción y asigna­
ción de las nuevas viviendas, claro está que en medio de una situación 
de intenso conflicto social que permitía que se actuara al margen de 
las prácticas burocráticas y se creara un estilo de relación basado en la 
corresponsabilidad de los actores involucrados. (Mecatl et al. 1987).

Aún con los avances democráticos que se experimentaron en M é­
xico en la última década, existen muchos indicadores que señalan por 
un lado, la persistencia del corporativismo, y por otro, la lucha por el254
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resguardo de la autonomía por parte de las organizaciones sociales co­
mo un valor en sí mismo. Hacer de la participación ciudadana un es­
pacio para que los ciudadanos ejerzan derechos y obligaciones y ten­
gan capacidad de incidir e incluir sus intereses en los procesos deciso­
rios es aún una expectativa que en los hechos no se ha concretado ma­
yormente.

El desafío entonces, es que más allá de la participación institucio­
nalizada las relaciones entre las autoridades locales y la ciudadanía se 
basen en la convicción de que la participación es un requisito del buen 
gobierno honesto, eficiente y democrático, y del ejercicio responsable 
de los derechos y las obligaciones ciudadanas.

255



10 Ciudades, asociaciones 
y decisiones públicas*

Introducción

E n América Latina, el tema del asociacionismo y la participación 
ciudadana ha adquirido nuevas y diferentes connotaciones en 
el mom ento en que se inicia y /o  se avanza en la década de los 
años noventa, en varios países del área (Brasil, Argentina, México, Chi­
le, Uruguay) en el proceso de transición democrática como la salida de 

regímenes autoritarios1. Los triunfos de partidos o coaliciones demo­
cráticas generaron expectativas ya que para transformar las frágiles de­
mocracias políticas es necesario incluir a la ciudadanía, a sus asociacio­
nes, en los procesos decisorios, en particular en las políticas públicas. 
Es en este mom ento también en el que se incrementan las preocupa­
ciones de los científicos sociales sobre estos temas considerados como 
un componente consubstancial a la democracia. Por ello, interesa aquí 
revisar esta noción desde el interior de las teorías deliberativas que

* Publicado en Álvarez, Lucía; Cristina Sánchez Mejorada y Carlos San Juan (2006) De­
mocracia y exclusión. Caminos encontrados en la Ciudad de México. México: Centro de Es­
tudios interdisciplinarias en Ciencias y Humanidades, Maestría en Planeación y Políti­
cas Metropolitanas-UAM, PUEC, Estudios Históricos del INAH. p. 91-108.

1 Cabe señalar que, aunque no se analizan en este trabajo, en los regímenes militares de la 
década de los setenta, como el chileno, se ha apelado a la participación ciudadana como 
una forma de despolitizar a la ciudadanía incluyéndola en programas en tanto individuos 
con demandas particulares en el marco de la adopción de políticas neoliberales.
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ofrecen un marco conceptual adecuado para la comprensión de la na­
turaleza y los alcances de la asociación y la participación ciudadana en 
el camino de otorgar calidad a la democracia2.

Las teorías deliberativas, en particular los desarrollos de Habermas 
(1996) consideran a los ciudadanos como portadores de un espíritu 
cooperativo, con capacidad de manejar información, construir una 
opinión pública, y manifestar su decisión de participar en la delibera­
ción y la adopción de decisiones públicas. Según estas concepciones 
las asociaciones y la participación ciudadana puede otorgar mayor efi­
cacia a las políticas públicas al participar los ciudadanos en los proce­
sos de asignación de recursos, establecimiento de prioridades, control 
sobre la transparencia y la rendición de cuentas. Pero además, desde 
esta perspectiva, la participación de los ciudadanos en las decisiones 
públicas encierra el valor pedagógico que advirtió ya Alexis de Toc- 
queville (1998) en referencia a la importancia del ámbito local en la 
construcción de una democracia anclada a valores institucionales.

De igual forma las ideas de R obert Putnam  (1993) sobre esta te­
mática pueden ser útiles porque recuperando las conceptualizaciones 
de Bourdieu sobre capital social, afirma que los ciudadanos, portado­
res de una cultura cívica, participan en organizaciones las cuales cons­
tituyen un capital social que hace que la democracia - o  mejor dicho 
el gobierno como corrige Warren (2001)— funcione mejor3.

Desde estas perspectivas cabe preguntarse cuáles son los principa­
les obstáculos que operan en las ciudades mexicanas para que en un 
contexto de consolidación de la democracia se abran espacios de par­
ticipación para las asociaciones ciudadanas, además de la creación de 
instrumentos de participación ciudadana que otorguen mayor eficacia 
a las políticas públicas. En el camino de observar lo ocurrido en la 
principal ciudad del país, la capital de la república, a partir de que la 
ciudadanía elige a su jefe de gobierno central y local, parece más útil

Sobre diferentes marcos conceptuales que desde el debate sobre la democracia introdu­
cen la participación ciudadana; véase entre otros Salazar (2004).
Véase su análisis sobre las diferencias que presenta el proceso de descentralización en la 
región norte y sur de Italia.
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intentar identificar analíticamente los fundamentos legales, ideológicos 
e instrumentales que rigen las relaciones gobierno-ciudadanía en un 
gobierno democrático que realiza un balance general de lo ocurrido, 
es decir, en este trabajo se considerarán los fundamentos ideológicos 
(democráticos) a los que se apela principalmente en el discurso guber­
namental, los fundamentos instrumentales que permiten justificar la 
inclusión de la ciudadanía en los procesos decisorios y /o  de imple- 
mentación de políticas públicas, y los fundamentos legales que perm i­
ten que la ciudadanía, en este caso la ciudadanía del Distrito Federal, 
pueda participar de manera asociada en las decisiones públicas.

También cabe señalar desde el inicio que el Distrito Federal4 es 
parte de la megalópolis que es la Ciudad de México en la que habitan 
más de 18 millones de mexicanos. El proceso de democratización de 
su forma de gobierno inició formalmente en 1987, cuando se creó la 
primera Asamblea de Representantes constituida por miembros de di­
ferentes partidos políticos elegidos democráticamente, pero se conso­
lidó en 1997 y en el año 2000, cuando los ciudadanos que habitan es­
te territorio recuperaron el más elemental derecho político, elegir a su 
jefe de gobierno central y local.

En cuanto al contexto político, el nuevo y actual partido gober­
nante hereda un régim en de gobierno autoritario, centralizado y ex­
tremadamente burocrático, construido a lo largo de más de setenta 
años de partido único en el gobierno local. El proceso de alternan­
cia se inicia con el triunfo abrumador del Partido de la Revolución 
Democrática (PRD) con su candidato Cuahutém oc Cárdenas, el 
cual fue refrendado en el año 2000 por Andrés M anuel López Obra­
dor, actual jefe de gobierno de la Ciudad de M éxico5. Sin duda, pa­
4 Según el artículo 44 de la Constitución la Ciudad de México es el Distrito Federal, se­

de de los poderes y Capital de los Estados Unidos Mexicanos. Pero en los hechos se 
trata de una megalópolis constituida también por 34 municipios metropolitanos de la 
entidad vecina, el Estado de México. El D.F. alberga alrededor de 8.5 millones de per­
sonas mientras que en los municipios, que constituyen su periferia, viven más de 9 mi­
llones de mexicanos.

5 En 1928 la Ciudad de México perdió sus municipios con la aprobación de una refor­
ma que creó un aparato de gobierno administrativo llamado el Departamento del Dis-
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ra un ejecutivo local proveniente de un partido de base popular, que 
además ha logrado controlar mayoritariamente la Asamblea Legisla­
tiva en dos ocasiones, enfrentar la democratización del gobierno lo­
cal exige introducir a la ciudadanía a sus asociaciones y a la partici­
pación ciudadana, tanto como un elem ento central en el in terior del 
marco legal de que rige en la Ciudad, como en el discurso político 
que busca ampliar la legitimidad que se obtuvo en las urnas y en el 
diseño e implementación de las políticas públicas a fin de otorgarle 
a las mismas mayor eficacia.

Por ello, en este trabajo se revisará la correspondencia y /o  diver­
gencias que se advierten en tres principales tipos de fundamentos: 
ideológicos, legales e instrumentales que rigen la relación gobierno- 
ciudadanía en el territorio  de la ciudad capital de la república m e­
xicana.

Los fundamentos legales de la 
participación ciudadana en el D.F.

En la Ciudad de México, los gobiernos del PR D  han heredado una 
tradición priista de participación vecinal subordinada al gobierno y al 
partido entonces gobernante. También se aprobó por primera vez en 
1995 una ley de participación ciudadana para el Distrito Federal que 
creó los consejos ciudadanos en las 16 demarcaciones6. N o obstante

trito Federal. El Presidente de la república a partir de entonces pasó a ser el Jefe del Go­
bierno de la Capital función que delegaba en un funcionario por él designado. En 1987 
en medio de una intensa movilización social, protagonizada principalmente por los 
damnificados de los sismos de 1985, se realizó una primera reforma y se creó la Asam­
blea de Representantes del D.F., actual Asamblea Legislativa, y recién en 1997 por pri­
mera vez los capitalinos recuperaron el más elemental de los derechos políticos elegir 
a su Jefe de Gobierno.

6 En realidad en muchas otras leyes del gobierno del D.F. como por ejemplo de desarro­
llo social, vivienda, medio ambiente, se prevé la constitución de espacios de participa­
ción ciudadana, en la mayoría de los casos para cumplir funciones de consulta. En este 
trabajo por razones de espacio sólo se expondrán los lincamientos de las leyes de par­
ticipación ciudadana que han existido en el D.F.



C iudades, asociaciones y decisiones públicas

cuando Cárdenas se hizo cargo del gobierno de la ciudad estas figuras 
legalmente habían desaparecido con la reforma política aprobada en 
1996, la cual transformó radicalmente al sistema electoral mexicano y 
modificó profundamente el régimen jurídico del Distrito Federal. 
Con la reforma -aprobada por la totalidad de las fracciones partidistas 
en el Congreso de la Unión—, se reestructuró el artículo 122 de la 
Constitución Política relativo a la organización de la Ciudad de M é­
xico, introduciendo entre otras reformas la elección mediante sufragio 
libre y directo del jefe de gobierno capitalino y la normativa relacio­
nada con la participación ciudadana.

De esta manera, de acuerdo con la nueva ley de Participación Ciu­
dadana que se promulgó el 26 de noviembre de 1998, el día 4 de ju ­
bo de 1999 se llevó a cabo un nuevo proceso para la elección de los 
comités vecinales nuevamente. Pero el bajo número de votantes fue un 
indicador inequívoco de la falta de credibiHdad de la ciudadanía en es­
tos canales de participación creados institucionalmente.

En lo fundamental, este marco legal no contribuyó a modificar las 
relaciones entre gobierno y ciudadanía que se fincaron en el pasado. 
A los comités vecinales por su forma de constitución electoral se in­
tegraron los principales dirigentes vecinales de cada colonia, lo cual 
hizo que se llevaran al seno de estos espacios viejas historias e inclu­
sive conflictos del pasado. Por otra parte, la identidad de vecinos co­
m o único espacio formalmente reconocido restringía la participación 
institucionalizada y /o  autónoma del ampbo número de actores que 
viven y /o  usan el espacio local. En los hechos de los más de 1300 co­
mités vecinales que se constituyeron sólo unos pocos lograron insta­
larse como verdaderos representantes de la ciudadanía e interactuar 
con el gobierno local en la atención de sus necesidades y demandas 
(Zerm eño 2004).

En síntesis, el marco legal del prim er gobierno P R D  en poco con­
tribuyó a modificar el cUenteUsmo que caracterizó las relaciones go­
bierno-ciudadanía durante las décadas anteriores. Tampoco contribu­
yó a que aquellos sectores populares, que se expresaban autónoma­
mente a través del movimiento urbano popular y las ONGs, encon- 261
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traban en la legislación aprobada por el gobierno democrático un 
marco para crear nuevas relaciones con el gobierno electo. La repre­
sentación de los consejos ciudadanos delegacionales se atomizó en 
miles de comités vecinales, y el no reglamentar la ley llevó a que una 
vez creados estos espacios, no hubiesen reglas del juego para trabajar 
colectivamente y entablar relaciones de corresponsabilidad con las au­
toridades para incidir en las decisiones públicas. Puede decirse que los 
espacios e instrumentos de participación ciudadana establecidos en la 
legislación de 1998 fueron funcionales con el estilo de gobierno ins­
taurado por el PR D  en 1997, aunque no es claro en qué medida con­
tribuyeron a innovar en las tradicionales relaciones gobierno—ciuda­
danía. Más bien, contribuyeron a reproducir las prácticas clientelares 
heredadas del estado corporativo construido por el PR I, al reconocer 
como única identidad colectiva los comités vecinales.

En abril del 2004, con el gobierno de Andrés Manuel López 
Obrador, se aprueba una iniciativa de Ley de Participación Ciudada­
na que contiene nuevos componentes. Identifica y distingue entre la 
calidad de habitante, vecino y de ciudadano. Habitantes son todos los 
que habitan el D.E, vecinos aquellos que habitan en una Unidad Te­
rritorial donde residen en una colonia, pueblo, barrio, o unidad habi- 
tacional por más de 6 meses; y, ciudadanas y ciudadanos, son las “m u­
jeres y varones que teniendo calidad de mexicanos reúnan los requi­
sitos constitucionales y posean además, la calidad de vecinos u origi­
narios del mismo” (Art. 7).

La nueva ley crea el espacio del Consejo Ciudadano, que se agre­
ga a los comités que se transforman de vecinales en ciudadanos. Ade­
más, entre los instrumentos agrega a los de la ley anterior la “rendi­
ción de cuentas”, la “red de contralorías ciudadanas” y la “asamblea 
ciudadana” . Esta última figura es de fundamental importancia, en tan­
to en el capítulo 77, se establece que la Asamblea Ciudadana “podrá 
decidir el uso de los recursos públicos destinados por el Gobierno del 
Distrito Federal y el órgano-político administrativo de la demarca­
ción, correspondientes a programas específicos cuyas reglas de opera­
ción así lo establezcan, para lo cual deberán nombrar comités ciuda­
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danos de administración y supervisión” . En el artículo 78 por otra par­
te reglamenta que “Las resoluciones de la Asamblea ciudadana serán de 
carácter obligatorio para el Comité Ciudadano, y para los vecinos de 
la Unidad Territorial”. Además, considera a la Asamblea como instru­
m ento de información, análisis, consulta, deliberación y decisión de los 
asuntos de carácter social, colectivo o comunitario (artículo 74); así 
como instrumento para la revisión y seguimiento de los programas y 
políticas públicas a desarrollarse en su Unidad Territorial. Así mismo, 
se reunirá al menos tres veces por año, será pública y abierta, podrán 
participar todos los vecinos y habitantes, incluidos niños y jóvenes con 
derecho a voz, pero tendrán sólo derecho a voto los ciudadanos que 
tengan credencial de elector actualizada.

El incorporar esta figura fue una forma de legalizar a las asambleas 
ciudadanas las cuales, en los hechos, ya habían sido creadas por el se­
gundo gobierno perredista con la intención de incorporar a la ciuda­
danía, particularmente a los sectores populares, en los diferentes pro­
gramas que forman parte de su política social. Por ello, se advierte un 
alto grado de correspondencia entre estos fundamentos legales y el es­
tilo de gobierno de proximidad que se impulsa desde el ejecutivo lo­
cal, el cual tiene la intención de liquidar el corporativismo que susten­
tó el régimen político priísta. Las principales dudas en torno a este 
modelo de inclusión de la ciudadanía radican en la forma como se va 
a implementar esta ley, por ahora las Asambleas Ciudadanas no son es­
pacios masivos que convocan al conjunto de la ciudadanía de una uni­
dad territorial. Lo que parece importante es su reglamentación sobre 
la forma como se discute, opina, delibera y /o  consulta en colectivos 
tan numerosos como los que forman parte nominalmente de estos es­
pacios territoriales.

La asamblea como su nombre lo indica es una reunión o junta, es 
decir, un espacio de participación, pero no un instrumento o un mé­
todo de trabajo para que funcione la democracia local y se logren los 
fines que se persiguen. En este sentido, cabe mencionar las experien­
cias delegacionales que se realizaron en años atrás y que tenían como 
modelo el presupuesto participativo (Tlalpan y Cuauhtémoc); en don­
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de se intentó, justamente, diseñar un instrumento democrático para 
asignar los recursos de las políticas públicas corresponsablemente en­
tre vecinos y autoridades locales. Sin embargo, con el cambio de las 
autoridades locales en el 2003, no se dio continuidad a este ejercicio, 
el cual, por otra parte, tampoco contó con el apoyo del ejecutivo de 
la ciudad.

Además, debe mencionarse que está pendiente una reforma po­
lítica al Gobierno de la Ciudad que no fue aprobada por el C ongre­
so de la U nión en su última etapa en el año 2002, y aún no se ha 
programado reforma institucional al abultado y burocrático aparato 
gubernamental heredado de los setenta años en que gobernó el 
PR I. Esta debe incluir como parte de una nueva agenda, democra­
tizar la forma de gobierno, incorporando una mayor participación 
de los gobiernos locales y de la ciudadanía en el diseño e im plem en- 
tación de las políticas sociales, a fin de erradicar la cultura y las prác­
ticas clientelares de las que son portadores tanto los funcionarios co­
mo los ciudadanos.

Los fundamentos ideológicos de 
la participación ciudadana en el D.E

264

En el caso del gobierno del D.E, pareciera que el esfuerzo por crear 
un marco legal y normativo no se ha correspondido con esfuerzos si­
milares por avanzar en ámbito de elaborar claros fundamentos ideoló­
gicos para incluir la participación ciudadana en las decisiones públicas 
y por esa vía construir una cultura democrática.

En principio, no puede decirse que exista un discurso ideológico 
único en el interior del P R D  capitalino en torno a la participación ciu­
dadana. Por el contrario, tanto el estilo de gobierno como el discurso 
político los dos Jefes de Gobierno, Cárdenas y López Obrador, y la Je­
fa sustituía del primero Rosario Robles, cuando éste decidió contender 
por la presidencia de la república, son marcadamente diferentes. Cárde­
nas en un principio construyó un discurso titulado “Una Ciudad para
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Todos” en el que sin duda uno de los ejes centrales era la inclusión so­
cial del conjunto de la ciudadanía. Sin embargo, su estilo de gobierno 
no puede considerarse como un estilo de proximidad y, en gran medi­
da, durante los tres años que gobernó la megalópolis fue perdiendo le­
gitimidad y credibilidad en la ciudadanía. Ello se expresó en las urnas, 
donde su sucesor, Andrés Manuel López Obrador, triunfó en el 2000 
pero con un apoyo electoral considerablemente menor que el suyo.

La ley de Participación Ciudadana aprobada durante la gestión car- 
denista parece adecuarse a este estilo de gobierno que identifica, al 
igual que lo hacían los gobiernos priistas anteriores, a los espacios ve­
cinales como los principales lugares desde los cuales procesar las de­
mandas de la ciudadanía. Pero, sin duda, el principal intermediario en­
tre el gobierno y la ciudadanía continuó siendo el propio partido po­
lítico, el PRD. En algunos casos sus líderes se han incorporado como 
funcionarios en el gobierno local o son elegidos representantes en la 
Asamblea Legislativa. Desde el partido la participación ciudadana sue­
le ser considerada como una competencia a la participación política y, 
a pesar de la existencia de una ley, existieron muchas resistencias para 
delegar o transferir poder de decisión a los comités vecinales, a los cua­
les se les reservó el papel de órgano de consulta u opinión, muchas ve­
ces para medir el acuerdo o rechazo que generaba una decisión de go­
bierno. En realidad, la participación ciudadana en lugar de ser vista co­
rno complementaria a la participación política se la vio siempre como 
una práctica alternativa, que por tanto podía debilitar la presencia del 
partido en el gobierno.

En el período actual, el Jefe del gobierno, Andrés Manuel López 
Obrador, suele afirmar en discursos que la democracia debe ser vista 
como una forma de vida, como democracia social, tal como lo esta­
blece el artículo 3o constitucional. Además, intenta construir una rela­
ción entre el gobierno y la ciudadanía de mayor proximidad, funda­
mentalmente con los sectores populares y en la aplicación de las polí­
ticas sociales.

En este sentido, en México se ha insistido en señalar la fragilidad 
üe la democracia del espacio local, donde la cultura, las prácticas, y los 265
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procesos decisorios enfrentan muchos obstáculos para democratizarse. 
Los gobiernos son poco eficaces para el cumplimiento de sus funcio­
nes de administración urbana y gobierno político, y muchas veces só­
lo crean formas de participación para legitimar decisiones guberna­
mentales previamente tomadas. Para transformar esta situación y crear 
una participación ciudadana que contribuya a consolidar buenos go­
biernos, eficientes y democráticos, es necesario generar credibilidad 
en la ciudadanía, confianza en su gobierno. Esto difícilmente se logra 
desde un discurso ideológico o político poco elaborado, donde la in­
clusión de la ciudadanía en las practicas de gobierno, como se verá se­
guidamente, se remiten a la condición de habitante, vecino o ciuda­
dano individual.

Fundamentos instrumentales 
de la participación ciudadana

Partimos de considerar que el gobierno de una megalópolis como lo 
es la Ciudad de México, es un complejo y abultado sujeto colectivo 
de funcionarios, técnicos, personal administrativo y asesores. Si se 
acepta que para gobernar con democracia a este tipo de ciudades se 
requiere introducir a la ciudadanía en decisiones públicas, ello no pue­
de hacerse de manera espontánea, sino que es necesario diseñar ám­
bitos institucionalizados y no institucionalizados de participación, 
además de crear instrumentos que demuestren que realmente le inte­
resa que la ciudadanía participe. La participación institucionalizada, es 
precisamente aquella que está reconocida en las leyes y reglamentos de 
la ciudad, y para que funcione debe incluir el diseño de las formas, los 
instrumentos y las reglas del juego. Pero ello no basta, sin duda hay 
que construir una relación de respeto m utuo y estímulo a la partici­
pación social autónoma (Saltalamacchia y Ziccardi 2005).

Desde una perspectiva democrática, existe consenso en que una de 
las principales funciones de la participación ciudadana es contribuir a 
hacer más eficaz la decisión y gestión públicas, contribuir a que haya
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transparencia, promover la rendición de cuenta, etc. Pero en las ciuda­
des, en el ámbito local, la participación ciudadana puede contribuir al 
ejercicio de una administración urbana eficiente y un gobierno polí­
tico y socialmente democrático. La cuestión es superar las prácticas y 
conductas propias del contexto autoritario del pasado reciente, y cons­
truir formas de relación basadas en la cooperación social y en la co­
rresponsabilidad en las decisiones públicas.

En la Ciudad de México, los líderes políticos son quienes crean y 
organizan las demandas ante las instancias gubernamentales, desde las 
organizaciones vinculadas al PRD, donde la línea divisoria poco clara 
entre organizaciones sociales, partido político y gobierno, dificulta la 
capacidad de gobernar. Con la democratización del sistema político, se 
debilitaron o liquidaron las formas de participación del estado corpo­
rativo creado por el Partido Revolucionario Institucional (PRI), sin 
que exista aún un modelo de participación incluyente y plural, insti­
tucionalizado y autónomo. Ante ello, se ha optado muchas veces por 
la improvisación en la creación de espacios y la activación de instru­
mentos de participación ciudadana similares a los del pasado.

Por otra parte, no se expresa un claro interés por democratizar la 
gestión pública, y en el gobierno central los principales espacios abier­
tos a intermediarios de la ciudadanía son los consejos (desarrollo ur­
bano, desarrollo social, etc.) formados por representantes, muchas ve­
ces designados por las propias autoridades, quienes son solamente ór­
ganos de consulta (Ziccardi 2003b).

U n caso de aplicación de un instrumento de democracia directa, 
fue el plebiscito que convocó el jefe del gobierno del D.E para con­
sultar a la ciudadanía sobre la construcción de los segundos pisos en las 
principales vías rápidas (periférico y viaducto). La falta de información 
técnica sobre las alternativas posibles impidió que la ciudadanía se pro­
nunciase conociendo las implicancias reales, de una elección por el sí 
o el no, en relación con las viabilidades. Más allá de que una vez que 
se concluya la obra los beneficios que la misma traiga sean muy im ­
portantes para mejorar la circulación y la vida de la ciudad, lo que es­
tá en cuestión es la baja participación de la ciudadanía en este ejercí-



Las ciudades y la cuestión social

c í o  de consulta, lo cual llevó a que sea una gran obra finalmente de­
cidida a través de formas muy similares a las del pasado. Es decir, fue 
una decisión que quedó en manos del Jefe de gobierno, quien lo hi­
zo de manera cuasi-personaL Por ello, la alternancia y los avances de 
la democracia electoral no han significado que se transforme la forma 
de diseñar y /o  decidir sobre el futuro urbano de la ciudad. El poder 
de decisión continúa centralizado no sólo en el ejecutivo sino en la 
misma figura del Jefe de gobierno.

Identificar los obstáculos que se enfrentan en el interior de las ins­
tituciones gubernamentales y las políticas para impulsar la participa­
ción ciudadana, es de fundamental importancia cuando se pretende 
discutir el tema del fundamento instrumental y se tiene la idea de que 
por esta vía se puede garantizar una acción pública exitosa.

En relación con los fundamentos instrumentales parece bueno re­
cordar cuáles están en contra de la participación ciudadana. En este 
sentido, legalizar, institucionalizar y /o  abrir los canales de la partici­
pación no significa que automáticamente funcionen. Sin duda, hay 
quienes se oponen a abrir la gestión a la participación. En los parti­
dos políticos hay quienes consideran que una vez electo un partido, 
es responsabilidad del mismo el conformar los equipos de gobierno 
y tom ar todas las decisiones. Los portadores de conocimiento y de un 
discurso técnico suelen considerar que los ciudadanos no tienen ca­
pacidades para participar en una decisión. Además, en la burocracia 
existen grupos que se oponen porque la participación de la ciudada­
nía aumenta los costos de las decisiones, es pérdida de tiempo, de au­
toridad y de eficiencia, erosiona las instituciones y los partidos (Su- 
birats 2001). Esto, sin considerar muchas veces, que hay decisiones en 
las que debe participar necesariamente la ciudadanía. Ante esto, Su- 
birats (2001) ofrece una salida al afirmar que lo im portante es que la 
participación puede cumplir una función complementaria y no an­
tagónica a la eficiencia que debe perseguir la administración urbana. 
Pero cabe preguntarse si esta complementar i edad no es justam ente la 
forma de hacer de la participación un mecanismo de legitimación 
exclusivamente.
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Los funcionarios de más alto nivel son designados por el Jefe de 
Gobierno, por lo general, en función de lealtades personales o políti­
cas y no por cumplir necesariamente con los requisitos profesionales 
que exige determinado cargo público. Este mecanismo se reproduce 
en los escalones inferiores de la burocracia, por lo que su compromi­
so con la democratización de la institución gubernamental puede ser 
nulo, y cuanto m enor es la experiencia política anterior, mayor temor 
expresan para activar estos instrumentos. La cuestión es que nadie los 
preparó o capacitó para que ejerzan una profesión o un cargo público 
en la democracia.

En la Ciudad de México, otro motivo para no apelar a la partici­
pación ciudadana, es que los procesos de democratización política del 
gobierno local no se han visto acompañados de una reforma en la es­
tructura organizacional heredada, que en lo fundamental es sectorial, 
fuertemente centralizada, extremadamente burocrática, y con escasa 
participación de la ciudadanía (Ziccardi 1998a). Por otra parte, con la 
llegada del P R D  al gobierno de la Ciudad de México en 1997, se 
crearon muchas expectativas respecto al rumbo que podían tomar las 
políticas sociales del ámbito local, ya que es sabido que el triunfo de 
un partido de base popular genera cierto grado de movilización social. 
Sin duda, la participación ciudadana en las políticas públicas fue con­
cebida principalmente como espacio de consulta a los titulares y prin­
cipales colaboradores (de las delegaciones) que han escuchado directa­
mente las demandas y propuestas de los vecinos, iniciando juntos la 
construcción de alternativas de solución7.

Así, se inició un importante proceso de participación ciudadana 
directa en los procesos de planeación urbana de zonas conflictivas de 
la ciudad, donde la UN AM , la UAM, la Universidad Iberoamericana, 
ON G s y consultores privados fueron contratados por la Secretaria de 
Desarrollo Urbano y Vivienda del Gobierno del D. F. para realizar más
7 A nueve meses de iniciado el gobierno de Cárdenas, en su Informe de gobierno de 

1998, se señalaba como avances en materia de participación ciudadana la realización de 
5.613 audiencias públicas y 1.161 recorridos en las 16 delegaciones (Gobierno del Dis­
trito Federal 1998).



Las ciudades y la cuestión social

de 30 proyectos de Programas Parciales. Sin embargo, este proceso no 
tuvo continuidad durante el segundo gobierno del PRD, tanto en lo 
relacionado con la aplicación de estos programas en los barrios, co­
mo en ampliar el número de proyectos de acuerdo a lo establecido 
en los programas de desarrollo urbano del ámbito delegacional (Zic- 
cardi 2003a).

Sin embargo, durante el gobierno cardenista en materia de políti­
ca social el mayor énfasis no estuvo en la movilización de la ciudada­
nía y su incorporación en el proceso de diseño e implementación de 
la política social, sino en reconocer nuevos intermediarios sociales, en 
particular ONGs, académicos, organizaciones sociales y gobiernos de- 
legacionales. Se trata de hacer de la política social una política públi­
ca adoptando criterios equidad, desarrollo, inclusión y participación 
ciudadana. Así, se crearon diferentes consejos consultivos tales como 
para el desarrollo social, la asistencia y prevención de la violencia in- 
trafamiliar, la integración al desarrollo de las personas con discapaci­
dad y el del Instituto de Cultura de la Ciudad de México. N o obstan­
te, aunque se puso énfasis en la incuestionable fama pública de sus 
miembros, lo cierto es que éstos fueron designados por las mismas au­
toridades del Gobierno de la Ciudad, y en muchos casos las designa­
ciones recayeron en los directores de las instituciones convocadas, 
quienes no necesariamente asumieron el firme compromiso que im­
plicaba el adquirir una representación en estos ámbitos.

Durante la gestión de Rosarios Robles, el énfasis en la participa­
ción ciudadana se situó también en los 542 comités de ciudadanos de 
prevención del delito, en 120 colonias y 21 unidades habitacionales de 
mayor población e índice delictivo. También se diseñaron tareas de 
prevención y de contraloría social de los cuerpos policíacos, señalán­
dose que más de 2000 observadores ciudadanos de 660 zonas realiza­
ban tareas de supervisión que garantizaban el cumplimiento de las ór­
denes de trabajo de los cuerpos policíacos (Robles 2000).

Al iniciar su gobierno, Andrés Manuel López Obrador se mostra­
ba más abierto a promover y aceptar la participación ciudadana, pero 
a medida que su gobierno avanzó, la misma se transformó en una ape­
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lación individual a la ciudadanía para que se integre, más que para que 
participe en el diseño e implementación de las políticas públicas.

Así, en el Bando N ° 15 del 21 de diciembre del 2000 se creó el 
Consejo de Seguimiento a la transparencia de las Finanzas Públicas del 
D.F. Los fundamentos fueron de tipo instrumental al establecer que “La 
ciudadanía tiene el derecho de solicitar la rendición de cuentas a los 
servidores públicos y a vigilar la debida aplicación de los impuestos en 
beneficio de todos”. Al mismo tiempo “sostenía el compromiso de 
promover la transparencia y la participación ciudadana en las acciones 
de gobierno y que era indispensable evitar fugas en la recaudación de 
impuestos, derechos y aprovechamientos que corresponden al gobier­
no de la capital” . A reserva de realizar una investigación más profunda 
y sistemática, es difícil pensar que este espacio ciudadano funcionó du­
rante el segundo gobierno del PRD, ya que en mayo del 2004, se die­
ron a conocer una serie de videos en los cuales se ponía en evidencia 
que un empresario entregaba dinero a miembros del gobierno segura­
mente a cambio de ser favorecido en contratos de obra pública, lo cual 
llevó a la destitución y al inicio de acciones penales contra colabora­
dores muy cercanos al Jefe de Gobierno.

U n dato importante para evaluar la concepción de participación 
ciudadana que tenía el equipo de gobierno que ingresó con López 
Obrador es que se decidió poner más énfasis en la integración terri­
torial de los programas sociales, lo cual dio origen a la creación del de­
nominado Programa Integrado Territorial para el Desarrollo Social 
(PIT). Este programa privilegia un criterio territorial para definir sus 
áreas de actuación, pero se diseña e implementa desde el aparato cen­
tral del Gobierno de la Ciudad de México, con escasa participación de 
los gobiernos locales que son las instancias de gobierno más próximas 
a la ciudadanía. Pero el prim er paso de las políticas sociales en el ám­
bito local es la realización de una asamblea comunitaria o ciudadana, 
a partir de la cual se constituyen comisiones temáticas y sectoriales (vi­
vienda, jóvenes, adultos mayores).

En cuanto a su dimensión operativa, lo fundamental es que se ha 
asignado un considerable m onto de recursos a programas sociales in­ 271
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novadores agrupados en el denominado Programa Integrado Territo­
rial (PIT), proveniente de una estrategia de austeridad, de combate a 
la corrupción, y de solidaridad diseñada por el Jefe del Ejecutivo. Pe­
ro en este programa los ciudadanos se integran principalmente indi­
vidual o familiarmente, siendo que en algunas delegaciones como la 
Gustavo A. Madero, se impulsa la participación ciudadana desde la co­
misión vecinal constituida a partir de la asamblea vecinal.

O tro de sus principales límites consiste en que se trata de una ac­
ción pública que se desarrolla desde una estructura institucional sec- 
torializada, en la que cada instancia actúa con escasos vínculos con las 
demás. Com o se dijo, una de las tareas pendientes del actual Gobier­
no del Distrito Federal es realizar una reforma institucional, que en­
tre otras cosas, promueva una modernización del aparato administra­
tivo, una descentralización de recursos a las delegaciones que desde el 
año 2000 cuentan con Jefes electos por la ciudadaní a, formas de coor­
dinación metropolitana con las autoridades de los municipios metro­
politanos y del Estado de México, y una más intensa participación de 
la ciudadanía en el diseño, implementación y evaluación de las políti­
cas públicas.

Tanto el programa Apoyo Alimentario a Adultos Mayores como el 
de Mejoramiento de Vivienda en Lote Propio que forman parte del 
PIT, están destinados a contrarrestar la pobreza y exclusión en que vi­
ven las clases populares, diseñando prácticas innovadoras que en el pri­
m er caso generan capacidades a los adultos mayores y garantizan el ac­
ceso gratuito a la salud umversalmente, y, en el segundo, constituyen 
formas de mejorar la calidad de vida en el interior de las familias se­
leccionadas de acuerdo a ciertos criterios, como un prim er paso para 
generar una mayor inclusión urbana.

Sin embargo, en ambos no se advierte una estrategia clara de in­
clusión de la ciudadanía en el diseño e implementación de los mis­
mos. Más bien de lo que se trata es de crear una relación directa, sin 
intermediarios, entre el Jefe de gobierno y la población beneficiada, 
la cual suele ser convocada exitosamente en los actos de adhesión po­
lítica al Jefe de Gobierno.272
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Algunas conclusiones

Quizá pueda decirse que en la Ciudad de México, si bien existe una 
vieja tradición en la creación de formas de inclusión, principalmente 
subordinadas de las clases populares y particularmente en el campo de 
las políticas sociales, la transición democrática que se ha dado en el 
ámbito político con el proceso de alternancia iniciado en 1997 en el 
ejecutivo local, no se ha traducido en un proceso de democratización 
de la gestión pública, incorporando plenamente y masivamente a la 
ciudadanía en las decisiones públicas.

Pareciera que las leyes de participación ciudadana que se han apro­
bado en estos años han tendido a legitimar las prácticas del gobierno 
local más que a promover la participación autónoma y plural de la ciu­
dadanía. Los componentes ideológicos de los discursos de los dos Je­
fes de Gobierno electos que ha tenido la ciudad, son claramente dife­
rentes y están en la base de la creación de las leyes en esta materia.

Sin embargo, donde existe mayor divergencia en los dos gobiernos 
del PR D  es entre el contenido de la ley y los componentes ideológi­
cos del discurso del ejecutivo local, y las prácticas gubernamentales 
instauradas con el nuevo régimen de gobierno de la Ciudad Capital. 
Es cierto que en algunas delegaciones, como es el caso de Tlalpan y la 
Cuauhtémoc, se han realizado experiencias de Presupuesto Participa- 
tivo; y que la contraloría del Gobierno de la Ciudad ha creado la fi­
gura de los contralores ciudadanos que ejercen una función de segui­
miento y control de las políticas públicas. Pero no puede decirse que 
los espacios creados, principalmente los comités vecinales y los conse­
jos consultivos temáticos, hayan significado profundos cambios respec­
to a las prácticas de participación que incluían los gobiernos del pasa­
do. En cuanto a las asambleas ciudadanas, más que cualquier otro es­
pacio de participación ciudadana, requieren ser reglamentadas para ga­
rantizar un funcionamiento democrático y eficaz.

Aún cuando en el segundo gobierno del PR D  se intenta adecuar 
los fundamentos legales a los fundamentos ideológicos, y al estilo de 
gobierno de proximidad con los sectores populares que intenta impo­ 273
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ner el jefe de gobierno (aún con las limitaciones ya mencionadas), lo 
cierto, es que los principales motivos que justifican en este contexto 
la participación ciudadana son de tipo instrumental, en el sentido de 
generar consenso y /o  eliminar las resistencias a la aplicación de deter­
minada política pública diseñada e implementadas desde el aparato del 
gobierno central.
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La participación ciudadana 
en los procesos de planeación 
y gestión del territorio*

Introducción

D esde hace más de dos décadas el marco legal y normativo que 
rige los procesos de planeación y gestión del territorio con­
templa la participación social o ciudadana como uno de sus 
componentes. Esto ha contribuido a que se realicen en el país un con­
junto  de experiencias principalmente protagonizadas por las clases po­

pulares, muchas de la cuales han sido promovidas desde los programas 
del sector público destinados a mejorar la calidad de vida de la ciuda­
danía en los territorios que habita.

En los diferentes modelos de intervención social que subyacen en 
estos procesos que impulsan los organismos gubernamentales de dife­
rentes ámbitos (federal, estatal y municipal), y en las acciones públicas 
que surgen de los mismos, la forma como se concibe la participación 
ciudadana varía notablemente. N o obstante, los resultados en materia 
de construcción y /o  ampliación de ciudadanía suelen estar limitados 
al logro de los objetivos particulares para los que fueron creados.

Ante esta situación, el propósito de este trabajo es presentar un aná­
lisis que contribuya a sistematizar los fundamentos y características que

★ Publicado en Delgadillo Javier (coord.) (2008) Política territorial en México. Hacia un mo­
delo de desarrollo basado en el territorio. México: U NAM , Plaza y Valdés. (en prensa). 275
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han asumido estos procesos participativos para lo cual cuatro son los
ejes de análisis que organizan su contenido:

• Las relaciones entre el territorio, la participación ciudadana y la ca­
lidad de la democracia.

• El marco legal y normativo de la participación ciudadana en los 
procesos de planeación y gestión del territorio.

• Los espacios de participación ciudadana en la gestión del territo­
rio mexicano.

• Algunos elementos que pueden contribuir a fortalecer los espacios 
e instrumentos de la participación ciudadana en los procesos de 
planeación y gestión del territorio local.

Territorio, participación ciudadana 
y calidad de la democracia

En la última década del siglo XX, aceptando que la democracia repre­
sentativa es la mejor forma de gobierno, comenzaron a percibirse cla­
ramente sus límites como arreglo institucional capaz de garantizar una 
mejor calidad de vida para el conjunto de la ciudadanía. Por ello, se 
inició el impulso de diferentes procesos en los que la participación 
ciudadana es vista como un componente fundamental para avanzar en 
la construcción de una democracia participativa, en la cual prevalezca 
en los procesos decisorios relaciones de cercanía y corresponsabilidad 
entre gobernantes—gobernados.

En América Latina, el tema del asociacionisino y la participación 
ciudadana ha adquirido nuevas y diferentes connotaciones en el m o­
m ento en que se inicia y /o  se avanza en varios países del área -Brasil, 
Argentina, México, Chile, U ruguay-, en el proceso de transición de­
mocrática como la salida de regímenes autoritarios. Los triunfos de 
partidos o coaliciones democráticas generaron nuevas demandas so­276
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cíales acompañadas de expectativas de participación, ya que para trans­
formar las frágiles democracias políticas aparecía como algo necesario 
incluir a la ciudadanía y a sus asociaciones en los procesos decisorios, 
en particular en las políticas públicas1.

En este contexto se desarrollaron diferentes marcos conceptuales 
otorgando centralidad a la participación ciudadana, pero para los fines 
de este trabajo interesa presentar tres perspectivas que vinieron a enri­
quecer los planteamientos de la investigación social, las prácticas de las 
organizaciones civiles o sociales, e inclusive el discurso gubernamental 
como las teorías deliberativas, la noción de capital social, y las preocu­
paciones sobre la governance y el buen gobierno, la nueva gobernanza 
local y regional y las redes participativas.

La noción de inclusión de la ciudadanía y esta revalorización de su 
capacidad asociativa desde el interior de las teorías deliberativas ofre­
cen un conjunto de elementos que perm iten comprender ¿cuál es la 
naturaleza y los alcances de esta acción social en el camino de otorgar 
calidad a la democracia?1 2

Las teorías deliberativas, en particular los desarrollos de Habermas 
(1996), consideran a los ciudadanos como portadores de un espíritu 
cooperativo, con cierta capacidad de manejar información, construir una 
opinión pública fundamentada, y manifestar su decisión de participar en 
la deliberación y la adopción de decisiones públicas. Según estas con­
cepciones, la asociación y la participación ciudadana pueden otorgar 
mayor eficacia a las políticas públicas al participar los ciudadanos en los 
procesos de asignación de recursos, en el establecimiento de prioridades, 
y en el control sobre la transparencia y /o  la rendición de cuentas.

Pero además, desde esta perspectiva, la participación de los ciuda­
danos en las decisiones públicas encierra un valor pedagógico (Toc-

1 Cabe señalar que en los regímenes militares de la década de los setenta, como el chile­
no, se ha apelado a la participación ciudadana como una forma de despolitizar a la ciu­
dadanía, incluyéndola en programas en tanto individuos con demandas particulares en 
el marco de la adopción de políticas neoliberales.

2 Sobre diferentes marcos conceptuales que desde el debate sobre la democracia introdu­
cen la participación ciudadana, véase entre otros Salazar (2004).
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quevüle 1998), en tanto el espacio local se constituye en una instan­
cia de aprendizaje de la democracia, desde donde el ciudadano com­
prende sus derechos y obligaciones y la lógica de las reglas democrá­
ticas y de las instituciones.

De esta forma, se valoriza tanto las capacidades del ciudadano co­
mo de los órganos de gobierno local, y se ofrece como clave para in­
terpretar estos procesos el hecho que la relación entre gobierno-ciu­
dadanía es una relación de proximidad, lo que permite generar más 
información y control social, lo cual constituye un prim er escalón en 
la construcción de una cultura de la participación basada en la corres­
ponsabilidad.

Otro conjunto de ideas sobre el papel de la participación social o 
ciudadana están vinculadas a las preocupaciones por mejorar los resul­
tados de la aplicación de políticas públicas en la democracia. U n ejem­
plo son las investigaciones que realizó R obert Putnam (1993) en di­
ferentes regiones de Italia, quien se pregunta por qué el proceso de 
descentralización que se había impulsado en todo el país sólo fue exi­
toso en la región norte. La principal explicación, según este autor, ra­
dicaba que en esa sociedad local existe un importante capital social, 
organizaciones sociales y civiles, lazos de confianza y solidaridad que 
le im prim en a ese territorio características positivas para producir es­
tos cambios.

Es sabido que la noción de capital social había sido acuñada m u­
cho tiempo antes por el sociólogo francés Pierre Bourdieu, pero lo 
que Putnam comprueba es que las transformaciones que se han dado 
en el norte de Italia deben atribuirse a que los ciudadanos son porta­
dores de una cultura cívica y participan en organizaciones que cons­
tituyen el cimiento de la sociedad local. Esta existencia de un capital 
social es lo que hace que “la democracia funcione” título del libro de 
este autor. Sin embargo, recientemente M ark Warren (2001) preocu­
pado por analizar el vínculo entre la democracia y las asociaciones, co­
rrige esta apreciación en el sentido de que con la presencia de estas 
formas de organización social lo que puede lograr es que funcione 
mejor el gobierno, más que la democracia.
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De todas formas lo que interesa recuperar de estas concepciones es 
la revalorización que se hace del capital social cuando se trata de me­
jorar las funciones del gobierno y de la democracia,y el hecho de que 
inclusive los organismos financieros internacionales y la Secretaria de 
Desarrollo Social (SEDESOL) en México, incorporaron estas aprecia­
ciones en sus programas y en sus discursos.

Una tercera corriente se inscribe en las preocupaciones por el 
“buen gobierno” que también revaloriza la participación de la ciuda­
danía en las decisiones públicas. La misma surge alrededor del debate 
sobre el significado de la governance y la gobernabilidad (Ziccardi 
1994c). El primero es un término para el cual no existe traducción, 
pero que fue ampliamente incorporado en el marco conceptual de la 
administración pública y de los organismos financieros internacionales 
para hacer referencia a la función o capacidad de gobernar. Los indi­
cadores para medir esta capacidad pasaron a ser eficiencia, eficacia, ac­
countability y transparencia en la gestión pública. Mientras que la go­
bernabilidad se inscribe en los estudios de la ciencia política como res­
puesta a la necesidad de generar nuevas condiciones sociales y políti­
cas que permitiesen superar la ingobernabilidad generada, desde mitad 
de los años setentas, por la crisis del modelo de estado de bienestar que 
presentaban las democracias consolidadas. En este contexto, la partici­
pación de la ciudadanía es ampliamente revalorizada como comple­
mento de la participación política con la idea de que la inclusión en 
los procesos decisorios y en las políticas públicas permitiría obtener 
mejores resultados.

Estas conceptualizaciones fueron particularmente útiles para anali­
zar el desempeño del “buen gobierno local”, agregando a los indica­
dores de eficacia, eficiencia y rendición de cuentas, la participación 
ciudadana (Saltalamacchia y Ziccardi 2005). Desde esta perspectiva se 
realizaron diferentes estudios sobre gobiernos locales en México po­
niendo particular atención en la forma como los gobiernos de las ciu­
dades mexicanas gestionaban su territorio y procesaban las demandas 
de la ciudadanía (Ziccardi 1995a). 279
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En esta misma línea se inscriben los trabajos de Joan Prats (2004), 
quien citando a Koiman, señala que el consenso logrado en torno a la 
eficacia y la legitimidad del actuar público se fundamenta en la cali­
dad de la interacción entre los diferentes niveles de gobierno y la in­
teracción que existe entre estos y las organizaciones empresariales y 
de la sociedad civil. Para este autor los nuevos modos de gobernar en 
los que se plasman estas ideas tienden a ser reconocidos como “nueva
0 moderna gobernanza, o gobierno en red”, donde lo fundamental no 
es focalizarse en el gobierno sino en la interacción, en la gerencia en 
red, en las relaciones entre actores público-privado-civil. Este autor 
plantea una modalidad específica de gobernanza que son las relacio­
nes regionales-locales que han llevado a formular en España estrate­
gias sectoriales o diferenciadas en las que la interdependencia entre 
ciudades y territorios se define en función de una determinada pro­
blemática (sostenibilidad, energía, movilidad, etc.), en cuyo interior 
juega un papel relevante la participación activa de los actores (Pascual
1 Esteve 2004).

U na nueva interpretación de la noción governance es la ofrecida por 
quienes consideran que este concepto está relacionado con el “go­
bierno en red”, es decir un sistema de actores diversos que actúan en 
el marco de redes plurales (Blanco y Gomá 2002). También hace re­
ferencia a una nueva posición de poderes públicos en los procesos de 
gobierno, la adopción de nuevos roles, y la utilización de nuevos ins­
trumentos. Pero desde esta perspectiva la governance constituye un po­
tente polo de cambios en su dimensión territorial en el contexto de 
la globalidad. Así, en los espacios locales, por un lado se da una politi­
zación de los gobiernos locales, nuevas agendas y nuevos roles estra­
tégicos, y por otro, la configuración en redes participativas horizonta­
les y el gobierno multinivel. A partir de ello, estos autores realizan una 
relectura de procesos tales como la planeación estratégica de las ciu­
dades o el presupuesto participativo, lo cuales constituyen im portan­
tes instrumentos participativos aplicados en la planeación y gestión de 
territorios gobernados por fuerza políticas de izquierda en América 
Latina (particularmente Brasil) y en España.
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Es decir, desde estas perspectivas se avanza en la identificación de 
nuevos espacios públicos (redes público-privado-civil) y nuevos ins­
trumentos de participación ciudadana que permiten otorgar mayor 
eficacia a la acción gubernamental sobre el territorio.

Así, en la búsqueda de otorgar calidad a la democracia representa­
tiva se observa particularmente la relación gobierno-ciudadanía, y el 
distanciamiento entre representantes y representados es visto como 
una de las principales causa de la ineficacia de esta forma de gobierno 
para mejorar la calidad de de vida del conjunto de la ciudadanía. De 
esta forma, la participación ciudadana concebida como diferentes 
prácticas de inclusión de la ciudadanía en procesos de planeación y 
gestión pública es valorizada, creándose muchas expectativas respecto 
a la participación y la posibilidad de obtener mejores resultados de las 
políticas públicas.

Conviene aclarar entonces que, aunque los términos participación 
social y participación ciudadana suelen usarse indistintamente, en este 
trabajo se opta por reservar el térm ino “participación ciudadana” para 
hacer referencia a las formas de inclusión de la ciudadanía en las deci­
siones públicas (Ziccardi 1998a); es decir, la participación ciudadana 
supone una relación entre los ciudadanos y las autoridades guberna­
mentales, que en el contexto antes descrito, implica cambios en su 
misma naturaleza porque genera interacción entre actores público- 
-privados-sociales, y que en algunos casos, adquiere una forma multi- 
modal en red, de interdependencia, la cual requiere una nueva institu- 
cionalidad del aparato gubernamental.

Ahora bien, en el contexto mexicano cabe preguntarse ¿cuáles son 
las condiciones que ofrecen las ciudades y regiones mexicanas para 
que, en el marco de consolidación de la democracia, se abran nuevos 
espacios de participación ciudadana y nuevas formas de interacción 
entre actores sociales e institucionales que permitan lograr una mayor 
eficacia en el diseño e implementación de las políticas públicas que se 
aplican en el territorio?

Quizá lo primero que debe decirse es que para que la participación 
ciudadana sea efectiva es necesario que existan dos tipos de compo­ 281
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nentes, por un lado la voluntad política de quienes gobiernan en el es­
pacio local para abrir canales de participación a la ciudadanía, y por 
otro, que se elaboren y adopten diseños o metodologías participativas. 
Sin duda, la participación ciudadana tiene un fuerte componente po­
lítico (no necesariamente partidario), pero la participación ciudadana 
no es igual ni reemplaza a la participación política, sino que más bien 
la complementa y /o  la activa. Sin embargo, en sociedades donde el 
autoritarismo ha impedido que los ciudadanos sean portadores de una 
cultura democrática, la participación autónoma de la ciudadanía en el 
interior de los proceso decisorios, el aprender a participar democráti­
camente, difícilmente será un proceso espontáneo garantizado a través 
de una amplia convocatoria o por la presencia de algún liderazgo lo­
cal, por lo tanto, es necesario plantearse el elaborar un diseño partici- 
pativo que contribuya a lograr este objetivo de acuerdo con las carac­
terísticas que se tenga de los actores y del gobierno locales que actúan 
en el territorio.

La participación ciudadana como su nombre lo indica requiere de 
la presencia de ciudadanos activos. En México, la construcción de ciu­
dadanía es una tarea en marcha y se advierte aún un marcado déficit 
de cultura cívica. Además, es un proceso que no sólo ha sido lento si­
no parcial, es decir, se ha construido una ciudadanía fragmentada. Los 
derechos civiles, sociales y políticos son plenamente ejercidos sólo por 
algunos ciudadanos, mientras que un amplio conjunto social para efec- 
tivizarlos debe reclamarlos desde su participación en organizaciones 
sociales y /o  civiles. Precisamente, son estas organizaciones de la socie­
dad las que han contribuido a lograr un ejercicio más pleno de la ciu­
dadanía en el territorio local, garantizando el acceso a la educación, la 
salud, los bienes y servicios básicos como la vivienda, los equipamien­
tos y la infraestructura, o para la defensa de la calidad del medio am­
biente o la protección del patrimonio histórico y arquitectónico.

Por lo general, detrás de estos procesos protagonizados principal­
mente por las clases populares, suele haber un gran esfuerzo colectivo 
de la ciudadanía y de los gobiernos locales, los cuales tienen baja ca­
pacidad de dar respuesta para atender las demandas sociales, principal­
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mente por disponer de limitadas capacidades financieras y humanas. 
Además, las relaciones que se construyeron durante muchas décadas, 
entre gobernantes y gobernados, han estado caracterizadas por la con­
frontación o por la subordinación de los sectores populares a prácticas 
clientelares que politizaban el ejercicio de los derechos básicos, con lo 
cual incorporar valores y prácticas democráticas en los procesos de pla­
neación y gestión del territorio continua siendo en muchos sentidos 
un reto que debe enfrentar cada sociedad y cada gobierno local.

Sin embargo, actualmente existe cierto consenso sobre la importan­
cia de que los ciudadanos se involucren en diferentes etapas de la tarea 
de gobernar. Los resultados de la Encuesta Nacional sobre Correspon­
sabilidad y Participación Ciudadana realizada por Berumen en el 2003, 
indican que las dos terceras partes de los encuestados opinan que el go­
bierno debe buscar soluciones junto con la gente para resolver los pro­
blemas de la pobreza; que la mitad ha participado principalmente apor­
tando trabajo para mejorar el lugar donde vive, en la escuela o en sus 
fiestas religiosas, y que algo más de la mitad ha participado en juntas de 
vecinos o asociaciones de colonos. Es decir, pareciera que existe un 
considerable consenso social y también un registro de prácticas exito­
sas que ponen de relieve la importancia de incorporar a la ciudadanía 
en los procesos decisorios del ámbito gubernamental, a fin de lograr 
mayor cohesión social y más eficacia en las políticas públicas.

Sin embargo, en el aparato gubernamental y con cierta indepen­
dencia del partido que lo controla, suele existir resistencia a abrir las 
compuertas de la participación ciudadana. Esta falta de convencimien­
to sobre la importancia de movilizar a la ciudadanía a través de las más 
variadas formas de acción pública, la comparten también los partidos 
políticos que suelen percibir a la participación ciudadana como una 
competencia a la participación política más que como un complemen­
to que puede contribuir a mejorar las relaciones gobierno-ciudadanía, 
y por esa vía, mejorar también la calidad de vida en el territorio.

Por ello, si bien en el marco legal y normativo, y en el discurso de 
los diferentes ámbitos de gobierno (federal, estatal y municipal) se in­
cluyen de manera recurrente, y cada vez más elaboradas, referencias so­ 283
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bre el papel que puede jugar la participación ciudadana en los proce­
sos decisorios, en los hechos no está claro que existan aun condicio­
nes que permitan crear un clima de confianza y credibilidad entre au­
toridades y ciudadanía que se traduzca en corresponsabilidad. Para in­
volucrar a la ciudadanía de manera activa y comprometida en las de­
cisiones públicas, un prim er paso es capacitar a los funcionarios y a la 
población para que valoren positivamente el debate, la deliberación y 
el pluralismo como componentes centrales de la democracia.

Pero aceptando que para hacer efectiva la participación ciudadana 
el espacio local es potencialmente poderoso, en la actualidad, en los 
programas gubernamentales que se dirigen a mejorar la calidad de vi­
da y del medio ambiente en el territorio, los ciudadanos son conce­
bidos e incorporados en los mismos, principalmente en su carácter de 
beneficiarios y como contralores sociales. N o obstante que estos son 
papeles acotados, debe reconocerse que, sin duda, existen mejores 
condiciones para que la población participe en el ámbito del territo­
rio en que habita, puesto que existe mayor información y transparen­
cia en el actuar gubernamental, requisitos que perm iten avanzar en la 
democratización de la gestión gubernamental y hacer de ésta una ges­
tión pública. Por otra parte, como se verá, se realizan algunos esfuer­
zos para mejorar el diseño y /o  las metodologías participativas desde 
diferentes instancias gubernamentales y aunque los mismos por ahora 
tienen alcances limitados, contribuyen a poner en evidencia la inexis­
tencia de nuevas reglas del juego y de una nueva institucionalidad que 
garanticen el ejercicio de los derechos sociales de la ciudadanía.

En el México del siglo XXI se registra un amplio conjunto de ex­
periencias sobre formas nuevas de relación gobierno-ciudadanía, las 
cuales perm iten avanzar en la construcción de una democracia parti- 
cipativa y que han sido recuperadas y documentadas de manera siste­
mática3. Pero justamente si se revisan estas experiencias, se advierte 
que se avanza muy lentamente, tanto en los procesos de construcción
3 Por ejemplo los casos registrados en los concursos organizados por el IFE para premiar 

experiencias de participación comunitaria, y el Premio CIDE -  Fundación Ford de 
mejores prácticas municipales.
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de una ciudadanía plena, como de creación de nuevas redes de actua­
ción entre actores públicos, privados y sociales involucrados en la po­
lítica pública.

U n indicador de ello es que en México, a inicios del siglo XXI, las 
principales experiencias de participación están directamente vincula­
das a demandas y programas de creación y acceso a infraestructura y 
servicios básicos, incluida la realización de obras públicas esenciales 
(banquetas, calles, etc.). Este déficit de bienes colectivos básicos del te­
rritorio es el principal móvil, por lo menos en un principio, para la 
constitución y desarrollo de las organizaciones comunitarias que ac­
túan en el ámbito local. Sin duda, sus protagonistas provienen predo­
minantemente de las clases populares y son hombres y mujeres, tanto 
del medio urbano como rural, que ofrecen un cúmulo de experien­
cias sobre la intensa acción pública que han desarrollado en sus colo­
nias, sus barrios, sus municipios o su región, para mejorar sus condi­
ciones de trabajo y de vida. Sin embargo, las mismas son acotadas en 
el espacio y el tiempo, difícilmente repetibles, e inclusive existen m u­
chos obstáculos para garantizar que se consoliden.

En este sentido, es útil recurrir a los planteamientos de Marshall y 
Bottomore (1998) quienes identificaron tres dimensiones del concep­
to de ciudadanía, la civil, la política y la social; las cuales fueron con­
quistadas por los ciudadanos en el capitalismo en diferentes etapas his­
tóricas. En México, como en los demás países de América Latina, aun­
que en diferentes grados, el ejercer plenamente cada una de estas di­
mensiones encontró fuertes obstáculos. Pero puede decirse que en el 
siglo X X  se efectivizó la construcción de la ciudadanía civil y políti­
ca, aun reconociendo que determinados grupos sociales no tienen ga­
rantizado su ejercicio plenamente. Pero la construcción de la dimen­
sión social de la ciudadanía -que el modelo de estado de bienestar 
consagró desde la posguerra— se desarrolló de manera más limitada, ga­
rantizando el Estado mexicano el derecho a hacer efectivos los prin­
cipales derechos sociales (educación, salud y vivienda) a los trabajado­
res que logran insertarse como asalariados, mientras que grandes ma­
yorías deben aceptar participar en el mercado de trabajo informal y en
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procesos políticos para acceder a estos bienes y servicios básicos en el 
territorio que habitan. De esta forma, para estos grupos la construc­
ción de la ciudadanía social representa un proceso condicionado a la 
práctica política.

Es de esperar que en el camino de consolidar la democracia repre­
sentativa y otorgarle calidad con procesos propios de la democracia 
participativa, se inaugure una nueva gobernanza que haga de los pro­
cesos de planeación y gestión del territorio local un detonador para 
fortalecer el capital social y avanzar a la construcción plena de la ciu­
dadanía. Para ello, es importe conocer el marco legal y normativo que 
contempla diferentes espacios de participación de la ciudadanía en 
procesos de planeación y gestión del territorio.

El marco legal y normativo que rige la participación 
ciudadana en acciones públicas del territorio

En México, el marco legal y normativo de los procesos de planeación 
y gestión del territorio mexicano fiie creado desde mediados de los 
años setenta, y durante toda la década de los ochentas fiie ampliado. 
Es el período en que la planeación, y en particular la planeación te­
rritorial, fue introducida en el discurso y en las prácticas gubernamen­
tales como un instrumento de gobierno y como parte de un proceso 
de modernización de la administración pública. Sin embargo, en la 
década siguiente, él mismo prácticamente no tuvo modificaciones 
hasta que los procesos de profiindización de la democracia comenza­
ron a reclamar un nuevo marco para norm ar las relaciones gobierno- 
ciudadanía en el territorio.

La creación de la institucionalidad que acompañó a este proceso se 
inició en 1976, cuando se instituye la Secretaria de Asentamiento H u­
manos y Obras Públicas (SAHOP) respondiendo a las preocupaciones 
que generaba el intenso crecimiento urbano registrado en las ciuda­
des, el cual estaba acompañado de graves problemas —déficit de suelo 
y vivienda, baja calidad de las nuevas viviendas, ausencia de servicios286
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y equipamientos básicos-. Esta secretaría file la encargada de elaborar 
el Programa Nacional de Desarrollo Urbano, el Programa Nacional de 
Vivienda y miles de planes de centros de población. Su transformación 
en el siguiente sexenio en Secretaria de Desarrollo Urbano y Ecolo­
gía (SEDUE), y posteriormente en Secretaria de Desarrollo Social 
(SEDESOL), indica cómo de manera gradual la planeación normativa 
del territorio fue perdiendo legitimidad en el interior de la práctica 
gubernamental del ámbito federal. Mientras esto ocurría, el tema am­
biental adquiría mayor importancia en el interior de las políticas pú­
blicas creándose la Secretaria del Medio Ambiente y Recursos N atu­
rales (SEMARNAP, denominada SEMARNAT en el gobierno de Vi­
cente Fox). El tema de la participación ciudadana en los programas de 
estas instancias de gobierno fue incorporado desde el inicio en el dis­
curso gubernamental, sin embargo, como luego se verá en el los he­
chos, los resultados son bastante limitados.

La cuestión regional en cambio, atravesó un camino institucional 
diferente. A inicios de los años setenta la oficina de la presidencia se 
encargaba de incorporar el desarrollo regional en el interior de las po­
líticas públicas, y posteriormente será la Secretaria de Programación y 
Presupuesto donde se localizan las instancias encargadas de incorporar 
la dimensión regional del desarrollo. Pero la dimensión regional fue 
perdiendo importancia gradualmente en el interior de las políticas pú­
blicas hasta que, en el actual sexenio, se crea en la presidencia de la re­
pública un Grupo Interinstitucional para la Ordenación del Territorio 
en el que participaron las secretarias vinculadas a esta temática, así co­
mo representantes de todos los órdenes de gobierno, organizaciones de 
la sociedad civil y gremiales, así como instituciones académicas y de 
educación superior. En la agenda de este Grupo se incluyó el incor­
porar a la ciudadanía en las tareas futuras de ordenamiento territorial. 
Si bien en estas perspectivas regionales también se apela a la participa­
ción ciudadana, las experiencias que se registran suelen ser puntuales 
y con pocas posibilidades de consolidarse.

Debe reconocerse que el marco legal del desarrollo urbano, el desa­
rrollo regional y el ordenamiento territorial, propició la apertura de 287
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nuevos espacios a la participación ciudadana, pero la naturaleza de esta 
participación ha respondido a las diferentes concepciones que prevale­
cieron en diferentes períodos, entre los cuales pueden identificarse:

• El período que inicia a mediados de la década de los años setenta 
y que se extiende hasta entrada la década de los noventa, durante 
el cual el régimen político de partido hegemónico creó un amplio 
y fuerte aparato burocrático y utilizó mecanismos clientelares pa­
ra vincular a las élites política y burocrática con la ciudadanía y las 
organizaciones populares vinculadas al partido gobernante. Esto 
llevó a que en México los procesos de poblamiento popular, a di­
ferencia de lo ocurrido en otros países de América Latina, fuesen 
tolerados y en algunos casos inclusive promovidos por el partido 
gobernante, y que el gobierno asumiese lenta y gradualmente la 
provisión y distribución de bienes y servicios básicos. El resultado 
fue que después de varias décadas de vivir en la precariedad se dio 
una consolidación de estos barrios o colonias populares periféri­
cos y que con sus trabajos se mejorasen las condiciones de vida de 
las familias que allí vivían. Pero, también debe decirse que muchos 
procesos de poblamiento popular fueron producto de la lucha de 
organizaciones sociales autónomas y del trabajo familiar y colecti­
vo con el cual se logró su consolidación y mejoramiento en el me­
dio urbano.

• El período en el país avanzó de manera más rápida en el proceso 
de democratización de su sistema político, el cual puede ubicarse 
en el momento en que los partidos políticos de oposición recla­
man la creación de una institución —el Instituto Federal Electoral- 
encargada de crear reglas que permitiesen transparentar y otorgar 
credibilidad al proceso electoral; se dan los primeros procesos de 
alternancias política, primero en el espacio municipal, luego en los 
estados, y finalmente en la presidencia de la república. Fue en el 
ámbito local donde se presentan las primeras experiencias de al­
ternancia en el control del ejecutivo local, las cuales se apoyaron288
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sin duda en el trabajo realizado por muchas organizaciones socia­
les y civiles que actuaban en el territorio, particularmente de las 
ciudades mexicanas (Ziccardi 1995a).

• En este período las organizaciones sociales y civiles crecieron y se 
multiplicaron, se vincularon a los partidos políticos de oposición 
contribuyendo a que en la capital del país, en 1997, se diera el 
triunfo del Partido de la Revolución Democrática (PRD) y que 
posteriormente en el año 2000 el Partido Acción Nacional ganase 
las elecciones a la presidencia de la república. Sin duda, uno de los 
saldos de estos procesos de alternancia que contribuyeron a conso­
lidar la frágil democracia mexicana fue precisamente que las con­
cepciones sobre la forma de gobernar el territorio nacional —la fe­
deración, los municipios y los estados— comienzan a transformarse, 
lo cual exige un nuevo marco legal que permita sentar las bases pa­
ra que se pueda canalizar el potencial que tiene organización social 
para actuar de manera corresponsable con las autoridades en el in­
terior de las instituciones gubernamentales.

En este contexto interesa presentar a manera de síntesis el marco legal 
que rige la inclusión de la ciudadanía en las decisiones públicas que in­
ciden sobre el territorio. En este sentido debe hacer mención a los ar­
tículos de la máxima ley de la república, la Constitución Política de los 
Estados Unidos Mexicanos, así como a otras leyes y programas que ri­
gen la planeación y gestión del territorio.

El marco legal para la participación ciudadana en 
la acción pública sobre el territorio

En la actualidad el marco legal mexicano de la planeación y /o  gestión 
del territorio incluye un amplio conjunto de referencias que rigen la 
participación de la ciudadanía en actos de gobierno y decisiones pú­
blicas. En el país, son varias las leyes federales y estatales vigentes en las 289
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cuales se hace referencia explícita al derecho de las comunidades y 
pueblos a organizarse de manera autónoma para participar en la vida 
social y política.

Pero lo fundamental son los contenidos de varios artículos de la 
Constitución Política, en los que se establece la importancia que po­
see la organización social de los mexicanos. Así, en el artículo 2 se re­
conoce y se garantiza a los pueblos y comunidades indígenas el dere­
cho a su Ubre determinación y a su autonomía para decidir sobre sus 
formas de convivencia y organización social, económica, política y 
cultural. En el artículo, se concibe a la democracia no solamente co­
mo una estructura jurídica y un régimen político, sino como “un sis­
tema de vida fundado en el constante mejoramiento económico, so­
cial y cultural del pueblo” . En el artículo 6 establece que el derecho 
a la información será garantizado por el Estado, y en el artículo 8, que 
la responsabilidad del gobierno de garantizar los derechos constitucio­
nales de la ciudadanía a ser informada del uso de los recursos públi­
cos y presentar peticiones, quejas y denuncias.

El artículo 26 de la Constitución hace referencia al sistema de pla- 
neación democrática del desarrollo nacional, reconociendo la consul­
ta y participación de los diversos sectores sociales para recoger las as­
piraciones y demandas de la sociedad; el artículo 115 rige la vida m u­
nicipal y, en el mismo, se establece que es facultad de este ámbito de 
gobierno la planeación del territorio y el suministro de un amplio nú­
mero de servicios, pero se señala también la necesidad de organizar la 
administración local asegurando la participación vecinal y ciudadana.

Es decir, en la Constitución de la república queda claramente es­
tablecido el derecho de la ciudadanía y sus organizaciones a la parti­
cipación, la obligación de consultar a la ciudadanía en los procesos de 
planeación y desarrollo democráticos, así como también la responsa­
bilidad del gobierno de garantizar el derecho a la información y al 
ejercicio de la queja.

En relación a las leyes federales que rigen la planeación y gobier­
no en el territorio la principal es la Ley de Asentamientos Humanos, 
aprobada el 26 de mayo de 1976. En su artículo 6o establece que las
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autoridades de los municipios, de las entidades federativas y de la fe­
deración, promoverán la participación de los distintos grupos sociales 
que integran la comunidad a través de sus organismos legalmente 
constituidos, en la elaboración de los planes que tengan por objeto la 
ordenación de los asentamientos humanos según lo establezcan las le­
yes locales y lo dispuesto en la presente ley. Esta ley file el principal 
sustento de la intensa práctica de planeación normativa que se desa­
rrolló desde la SAHOP, y la misma fiie modificada el 21 de julio de 
1993, para adecuarla a otras modificaciones legales introducida, prin­
cipalmente en la Ley Orgánica de la Administración Pública Federal 
de 1992, ampliando considerablemente las funciones de la participa­
ción ciudadana en los procesos de desarrollo urbano y de constitución 
y crecimiento de los centros de población.

Así, en el artículo 3o la Ley de Asentamientos Humanos vigente es­
tablece la participación social en la solución de los problemas que ge­
nera la convivencia de los asentamientos humanos, y en el artículo 8 
señala que le corresponde a las entidades federativas promoverla. Tam­
bién le corresponde a la Secretaria promover la participación social en 
la elaboración, actualización y ejecución de programas o planes estata­
les y municipales de desarrollo urbano de acuerdo a lo dispuesto en la 
Ley de Planeación (artículo 15). Pero es en los artículos 48, 49 y 50 
donde se especifica el papel que cumplirá la participación social al es­
tablecer que le corresponde a la federación, las entidades federativas y 
los municipios, a proveer los sectores público, social y privado, y reali­
zar acciones concertadas que propicien la participación social en la 
fundación, conservación, mejoramiento y crecimiento de los centros 
de población (artículo 48).

Asimismo, fija amplios márgenes para la participación social en la 
formulación, modificación evaluación y vigilancia del cumplimiento 
de los planes y programas de desarrollo urbano, la determinación y 
control de la zonificación, usos y destinos de predios de los centros de 
población, el financiamiento, construcción y operación de proyectos 
de infraestructura, equipamiento y prestación de servicios públicos ur­
banos, la protección del patrimonio cultural y la preservación del me­ 291
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dio ambiente de los centros de población, entre otros elementos. Por 
otra parte, indica que la federación, las entidades federativas y los m u­
nicipios promoverán la constitución de agrupaciones comunitarias 
que participen en el desarrollo de los centros de población bajo cual­
quier forma jurídica (artículo 50).

Otra ley de principios de los ochenta que expresa la intencionali­
dad de otorgar racionalidad a la acción gubernamental es la Ley de 
Planeación Federal de enero de 1983, cuyo capítulo III está dedicado 
a la participación social en la planeación. En el artículo 20 se estable­
ce que en el ámbito del sistema de planeación democrática tendrá lu­
gar la participación y consulta de los diversos grupos sociales con el 
propósito de que la población exprese sus opiniones para la elabora­
ción, actualización, y ejecución del Plan y los programas a que se re­
fiere esta ley. Además, reconoce como órganos de consulta perm anen­
te a las organizaciones representativas de los obreros, campesinos y 
grupos populares, de las instituciones académicas, profesionales y de 
investigación de los organismos empresariales, las comunidades indí­
genas y de otras agrupaciones sociales,

Pero a la ley de planeación se agregó la Ley Federal de Vivienda 
del 7 de febrero de 1984, según la cual se establecía el apoyo a la cons­
trucción de la infraestructura de servicios para la vivienda a través de 
la participación organizada de la comunidad (artículo 2), en donde las 
normas propiciarán la participación de la población beneficiada en la 
producción y mejoramiento de su vivienda (artículo 38), y la concer- 
tación de la administración pública federal en materia de vivienda con 
grupos y organizaciones sociales y privados con el objetivo de promo­
ver “la participación de la comunidad en la gestión, ejecución y eva­
luación de proyectos habitacionales” (artículo 64.11). Posteriormente 
se aprueba la Ley General del Equilibrio Ecológico y la Protección al 
Ambiente, que establece que el ordenamiento ecológico será conside­
rado en la fundación de nuevos centros de población, la creación de 
reservas territoriales, y la determinación de los usos, provisiones y des­
tino del suelo urbano; y en materia de participación ciudadana prevé 
la creación de Consejos de Desarrollo Sustentable.

292
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Por otra parte, al reformarse durante el gobierno de Carlos Salinas 
de Gortari el artículo constitucional 27, se expidió un nueva Ley 
Agraria según la cual disminuyó la participación de las autoridades 
agrarias en todos los actos celebrados por las comunidades y ejidos, 
con lo que se asegura la libertad de los ejidatarios y comuneros deci­
dan el uso y destino de sus tierras. En esta ley, se establece que le co­
rresponde a la Asamblea del ejido o comunidad delimitar las tierras del 
área necesaria para el desarrollo de la vida comunitaria del ejido, la re­
serva, y la superficie para los servicios.

Pero como ya se adelantó en este trabajo, la democratización del 
sistema político que creó las condiciones para la alternancia política en 
los diferentes ámbitos de gobierno y la necesidad de establecer nuevas 
relaciones entre gobierno-ciudadanía, ha requerido adecuar el marco 
legal existente. En este sentido, entre las leyes federales más recientes 
que promueven la participación ciudadana y que deben aplicarse en 
los programas destinados al ordenamiento territorial, al desarrollo re­
gional y al desarrollo urbano, destaca la Ley General de Desarrollo So­
cial del 20 de enero del 2004, que en su artículo 3? establece que la 
Política de desarrollo social se sujetará a diferentes principios, entre los 
cuales menciona: la participación social como el derecho de las perso­
nas y organizaciones a intervenir e integrarse individual y colectiva­
mente en la formulación, ejecución, y evaluación de las políticas, pro­
gramas y acciones de desarrollo social (inciso V).

En los artículos 11,38,43 y 44 establece la necesidad de garantizar 
las formas de participación social y fomentar la participación de las 
personas, familias, organizaciones, y en general del sector social y pri­
vado en el desarrollo social. También señala que les corresponde a los 
gobiernos de las entidades federativas y a los ayuntamientos en el ám­
bito de su competencia, fomentar la organización y la participación 
ciudadana en los programa de desarrollo social (art. 44 y 45). Al mis­
mo tiempo, crea el Consejo de Desarrollo Social que es el órgano con­
sultivo de la Secretaria de participación ciudadana y conformación 
plural, que tiene por objeto analizar y proponer programas y acciones 
que inciden en el cumplimiento de la Política Nacional de Desarrollo 293
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Social, y que debe impulsar la participación de las ciudadanía en el se­
guimiento, operación y evaluación de la Política Nacional de Desa­
rrollo Social (artículo 55, Inciso II).

Pero es el capítulo VI el que está dedicado a la participación social, 
y en su artículo 61 establece que el gobierno federal, de los estados, y 
municipios, deben garantizar el derecho de los beneficiarios y de la 
sociedad a participar de manera activa en la planeación, ejecución, 
evaluación y supervisión de la política social. En los artículos 62 a 66 
define la manera como el gobierno debe actuar para promover la par­
ticipación, realizando convocatorias públicas para invitar a las organi­
zaciones, e inclusive, otorgándoles fondos públicos para operar progra­
mas sociales propios.

El capítulo VIII está dedicado a la Contraloría Social, reconocien­
do en el artículo 69 que se trata de un mecanismo de los beneficia­
rios de manera organizada para verificar el cumplimiento de las me­
tas y la correcta aplicación de los recursos públicos asignados a los pro­
gramas de desarrollo social, para lo cual el gobierno federal le facilita­
rá el acceso a la información necesaria para el cumplimiento de sus 
funciones (artículo 71).

También debe mencionarse la ley federal que rige el Fomento a las 
Actividades Realizadas por las Organizaciones de la Sociedad Civil, y 
una ley que contribuye a ampliar las facultades de la ciudadanía para 
participar en las decisiones públicas concretando un derecho recono­
cido en la Constitución que es la Ley Federal de Transparencia y Ac­
ceso a la Información Pública, del 11 de junio del 2002, que llevó a la 
creación del Instituto Federal del Acceso a la Información (IFAI). Esta 
ley en el artículo 4 establece que su objetivo es proveer lo necesario 
para que toda persona pueda tener acceso a la información, así como 
transparentar la gestión pública mediante la difusión de información. 
En este sentido, esta ley garantiza a la ciudadanía el acceso a la infor­
mación que es el prim er requisito para la participación ciudadana.

A ello se agregan otro conjunto de leyes del ámbito federal que 
también incluyen la promoción de la participación ciudadana para el 
cumplimiento de sus objetivos social o institucionalmente partícula-
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res, tales como la ley de la Comisión Nacional para el Desarrollo de 
los Pueblos Indígenas del 21 de mayo del 2003; la Ley de los Derechos 
de las Personas Adultas Mayores del 25 de junio del 2000; la Ley del 
Instituto Nacional de las Mujeres; del Sistema Nacional de Asistencia 
Social; la Ley de Protección de los Derechos de las Niñas y Niños 
Adolescentes, por mencionar las más importante. Además, en algunas 
entidades federativas (p.e. Jalisco), y en el Distrito Federal, existen le­
yes de participación ciudadana que operan en el ámbito local, es de­
cir, leyes que ofrecen lincamientos particulares para regir las formas de 
incorporación de la ciudadanía en las decisiones públicas.

Finalmente, cabe mencionar que el 29 de noviembre del 2005, la 
Cámara de Senadores aprobó una iniciativa de modificaciones a la Ley 
de Planeación y a la Ley de Presupuesto, Contabilidad y Gasto Públi­
co en materia de desarrollo regional que plantea el marco legal para 
aplicar una nueva propuesta de desarrollo regional que sea integral, fe­
deralista, incluyente y participativa, que involucre a todos los actores 
del sector público, privado y social. En la misma se advierte que para 
lograr un desarrollo regional más equitativo y justo es indispensable 
garantizar la participación amplia de la sociedad en procesos de pla­
neación, ejecución y supervisión de las acciones públicas, a través de 
instituciones como las Agencias para el Desarrollo Regional.

Se agrega que en una sociedad cada vez más madura en términos 
políticos y democráticos se hace necesario abrir esos espacios a una re­
presentación más amplia, así como establecer reglas claras que faciliten 
la incorporación de la energía y capacidad de la sociedad en las tareas 
del desarrollo regional y comunitario.

Todo este marco legal permite afirmar que existe en México una 
amplia legislación sobre el desarrollo urbano, el desarrollo regional, y 
el ordenamiento territorial del ámbito federal, a la que se suma la le­
gislación de los estados, en la cual se establece el papel que debe ju ­
gar la ciudadanía en las decisiones públicas y que actualmente propi­
cia la creación de relaciones de corresponsabilidad entre gobierno y 
ciudadanía en los diferentes ámbitos de gobierno. Este marco norm a­
tivo de la planeación y gestión del territorio en cierta medida reto- 295
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ma estas formas de concebir la inclusión de la ciudadanía en los pro­
cesos decisorios, y especifica este papel que le compete en los dife­
rentes programas.

El marco normativo para la participación ciudadana 
en la acción pública sobre el territorio.

En el ámbito federal, los principales lincamientos relacionados con la 
participación de la ciudadanía en las políticas y  los programas públicos 
están contenidos en el Plan Nacional de Desarrollo 2001-2006, que 
ofrece el marco normativo en el cual deben inscribirse todos los pro­
gramas gubernamentales. El mismo, es elaborado por el gobierno fede­
ral previa consulta pública al inicio de cada administración, y en el del 
actual sexenio, se afirma que es producto de un amplio proceso de par­
ticipación ciudadana, y que ha sido de capital importancia en su elabo­
ración la participación de la sociedad civil que constituye una invitación 
a fortalecer el papel de los ciudadanos en la conducción del país, y que 
para que la participación friese lo más amplia, incluyente, y representa­
tiva, se consideraron distintas variables de la población para el diseño de 
los procesos utilizados y las herramientas para recabar opiniones.

Prácticamente en todos los rubros se hace referencia a la partici­
pación de la ciudadanía pero, en particular, es en el área de desarrollo 
social y humano donde se explícita que, junto  con la superación per­
sonal y el desarrollo de sus capacidades e iniciativas, se debe dar el for­
talecimiento de la participación social, en particular en materia de vi­
vienda. Se afirma también que debe lograrse el equilibrio de las re­
giones del país con la participación del gobierno y la sociedad civil, y 
se reconoce que la participación social en el diseño, instrumentación 
y evaluación de las políticas públicas es una necesidad. También se 
considera que, como parte del proceso de democratización, se abrirán 
mayores espacios a la participación activa de la ciudadanía.

De esta forma en el Plan Nacional de Desarrollo actual se amplia 
la participación ciudadana la cual no se restringe a las funciones de296
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consulta sino que se reconoce la necesidad de la participación social 
en el diseño, instrumentación y evaluación de las políticas públicas.

Siguiendo los lincamientos establecidos en el mismo se elaboró y 
aprobó el Programa Nacional de Desarrollo Urbano y Ordenación del 
Territorio (2001-2006), en el cual se afirma que la participación so­
cial se promoverá según criterios incluyentes de permanencia y plura­
lidad, y se generarán las instancias consultivas y ejecutoras de la políti­
ca de desarrollo urbano. Las asociaciones vecinales y las organizaciones 
sociales contribuirán para el fortalecimiento de las funciones de eva­
luación, control y vigilancia; también coadyuvarán al cumplimiento de 
los ordenamientos y las leyes que rigen el desarrollo y la operación del 
territorio urbano. Pero al mismo tiempo, se considera que se fomen­
tará la operación y la creación de instancias permanentes de participa­
ción social autónomas, con el fin de asegurar la operación de los m o­
delos de planeación y administración urbana participativa. De este 
modo, se fortalecerá la planeación consultiva y se garantizará su tran­
sición a modalidades ejecutivas, también se promoverá la operación y 
creación de instancias permanentes de participación social autónomas 
con el fin de asegurar la operación de los modelos de planeación y ad­
ministración urbana participativa.

Además, en tanto el desarrollo social atañe directamente a la cali­
dad de vida de la ciudadanía, a nivel federal se encuentran elementos 
directamente relacionados con la participación de la ciudadanía en el 
Programa Nacional de Desarrollo Social (2001-2006). En el mismo se 
propone fortalecer el tejido social a través de fomentar la participación 
y el desarrollo comunitario, y se afirma que es una manera de hacer 
política social donde la participación de la sociedad, particularmente 
de la población en condiciones de pobreza, es lo que más cuenta, que 
se trata de una acción compartida y fundamentada en la corresponsa­
bilidad, tanto de los beneficiarios como de sus organizaciones comu­
nitarias, sociales, productivas, culturales y ciudadanas. Para ello se pro­
pone recuperar las relaciones de cooperación existentes en las comu­
nidades y familias en términos de sus experiencias de desarrollo y la­
zos generadores de confianza, para que muchos hogares salgan de la 297
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pobreza y se constituyan en actores sociales participantes de la socie­
dad democrática.

Se afirma igualmente, que la participación activa de los propios ha­
bitantes de las regiones en los procesos de planeación participativa ge­
nerará la responsabilidad conjunta en las decisiones, el sentimiento de 
pertenencia al territorio, y el fortalecimiento del tejido social. Tam­
bién se pone énfasis en ampliar la participación de las mujeres en to ­
dos los niveles de decisión, desde las comunidades hasta los consejos 
de la política social, así como también las comunidades indígenas, los 
adultos mayores, y las organizaciones de la sociedad civil. Prevé la 
creación de mecanismos de evaluación y rendición de cuentas, y se­
ñala que para garantizar la participación de la ciudadanía, en las accio­
nes de planeación, gestión, evaluación y seguimiento del desarrollo 
urbano y regional se promoverán reformas al marco jurídico vigente.

En estos documentos se advierte claramente que en los enuncia­
dos de la política social, de desarrollo urbano y territorial, subyacen las 
ideas contenidas en las diferentes perspectivas teóricas expuestas en el 
prim er apartado de este trabajo, en particular el reconocimiento de la 
capacidad de la ciudadanía para participar activamente en las decisio­
nes públicas, la intención de ampliar el universo de quienes participan, 
así como también incluirlos en las diferentes etapas de las políticas pú­
blicas (diseño, implementación, evaluación), la creación de instrumen­
tos de información y transparencia, la creación de nuevo espacios co­
mo la contraloría social, y el adoptar modelos de planeación y admi­
nistración del territorio participativos.

Los espacios de participación ciudadana en
los procesos de planeación y gestión del territorio
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Durante mucho tiempo se ha insistido en que la fragilidad de la de­
mocracia mexicana se expresa de manera clara en el espacio local 
donde la cultura, las prácticas y los procesos decisorios gubernamen­
tales enfrentan muchos obstáculos para democratizarse. También se ha
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afirmado que los gobiernos locales son poco eficaces para el cumpli­
miento de sus dos principales funciones: de administración y gestión 
del territorio, y de gobierno político. A ello se suma la creencia de que 
las formas de participación ciudadana contribuyen a legitimar decisio­
nes gubernamentales previamente tomadas (Ziccardi 1995a). Pero sin 
duda, los avances en la consolidación de la democracia representativa 
generan nuevas expectativas para construir al mismo tiempo una de­
mocracia participativa que contribuya a otorgar calidad a esta forma 
de gobierno y permita alcanzar mejores condiciones de vida para el 
conjunto de la ciudadanía.

En este sentido, se registran ya diferentes experiencias de participa­
ción ciudadana en las política públicas, en los procesos de planeación del 
territorio en distintos ámbitos (regiones, ciudades, zonas metropolitanas, 
municipios, barrios o zonas de la ciudad), y en la aplicación de políticas 
y programas directamente vinculados con mejorar la calidad de vida de 
la población entre las cuales pueden mencionarse las siguientes:

Los Consejos de Planeación del Desarrollo (COPLADE) y los Consejos 
de Planeación del Desarrollo Municipal (COPLADEAÍUN)

Los COPLADE constituyen los primeros espacios de participación 
ciudadana institucionalizados que cumplen funciones de consulta en 
los procesos de asignación de recursos que la federación transfiere a los 
estados, primero, a través del Ram o 26 de Atención a la Pobreza del 
Presupuesto de la Federación, que posteriormente dio lugar, en 1997, 
a la creación del Ram o 33 según el cual los estados reciben recursos 
de acuerdo a una fórmula que contempla la población total y los ni­
veles de pobreza que presenta cada municipio. Los COPLADE y los 
CO PLA D EM U N  (que son los Consejos para la Planeación del Desa­
rrollo Municipal), son instancias impulsadas desde los niveles guberna­
mentales federal y /  local (estatal y municipal), y están constituidos por 
representantes de grupos de interés del territorio local (profesionales, 
empresarios, vecinos, representantes de organizaciones locales etc.). Su 299
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principal función es opinar sobre la asignación de esos recursos públi­
cos, tal como lo establecen las reglas de operación de los fondos a que 
debe sujetarse la acción de los gobiernos locales.

En los hechos, estos espacios muchas veces suelen cumplir una 
función de legitimación de decisiones tomadas en el interior del apa­
rato gubernamental local, porque su existencia es un requisito para 
disponer de los recursos federales. Los resultados de la Encuesta de 
Desarrollo Institucional Municipal realizada por INEGI-IND ESO L 
indican que las principales organizaciones sociales del ámbito m uni­
cipal que existen en el ámbito local son las sociales, civiles o comuni­
tarias, que representan más de la tercera parte, y pueden participar en 
éstas u otras decisiones públicas. Pero, en segundo lugar, el mayor nú­
mero de espacios de participación corresponde a los COPLADE- 
M U N , instancias de consulta ciudadana promovidas desde del mismo 
aparato gubernamental, con alrededor del 17%, los cuales han sido 
creados para cumplir las funciones consultivas en relación con fondos 
públicos que se mencionaron. También se registran las organizaciones 
vecinales o de realización de obras con el 15%, y los consejos duda-

300

Gráfico No. 1. Organizadones o agrupadones de participadón ciudadana 
más comunes en el municipio (porcentajes)

■  COPLADEMUN 
Consejos Ciudadanos 

£  Organizaciones vecinales 
y de obra

|  Organizaciones ciudadanas 
civiles y comunitaruas 

tá Organizaciones gremiales 
y clubes de servicio 

|  Organizaciones religiosas 
Otras

Fuente: Elaboración propia con datos de la Encuesta Nacional sobre Desarrollolnstitucional 
Municipal 2000, INDESOL, INEGI.
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danos con más del 11%; instancias que en algunos casos participan en 
procesos decisorios del ámbito local (Gráfico 1).

Es interesante corroborar a través de los resultados de esta misma 
encuesta que mientras en 1995 el mayor número de organizaciones 
sociales del ámbito local eran los Comités de Solidaridad (espacios de 
participación social o ciudadana constituidos por la ciudadanía como 
un requisito para operar los fondos del Programa Nacional de Solida­
ridad -PR O N A SO L —, durante la administración del gobierno de Sa­
linas de Gortari), a partir del año 2000 crecen las organizaciones so­
ciales, comunitarias y civiles, los consejos ciudadanos, y aparecen los 
CQ PLA DEM U N (Gráfico 2). Es decir, pareciera que las formas de 
organizaciones ciudadanas muchas veces se van adecuando a los reque­
rimientos de las políticas y programas del sector público que pueden 
beneficiar a sus miembros.

Gráfico No. 2. Organizaciones de participación ciudadana más 
comunes en el municipio 1995-2000 (porcentajes)

40%

30%

20%

10%

0%

Fuente: Elaboración propia con datos de la Encuesta Nacional sobre Desarrollolnstitucional 
Municipal 2000, INDESOL, INEGI.

1995 2000
CO PLADEM UN |  Consejos Ciudadanos Organizaciones vecinales o de obra 

I  Organizaciones ciudadanas, civiles y comunitarias
I  Organizaciones gremiales y clubes de servicio flf Organizaciones religiosas 
I  Otras |  Faena, tequio y fajina I  Comités de solidaridad
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Por otra parte, en la definición del Fondo de Aportación para la In­
fraestructura Municipal del Ram o 33, también participan diferentes 
instancias ciudadanas. El cabildo aparece como el principal espacio 
pero es un espacio de representación política partidaria, pero siguen 
en importancia los COPLADEM UN, los Consejos de Desarrollo 
Municipal, y los Consejos Comunitarios, que son espacios de partici­
pación ciudadana institucionalizados, aunque la autonomía de los re­
presentantes es bastante limitada (Gráfico 3).
Gráfico No. 3 - Instancias que participan en la definición del destino 
del Fondo de Infraestructura Municipal (FISM)
(total de municipios)

COPLADEM UN 43.31%
|  Cabildo 74.12%
|C o n s e jo  de Desarrollo 

Municipal 52.04%
M Comisiones y /o

comités comunitarios 37.58%
MConsultors extemos 2.6%
|  Instituciones estatales y /o  

federales 15.37% 
p o tros 1.73%

Fuente: Elaboración propia con datos de la Encuesta Nacional sobre Desarrollolnstitucional 
Municipal 2000, INDESOL, INEGI.

La contraloría social en el ámbito local

Las contralorías sociales son el conjunto de acciones de control, vigi­
lancia y evaluación que realizan las personas, de manera organizada e 
independiente, en un modelo de derechos y compromisos ciudadanos 
con el propósito de contribuir a que la gestión gubernamental y el ma­
nejo de los recursos públicos se realicen en términos de transparencia, 
eficacia y honradez. Son espacios de participación ciudadana promovi­
dos durante la administración foxista como una respuesta a las preocu­
paciones y demandas que existen en la sociedad mexicana por otorgar302
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mayor transparencia y calidad a la democracia. Sus principales objetivos 
son: por un lado, prevenir y abatir prácticas de corrupción, y por otro, 
lograr la participación activa y responsable de todos los sectores de la 
sociedad en la lucha contra la corrupción y en la promoción de una 
cultura de la transparencia y el respeto a la ley. Su función es vincular 
la transparencia como instrumento de rendición de cuentas de los go­
bernantes con la responsabilidad de los gobernantes de analizar, verifi­
car y jugar con su reconocimiento o rechazo el actuar de su gobierno.

Le corresponde a la Secretaria de la Función Pública promover la 
vigilancia ciudadana de los recursos en los tres niveles de gobierno, 
apoyar a los órganos estatales de control (OEC) en la incorporación 
de la Contraloría Social en los diferentes programas, impartir capaci­
tación y asesoría solicitada por los OEC, y evalúa conjuntamente con 
éstos órganos el resultado de las acciones de la Contraloría Social. Los 
cursos de capacitación a contralores sociales están vinculados a su la­
bor en la aplicación de los programas asociados al ramo 33 y 20 del 
presupuesto de la federación, los cuales están destinados principalmen­
te al desarrollo regional y al fortalecimiento municipal.

También con el apoyo de instituciones educativas se han incorpo­
rado a estudiantes como promotores sociales o prestadores de servicio 
social, para que conozcan la importancia de la Contraloría Social y 
sensibilizarlos como parte activa en la promoción de una cultura de la 
participación social. Aunque las contralorías sociales son experiencias 
muy recientes y requieren ser evaluadas, constituyen un prim er paso 
para que la ciudadanía realice funciones que van más allá de la función 
consultiva y se involucre de manera más directa en las decisiones pú­
blicas, en el m omento de la aplicación de recursos que benefician a la 
sociedad y al territorio local.

Los Consejos Consultivos Regionales para el Desarrollo Sustentable.

En 1997, en el marco de la política ambiental impulsada por SEM AR- 
NAP, la Coordinación General de Descentralización de esta secretaria 303
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del gobierno federal promovió un proceso de participación social que 
se inició con la creación de los llamados Consejos Consultivos para el 
Desarrollo Sustentable (CCDS) inicialmente en la región occidente. 
Desde estos espacios de participación ciudadana se intentó promover 
con poco éxito un proceso de planeación integral de desarrollo regio­
nal sustentable (PIDRS). En este consejo participaban las autoridades 
ambientales del ámbito federal y estatal, así como consejeros no gu­
bernamentales, organizaciones sociales y empresarios ecologistas, sien­
do predominante la presencia de actores locales. En su interior se for­
maron varias comisiones en torno a temas considerados importantes; 
la principal función de este espacio de participación era incidir como 
órgano de consulta en las decisiones públicas en materia ambiental del 
ámbito regional (Ferreira 2005). Sin embargo, esta experiencia encon­
tró diferentes limitaciones en el hecho de que los consejos consultivo 
regionales tenían una agenda propia elaborada por los funcionarios de 
la instancia sectorial federal, los representantes locales no guberna­
mentales no lograban incidir en las autoridades ambientales estatales y 
municipales, y que el ámbito regional exige la identificación de acto­
res con capacidad actuar en la arena meso-regional (ídem).

De igual forma, en la presente administración cuando se dio a co­
nocer el Plan Puebla Panamá, se intentó instrumentar estos consejos de 
desarrollo regional, sin embargo los problemas que surgieron en su mis­
ma composición (no estaban representadas todas las instancias federales 
ni los gobernadores y no se preveía una instancia de consulta ciudada­
na) impidieron concretar esta propuesta (Ferreira 2005:168-170).

Los Comités de Beneficiarios de los programas sociales
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Estos comités de beneficiarios constituyen un espacio de participación 
ciudadana en diferentes programas sociales que se itnplementan en el 
territorio local tales como: Opciones Productivas, Empleo Temporal y 
Abasto de leche a cargo de Liconsa. En el caso del Programa O portu­
nidades, se trata de Comités de Promoción Comunitaria cuya función
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es la vinculación entre titulares y personal de servicio, canalizar solici­
tudes y fortalecer acciones de contraloría y transparencia del programa.

Estos comités actúan en diferentes ámbitos territoriales: la comu­
nidad local, el municipio o la delegación, las 31 entidades, y el Distri­
to Federal, en apego a la legislación y la normatividad vigentes. Se tra­
ta de una forma de crear una representación social para la operación 
de los programas en el espacio local y su principal función ha sido la 
consulta, lo cual constituye un primer escalón en el proceso participa- 
tivo (SEDESOL et al. 2005).

La participación ciudadana en el Programa Hábitat
U n programa del gobierno federal que plantea transformar la forma 
de inclusión de la ciudadanía, creando nuevos espacios e instrumentos 
de participación, es Hábitat, el cual se puso en marcha en el año 2002 
de acuerdo a lo establecido en el Programa de Desarrollo Urbano y 
Ordenamiento Territorial (2001-2006).

El Programa Hábitat es un programa complejo en su diseño y en 
su aplicación, el cual trata de contrarrestar las condiciones de pobreza 
patrimonial que prevalecen en las 364 ciudades que conforman el sis­
tema urbano nacional. Los individuos y los hogares son los principales 
beneficiarios de este programa, y se incluye la necesidad de reconocer 
y apoyar el papel que cumple el capital social, haciéndose referencia a 
las organizaciones sociales y cívicas de la ciudadanía, a su reconoci­
miento e inclusive a su fortalecimiento.

En esta concepción, el potencial de actuación de la ciudadanía y sus 
distintas formas de organización social se sustentan en lazos de confian­
za y en la solidaridad que fortalece la vida de las comunidades locales. 
Se trata de una estrategia de intervención en los barrios en situación de 
pobreza de las principales ciudades del país, centrada en la actuación de 
los gobiernos municipales y en la corresponsabilidad de la ciudadanía 
en las acciones urbanas4. Una tarea importante, evaluar su contribución
4 Las ciudades se han agrupado en “Vertientes” que en 2004 eran: a) las ciudades de las fron­

teras norte y sur (41 ciudades), b) las ciudades y zonas metropolitanas del resto del país 305
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a una nueva forma articulada de política territorial que opera en ciu­
dades, y que intenta ir más allá de la transferencia de recursos y la com­
pensación a los grupos sociales afectados por los rezagos y las desigual­
dades económicas, logrando por esta vía crear nuevas bases para la go- 
bernabilidad de las ciudades. Para ello, se propone articular y hacer 
concurrir las distintas acciones sectoriales en barrios y colonias de 
atención prioritaria con el objeto de lograr un mayor efecto5.

En un contexto en que el federalismo está siendo redefinido a fa­
vor de una mayor participación de los gobiernos locales (estatales y 
municipales), el Programa aplica los principios de corresponsabilidad 
y subsidiariedad entre ámbitos de gobierno, pero al mismo tiempo, se 
enuncia la participación ciudadana de manera corresponsable. En las 
tres fases de la mecánica de operación del programa se incluye la par­
ticipación ciudadana: la difusión, la promoción y la ejecución, no obs­
tante es en ésta última donde se hace una clara alusión a la im portan­
cia de la participación de la ciudadanía en la consulta con las comu­
nidades, la contraloría social y la evaluación.

Los actores y los espacios en los que los mismos participan son, por 
una parte, las organizaciones de la sociedad civil formales e informales 
y los grupos comunitarios, constituidas por diferentes colectivos de ciu­
dadanos. Las mismas cumplen funciones relativas a la promoción del 
programa, movilización de recursos y esfuerzos sociales, encuentros con 
dirigentes civiles y empresariales, instrumentación y ejecución de pro­
yectos y contraloría social; y, por otra, las Agencias Hábitat constituidas 
por profesionistas y miembros de los gobiernos y la comunidad local 
para realizar en cada ciudad tareas relacionadas con: fortalecer instru­
mentos de planeación, formulación y aprobación de proyectos, forma­
ción de instancias civiles, enlace con universidades y centros de investi­
gación y asociación público-privada (SEDESOL 2004).

(121 ciudades); entre estas tienen prioridad las de más de cien mil habitantes y c) los cen­
tros históricos reconocidos como Patrimonio Mundial por la UNESCO (11 ciudades).

5 Para ello y basándose en la estadística censal, delimita en el territorio de las ciudades 
las zonas de mayor concentración de pobreza patrimonial a las cuales denomina “polí­
gonos” (donde 50% o más se encuentra en esa situación).
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Pero en este programa se avanza también en el diseño de instru­
mentos de participación ciudadana que son las metodologías partici- 
pativas, las herramientas y las técnicas usadas para hacer efectiva la par­
ticipación social. El programa Hábitat en sus documentos normativos 
contempla los siguientes instrumentos de participación social en dis­
tintas escalas o intensidades:

• la consulta ciudadana para elaborar las propuestas y atender las de­
mandas y prioridades, así como la elaboración de una cédula so­
cioeconómica de empadronamiento de beneficiario,

• el autodiagnóstico y /o  el Plan de Desarrollo Comunitario, la pla­
neación y gestión de proyectos, y

• la contraloría social para ejercer el control ciudadano sobre el pro­
grama.

Aún cuando Hábitat es el programa en el que se intenta un diseño 
participativo más elaborado que en otros, lo común en todos es que se 
asigna a la participación de la ciudadanía dos funciones principales: la 
consulta y la contraloría social. Ambas funciones se corresponden con 
una etapa particular de las políticas públicas: la operación. Sólo en al­
gunos casos se asigna a la ciudadanía funciones de evaluación de los 
programas que se aplican en el territorio. En consecuencia, las tareas a 
futuro son mejorar estas formas de participación para que sean más efi­
caces y al mismo tiempo evaluar la posibilidad de que la ciudadanía sea 
incluida en otras etapas (diseño, seguimiento, evaluación) tal como lo 
establecen las leyes y la normatividad vigentes. Además, debe incorpo­
rarse una perspectiva que contemple las particularidades de los actores 
locales para saber de que forma pueden asumir cor responsablemente 
las decisiones públicas, con la intención de consolidar redes participa- 
tivas de planeación y gestión local.
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Elem entos para fortalecer la participación 
ciudadana en las políticas públicas

Si se acepta que existe un amplio consenso sobre la necesidad de in­
corporar a la ciudadanía en diferentes momentos de las políticas pú­
blicas, puede ser útil presentar un conjunto de aspectos que deben ser 
tenidos en cuenta para hacer efectiva la participación ciudadana en los 
procesos decisorios directamente vinculados a la calidad de vida en el 
territorio local. Com o se dijo, la inclusión de la ciudadana depende de 
la voluntad política de quienes controlan el aparato gubernamental, lo 
cual estará supeditado a las condiciones que prevalezcan en cada con­
texto local o regional. Pero también es importante elaborar una m e­
todología o diseño participativo acorde con los actores e instituciones 
que actúan y se relacionan en el espacio local.

Com o ya se expuso, en México se registran interesantes procesos 
participativos de planeación y gestión del territorio, los cuales son 
producto del trabajo de técnicos y funcionarios, organizaciones civi­
les y académicos, que conjuntamente con la ciudadanía han desarro­
llado experiencias de planeación y /o  en los procesos de aplicación de 
diferentes políticas públicas, principalmente en el ámbito de territo­
rio regional o local. Pero no existe un único modelo de participación 
ciudadana que sea aplicable a cualquier experiencia, sino que la m e­
todología participativa, aunque tiene elementos comunes en todos los 
casos, debe ser elaborada a partir de los actores y procesos sociales, his­
tóricos y políticos que se dan en cada territorio particular.

Por ello se expondrán aquí algunos elementos comunes que de­
ben ser tenidos en cuenta en la elaboración de un diseño participati­
vo particular y que hacen referencia a los pre-requisitos, espacios e 
instrumentos de participación ciudadana.
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Los prerrequisitos de la participación ciudadana

Los principales pre-requisitos para que la ciudadanía participe en las 
decisiones públicas son: la información, la comunicación social, la cre­
dibilidad y la confianza en las acciones de gobierno.

Respecto a los dos primeros puntos, la información y la comuni­
cación social corresponden al o los gobierno/s involucrados en el pro­
ceso participativo informar ampliamente a la ciudadanía sobre los ob­
jetivos del mismo, qué se espera de la ciudadanía, cómo contribuirá a 
promover, y facilitar la participación ciudadana. Para realizar esta tarea 
previa y sensibilizar a la población se requiere de personal capacitado 
y de recursos informativos (carteles, volantes) que se distribuyan a la 
ciudadanía, de acuerdo a la escala del territorio, a través de un trabajo 
directo en su domicilio o en espacios públicos (escuelas, centros co­
munitarios, clubes, etc.), o utilizando medios electrónicos (páginas de 
internet o mensajes a través del correo electrónico).

Se trata de generar un proceso de participación de la población vo­
luntario y para ello debe existir confianza y credibilidad entre los fun­
cionarios, la población, y las organizaciones sociales que actúan sobre 
el territorio local. En este sentido, una forma de romper la desconfian­
za inicial puede ser la realización de alguna acción inmediata que in­
dique el compromiso gubernamental de atender alguna demanda ex­
puesta por la ciudadanía y /o  solucionar algún problema que esté al al­
cance de la autoridad local.

Sobre los espacios de la participación ciudadana

Actualmente existen en México un amplio número de comités de be­
neficiarios, de expertos, representantes sociales, así como también co­
misiones de consulta sobre determinada decisión u obra que se reali­
zará sobre el territorio. Recientem ente se crearon las contralorías so­
ciales previstas en la Ley de Transparencia y Acceso a la Información o 
de Desarrollo Social; sin embargo, los espacios deben constituirse en 309
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función de los objetivos que persiga cada proceso particular y, en este 
sentido, a estos espacios pueden agregarse otros tales como: las mesas 
de trabajo, los talleres de discusión temática, la creación de grupos de 
expertos sobre ciertos temas, etc.

Es importante entonces que en la apertura de los espacios de par­
ticipación ciudadana quienes impulsen y /o  protagonicen estos proce­
sos —funcionarios locales, organizaciones civiles, consultores privados, 
grupos de académicos—, tom en en cuenta los siguientes criterios que 
son de fundamental relevancia para que la participación funcione:

• La representación de los actores locales directamente involucrados 
en los procesos de planeación o gestión del territorio debe ser am­
plia y plural. Én las actuales sociedades la participación ciudadana 
es necesariamente un proceso complejo, y la representación es uno 
de los temas centrales a ser considerado en el diseño de los espa­
cios de participación.

• En este sentido, puede decirse que en los espacios de participación 
del ámbito local suele advertirse un claro déficit de representativi- 
dad social, es decir, no toda la sociedad está representada, y por lo 
general los jóvenes, las minorías indígenas, los discapacitados, sue­
len quedar al margen de estos procesos, salvo que se trate de pro­
gramas directamente dirigidos a atender a estos grupos sociales. 
Debe tenerse en cuenta que si la representación no es representa­
tiva de la sociedad local, esto tiene fuertes y negativos efectos so­
bre la participación y puede ser una de las causas que explique la 
baja participación del conjunto de la ciudadanía.

• En este sentido, conviene considerar que tres son los principales 
sustentos de la identidad grupal en el territorio, lo cuales deben ser 
tomados en cuenta en el diseño de la participación ciudadana:

- la pertenencia a un barrio, ciudad, región, es decir, la dimen­
sión territorial de la representación.
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- la condición social (género, edad, características personales) y 
económica (actividades productivas).

- el interés por temáticas relacionadas con la transformación del 
territorio y la calidad de vida (medio ambiente, equipamientos, 
vivienda, etc.).

Al mismo tiempo, la representación puede ser individual (vecinos, jó ­
venes, mujeres) o colectiva (agrupaciones, comités, asociaciones, cáma­
ras)^  es muy importante considerar que si en un territorio existen aso­
ciaciones y agrupaciones locales, las mismas deben ser reconocidas y su­
madas al proceso participativo, tales como: las representaciones de la 
madres de familia con demandas de escuelas, de guarderías; las de colo­
nos para ampliar y /o  mejorar sus viviendas, las organizaciones vecina­
les que reivindican una mejor calidad de vida, la protección del medio 
ambiente y el patrimonio arquitectónico, el respeto a la normatividad 
en los usos del suelo, o el mantenimiento de los espacios públicos.

Finalmente otra cuestión clave relacionada con la representación es 
si los representantes son elegidos o designados por el gobierno o por 
los ciudadanos. Por lo general, en las comisiones o consejos de exper­
tos (por ejemplo vivienda, desarrollo social, cultura) los miembros son 
nombrados por las autoridades, mientras que en las instancias vecina­
les o ciudadanas son elegidos directamente por la ciudadanía. En uno 
y otro caso es importante transparentar las reglas que funcionaron pa­
ra la constitución de estos espacios de participación ciudadana.

• La identificación de redes de actores locales públicos, privados y 
sociales, que no obstante tener intereses diferentes y a veces con­
trapuestos sobre temáticas del territorio, tales como la vivienda, los 
espacios públicos, servicios, etc., han logrado consensar propuestas 
que perm iten obtener algún beneficio común.

• La temporalidad es un elemento clave porque mientras que algu­
nos espacios de participación ciudadana se crean para elaborar de­
terminado plan o concretar determinada acción pública, otros se
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crean con la intención de que perduren por períodos mayores, co­
mo por ejemplo, los comités vecinales que están previstos en las le­
gislaciones locales sobre participación ciudadana.

• Identificar los obstáculos que deberá sortear un proceso participa- 
tivo. Debe decirse que legalizar, institucionalizar y /o  abrir espacios 
de participación a la ciudadanía no significa que el proceso auto­
máticamente funcione. Sin duda, habrá quienes se oponen a abrir 
los procesos de planeación o gestión del territorio a la participa­
ción. En los partidos políticos hay quienes consideran que una vez 
electo un partido, es responsabilidad del mismo el conformar los 
equipos de gobierno y tomar todas las decisiones. Por otra parte, 
en el ámbito gubernamental, es com ún que haya funcionarios que 
consideren que los ciudadanos no tiene capacidades y /o  conoci­
mientos para participar en una decisión que implica cambios en el 
espacio, construcción de obras, elaboración de diseños, cálculo de 
costos, ante lo cual la participación de la ciudadanía prolonga el 
tiempo en la toma de decisiones. Es decir, una de las tareas es ca­
pacitar a los funcionarios locales en su conjunto sobre la im por­
tancia de involucrar a la ciudadanía en estos procesos para avanzar 
en las formas de planeación y gestión del territorio más eficientes 
y democráticas.

Sobre los instrumentos de participación ciudadana
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La cuestión de los instrumentos con que opera la participación de la 
ciudadanía en estos procesos de planeación o gestión territorial es de 
fundamental importancia, y quizá es aquí donde deben ponerse más 
esfuerzos en los procesos participativos que se realizan en México. En 
muchas partes del mundo se experimentan a partir de la década de los 
90, nuevos instrumentos participativos para avanzar en la construcción 
de una democracia social, mientras que en nuestro país en este aspec­
to se avanza lentamente.
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Es cierto que han mejorado las formas como se procesan las de­
mandas ciudadanas, y se han creado instrumentos que contribuye a 
darle más eficacia a estos procesos como es el caso de las audiencias 
públicas, los miércoles ciudadanos, el tianguis municipal o la ventani­
lla única. Pero éste es un prim er escalón de participación de la ciuda­
danía que presenta sus demandas o necesidades, pero esto no implica 
necesariamente su inclusión en las decisiones públicas.

En los procesos de planeación o gestión del territorio se puede re­
currir a diferentes instrumentos según cada una de las etapas por las que 
atraviesa el mismo, por ejemplo, para la consulta puede recurrirse al 
sondeo o la encuesta. Pero si de lo que se trata es de evaluar si una ac­
ción gubernamental puntual debe o no realizarse, se puede recurrir a 
instrumentos de democracia directa como son la consulta pública, el 
plebiscito o el referéndum, que están contenidos en los cuerpos lega­
les. Si se trata, en cambio, que la ciudadanía sea incluida en otras etapas 
como la elaboración del diagnóstico local o regional, se requiere de una 
metodología participativa y personal para aplicarla conjuntamente con 
la ciudadanía. También el diagnóstico y la elaboración de propuestas 
pueden enriquecerse en talleres de participación ciudadana y en las 
mesas de debate y discusión de expertos en determinadas temáticas.

Lo importante es que quien promueve el proceso participativo di­
señe los instrumentos, puesto que no basta con abrir espacios sino que 
deben diseñarse las reglas del funcionamiento de los mismos, a fin de 
modificar las prácticas y las conductas poco democráticas que han sig­
nado tradicionalmente a estos espacios. U n ejemplo exitoso en el mar­
co de la planeación urbana son las metodologías de la planeación es­
tratégica creadas en Barcelona que se han aplicado con relativo éxito 
en algunas ciudades latinoamericanas (Bogotá, R io  de Janeiro, Sao 
Paulo, Rosario, Córdoba) y mexicanas (Tijuana, Puebla, Ciudad Juá­
rez, entre otras) (Gutiérrez Chaparro 2000, Pascual i Esteve 1999).

También puede mencionarse que para la elaboración de cinco Pla­
nes Parciales de Desarrollo Urbano del D.E encargada a la UN AM , se 
diseñó un instrumento de planeación participativa que incorporó va­
rios componentes de la planeación estratégica tales como: prediagnós­
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ticos en base a encuestas, entrevistas, debates con grupos de vecinos y 
actores de la zona, talleres de discusión y análisis para el diagnóstico, 
elaboración de propuestas condensadas, etc. lo cual permitió definir 
los contenidos de la política urbana en estos territorios locales en los 
que prevalecían situaciones de alta conflictividad social y territorial 
(Ziccardi 2003a).

En este sentido, un último instrumento que debe mencionarse 
porque es el más acabado en tanto contempla en su diseño todas las 
etapas del proceso de planeación y gestión del territorio local, es el 
presupuesto participativo. En el mismo se fijan y se acuerdan las for­
mas y los tiempos de la consulta, la elaboración de propuestas, la asig­
nación de recursos, el seguimiento y la evaluación de acciones locales 
sobre el territorio. Este instrumento fue creado por el Partido del Tra- 
bajo en ciudades brasileñas, el cual luego fue aplicado en otras ciuda­
des de América Latina, España Francia y Alemania. Se trata de un ins­
trum ento original que combina la participación directa de la ciuda­
danía con la delegación de responsabilidades en el personal guberna­
mental. Su principal objetivo es establecer las prioridades a la actua­
ción pública local, a través de la participación directa (reuniones y 
asambleas populares) las cuales se desarrollan con una metodología 
que permite ordenar y procesar las demandas. Los resultados sirven 
para asignar una parte del presupuesto del gobierno local (5 o 10%) 
lo cual es validado por los órganos de representación política como 
son los Cabildos6 (Blanco y Goma 2002).

Todas estas experiencias adquieren en la actualidad una nueva lec­
tura a partir de los desarrollos conceptuales que sustentan nuevas for­
mas de relación gobierno-ciudadanía a partir de la existencia de redes 
horizontales participativas, puesto que más que poner el énfasis en el 
diseño participativo y en la importancia de buscar los vínculos entre 
administración y política, recupera el valor que encierran estas nuevas 
articulaciones que definen a la governance o gobierno en red.

6 Este instrumento ha sido aplicado en dos delegaciones del Distrito Federal, 
Cuauhtemoc y Tlalpan, pero estas experiencias no han tenido continuidad.
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A manera de conclusión.
¿Qué papel corresponde a la participación ciudadana 
en una política integral de ordenamiento territorial?

A partir del análisis presentado puede concluirse que la participación 
ciudadana es un componente central en el diseño y aplicación de una 
política integral de ordenamiento territorial puesto que:
• En un contexto de profundización de la democracia en el que 

existe la intención de avanzar en la construcción de una democra­
cia participativa, la ciudadanía debe ser incluida en los procesos de­
cisorios directamente relacionados con su calidad de vida, como 
son los procesos apropiación y uso del territorio.

• Tanto la Constitución de la república como la legislación federal 
y local vigentes ofrecen un amplio marco legal en el que se sien­
tan las bases sobre cuál es el papel que le corresponde a la parti­
cipación ciudadana en una política integral de ordenamiento del 
territorio.

• Los obstáculos que aún existen para democratizar la actuación gu­
bernamental en la materia pueden superarse en la medida en que 
se realicen esfuerzos para que tanto los funcionarios públicos co­
mo la ciudadanía y sus organizaciones sociales y civiles incorporen 
participen en prácticas sustentadas por los valores propios de una 
cultura democrática, recuperen y difundan las experiencias exito­
sas, elaboren diseños e instrumentos participativos innovadores, y 
exista un compromiso político público de adopción de procedi­
mientos participativos y democráticos en la formulación y aplica­
ción de las políticas públicas directamente relacionadas con el or­
denamiento territorial.
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La denominada "cuestión social" es una noción con un amplio 

poder semántico en tanto sintetiza un conjunto de elementos 

que tienen que ver con los llamados derechos sociales: empleo, 

salud, educación seguridad social, medio ambiente, vivienda, etc., 

es decir, con el bienestar de la población. De ahí que esta cate­

goría recupera el debate sobre el sentido del desarrollo urbano, 

en la medida en que sitúa en el centro de la discusión el compo­

nente social de las ciudades por encima de los elementos pura­

mente espaciales o funcionales. 

Este es justamente el eje de los escritos que Alicia Ziccardi nos 

muestra en el presente libro: pasar de la fotografía de la ciudad 

que nos ofrece el paisaje urbano a su radiografía; evidenciando la 

relación indisociable que existe entre el · componente socio­

económico con el modelo de gobierno de la ciudad, es decir, su 

arquitectura política. De esta forma, su mayor aporte analítico es 

demostrar que el camino para mejorar la condición de vida de 

quienes habitan en las ciudades, no es solo una cuestión tec­

nocrática sino que depende de la consolidación de la partici­

pación democrática. Esto permite la construcción de consensos 

que viabilizan la gobernabilidad como principio político esencial 

para consensuar políticas sociales urbanas en las ciudades. 
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